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HONORABLE CÁMARA: 

La  Comisión  de  Medio  Ambiente  y  Recursos
Naturales pasa a informar, en primer trámite constitucional y primero reglamentario,
el  proyecto  de  la  referencia,  iniciado  en  mensaje  de  S.E.  la  Presidenta  de  la
República, con urgencia calificada de “suma”.

Con fecha 27 de mayo de 2016, en sesión 23ª, se dio cuenta
del mensaje por el cual se dio inició a la tramitación del proyecto en informe el cual
fue  radicado  en  la  Comisión  de  Gobierno  Interior,  Nacionalidad,  Ciudadanía  y
Regionalización, y a la Comisión de Hacienda, en lo pertinente.

Con fecha 8 de julio del mismo año, la Comisión de Medio
Ambiente y Recursos Naturales recibió a los comisionados de Isla de Pascua para
que expusieran sobre los problemas medioambientales y del proyecto de ley que
regula  la  residencia,  permanencia  y  traslado  a  la  Isla  (Boletín  N°  10.683-06),
acordándose  solicitar  que  esta  iniciativa  legal  fuera  remitida  para  su estudio  en
calidad de comisión técnica. En sesión 42ª, de 12 de julio de 2016, así se acordó.

I. CONSTANCIAS REGLAMENTARIAS PREVIAS.

1. Idea matriz o fundamental del proyecto.

La idea matriz o fundamental  del proyecto de ley es
regular  la  forma  en  que  se  ejercerán  los  derechos  a  residir,  permanecer  y
trasladarse hacia y desde el territorio especial de Isla de Pascua. 

2. Normas de quórum especial.

En conformidad al artículo 126 bis de la Constitución Política
de la República, son de quórum calificado los artículos 1, 2, 5, 6, 7, 8, 9, 18 que ha
pasado a ser 19, 20 que ha pasado a ser 21, 38 que ha pasado a ser 39, 39 que ha
pasado a ser  40, 40 que ha pasado a ser  41, permanentes y el  artículo tercero
transitorio.

Asimismo,  tienen  la  calidad  de  normas  de  ley  orgánica
constitucional los artículos 16 que ha pasado a ser 17, 22 que ha pasado a ser 23,
24 que ha pasado a ser 25 y 46 de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 38 de la
Carta Fundamental. Además, el artículo 55 del proyecto de ley conformidad con lo
prescrito en el artículo 77 inciso segundo de la Constitución Política.

3. Normas que requieran trámite de Hacienda.

Deben ser remitidos a la Comisión de Hacienda los artículos
14 que ha pasado a ser 13, 15 que ha pasado a ser 14, 16 que ha pasado a ser 17,
23 que ha pasado a ser 24, 24 que ha pasado a ser 25, 29 que ha pasado a ser 30 y
30 que ha pasado a ser  31, permanentes y el artículo séptimo transitorio, que ha



pasado a ser  sexto transitorio, por tener incidencia en materia presupuestaria y
financiera del Estado.

4. Aprobación del proyecto, en general.

El  proyecto  fue  aprobado,  en  general,  por  la
unanimidad de  los  diputados  presentes  (10)  señoras  Cristina  Girardi  y  Andrea
Molina y señores Marcelo  Chávez,  Daniel  Melo, Celso  Morales,  Leopoldo Pérez,
Jorge Rathgeb, David Sandoval, Christian Urízar y Patricio Vallespín.

5. Diputado informante.

Se designó  Diputada  informante  a  la  señora  Andrea
Molina Oliva.

6. Trámite ante la Corte Suprema.

De conformidad a lo preceptuado en el artículo 77 de la
Constitución  Política  de  la  República  y  16  de  la  Ley  Orgánica  del  Congreso
Nacional, mediante oficio N° 231 de fecha 21 de marzo de 2017 se ha remitido el
texto del proyecto aprobado por la Comisión a la Corte Suprema.

7. Artículo 15 del Reglamento de la Corporación.

Por asentimiento unánime se facultó a la  Secretaría de la
Comision para efectuar correcciones formales de redacción.

II. ANTECEDENTES Y FUNDAMENTOS DEL PROYECTO DE LEY.

1) Antecedentes generales.

Isla de Pascua está situada en medio del Océano Pacífico, a
3.750 kilómetros de la ciudad de Santiago, frente a la costa de Caldera. El año 1935
el  Ministerio  de  Educación  la  declaró  como  Monumento  Nacional  Histórico.  Su
superficie  alcanza los 166 kilómetros cuadrados y en ella  se emplaza el  Parque
Nacional  Rapa  Nui,  el  cual  fue  declarado  Patrimonio  de  la  Humanidad  por  la
Organización de las Naciones Unidas para la Educación,  la Ciencia y la Cultura
(UNESCO), en 1995.

De acuerdo al censo del año 2002, la población de Isla de
Pascua alcanzaba los 3.791 habitantes, la que se ha proyectado al año 2012 a la
cantidad de 5.167 personas, de las cuales el 60 por ciento son de origen rapa nui.
Según estimaciones del Instituto Nacional de Estadística, la población aumentará en
casi un 30 por ciento al año 2020.

El mensaje, señala que el 86 por ciento de la población está
asentada en el poblado de Hanga Roa, único centro poblado de la Isla que abarca
7,2 kilómetros cuadrados. Esto permite hacer estimaciones de densidad, la cual al
año 2012 habría alcanzado a 717,6 habitantes por kilómetro cuadrado.

Agrega -el mensaje- que la principal actividad económica en
la Isla es el turismo. Su riqueza natural y arqueológica la han transformado en un
atractivo  único  en  el  mundo,  lo  que  se  refleja  en  la  cantidad  de  visitas  que
anualmente ingresan a este territorio insular. Según estadísticas elaboradas por la
Corporación Nacional Forestal (CONAF), se ha producido un aumento progresivo en
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el ingreso de turistas a Isla de Pascua. En el año 2007 visitaron el parque nacional
36.412  personas,  y  el  año  2014,  66.064.  Correlativamente,  esta  demanda  ha
aumentado el número de vuelos a la isla. Si en el año 2006 la frecuencia de vuelos
era  de  un  máximo  de  6  vuelos  semanales,  en  lo  que  va  del  presente  año  su
frecuencia alcanza los 11 vuelos a la semana.

Si  bien  resulta  positivo  que  visitantes  nacionales  y
extranjeros  quieran  conocer  la  belleza  de  este  territorio,  es  necesario  adoptar
acciones para que esta actividad se desarrolle de manera sustentable. Lo anterior
considerando que dentro del Parque Nacional  se han catastrado más de 25.000
sitios arqueológicos que requieren de una protección especial. 

A  la  creciente  presión  poblacional  se  suman  ciertas
dificultades para su habitabilidad, como el origen volcánico de la isla, la erosión que
sufre su territorio y la existencia de sectores rocosos que dificultan asentamientos
humanos.  

Por otro lado, casi la totalidad del agua dulce utilizada por la
población  tiene  su  origen  en  pozos  subterráneos  que  conforman  el  acuífero
volcánico, siendo las precipitaciones su principal fuente de recarga. Sin embargo,
existen hoy importantes riesgos de su contaminación, tales como la ausencia de una
red de alcantarillado que se haga cargo de los desechos que genera la población, y
la salinización que proviene de su contacto con el agua del mar. 

En otro orden de materias, el mensaje alude a la vigencia del
Convenio  N° 169 de la  Organización  Internacional  del  Trabajo,  vigente  en Chile
desde  el  año  2009,  que  establece  la  obligación  de  los  Estados  de  asumir  la
responsabilidad de desarrollar, con la participación de los pueblos indígenas, una
acción coordinada y sistemática con miras a proteger los derechos de esos pueblos
y el respeto de su integridad.

2) Antecedentes legales.

En el año 2007 se dictó la ley N° 20.193, que agregó, en la
Constitución  Política  de  la  República,  el  párrafo  disposiciones  especiales,  que
comprendía el artículo 126 bis,  con el propósito de establecer que son territorios
especiales los correspondientes a Isla de Pascua y al Archipiélago Juan Fernandez
y que el Gobierno y .Administración de estos territorios se regiría por los estatutos
especiales que establecieran las leyes orgánicas constitucionales respectivas.

Posteriormente, en el año 2012 mediante ley N° 20.573 se
aprobó la reforma constitucional, que incorpora el actual inciso segundo al artículo
126 bis de la Constitución Política de la República. Por medio de esta disposición,
se establece que “los derechos a residir, permanecer y trasladarse hacia y desde
cualquier lugar de la República, garantizados en el numeral 7º del artículo 19, se
ejercerán en dichos territorios en la forma que determinen las leyes especiales que
regulen su ejercicio, las que deberán ser de quórum calificado”. 

En este sentido,  el  mensaje presidencial  señala que dicha
ley  tuvo  como  especial  finalidad  el  reconocimiento  de  estos  territorios  como
“ecosistemas  frágiles  y  muy  vulnerables,  cuya  protección,  desarrollo  y  cautela
requiere  la  adopción  de  una  serie  de  acciones,  tanto  legislativas  como
administrativas,  destinadas  a  controlar  de  mejor  manera  aquellos  aspectos  que
influyen  en  el  potencial  y  progresivo  deterioro  de  los  elementos  en  los  que  se
sustenta su medio ambiente”.

Se agrega que, en virtud de lo dispuesto en el artículo 6 del
Convenio  N°  169  de  la  Organización  Internacional  del  Trabajo  y  su  normativa
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asociada, el presente proyecto de ley fue consultado a los 36 clanes familiares del
pueblo rapa nui, así como a las demás asociaciones y organizaciones indígenas de
Isla de Pascua, por consistir en una propuesta de medida legislativa. 

La  consulta  realizada,  desde  la  vigencia  del  referido
Convenio N° 169, ha sido la que ha tenido mayor participación del pueblo rapa nui,
puesto que el 71 por ciento de la totalidad de sus integrantes, correspondiente a
1.411  personas,  inscritas  ante  la  Corporación  Nacional  de  Desarrollo  Indígena,
participaron en dicha consulta.

El resultado de los acuerdos tomados a lo largo del proceso,
así  como los  resultados de la  votación se encuentran reflejados  en el  texto  del
proyecto de ley en tramitación.

III. CONTENIDO DEL PROYECTO.

El  proyecto  de  ley  consta  de  ocho  títulos  y  siete
disposiciones transitorias.

El título I, disposiciones generales, artículos 1 al 4, se refiere
al objeto de la ley, al derecho a residir, permanecer y trasladarse hacia y desde el
territorio especial de Isla de Pascua en la forma que ley regula 

El  título  II,  de la  permanencia  y  residencia  en el  territorio
especial de Isla de Pascua, artículos 5 y 6, regula el plazo máximo de permanencia:
treinta días, prorrogable bajo ciertas condiciones, y de las personas habilitadas a
permanecer por un periodo mayor mientras cumplan con algunas de las calidades
habilitantes que se indican: ejercicio de alguna actividad económica, sus relaciones
de  familia,  vínculos  laborales  o  con  el  ejercicio  de  alguna  función  pública  con
órganos del Estado 

El título III, del traslado hacia y desde el territorio especial de
Isla de Pascua, artículos 7 al 11, establece requisitos de ingreso y señala ciertas
obligaciones  para  las  empresas  de  transporte  aéreo  o  marítimo  relativas  a  la
obligación de informar la nómina de pasajeros y tripulantes y al  de reconducir  a
aquellos cuyo ingreso sea rechazado.

El título IV, instrumentos de gestión de la capacidad de carga
demográfica,  consta  de  cuatro  párrafos.  El  primero,  decreto  que  establece  la
capacidad de carga demográfica, artículos 12 al 15, dispone que el Ministerio de
Interior  y Seguridad Pública  dictará un decreto supremo, suscrito además por el
Ministerio  del  Medio  Ambiente,  el  cual  determinará  la  capacidad  de  carga
demográfica  del  territorio  especial,  cada  cuatro  años,  el  que  se  fundará  en  un
estudio de gestión de la capacidad de carga demográfica que se efectuará cada
ocho  años.  Asimismo,  declarará  el  estado  de  latencia  o  de  saturación,  según
corresponda.

Junto con ello, elaborará un Plan de gestión de la capacidad
de carga demográfica, mediante el  cual se determinarán el  conjunto de políticas
públicas para el territorio especial.

El  párrafo  2°,  registro  y  monitoreo,  artículo  16,  crea  un
registro de flujos de ingreso y salidas de personas y un mecanismo de monitoreo de
quienes arriban a la Isla el que estará a cargo de la Gobernación Provincial.
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El  párrafo  3°,  declaración  de  latencia,  artículos  17  y  18,
establece los requisitos para declarar la latencia, la que tendrá una vigencia de un
año prorrogable de manera sucesiva mientras duren las circunstancias fundantes,
prorroga que no podrá superar la vigencia del decreto que estableció la capacidad
de carga.

Asimismo,  establece los efectos temporales originados por
dicha declaración de latencia.

El  párrafo 4°,  declaración de saturación,  artículo 19 al  21,
dispone  que  cuando  se  haya  superado  la  capacidad  de  carga  demográfica  se
declarará la  saturación por el  plazo de un año,  prorrogable de manera sucesiva
mientras  duren  las  circunstancias  fundantes.  Además,  se  regulan  los  efectos
temporales originados por la declaración de saturación y se establece la obligación
de las empresas marítimas o aéreas de transporte de pasajeros de adecuar la oferta
de sus servicios a fin de no superar el período de tiempo que fije el decreto.

En el  título V, de los organismos responsables,  contempla
tres párrafos.

El  párrafo  1°,  artículo  22,  regula  las  funciones  y
atribuciones del Ministerio de Interior y Seguridad Pública, las que ejercerá a través
de la Gobernación de Isla de Pascua.

El párrafo 2°,   artículo 23, regula las funciones de la Policía
de Investigaciones de Chile. Verificar el cumplimiento de los requisitos de ingreso a
la Isla, fiscalizar el cumplimiento de la ley, entregar a la Gobernación la información
relativa al registro y ejecutar la medida de expulsión.

El  párrafo 3°, Consejo  de Gestión  de Carga Demográfica,
artículo 24 a 33, crea el Consejo y establece que su función es colaborar con los
organismos  responsables  en  las  materias  relacionadas  con  la  residencia,
permanencia y traslado de personas a Isla de Pascua; el que estará compuesto por
el  Alcalde  de  Isla  de  Pascua,  los  seis  miembros  electos  de  la  Comisión  de
Desarrollo  de  Isla  de  Pascua,  uno  de  los  cuales  deberá  ser  el  presidente  del
Consejo de Ancianos, y tres representantes del pueblo rapa nui. Se establecen sus
funciones  y  atribuciones  y  las  reglas  de  funcionamiento  del  mismo,  regulando
especialmente el deber de abstención y reglas en materia de probidad.

El  título  VI,  infracciones  y  sanciones,  contempla  tres
párrafos. El primero, tipifica las infracciones, las que clasifica en leves, artículo 34,  y
graves, artículo 35.

El párrafo 2° de las sanciones,  artículo 36 a 43, inclusive,
contempla las sanciones aplicables a las infracciones leves y graves, contempla el
régimen  de  sanciones  administrativas  aplicable  a  quienes  vulneren  este  marco
jurídico, estableciendo las de abandono de la Isla, de expulsión, y de prohibición de
ingreso.  Así  como  las  atenuantes  y  agravantes  para  las  infracciones  que  se
comentan.

El  párrafo  3°,  de  la  prescripción,  regula  el  plazo  de
prescripción  para  perseguir  la  responsabilidad  de  las  infracciones  y  para  hacer
efectiva la sanción.

El título VII, procedimiento para la aplicación de sanciones,
consta de cuatro párrafos.  El  primero,  artículos 46 a 48,  inclusive,  establece las
normas generales de procedimiento, regulando la competencia, legislación aplicable
así como los derechos de los niños y niñas. 

El párrafo 2°, procedimiento general,  artículo 49, establece
las normas por las cuales de regirá el ejercicio de la potestad sancionatoria que
contempla esta ley.
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El párrafo 3°, recursos, artículos 50 a 55, inclusive. Se regula
la interposición del recurso ante el Gobernador de la Isla y los efectos de la misma.
Regula la reposición administrativa y la procedencia del recurso jerárquico el que
sólo será procedente en caso de abandono, expulsión y prohibición de reingreso,
ante el Subsecretario del Interior, así como los plazos de la autoridad administrativa
para resolver.

Además,  regula  la  reclamación  jurisdiccional,  la  que  se
presentará  ante  la  Corte  de  Apelaciones  respectiva  o  el  juzgado  de  letras  con
asiento en Isla de Pascua, en caso de rechazo de la impugnación administrativa.

El párrafo 4°, ejecución y efectos de las sanciones, artículos
56 a 60, inclusive, regula la ejecución de las sanciones de multa, y su destino, de la
medida de abandono y de expulsión.

Por último, el título VIII, otras disposiciones, trata de reglas
especiales para el transporte público y privado de pasajeros (artículos 61 y 62).

Disposiciones transitorias.

El  artículo  primero  establece  plazo  para  la  dictación  del
primer decreto que establece la capacidad de carga demográfica para el territorio
especial de Isla de Pascua. Asimismo, dispone que la  ley entrará en vigencia el
primer día del quinto mes siguiente al de la publicación de la misma. 

El artículo segundo determina el  plazo para la elaboración
del primer plan de gestión de carga demográfica.

El artículo tercero  se refiere al plazo para dar cumplimiento
a  aquellos  requisitos  establecidos  en  relación  a  las  personas  habilitadas  para
permanecer sobre el plazo máximo de 30 días.

El  artículo  cuarto  se  refiere  a  los  elementos  para  la
realización del primer estudio de gestión de la capacidad de carga demográfica.

El  artículo  quinto  se  refiere  a  la  provisión  de  los  cargos
señalados en la letra c) del artículo 25, referido a tres representantes del pueblo
rapa nui.

El artículo sexto establece los plazos para que los vehículos
se ajusten a la normativa relacionada.

El  artículo  séptimo  señala  que  el  mayor  gasto  fiscal  que
demande  la  aplicación  de  esta  ley  durante  el  primer  año  presupuestario  de  su
entrada en vigencia se financiará con cargo al presupuesto de la Partida Ministerio
del Interior y Seguridad Pública y, en lo que faltare, con recursos provenientes de la
Partida  Tesoro  Público.  En  los  años  siguientes  se  financiará  con  cargo  a  los
recursos que disponga la respectiva Ley de Presupuestos del Sector Público.

- Normas legales que el proyecto de ley modifica.

Esta iniciativa legal no modifica ninguna norma vigente
sino que constituye un cuerpo normativo nuevo que establece un estatuto especial a
que alude el artículo 126 bis de la Constitución Política de la República.
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IV. ANÁLISIS Y DISCUSIÓN DEL PROYECTO.

a) Discusión general.

Durante  el  estudio  en general  de este proyecto de ley se
recibió en sesiones ordinarias a representante de los organismos y entidades que se
indican. Además, se realizó una Audiencia Pública en Isla de Pascua.

1. Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo, señor Ricardo
Cifuentes.1

Recordó que la reforma constitucional de 2007, Ley N°
20.193,  incorporó  el  artículo  126  bis  a  la  Constitución  Política,  creando  así  los
territorios  especiales  de  Juan  Fernández  e  Isla  de  Pascua  y  que  la  reforma
constitucional de 2012, Ley N° 20.573, agregó un  inciso segundo que dispone que
“Los derechos a residir, permanecer y trasladarse hacia y desde cualquier lugar de
la República, garantizados en el numeral 7 del artículo 19, se ejercerán en dichos
territorios en la forma que determinen las leyes especiales que regulen su ejercicio,
las que deberán ser de quórum calificado”.

Además,  proporcionó  antecedentes  sobre  el  proceso
participativo celebrado el  año 2009, por aplicación del  “Convenio 169” suscrito y
ratificado por el Estado de Chile el año anterior. El proceso de consulta al pueblo
rapa nui  que finalizó  el  24 de octubre  2009 con un acto plebiscitario  en donde
participaron 704 personas, aprobando la opción de esta reforma el 96,3% de los
votantes.

Posteriormente, conforme a la legislación vigente, la medida
legislativa fue consultada en sus ideas matrices a través de un nuevo proceso que
duró cuatro meses entre los años 2015-2016.

Destacó algunas problemáticas en la Isla de Pascua:

1. Territorio finito. La Isla está situada en medio del Océano
Pacífico,  a  3.750  Km.  de  distancia.  Su  superficie  alcanza  166  Kms2,  siendo,
prácticamente, la mitad parque nacional (declarado en 1935, ocupando un 46,17%).
Hoy, el 26% del territorio restante ha sido entregado a través de títulos de propiedad
o títulos administrativos a favor de personas rapa nui.

2.  Fragilidad  medioambiental  y  extrema  insularidad.  El
ecosistema  existente  en  Isla  de  Pascua  es  particularmente  frágil  por  su  origen
volcánico  y  particular  aislamiento.  Existe  una  compleja  forma de  abastecimiento
hídrico, a través de cuencas subterráneas altamente sensibles a la salinización. Su
aislamiento  extremo incorpora  algunas  complejidades  para  el  abastecimiento  de
productos y el tratamiento de residuos sólidos. Permanente erosión del territorio y
suelo rocoso dificultan nuevos asentamientos humanos. 

3. Amenaza a la riqueza patrimonial material e inmaterial del
pueblo rapa nui: El Parque Nacional alberga más de 25.000 restos arqueológicos
que ameritan una protección especial. A partir de 1995, la UNESCO declaró la Isla
Patrimonio de la Humanidad. La cultura viva del pueblo rapa nui, que representa
aproximadamente  al  60% de sus habitantes,  también requieren de una especial
protección que les permita mantener vigente su lengua y cultura.

1 Sesión 83, celebrada el 10 de agosto de 2016.
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4. Necesidad de regular el incremento de visitas turísticas:
Hoy existe un incremento exponencial de la actividad turística en Isla de Pascua. Si
bien esto debe ser visto en términos positivos, las cifras deben llamar a reflexionar
en cómo enfrentar esta realidad.  Según registros de CONAF, en el año 2007 se
recibieron  36.412  personas  y  en  el  año  2014  llegaron  65.064  visitas.  Se  han
duplicado  los  visitantes  en menos de 10 años.  Los  vuelos  semanales  a la  isla,
durante el año 2006 se registraban 6 y en el año 2016 llegaron 11.

2. Jefe de la División Desarrollo Regional, de la Subsecretaria de Desarrollo
Regional, señor Rodrigo Suazo.2

Se refirió a las ideas matrices y objetivos del proyecto,
los que resumió en los siguientes aspectos:

1. Regular la circulación de personas que ingresan a Isla de
Pascua  estableciendo  un  registro  y  monitoreo,  requisitos  y  plazos  máximos  de
permanencia, 30 días como regla general.

2.  Regular  la  permanencia  y  residencia  en  la  isla:  Se
establece que quienes cumplan con calidades habilitantes, basadas en relaciones
de familia, laborales o actividades económicas, no tendrán la restricción de 30 días,
pudiendo permanecer de manera indefinida en el territorio especial, mientras dure la
calidad habilitante.

3. La ley no será aplicable a las personas que pertenezcan al
pueblo rapa nui de conformidad con la Ley 19.253,  que establece normas sobre
Protección, Fomento y Desarrollo de los Indígenas, y crea la Corporación Nacional
de Desarrollo Indígena.

4. Establecer instrumentos técnicos que midan la capacidad
de carga de la Isla y que permitan a la autoridad monitorear el comportamiento de
los  flujos  de personas y adoptar  medidas administrativas  de control  en  caso de
superarse ciertos límites.

5.  La  ley  no  afectará  a  quienes  hoy  residen  en  la  isla,
estableciendo normas de vigencia que entreguen certeza a sus habitantes actuales.

En  relación  a  la  estructura  del  mensaje,  destacó  los
contenidos específicos de cada uno de los títulos y párrafos en que se divide la
iniciativa legal:

1.  Toda  persona  tiene  derecho  a  residir,  permanecer  y
trasladarse hacia y desde el territorio especial en la forma en que establece esta ley.

2. Los extranjeros, deberán asimismo dar cumplimiento a las
normas establecidas en el decreto ley N° 1.094, de 1975, del Ministerio del Interior,
que establece normas para extranjeros en Chile. 

Las personas pertenecientes al pueblo rapa nui, no estarán
afectas  a  las  limitaciones  que  establece  la  presente  ley,  sin perjuicio,  de  la
aplicación de algunas sanciones.

En cuanto a la permanencia y residencia, por regla general,
toda persona podrá permanecer 30 días en el territorio especial (artículo 5).

2 Ibídem.
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Las  personas  autorizadas  para  permanecer  por  un  plazo
mayor (artículo 6) son:

1. Familiares de las personas pertenecientes al pueblo rapa
nui.

2. Personas que ejerzan autoridad política o administrativa y
el personal contratado por los órganos del Estado.

3.  Personas que cumplan en el  territorio funciones por
cuenta de un concesionario de servicio público o empresa con un contrato con el
Estado.

4. Precandidatos y candidatos inscritos ante el SERVEL.

5. Personas  que  desempeñen  cargos  de  elección
popular.

6.  Trabajadores en virtud de un contrato de trabajo con
un empleador que tenga establecimiento en el territorio o quienes desarrollen alguna
actividad económica independiente en dicho territorio.

7. Los  familiares  de  las  personas  establecidas  en  los
numerales anteriores.

Sobre  el  traslado  hacia  y  desde el  territorio  especial.  Los
requisitos para ingresar por el plazo de 30 días son:

1.  Cédula  de  identidad,  pasaporte  u  otro  documento
idóneo de viaje.

2. Billete de pasaje intransferible de regreso.

3. Reserva de alojamiento turístico autorizado.

4.  Documento que acredite contar con medios suficientes
para su estadía.

Sobre los requisitos para permanecer en la Isla más allá del
plazo de 30 días, expresó que ellos serán establecidos en un reglamento.

Dio cuenta de la obligación para las empresas de transporte
aéreo o marítimo de informar nómina de pasajeros, listado de personas que no se
hayan embarcado y obligación de reconducción.

Se refirió,  también a los instrumentos de gestión de carga
demográfica.  La  capacidad  de  carga  de  este  territorio  especial,  será  fijada  por
decreto  del  Ministerio  del  Interior  y  Seguridad  Pública,  suscrito  además,  por  el
Ministro del Medio Ambiente, tendrá una vigencia de cuatro años, y por este mismo
medio normativo se establecerán las declaraciones de latencia y de saturación.

El  Ministerio  del  Interior  y  Seguridad  Pública  ordenará  la
realización de un estudio de gestión de la capacidad de carga demográfica, el que
permitirá realizar los cálculos  de capacidad de carga que soporta el  territorio;  el
estudio tendrá una vigencia de 8 años.

A  través  de  una  mirada  de  política  pública  se  intentará
coordinar a los diversos órganos públicos en la Isla diseñando planes y programas,
entre  ellos,  el  Plan  de gestión  de la  capacidad  de carga demográfica,  con  una
vigencia de 4 años.
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Agregó  que  las  declaraciones  de  latencia  y  saturación
cuando se superen ciertos límites de capacidad de carga del territorio permitirán a la
autoridad adoptar una serie de medidas administrativas con efectos temporales.

Luego, explicó las funciones y atribuciones del Ministerio del
Interior y Seguridad Pública, las que ejercerá a través de la Gobernación, ejecutará
el cumplimiento de la ley, administrando el registro de flujos de personas, aplicando
sanciones  y demás gestiones.  Asimismo,  se establece que el  Ministerio  será el
responsable de los instrumentos de gestión de carga demográfica, estudio, plan y
dictación de decretos.

También tiene importante participación en materia de ingreso
de personas a la Isla la Policía de Investigaciones de Chile quien debe verificar el
cumplimiento de requisitos de ingreso y fiscalizar el cumplimiento de la ley.

Se crea,  el  Consejo de Gestión de Carga Demográfica,  el
que estará integrado por autoridades locales y representantes del pueblo rapa nui,
buscará aportar en la construcción de los instrumentos técnicos y colaborará en el
cumplimiento de la ley.

Por  último,  aludió  a  las  infracciones  y  sanciones  por  el
incumplimiento de la normativa:

Las sanciones por infracciones leves y graves son aplicables
a empresas de transporte aéreo y marítimo y a las personas que incurran en alguna
de  las  conductas  infractoras  descritas.  Explicó  que la  gravedad  de  la  infracción
viene  determinada,  entre  otros  aspectos,  en  consideración  a  si  la  conducta  se
realiza en período de latencia o de saturación. Las sanciones aplicables consisten
en multa, abandono del territorio especial, orden de salida o expulsión y prohibición
de ingreso en caso de reiteración.

Finalmente,  señaló  que  el  procedimiento  sancionatorio
estará a cargo del Gobernador. El procedimiento es garante de los derechos de los
presuntos infractores. Se enmarca en un sistema de recursos que asegura la debida
defensa.  Finalmente,  destacó  que  se  hace  un  expreso  reconocimiento  a  los
derechos de niños y niñas

El  jefe  de  la  División  Desarrollo  Regional3,  -en  otra
sesión-, se refirió a los antecedentes constitucionales que dieron origen a la reforma
constitucional de 2007 que crea los territorios especiales de Juan Fernández e Isla
de  Pascua,  incorporando  el  artículo  126  bis  a  la  Constitución  Política  de  la
República, mediante la ley N° 20.193 y la reforma del año 2012 que incorpora el
inciso segundo al citado artículo, Ley N° 20.573.

Manifestó que la propuesta de medida legislativa fue
trabajada  con  los  miembros  de  la  Comisión  de  Desarrollo  de  Isla  de  Pascua,
CODEIPA, desde el  año 2014;  que con fecha 28 de agosto de 2015,  en sesión
extraordinaria de la CODEIPA, se acordó que el anteproyecto trabajado en conjunto
fuera sometida a consulta, fijándose como fecha máxima para concluirla en enero
de 2016. Hizo presente que los acuerdos fueron aprobados por unanimidad y ellos
decían relación con las ideas matrices de la iniciativa legal. 

La consulta indígena se concretó de acuerdo a lo que
establece el decreto supremo N° 66, del Ministerio de Desarrollo Social, de 13 de
noviembre de 2013 y en aplicación de lo que establece el Convenio 169 de la OIT,

3 Sesión 84ª, celebrada el 17 de agosto de 2016.
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que  en  su  artículo  6  letra  b),  regula  el  derecho  a  la  consulta  previa,  libre  e
informada. Además se consideró la forma propia de consulta que tiene el pueblo
rapa nui,  por lo  que al  finalizar  el  proceso se llamó a un proceso de “votación”
abierto a todos sus integrantes.

Sobre la consulta indígena propiamente tal, el Ministerio del
Interior y Seguridad Pública conformó un equipo de profesionales y dio inicio a la
consulta, mediante la Resolución N° 14.384 del 6 de noviembre de 2015. 

De acuerdo lo que señala la resolución mencionada, se
convocó a la primera reunión de planificación en el  que se alcanzaron acuerdos
frente al cronograma de trabajo y plazos para su ejecución.

Entre las etapas de la consulta se realizaron 49 reuniones
con  familias,  organizaciones  y  asociaciones,  autoridades,  jefes  de  servicio,
funcionarios públicos, etcétera, para la entrega de información. 

A  ello,  siguió  un  proceso  de  reflexión  liderado  por  los
comisionados rapa nui de la Comisión de Desarrollo de Isla de Pascua, en adelante
CODEIPA.  La etapa de reflexión y análisis  interno es un proceso de evaluación
sobre la propuesta de anteproyecto de ley y las observaciones expresadas por la
comunidad.  Durante  todo  el  proceso  de  consulta,  el  pueblo  contó  con asesoría
especializada y de su exclusiva confianza. Como parte de esta etapa, se eligieron 5
representantes de diversas organizaciones del pueblo rapa nui. 

Posteriormente, se inició la etapa de diálogo. En esta
fase se generaron acuerdos entre representantes del Estado con los representantes
del pueblo, en base a los cuales se elaboró el voto. 

La consulta finalizó el 24 de enero de 2016, con una histórica
participación. Votaron 1.411 personas (71% del padrón registrado en CONADI), de
ellas, un 97, 7% a favor de la medida. El proceso concluyó con la sistematización de
la información recabada. La Presidenta de la República firmó el proyecto de ley el
30 de abril de 2016, en Isla de Pascua, frente al pueblo rapa nui.

El  señor  Suazo,  dando  respuesta  a  consultas  de  los
diputados integrantes de la Comisión, señaló en el proceso de Consulta hubo un
diálogo extenso, todo el pueblo fue convocado a participar del proceso de Consulta,
participaron más de 300 personas.

En una de las fases finales del proceso llamada “Diálogo con
el  Estado”  el  Gobierno dialoga  con los  representantes  del  pueblo  rapa nui.  Los
representantes son los miembros de la CODEIPA electos por el pueblo (6 personas,
sin incluir a los funcionarios), más 5 representantes de las organizaciones que ellos
determinan (entre los que se encuentra el propio Parlamento). En total, fueron 11
integrantes del pueblo quienes formaron parte de ese diálogo con el Estado. 

En las fases iniciales, se entregó el anteproyecto de ley y se
conversó, con todos los participantes, las directrices y pilares del proyecto. Luego, el
mayor  detalle,  se  trabajó  con  las  11  personas  señaladas.  Respecto  a  otras
organizaciones,  también  se  contó  con  las  observaciones  de  las  familias,  según
consta en los antecedentes entregados.

Este proyecto de ley responde a una demanda histórica del
pueblo rapa nui en torno a preservar y conservar el patrimonio material e inmaterial
de  la  Isla.  En  ese  sentido,  apunta  fundamentalmente  a  regular  la  estadía,
permanencia y residencia en ella.
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Las principales tensiones se dieron frente a:

1. Establecer un mayor o menor plazo de residencia.

2. Aumentar o no las penas frente a un incumplimiento.

3.  Si  las  restricciones  al  ejercicio  de  la  libertad  personal
alcanza también a los chilenos, con la excepción del pueblo rapa nui.

4. La situación laboral de personas residentes en la Isla que
no son miembros del pueblo del país. Este ámbito fue abordado a través de las
garantías habilitantes del proyecto de ley. 

Sobre otros temas que aborda la iniciativa legal,  señaló la
regularización del transporte de personas y se contempla un registro de las que van
ingresando  a  la  Isla.  El  estudio  de  carga  va  determinar  cuándo  se  está  en  un
período  de  latencia  y  de  saturación,  lo  que  restringirá  considerablemente  la
posibilidad de permanecer en este territorio especial.

Respecto  a  las  inquietudes  mencionadas  por  la  diputada
Girardi, manifestó que el estudio de carga anterior es del año 2002 y está basada en
la  perspectiva  arqueológica.  El  nuevo  estudio  de  carga  lo  está  realizando  el
Observatorio de Ciudades de la Universidad Católica. 

La  diputada  Girardi  expresó  que  la  Isla  se  encuentra,
actualmente, en un estado de saturación por el deterioro ambiental, por lo que le
preocupa la distinción del proyecto de ley entre un período de latencia y uno de
saturación. En el mismo sentido se pronunció el diputado Leopoldo Pérez, quien
destacó la necesidad de legislar desde el punto de vista de protección patrimonial,
sustentabilidad y calidad de vida.  El diputado Meza insistió en la importancia de
avanzar  en  estos  ámbitos,  especialmente  por  la  insularidad  de  este  territorio,  y
recalcó que la normativa debe contar con un plan de financiamiento. 

3. Presidente de la oficina de Asuntos Rapa Nui, señor Mata Uiroa.4

Expresó  que  como  parte  del  proceso  de  consulta
tomaron conocimiento  de las  ideas  matrices  del  proyecto de ley  pero  no de su
articulado. Hizo constar que el pueblo ha solicitado avanzar hacia una ley de control
migratorio más que de protección al medio ambiente. 

Instó a la Comisión a celebrar una sesión en la Isla a fin de
recibir la opinión de todas las organizaciones y personas que deseen participar.

4. Presidente del Parlamento Rapa Nui, señor Leviante Araki.

Se refirió a la relevancia de abordar los problemas asociados
a la capacidad de carga de la Isla y de protección al medio ambiente. Reiteró la
importancia de que Comisión sesione en Isla de Pascua para escuchar el sentir de
la comunidad y las opiniones de los dirigentes.

El  Presidente  de  la  oficina  de  Asuntos  Rapa  Nui  y  el
Presidente del Parlamento Rapa Nui,  presentaron un documento titulado "Ciertas
ideas y propuestas  para mejorar  el  anteproyecto  de ley  que regula  la  forma de
ejercicio  de  los  derechos  a  residir,  permanecer  y  trasladarse  hacia  y  desde  el
territorio especial de Isla de Pascua”.

4 Sesión 83, de 10 de agosto de 2016.
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Sucintamente, dichas observaciones dicen relación con las
siguientes materias:

1. En cuanto al  plazo máximo de permanencia en el
Territorio Especial de Isla de Pascua: 

Expresan que el  plazo de 30 días,  no se condice con los
móviles  y  razones  de  las  personas  que  por  interés  estrictamente  turísticos  se
pretenden que visiten Isla de Pascua. Creen que 10 días bastarían para satisfacer
este objetivo.

2.  Esta  limitación  no  se  aplica  a  las  personas  que  se
encuentren en algunas de las situaciones que prevé el artículo 6°.

Esta  normativa  en  nada  hace  excepción  a  la  realidad
existente hasta la fecha y sin necesidad de una normativa especial. Es esto lo que
se necesita regula.

3.  Respecto  de  los  Instrumentos  de  Gestión  de  Carga
Demográfica.

-  El  artículo  14 establece que cada ocho años se deberá
realizar  un  estudio  de  gestión  de  la  capacidad  de  carga  demográfica.  Pero  no
establece  plazo  para  la  aprobación  del  estudio  por  parte  de  la  autoridad
administrativa, por lo que los estudios vigentes se extienden sin límite en el tiempo.

- Respecto del Plan de Gestión de la Carga Demográfica. No
atiende a la situación que actualmente vive este territorio especial que a no dudarlo
su población actual supera con creces un necesario, racional y actual plan de carga
demográfica, como sucede por ejemplo, con los planos reguladores.

4. Las medidas temporales originadas por la declaración de
latencia y saturación.

-  Estas  situaciones  se  van  a  producir  necesaria  e
ineludiblemente  por  no  tratarse de  una  ley  eficiente  que  atendiera  realmente  la
necesidad expresada por la población local y estas se hubieran plasmado en las
restricciones  específicas.  Entonces  por  qué  no  atender  inmediatamente  esta
situación  a  fin  de  evitar  las  posibles  causas  de  estas  situaciones  de latencia  y
saturación.

5. Respecto de los órganos responsables:

- La Gobernación no está en condiciones de asumir nuevas
potestades  que  dicen  relación  con  la  operatividad  práctica  y  de decisiones  que
requieren la mayor celeridad para ser eficaz.

- Se pone en la situación ex post y no ex ante, es decir no
contempla  la  obligación  de  las  empresas  de  transporte  aéreo  y  marítimo
respectivamente  de  ser  los  responsables  de  verificar  el  cumplimiento  de  los
requisitos  y  documentación  para  autorizar  su  ingreso  antes  de  embarcar  a  las
personas a transportar a Isla de Pascua. Tampoco establece sanciones que sean
disuasivas y permitan evitar que se realizan actos en contra de lo que establece la
ley.

6.- En cuanto al Consejo de Gestión de Carga Demográfica.

- Debe ser integrado, además, por personas que, no siendo
miembros de la etnia, por su trayectoria e innegable contribución a esta comuna y
provincia, sean un real aporte en este órgano colegiado.
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- Sus potestades se reducen en general a cuestiones que no
son vinculantes.

-  No obstante lo  anterior,  por  las  materias a que estarían
llamados a intervenir requieren y suponen un conocimiento técnico, profesional y
específico,  que resulta inoperante  e  ineficaz  si  sus  miembros  no los  poseen o
cuentan con la asesoría correspondiente.

7.- En cuanto a las sanciones, si bien resulta atendible que
las establezca según la entidad de la infracción, similar a las infracciones a la Ley de
Transito;  no es menos cierto que resultan ineficaces,  en primer lugar  porque no
resultan  draconianas,  no  se  establecen  con  responsabilidad  solidaria  entre  el
infractor y la persona o entidad que coadyudó a su comisión.

- La verdadera eficacia de este proyecto de ley, entre otras,
pasa precisamente por la dureza de sus sanciones.

-  No  hace  responsable  a  los  funcionarios  del  Estado  que
contribuyeron a la situación de infracción, en el orden administrativo y pecuniario,
tampoco  establece  que  de  la  sanción  responda  el  órgano  del  Estado  a  que
pertenece el funcionario, -o a sus familiares-, que contribuyó a que se cometiera la
infracción o fue el infractor.

- Tampoco establece un procedimiento especial destinado a
sancionar, que sea concentrado, eficaz y que se caracterice por su obligación legal
de  actuar  con  celeridad.  El  procedimiento  sancionatorio  es  muy  similar  al  que
actualmente  contempla  la  Ley  General  de  Extranjería  que permite  una  serie  de
recursos legales tanto judiciales como administrativos que tienden a perpetuar la
situación de personas extranjeras que ilegalmente se encuentran en Chile.

-  Las  sanciones  que  propone,  resultan  más  gravosas  al
Estado para seguir  este procedimiento que el  provecho que obtiene las mismas
sanciones.

- A pesar de otorgar mérito ejecutivo para el  cobro de las
multas, no es menos cierto que en la práctica resulta desestimulante su cobro por lo
engorroso  del  procedimiento  ejecutivo,  de  ahí  la  necesidad  de  contar  con  un
procedimiento diverso y eficaz.

8.-  La  prescripción de la  responsabilidad administrativa es
coherente con un anteproyecto poco eficaz.

9.- Las otras disposiciones, el artículo 58 y siguientes tienen
claramente  una  limitación  a  otras  garantías  que  requieren  modificaciones
específicas a la Carta Fundamental.

10.- Este proyecto no incentiva a los órganos del Estado que
ejercen sus funciones en Isla de Pascua para contratación de personas originarias o
con vínculos estables con éstas.

------

La  diputada  Molina  concordó  con  que  es
fundamental hacerse cargo de la protección medioambiental y de sustentabilidad de
la isla,  y también de la regulación de la entrada y salida de las personas que la
visitan, por el impacto que ello supone para la carga demográfica, el equilibrio de las
napas subterráneas, la contaminación, entre otros factores.

El  diputado Melo se refirió  a la  importancia de asumir  las
reivindicaciones del pueblo rapa nui y recordó algunos aspectos de precariedad en
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la que se vive en la isla, por ejemplo, en cuanto al tratamiento de residuos y a la
falta de un puerto. Destacó la importancia de que los dirigentes puedan conocer en
detalle del articulado y de dar celeridad a su tramitación.

La  diputada  Girardi  recordó  que  la  necesidad  de  abordar
este tema responde a un antiguo anhelo de la comunidad de Rapa Nui y consultó si
la  Subsecretaría  de  Desarrollo  Regional  o  los  dirigentes  presentes  tienen
conocimiento de estudios de carga realizados con anterioridad o si han participado
en ellos. Expresó que es importante conocer en detalle el articulado, y compartió la
inquietud frente al plazo de 30 días establecido para el turismo. Por último, preguntó
cómo fue el procedimiento de Consulta Indígena y sí se refirió al articulado.

El diputado González se refirió a la deuda histórica que tiene
el continente con la Isla de Pascua, la que alberga un patrimonio inigualable desde
el punto de vista de su significancia histórica, geopolítica, económica, entre otras.
Señaló que se requiere una ley robusta para proteger en diversos ámbitos este sitio,
tal  como  en  la  Isla  Galápagos.  Solicitó  acoger  la  petición  de  los  dirigentes  de
concurrir a la Isla, aunque sea un grupo reducido de parlamentarios, para efectuar la
audiencia solicitada al más breve plazo. Compartió la idea de recabar antecedentes
para recoger el clamor de los habitantes de Rapa Nui.

El  diputado Sandoval  lamentó que el  proyecto de ley esté
acotado a la permanencia y traslado de las personas hacia y desde la Isla, pero no
aborde  íntegramente  otras  problemáticas.  Consultó  el  sentido  y  alcance  del
concepto “territorio especial” que se tuvo en consideración al momento de la reforma
constitucional,  expresando  que  la  normativa  propuesta  sería  insuficiente.  Estimó
razonable escuchar a los diferentes representantes de la Isla.

El diputado Urízar se refirió a la importancia de establecer
normas de acuerdo a la realidad de la Isla y, para ello,  es necesario concurrir a
escuchar  la  mayor  cantidad  de  opiniones  sobre  el  tema,  especialmente,  la  de
autoridades como el Consejo de Ancianos. 

Los diputados presentes concordaron en que,  después de
tantos años, es necesario que la norma recoja ampliamente y en profundidad el
sentir de la comunidad local.

El jefe de la División de Desarrollo Regional se refirió al
estudio de carga del año 2002, señalando que no posee las características que se
requiere,  pues se focaliza en el  ámbito arqueológico.  La Consulta Indígena duró
cuatro meses y ofreció proporcionar antecedentes.

Destacó  que  en  la  aplicación  de  los  convenios
internacionales, cabe circunscribir las diferentes temáticas de la Consulta, lo que no
obsta a avanzar paralelamente en otros temas. Actualmente, se encuentra vigente
otro proceso de consulta referido al Estatuto Especial, es decir, del Gobierno insular,
que se ingresará como un segundo proyecto de ley, también comprometido por la
Presidenta de la República.

La señora Villablanca,  asesora jurídica del  Gabinete del
Ministro del Interior y Seguridad Pública, por su parte, expresó que el concepto
del “territorio especial” es más amplio que las ideas fundamentales recogidas en
esta iniciativa legal. Al efecto, manifestó que en conversaciones con la comunidad
de Rapa Nui se estimó dar prioridad al traslado, permanencia y carga demográfica
y,  seguidamente,  abordar  el  estatuto  especial,  la  estructura  de  gobierno  y
administración,  que  reconozca  las  particularidades  y  la  participación  política  del
pueblo, mayor desconcentración y autonomía.
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El  diputado  Vallespín  solicitó  mayor  información  sobre  los
puntos de mayor preocupación para la comunidad y cuál es la respuesta que da
este proyecto de ley a tales aspectos. Consultó sobre la existencia de un plan de
inversión con el fin de remediar la situación actual para que la norma no termine
resultado una declaración de intenciones.

El  Subsecretario  de  Desarrollo  Regional  y
Administrativo, señor Cifuentes, expresó que antes de redactar el proyecto de ley,
en el  año 2014,  por encargo de S.E. la Presidenta de la República,  comenzó el
trabajo para la elaboración de un plan de desarrollo e inversiones en la Isla. Ese
plan se encuentra vigente y resolvió uno de los puntos más críticos que tenía el
proceso de inversión: la evaluación social de proyectos. Cualquier inversión en la
Isla  era  difícil  de  recomendar  técnicamente,  pues  los  proyectos  rentables  para
conjuntos grandes de población, no lo eran en dicho territorio. 

El  plan  cuenta  con  una  inversión  proyectada  de  90  mil
millones, actualmente, en proceso de ejecución. Este plan ha enfrentado algunos
problemas técnicos y también diversos puntos de vista que hay que respetar. Por
ejemplo,  no ha habido consenso en la construcción de un puerto o en la matriz
energética. Se comprometió a enviar el plan.

En conversaciones con los isleños se ha planteado que, en
primer lugar, se aborde el tema de la residencia y permanencia, lo que repercutirá
en otros ámbitos. Este proyecto de ley persigue regula este aspecto, generar un
procedimiento. 

El señor Suazo respondió a la consulta del diputado Chávez
en torno a la situación de las personas que actualmente residen en la Isla (al 24 de
enero de 2016), al señalar que, en una disposición transitoria, se dispone del plazo
de 6 meses desde la publicación de la ley para dar cumplimiento a los requisitos
habilitantes del artículo 6°.

5. Investigador del Área de Recursos Naturales de la Biblioteca del Congreso
Nacional, señor Enrique Vivanco.5

Se refirió a la situación normativa y legal que se aplica en los
territorios insulares con regulaciones administrativas especiales de Galápagos en
Ecuador y el Archipiélago de San Andrés en Colombia.

Las islas Galápagos se ubican a 960 Km. de distancia desde
la costa continental del Ecuador en el Océano Pacífico, justo en la línea ecuatorial
entre  1°20'  de  latitud  norte  y  1°0'  de  latitud  sur,  y  los  89°  y  92°  de  longitud
occidental. Este conjunto de islas o archipiélago se compone de 19 islas mayores y
más de 200 islotes y rocas. Conjuntamente, la superficie terrestre total alcanza las
788.200 hectáreas. El 96.7% de la superficie terrestre, es decir 761.844 hectáreas,
corresponde al  Parque Nacional  Galápagos,  el  resto,  esto es  el  3.3% o 26.356
hectáreas, es ocupado por el área urbana y rural. 

En el censo de 2012, se registraron 26.000 habitantes, y una
población de 200.000 turistas por año. No tienen población nativa ni existen rastros
de alguna cultura precolombina que hubiera existido ahí. 

Las islas Galápagos fueron descubiertas, azarosamente, el
10 de marzo de 1535, por el obispo dominico de Panamá Fray Tomás de Berlanga.
Posteriormente, el 12 de febrero de 1832 el Gobierno de Ecuador anexó las islas

5 Sesión 86ª, celebrado el 7 de septiembre de 2016.
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Galápagos,  bautizándolas  como  Archipiélago  de  Ecuador.  Administrativamente,
desde el año 1973 el archipiélago se constituyó como la vigésima segunda provincia
del Ecuador, con los cantones de Isabela, Santa Cruz y San Cristóbal, siendo esta
última donde se ubica Puerto Baquerizo Moreno, capital de la provincia.

Considerada  su  importancia  como  laboratorio  natural
evolutivo, relevada por el trabajo de Charles Darwin en su obra “El origen de las
especies” de 1859, las islas Galápagos fueron declaradas parque nacional en 1959.
La UNESCO las declaró como Patrimonio Natural de la Humanidad en 1978, y seis
años más tarde como Reserva de la Biósfera (1985). En 1986 el mar que rodea a
las islas fue declarado Reserva Marina por el Gobierno de Ecuador. Durante el 2007
la  UNESCO  declaró  a  las  islas  como  Patrimonio  de  la  Humanidad  en  riesgo
medioambiental. 

El  parque  nacional  es  una  de  las  mayores  atracciones
científicas y turísticas del Ecuador, constituido como tal categoría para preservar el
estado natural de su flora y fauna. Desde 1959, el objetivo ha sido administrar esta
área  natural  mediante  el  Servicio  Parque  Nacional  Galápagos,  entidad  estatal
encargada de la ejecución de los programas de conservación y manejo de las islas. 

La  Constitución  Política  de  la  República  del  Ecuador
dispone,  en  el  artículo  154,  que  la  provincia  de  Galápagos  tendrá  un  régimen
especial y para su protección podrán restringirse los derechos de libre residencia,
propiedad  y comercio.  Para alcanzar  lo  anterior,  el  Gobierno ecuatoriano les  ha
otorgado  un  trato  especial  promulgando  la  Ley  especial  para  la  provincia  de
Galápagos  (Ley  N°  67.RO/278  de  1998).  Esta  ley  persigue  la  conservación  y
desarrollo sustentable de la provincia.

Establece  el  régimen  jurídico  administrativo  al  que  se
someten los organismos del régimen seccional dependiente y del régimen seccional
autónomo,  en  lo  pertinente;  los  asentamientos  humanos  y  sus  actividades,
relacionadas como salud, educación, saneamiento y servicios básicos, entre otros;
las  actividades  de  conservación  y  desarrollo  sustentable  de  la  provincia  de
Galápagos y el área que constituye la Reserva Marina .

Mediante esta ley se crea el Instituto Nacional de Galápagos
(INGALA), cuya función es ser el asesor técnico, planificador y coordinador a nivel
regional  de la  provincia de Galápagos.  Este organismo supervisa y desarrolla  el
Plan de Manejo del parque nacional -desarrollado por Ministerio de Medioambiente
y dirección del parque-, donde con criterio científico se establece la regulación de
actividades que se realicen al interior del parque.

Algunas de las restricciones del Parque Nacional Galápagos:

-  Las  visitas  deben  ser  guiadas  por  profesionales
autorizados por la dirección del parque.

-  El  contacto  con  la  fauna  debe  mantenerse  a  una
distancia  no  menor  de  2  metros,  teniendo  en  cuenta  la  especie  observada  y
siguiendo las directivas entregadas por el guía.

-  El camping está permitido sólo en lugares autorizados
y en compañía de guías autorizados, y 

-  Se prohíbe hacer fogatas, fumar y botar desperdicios
en toda el área del parque.
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La ley especial para esta Provincia, también establece que el
2% de  la  superficie  de  las  islas  habitadas  será  delimitado  por  la  dirección  del
parque.  La  delimitación,  y  el  uso  de  dichas  áreas  se  sujetarán  a  los
correspondientes  planes de manejo  formulados por  el  parque,  a los principios  y
normas  establecidas  en  esta  ley  y  a  las  políticas  y  decisiones  del  Consejo  del
INGALA.

El  Consejo  de  Gobierno  del  Régimen  Especial  de  la
provincia de Galápagos considera turistas a todas aquellas personas que visitan las
islas para conocer los atractivos turísticos de las áreas protegidas y zonas pobladas.
Además, los turistas no podrán ejercer ninguna actividad lucrativa en el territorio y
sólo podrán permanecer un plazo máximo de 90 días, renovable excepcionalmente
por una sola vez. Los turistas y transeúntes deben portar en todo momento la tarjeta
de  control  de  tránsito  emitida  por  el  Consejo  de  Gobierno  de  Galápagos.  Así
también,  los  residentes  temporales  y  permanentes  deben  portar  su  respectiva
credencial. La tarjeta a partir del 1 de marzo de 2015 cuesta 20 dólares. 

El  sistema  de  manejo  de  visitantes  clasifica  los  sitios  de
visita en diferentes categorías de manejo: 

-  Ámbito  biofísico  o  natural,  esta  categoría  mide  las
condiciones naturales del sitio, fragilidad del ecosistema o estado de conservación,
además  de  accesibilidad  o  lejanía  desde  los  puntos  de  acceso.  Los  lugares
considerados  frágiles  son  de  uso  restringido  para  la  actividad  humana,
principalmente turismo.

-  Ámbito social,  es definido como “las condiciones de
soledad o de dinámica social de la visita,  medida en número de encuentros con
otros grupos que el visitante aceptaría durante su visita al sitio de estudio”.

-  Ámbito de manejo de la actividad turística, se define
por “el grado de intervención aceptable y necesaria, en términos de modificación de
las condiciones naturales del sitio, introducción de equipamientos o construcción de
infraestructura y señalización”. 

Dentro del parque existen 70 sitios de visita terrestre para
uso eco turístico. Dentro los sitios, se encuentran los de uso restringido, es decir,
aquellos lugares del parque con ecosistemas muy bien conservados que poseen
rasgos muy singulares y particulares por su paisaje, biodiversidad y geodiversidad.
Debido a su fragilidad o vulnerabilidad, se les imponen fuertes restricciones para la
visitación turística.

Conjuntamente,  están los sitios de uso intensivo,  es decir,
lugares  del  parque  con  paisajes  únicos,  biodiversidad  y  geodiversidad  de  sus
ecosistemas.  Los  sitios  van  de  poca  o  ninguna  intervención  hasta  sitios  muy
intervenidos  por  su  alta  accesibilidad,  pero  con  altas  oportunidades  para  la
educación e interpretación ambiental que optimizan la utilización del recurso. Los
sitios de uso intensivo a su vez se clasifican en intensivos naturales,  intensivos
manejados e intensivos cercanos a las áreas pobladas.

Otra  categoría  es  la  cultural-educativa,  es  decir,  lugares
donde existen construcciones e instalaciones específicamente para uso público con
fines de difusión de información, sensibilización y educación ambiental.

Finalmente,  están  los  sitios  recreacionales,  lugares  del
parque destinados a la recreación y esparcimiento de la comunidad local y visitante
en un entorno natural cercanos a los límites del núcleo urbano, son de fácil acceso. 
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Sobre la carga aceptable de visitantes. El sistema de manejo
estima que el impacto en los sitios de visita se debe gestionar usando el parámetro
de "grupos al mismo momento" de visitantes, definiendo así la capacidad aceptable
de visitantes para cada sitio, de esta forma un grupo puede estar compuesto como
máximo de 16 visitantes más un guía especialista. 

Para  la  estimación  de  grupo  en  los  sitios  terrestres,  se
utilizan parámetros técnicos como la categoría de manejo asignada al sitio de visita,
las dimensiones físicas y estructura del  área de uso público  (playas y senderos
lineales o en circuitos, senderos, etc.), dinámica de la visita (organización habitual,
tiempo de recorrido,  puntos  de  interpretación,  etc.),  factores  de  visibilidad  entre
grupos, etc. 

Desde el 2008, el sistema de manejo de visitantes incorporó
el actual monitoreo turístico, ya propuesto el 2000 pero reestructurado y redefinido
en  parte  con  los  indicadores  originales  de  monitoreo.  Cabe  destacar,  que  el
monitoreo utiliza indicadores de tipo físico, biológico y de calidad social de la visita;
sociales y de manejo. 

Los  ingresos  generados  por  las  actividades  recreativas  y
turísticas que se realizan en las áreas protegidas del parque provienen del pago de
una tasa de ingreso o entrada; pago de permisos, licencias o patentes de operación
turística; y los recursos producidos por las concesiones de servicios o permisos para
ciertas actividades.

Actualmente,  los  turistas  extranjeros  no  residentes  en  el
Ecuador y mayores de 12 años pagan US $100; y turistas extranjeros no residentes
en el Ecuador menores de 12 años pagan US $50.

La  dirección  del  parque  nacional  cobra  los  fondos
directamente y los pone a disposición del Estado para realizar la distribución a las
diferentes entidades beneficiadas. Los ingresos recaudados por ingreso de turistas
entre los años 2010 y 2011 alcanzaron un total de US $21.728.507.

------

El Archipiélago de San Andrés, Providencia y Santa Catalina,
que está localizado al occidente del mar Caribe, 775 kilómetros al noroeste de la
costa Atlántica de Colombia, y a 220 km de la costa oriental de Nicaragua.

Para el año 1510, España había tomado posesión oficial de
las islas, pero sin asentamientos humanos. Previamente, las islas fueron vistas por
Cristóbal Colón durante su cuarto viaje en 1502. Este conjunto de islas caribeñas
pertenecen a Colombia  desde el  23 de junio  de 1822,  en el  caso de la  isla  de
Providencia, y desde el 21 de julio siguiente la isla de San Andrés. 

Administrativamente,  el  archipiélago  se  compone  de  dos
municipios:  la  capital  departamental,  San  Andrés  y  el  municipio  de  las  islas
Providencia  y  Santa  Catalina.  Actualmente,  el  censo  del  Departamento
Administrativo Nacional de Estadísticas de Colombia del año 2005, mostró que el
departamento tiene una población de 73.320 habitantes, de las cuales 65.627 viven
en San Andrés y 4.927 en Providencia.  El  departamento tiene una densidad de
1.603,5 personas por km2, la mayor de Colombia. 

Durante el siglo XX, en el año 1953, el gobierno declaró a
San  Andrés  puerto  libre,  convirtiendo  a  la  isla  en  un  activo  centro  comercial  y
turístico.  Como  consecuencia,  se  generó  un  importante  flujo  migratorio  desde
Colombia continental. Resultando, que durante esa época la isla se convirtió en un
importante  centro  de  compras  para  artículos  importados  tales  como televisores,
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relojes,  perfumes y licores.  Adicionalmente,  el  turismo floreció por sus hermosos
paisajes caribeños.

No obstante el incremento del flujo de turistas, trajo también
fuertes  cambios  en la  isla,  no  sólo  el  número de habitantes  aumentó,  sino que
cambios culturales ocurrieron debido a la afluencia de inmigrantes colombianos y
extranjeros, principalmente árabes y judíos, que llegaron para establecerse en el
comercio. También llegaron trabajadores para la construcción de hoteles, vivienda y
demás infraestructura urbana. La mayor parte de los trabajadores provenían de los
departamentos del Caribe continental colombiano.

Es  así,  que  el  informe  Diagnóstico  Archipiélago  de  San
Andrés, Providencia y Santa Catalina destaca que como resultado de la expansión
poblacional los efectos negativos sobre los habitantes nativos de las islas se vieron
en los campos económico, social y cultural. La población raizal (nombre que se les
da  a  los  habitantes  originales)  se  marginó  de  las  actividades  económicas  más
importantes y de mayor crecimiento, relacionadas con el comercio y el turismo.

Debido  a  la  fuerte  presión sobre la  isla,  la  calidad  de los
servicios públicos -agua potable, alcantarillado, energía y recolección de basuras-
se  fue  deteriorando.  Conjuntamente,  la  falta  de  controles  e  inversiones  en  la
conservación ambiental, derivó en síntomas de deterioro para sus ecosistemas.

La Constitución colombiana de 1991 declaró a las antiguas
intendencias  y  comisarias  como Departamentos,  creándose así  el  Departamento
Archipiélago de San Andrés, Providencia y Santa Catalina.

Los  siguientes  artículos  de  la  Constitución  de  1991
reconocen las acciones desarrolladas por  el  Estado colombiano para relevar  las
características propias del Departamento de San Andrés y Providencia. Es así, que
se reconoce y protege la diversidad étnica y cultural de la nación colombiana; por su
parte, se reafirma el castellano como la lengua oficial de la nación colombiana, sin
embargo reconoce que las lenguas de los grupos étnicos son también oficiales en
sus territorios, por lo que la enseñanza que se imparta en dichas zonas deberá ser
bilingüe. En particular, las principales lenguas habladas en el Departamento son el
criollo sanadresano, el español y el inglés. 

Asimismo, se establece que el Archipiélago de San Andrés y
Providencia  tendrá  su  propio  régimen especial  de  administración  en  materia  de
migración,  régimen  fiscal,  entre  otros,  para  proteger  la  identidad  cultural  de  las
comunidades nativas y preservar el  medio ambiente y los recursos naturales del
archipiélago. 

Al mismo tiempo, se posibilita la limitación del el ejercicio de
los derechos de circulación y residencia, establecer controles a la densidad de la
población,  regular  el  uso  del  suelo  y  someter  a  condiciones  especiales  la
enajenación de bienes inmuebles con el fin de proteger la identidad cultural de las
comunidades  nativas  y  preservar  el  ambiente  y  los  recursos  naturales  del
archipiélago. 

Por  su  parte,  la  ley  N°  915  de  2004  dicta  el  Estatuto
Fronterizo para el Desarrollo Económico y Social del Departamento Archipiélago de
San Andrés, Providencia y Santa Catalina. La ley tiene por objeto “la creación de las
condiciones legales especiales para la promoción y el desarrollo económico y social
de  los  habitantes  del  Departamento  Archipiélago  de  San  Andrés,  Providencia  y
Santa Catalina, que les permita su supervivencia digna conforme a lo reglado por la
Constitución  nacional  y  dentro  de  sus  particulares  condiciones  geográficas,
ambientales y culturales”. 
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La  ley  N°  915,  ratifica  como puerto  libre  toda el  área del
Departamento. Es decir, en las islas podrán introducirse toda clase de mercancías,
bienes y servicios extranjeros. Estos productos y servicios estarán libres del pago de
tributos  aduaneros  y  sólo  causará  un  Impuesto  Único  al  Consumo,  a  favor  del
Departamento equivalente al diez por ciento (10%) como tope máximo.

Asimismo, se contemplan diversas medidas de incentivo al
turismo  tales  como  la  promoción  y  desarrollo  de  prestaciones  de  servicios
destinadas al turismo receptivo y doméstico, promoviendo un sistema de hospedaje
en las casas o pasadas nativas,  otorgando subsidios para acondicionar,  reparar,
reformar o construir vivienda para dedicar parte de ella al hospedaje turístico.

A principio de la década de 1990, el Gobierno colombiano
estableció  las  condiciones  especiales  para  el  tránsito  y  la  residencia  en  este
territorio colombiano en el Departamento Archipiélago de San Andrés, Providencia y
Santa Catalina. El decreto N° 2762, de 1991 por medio del cual se adoptan medidas
para controlar la densidad poblacional en el Departamento concede la residencia
permanente a los nativos, a los nacidos en ese territorio y a sus parejas e hijos; a
quienes tuvieron allí su domicilio en los tres años anteriores a la expedición de la
norma y a empresarios. Quienes obtienen ese derecho pueden trabajar, estudiar y
desarrollar alguna actividad económica.

El artículo 3° se dirige a quienes podrán adquirir el derecho a
residir en forma permanente en el archipiélago:

-  a  quien  contraiga  matrimonio  o  establezca  unión
permanente  con  un  residente,  siempre  que  se  fije  el  domicilio  común  en  el
Departamento,  a  lo  menos  por  3  años  continuos.  Al  momento  de  solicitar  la
residencia permanente se deberá acreditar la convivencia de la pareja;

-  a  quien  haya  permanecido  en  el  Departamento  en
calidad de residente temporal por un término no inferior a 3 años, haya observado
buena conducta, demuestre solvencia económica y, a juicio de la Junta Directiva de
la  Oficina  de  Control  de  Circulación  y  Residencia,  resulte  conveniente  su
establecimiento definitivo en el archipiélago.

Actualmente, se calcula que habría más de 40.000 personas
en situación irregular.

El Archipiélago de San Andrés, Providencia y Santa Catalina
fue declarado Reserva de Biósfera el 10 de Noviembre de 2000, por el Programa del
Hombre y la Biósfera (Program of Man and the Biosphere o MAB, por sus siglas en
inglés), de UNESCO. Es parte de la Red Mundial de Reservas de Biósfera con el
nombre de Seaflower, que cubre un área marina de 300.000 km2, sumado a un área
insular total de 57 Km2, convierten a esta Reserva de la Biósfera en la mayor área
marina existente en la actualidad. Además, cubre cerca del 10% del Mar Caribe.

Actualmente,  la  isla  de  San  Andrés  ha  experimentado  un
considerable  deterioro  ambiental.  La  calidad  de sus  playas ha disminuido  como
resultado  de  la  contaminación  y  la  erosión,  y  una  proporción  importante  de  los
arrecifes coralinos ha muerto. Por otro lado, la población raizal se ha reducido en
comparación  con  los  continentales.  Por  el  contrario,  la  isla  de  Providencia  se
mantiene  en  buenas  condiciones  medio  ambientales  y  con  una  población
mayoritaria de raizales. 

En  vista  de  lo  anterior,  se  ha  recomendado  que  para
asegurar el equilibrio sustentable de los servicios ambientales que ofrece la Reserva
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se  hace  necesario  que  todos  aquellos  que  utilizan  estos  recursos  naturales  se
incluyan dentro de los pagos por servicios ambientales. Es así, que turistas, quienes
disfrutan de los  servicios  de recreación;  los  pescadores  industriales,  quienes  se
benefician de los de hábitat; y los hoteles, aerolíneas, agencias de viaje, de buceo y
de  deportes  náuticos,  cooperativas  de  transporte  y  demás  usuarios  que  se
benefician del turismo deberían pagar por los servicios ambientales. 

Un serio problema ambiental se está experimentando en el
archipiélago por la falta de agua fresca que abastece a la población. Por lo tanto,
para dar una pronta solución se ha estudiado la posibilidad de adquirir una planta
desalinizadora.  Sin  embargo,  para la  población raizal  se trataría  de una medida
cortoplacista  que no considera  el  problema de fondo en el  excesivo  uso de los
recursos naturales del archipiélago.

------

Respondiendo consultas de la diputada Molina y del diputado
Chavez, destacó que el tratamiento que se da a los ilegales es bastante estricto en
Galápagos. Es obligación portar la tarjeta de control de tránsito y la policía tiene
facultades de controlar su porte y vigencia. Excedido el plazo debe abandonar la
isla. En San Andrés es diferente. Un turista puede estar hasta 4 meses, período que
no es prorrogable, pero que se puede fraccionar. La mayoría de los ilegales son
colombianos, principalmente albañiles, agricultores, pescadores.

En  ambos  regímenes  existe  un  reconocimiento
constitucional, una ley orgánica que regula el territorio especial y un reglamento que
detalla lo relativo a control migratorio. 

6. Audiencia Pública.6

De  conformidad  a  lo  establecido  en  el  artículo  213  del
Reglamento, y en cumplimiento de lo acordado, por unanimidad, una delegación de
la Comisión se trasladó a la Isla de Pascua a fin de celebrar una sesión especial y
recibir las opiniones de las autoridades e integrantes de las organizaciones sociales
de la Isla.

a) Gobernadora Provincial, señora Carolina Hotu.

Valoró la importancia de esta instancia de diálogo y la
participación  de  la  comunidad  en  este  proyecto  de  ley,  el  cual  recoge  las
necesidades planteadas durante su elaboración y en el procedimiento de consulta.
Señaló que en base al Convenio 169 de la OIT la consulta indígena se circunscribe
a  la  comunidad  perteneciente  a  la  etnia  rapa  nui,  sin  embargo,  se  efectuaron
reuniones  informativas  para  comunicar  el  alcance  de  esta  propuesta  a  toda  la
comunidad.  Asimismo,  destacó la  presencia  de diversas  organizaciones  en esta
sesión, para que puedan expresar todas sus inquietudes.

b) Alcalde de la Municipalidad de Isla de Pascua, señor Pedro Edmunds.

Se refirió a la génesis de este trabajo legislativo, el cual
se  remontaría  a  la  ocupación  del  aeropuerto  en  el  año  2009  por  parte  del
Parlamento Rapa Nui,  hecho que evidenció  la  inquietud de la  comunidad por el
aumento de residentes que han ido afectando el patrimonio tangible e intangible de
la Isla. 

6 Sesión 87ª especial, celebrada el 8 de septiembre de 2016.
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Afirmó que el proyecto de ley se requiere que sea aprobado
en forma urgente y que es muy importante tanto para connacionales como para la
comunidad rapa nui, pero hizo presente que su contenido está lejos del espíritu de
la modificación constitucional que consagra la Isla como un territorio especial, que
se relaciona con restringir la permanencia de quienes llegan a la Isla. 

En  su  opinión,  el  proyecto  de  ley  adolece  de  múltiples
debilidades  de fondo,  por  lo  que anunció  la  presentación de 80 observaciones7.
Manifestó que como municipio representa a los connacionales y a la comunidad,
pero que no han sido escuchados y que solo conocieron las ideas matrices del
proyecto.

Las  principales  observaciones  dicen  relación  con  las
siguientes materias:

-  El plazo fijado para el estudio de carga -cada 8 años-
no se condice con el espíritu de la modificación constitucional, considerando que la
Isla ya se encuentra en estado de saturación.

-  La urgencia de reglamentar el parque vehicular.

-  Disminución del plazo de 30 a 10 días para el turismo,
considerando que el promedio es de 3,5 - 4 días de pernoctación, lo que no afecta a
quienes prestan servicios gubernamentales. 

-  La  aplicación  de  la  ley  N°  18.216,  sobre  medidas
alternativas de cumplimiento de condenas, genera una  contradicción normativa  ya
que la persona que se encuentre cumpliendo una de estas medidas no podría ser
abandono de la Isla.

En  definitiva,  estimó  que  el  proyecto  de  ley  no  resuelve
situaciones que actualmente están pendientes y que dicen relación con la situación
de ilegalidad de algunas personas.

No comparte la composición del Consejo la que considera
más política  que técnica,  lo  que  podría  ser  peligroso,  pudiendo  primar  diversos
intereses e influencias. El Consejo debe ser objetivo, práctico y técnico.

Dio  importancia  al  tema  del  agua,  señaló  que  se  está
salando el acuífero y se refirió al plan de administración de los sitios. 

c)  Comisionados  electos  de  la  Comisión  de  Desarrollo  de  Isla  de  Pascua
(Codeipa).

1. Señor José Rapu.

Expresó que lo más importante es que el proyecto de ley sea
aprobado, dado que el territorio está agotado en materia medio ambiental, falta de
abastecimiento, especialmente gas, y problemas relacionados con el agua, energía,
desechos y el parque automotriz.

Destacó que las ideas matrices de esta iniciativa legal fueron
aprobadas  por  el  pueblo  rapa  nui  a  través  de  una  consulta  indígena,  en
cumplimiento del Convenio 169 de la OIT, realizada en diciembre de 2015 y enero

7 Por Ord. 001210, de 21 de septiembre de 2016, se remitieron observaciones.
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de 2016, con amplia participación,  que culminó en una votación con un 71%  de
participación y 97% de aprobación.

Reconoció que existen algunas debilidades que debieran ser
subsanadas y concordó con que la iniciativa no puede implicar discriminación en el
marco de la Constitución Política.

Sobre el plazo de permanencia de los turistas precisó que se
estableció 30 días como un plazo máximo.

2. Señor Zoilo Hucke.

Instó a respetar la voluntad de la comunidad, respaldada por
la  consulta  indígena,  que  ha  manifestado  su  anhelo  de  que  se  regule  en  esta
materia.

Ambos comisionados proporcionaron un documento que da
cuenta más detallada de la visión expresada en la sesión.

Al  efecto,  se  indica  que  la  regulación  de  la  residencia
constituye la principal demanda del pueblo rapa nui,  relacionada con la necesidad
de conservar la sustentabilidad del territorio, la preservación y el desarrollo de la Isla
de Pascua y de su cultura. Su condición geográfica realza la vulnerabilidad de este
territorio  en  materia  medio  ambiental,  volviéndolo,  por  su  lejanía  como  por  su
condición de insularidad, un lugar frágil y con recursos naturales limitados. 

Las  principales  problemas  derivados  del  aumento  de
población en la Isla son: descontrolado aumento de residuos domiciliarios, explosivo
incremento del parque vehicular, proliferación de pozos negros (falta de una red de
alcantarillado),  mayor  demanda  energética  (98%  de  la  energía  corresponde  a
hidrocarburos),  eminente  contaminación  del  único  acuífero  de  la  Isla  que
proporciona  agua  para  consumo  humano  y  riegos,  sobreexigencia  de  servicios
públicos  que no tienen capacidad para absorber  la  demanda de los  usuarios  y,
finalmente, un potencial peligro para los sitios de interés arqueológico y patrimonial
diseminados por toda Rapa Nui.

Se  requieren  mayores  limitaciones  a  trabajadores
independientes  que  vayan  a  la  Isla.  El  plan  de  carga  debe  regular  y  limitar  la
iniciación  de  actividades  y  otorgamiento  de  permisos  y  patentes  en  el  territorio
especial, las que sólo debiesen otorgarse previo informe favorable del Consejo en
cuanto a su necesidad y beneficio para el territorio especial. Este elemento no fue
incluido en el proyecto de ley, más allá de la facultad del Consejo para la regulación
de la carga demográfica.

Existe debilidad en la toma de decisiones del Consejo para la
Gestión de la Carga Demográfica por cuanto sus propuestas no serían vinculantes.
El artículo 26 letra a) del proyecto de ley utiliza el verbo "pronunciarse" lo que no
satisface las expectativas ni derechos del pueblo a cuanto a determinar sus propias
formas de desarrollo.

Asimismo, se hizo presente a necesidad de avanzar en el
estudio de carga, pues si no la ley operará con el realizado en el año 2002, que no
da cuenta de la realidad de la Isla. Además, se debe considerar la situación de las
personas continentales en los períodos en que se decrete estado de saturación.
Consideran que  los estudios de carga deben realizarse cada 6 años y no cada 8
como contempla el proyecto de ley.
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Otras  observaciones  contempladas  en  la  minuta  dicen
relación  con  el  otorgamiento  de  personalidad  jurídica  de  derecho  público  y
patrimonio propio al Consejo: materia no contemplada  pero que es relevante para
los  comisionados,  plazo  especial  o  extensión  a  más  de  treinta  días  para  los
partícipes de investigaciones científicas 

Respecto de las infracciones y sanciones, proponen revisar
los  montos de las  multas,  pues al  ser  de baja  entidad no cumplen una función
disuasiva. Solicitan la revisión de antecedentes penales y exclusión de otorgamiento
de residencia en casos de que el solicitante los tenga.

Regulación  de  pasajes  aéreos:  Se  requiere  garantizar
legalmente el derecho de los miembros del pueblo rapa nui para movilizarse hacia y
desde la Isla al resto del territorio nacional, esto hoy día se encuentra entregado a la
política de responsabilidad social empresarial de la empresa que presta el servicio
de traslado aéreo.

d) Presidente del Concejo de Ancianos, señor Alberto Hotus.

Destacó  la  importancia  de  proteger  el  mar,  y  los
890.000 kms2 de zona económica exclusiva, la necesidad de contar de un muelle y
un destructor para dar real protección. Afirmó que se necesita un diputado y senador
propio para la Isla.

Proporcionó  un  documento  llamado  Manifiesto  Rapa  Nui
2016 por el cual el Consejo de Ancianos reconoce que Chile ha cumplido con su
soberanía. El acuerdo de voluntades entre Chile y Rapa Nui, del 9 de septiembre de
1888,  es  una fecha feliz,  que les  permitió  superar  los  problemas que el  pueblo
enfrentó ante los intereses extranjeros. En dicha oportunidad eligieron por propia
voluntad,  ser  chilenos,  cediendo  su  soberanía,  conservando  la  propiedad  de  su
territorio y sus costumbres.

La Isla y sus habitantes viven actualmente en condiciones y
con  oportunidades  muy  superiores  a  las  de  esa  trágica  época  y  reconocen  el
esfuerzo  que  Chile  ha  desarrollado  en  el  cumplimiento  de  sus  compromisos
asumidos. La infraestructura, educación, salud y desarrollo material demuestran la
preocupación en estos ámbitos. Rapa Nui es Chile.

Reconoció  que  existen  ámbitos  donde,  actualmente,  este
apoyo debe perfeccionarse, no solo en beneficio de la población rapa nui sino de
todo Chile y sus habitantes. En este, el siglo en que el mundo se organiza en torno
al Océano Pacífico, Rapa Nui no representa una carga, sino una enorme fuente de
oportunidades y riqueza potencial.

El  área  marítima  determinada  por  la  Zona  Económica
Exclusiva en torno a la Isla se extiende por alrededor de 890.000 Km2 de mar. Esto
es considerablemente más superficie que el Chile Continental. Esta zona no cuenta
con  ningún  tipo  de  control,  lo  que  la  convierte  en  presa  fácil  de  todo  tipo  de
agresión, siendo especialmente seria la pesca ilegal y la contaminación. Para ello,
planteó  la  necesidad  de  contar  con  un  muelle  y  un  destructor  para  proteger  la
referida zona económica, especialmente de la depredación de los recursos marinos
por parte de los pesqueros ilegales., los pescadores rapa nui encuentran cada vez
menos  presencia  de  especies  tradicionales,  como  el  atún,  lo  cual  evidencia  la
reducción de la biomasa en torno a la Isla.

El Consejo de Ancianos Rapa Nui ofrece y pide a Chile, a su
Gobierno y a su sociedad, que este problema sea solucionado a la brevedad. No es
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solo a Rapa Nui a quien le están depredando sus recursos marinos; es a todo Chile.
Rapa Nui es parte de Chile y está agradecida de lo que Chile le ha dado. El Consejo
de Ancianos Rapa Nui considera como su deber mostrar a Chile la depredación que
está ocurriendo en la riqueza no solo local sino de todos los chilenos.

e) Representantes Honui.

Los  señores  Ernesto  Tepano,  Lorenzo  Tepano  y
Samuel  Atan explicaron  que  Honui  es  la  principal  autoridad  y  entidad
representativa,  tradicional  y propia del  pueblo rapa nui,  constituida por los jefes,
presidentes, cabezas y representantes de familias o clanes del pueblo.

La regulación de la residencia o migración es el tema más
importante para el  pueblo. Señalaron que están todos de acuerdo que ello  debe
efectuarse y solicitaron al Estado que le otorgue la celeridad que merece. Han sido
consultados, en dos oportunidades, primero para la reforma constitucional en 2009 y
ahora  para  el  proyecto  de  ley  en  enero  de  2016,  en  ambas  han  participado  y
aprobado la regulación de la migración hacia la Isla en forma mayoritaria, 97% en
ambas ocasiones.

El señor Samuel Atan precisó que el proyecto de ley busca
controlar,  pero  no  discriminar.  Es  necesario  regular  distintos  ámbitos  por  los
problemas en el  abastecimiento  de gas,  en la  electricidad,  en la  distribución  de
viviendas,  cantidad  de  vuelos.  La  Isla  es  frágil  en  términos  medioambientales,
culturales,  arqueológicos,  de  la  lengua.  Al  llegar  personas  de  todas  partes  del
mundo se impone una idiosincrasia, se influye culturalmente.

En  documento  proporcionado  manifestaron  conocer  el
proyecto,  estar  de  acuerdo  en  muchos  puntos  y  en  desacuerdo  en  otros,  sin
embargo, recalcan que lo más importante es aprobar con urgencia esta ley.

En cuanto a las observaciones, se indicó:

- Consejo para la Carga Demográfica. Se requiere reconocer
e incluir a Honui dentro de su integración. Al respecto se hizo presente que en la
consulta en curso sobre un Estatuto Especial de Gobierno y Administración para Isla
de Pascua Honui está siendo reconocido por las familias y organizaciones rapa nui
como una autoridad representativa del pueblo.

Este Consejo debería estar dotado de mayores facultades, y
éstas tendrían que ser resolutivas, contar con poder de decisión y con asistencia
técnica garantizada. Se requiere considerar la participación del Consejo y miembros
pueblo rapa nui en el control de ingreso.

-  Estudio  Capacidad  de  Carga  Ambar  (año  2002)  La  ley
debería reconocer, expresamente, los resultados de dicho estudio, los que indican
que la  Isla  ya  se encuentra,  al  menos,  en situación de latencia  y  en riesgo de
superación de capacidad de carga. Nuevos estudios tendrían que basarse en estos
datos, los que solo deberían ser actualizaciones.

-  Necesidad  de  limitar  autorización  a  trabajadores
independientes que no son rapa nui. Sólo se tendrían que autorizar actividades que
sean calificadas como necesarias para el territorio especial de Isla de Pascua.

Regulación  del  parque  vehicular.  Se  debe  limitar
expresamente el parque vehicular y restringir el ingreso de nuevos automóviles.
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Exclusión  de  residencia  a  personas  condenadas  y  con
antecedentes penales. Impedir que las personas condenadas sean trasladadas a la
Isla para cumplir condenas, revisión de antecedentes penales y no otorgamiento de
permiso de residencia a quienes los tengan.

f) Directiva Ma'u Henua.

1. Señorita Tavake Hurtado.

Hizo  un  llamado  a  regular  este  tema  urgentemente,  por
cuanto  es  un  anhelo  en  el  que  se  ha  estado  trabajando,  sobre  el  que  se  ha
consultado y sobre el que el pueblo ya se ha manifestado.

2. Señor Pedro Hey.

Expresó que Ma'u Henua es una comunidad indígena, quizás
la más grande de Chile, que representa el anhelo del pueblo rapa nui de que esta
organización administre el parque nacional como primera actividad,  con el  fin de
resguardar los vestigios arqueológicos. 

Dio  cuenta  de  la  preocupación  de  la  comunidad  por  el
crecimiento  exponencial  de  turistas,  estimándose  un  flujo  de  120.000  para  el
próximo año. Además, los datos de capacidad de carga existentes se encuentran
completamente  superados y,  por  ello,  es  necesario  regular  el  flujo  de turistas  y
avanzar en el proyecto de ley de residencia y migración, tal como lo demuestran los
resultados de la consulta.

g) Representantes del Parlamento Rapa Nui.

1. Señor Leviante Araki.

Expresó  que  el  alcalde  ya  ha  expresado  con  claridad  la
necesidad que tienen.  Reiteró la  situación de sobrecarga,  capacidad de carga y
contaminación de la Isla y la necesidad imperiosa de control de sobrecarga para
detener el colapso medioambiental y sociocultural en que se encuentran.

2. Señora Eriti Teave.

Manifestó que el  espíritu de una ley para la Isla debe ser
holística  e  integral,  porque  el  frágil  ecosistema y  el  colapso  ambiental,  social  y
cultural lo ameritan.

Enfatizó  que  no  se  pueden  dar  el  lujo  de  retrasar  la
aprobación de esta ley, en pos de la calidad de vida del pueblo rapa nui. Destacó
que  se encuentran  en situación  de  un colapso  medioambiental  y  socio  cultural,
debido a la sobrepoblación.

Urge,  adoptar  medidas  responsables  para  evitar  una
catástrofe ecológica,  social  y cultural,  así  mitigar los graves impactos en la  vida
diaria de los originarios.  Se requiere un control efectivo de la migración nacional
hacia  la  Isla  puesto  que  la  capacidad  de  carga  sobrepasada,  ha  logrado  un
inminente colapso social, ambiental y cultural que causa conflictos innecesarios en
lo tangible e intangible.

Expresó que el Parlamento Rapa Nui postula que se bebe
empoderar con atribuciones resolutivas a la Comisión que conducirá el control de
ingreso, y permanencia en la Isla. 
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El  parlamento  se  opone  a  la  libertad  de  ingreso  a
emprendedores y trabajadores independientes, salvo excepciones por necesidad de
la  Isla.  Igualmente  se  debe  limitar  el  ingreso  a  permanecer  a  los  familiares  de
trabajadores temporales, sea que hayan llegado o no con un contrato laboral.

Se requiere un control real por parte del pueblo rapa nui de
su propiedad ancestral,  y recursos,  como lo establecen las leyes internacionales
ratificados por Chile.

Es  inminente  un  cambio  de  estatus  jurídico  particular
tomando en cuenta la singularidad y las necesidades del pueblo rapa nui, tomando
en consideración las leyes ancestrales del pueblo. Por consiguiente los tribunales
existentes  deben  hacer  un  esfuerzo  para  introducir  en  la  práctica  judicial  las
tradiciones,  el  convenio  169  y  las  leyes  promulgadas  para  la  protección  de los
originarios, y pactos internacionales ratificados por Chile.

Respecto a la protección del mar, señaló que la institución
Honui  y  el  Parlamento  exigen  que  no  se  tome  ninguna  decisión  del  parte  del
Ejecutivo sin efectuar previamente una consulta.

Por último estimó que falta abordar otros aspectos, como la
protección de la lengua, la cultura, la educación, las tradiciones, entre otros.

h) Vicepresidenta de la Cámara de Turismo, señora Ivonne Nahoe.

Señaló que representa a 64 empresas, la mayoría de
ellas de propiedad rapa nui, dentro de las cuales la gran un gran porcentaje de ellas
son micro y pequeñas empresas. La industria turística en la Isla genera alrededor de
50 millones de dólares anuales, lo que se une a la gran inversión pública en Isla de
Pascua.

Manifestó que han participado en todas las instancias para
dar sus opiniones, en un marco de respeto a las diversas visiones existentes. Valoró
el  reconocimiento  de  la  experiencia  de Isla  de  Pascua  a  nivel  mundial  y  como
Patrimonio de la Humanidad.

Hizo  un  profundo  llamado  a  la  unidad  dado  que  son  un
pueblo  mestizo,  a  valorar  el  aporte  de  personas  venidas  del  continente  y  de
extranjeros y se refirió al Plan Estratégico de Turismo y a la beneficiosa articulación
entre las organizaciones e instituciones. 

Señaló  que  es  necesario  controlar  el  ingreso  y  regular  la
residencia y permanencia. Expresó su confianza de avanzar en este proyecto de
ley, en el estatuto especial, en el parque, en la representación de los Honui. Valoró
la  complementariedad,  algunos  conocen  el  idioma,  otros  la  historia  de  los
antepasados y exhortó a ponerse de acuerdo, de sumarse.

Expresó  que  si  bien  el  desarrollo  ha  traído  beneficios,
crecimiento y calidad de vida, se debe mejorar la educación, la salud, mejorar las
condiciones de vida porque la Isla es vulnerable. Hay que avanzar en mejorar la
calidad de vida, revisar el tema agua, la matriz energética. También se refirió al rol y
liderazgo de las autoridades. 

Señaló que el rubro genera empleos formales pero también
informales, e hizo un mea culpa respecto de ello. Hay que tener una mirada a largo
plazo y definir  cuánto se quiere crecer,  se debe regular  la  cantidad de turistas.
Expresó que existe voluntad de avanzar en un turismo responsable y en crecimiento
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con sustentabilidad. Concluyó señalando que de esta ley de migración depende el
futuro de sus hijos y de esta Isla. 

Manifestó que es necesario definir si se debe privilegiar a los
micros empresarios, pues a su juicio, el modelo de negocio de grandes empresas
con capital extranjero atentaría contra la sustentabilidad de los negocios locales.

Por  último,  estimó  importante  que  se  diversifique  la
capacidad  productiva  de  la  Isla:  turismo,  agricultura,  apicultura,  artesanía,  entre
otros.

i) ONG Toki.

1. Señora Mahani Teave.

Exhortó a rescatar  la  Isla,  la  cultura,  a dejar  los intereses
propios y ofrecer lo mejor de cada uno, para el bien de la comunidad. Destacó que
la escuela de música es una oportunidad, especialmente para niños y jóvenes, una
herramienta destinada a ello. 

La  ley  de  residencia  es  una  prioridad,  una  necesidad
imperiosa, es un bien mayor. Es un momento histórico. 

2. Señor Enrique Ika.

Se refirió a la importancia de abordar las diversas temáticas
medioambientales,  la  planta de tratamiento de aguas servidas,  la  disposición de
desechos  y  basura.  Expuso  sobre  los  problemas  de  drogas  y  alcoholismo
existentes,  y manifestó que buscan apoyar y desarrollar  la Isla  con base en los
niños. Reiteró la importancia de contar con la ley de residencia.

3. Señor Juan Haoa.

Valoró el intercambio cultural bajo un orden y mencionó la
falta de oportunidades y el riesgo de perderse.

j) Gerenta general de la empresa Sasipa, señora Luz Zasso.

Sasipa  es  la  empresa  encargada  de  la  generación  y
distribución de energía eléctrica y agua potable, Se refirió al aumento del consumo
de  agua:  en  1986  había  602  medidores  de  agua  en  viviendas,  en  2015  se
contabilizaron 2.817.

En  el  año  2007  se  hizo  un  levantamiento  de  las  aguas
subterráneas. La red de alcantarillado no se puede realizar por el tema patrimonial.
Explicó el problema de la introducción salina en las napas. 

Coincidió  con  la  importancia  de  esta  ley  para  la  Isla  de
Pascua.  Afirmó  que  faltan  profesionales  geólogos,  ingenieros  civiles  eléctricos,
técnicos.

Entregó  documentos  referidos  a  propuesta  energética.  Se
refirió a la situación de insularidad por la cual se depende del barco cisterna de
Enap. 

Entre los temas más relevantes se refirió al cuidado del agua
y el acuífero, tratamiento de residuos y excretas. Señaló el problema social que se
ha generado por la falta de educación de muchas personas que han ido a la Isla y
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se han quedado ahí, sin respetar la cultura local. Asimismo, se refirió a los costos
del desarrollo.

k) Corporación Kahu Kahu Ohera, señor Iovani Teave.

Manifestó que todos los temas expuestos, desde los temas
ambientales  a  los de salud,  conducen a  la  regulación  migratoria.  Se refirió  a  la
sobreexplotación de recursos, al aumento del parque automotriz y la necesidad de
aumentar los recursos para abordar las diversas problemáticas.

l) Director Hospital Hanga Roa, señor Juan Pakomio.

Proporcionó antecedentes que respaldan la importancia de
contar con una ley de migración. Señaló que el cambio socio demográfico que existe
debiera influir en las políticas públicas. Destacó que, según el INE, en la proyección
del censo 2012 para el año 2016 existiría una población cercana a 5.726 personas,
pero  también  existen  datos  que  indican  que  la  población  ascendería  a  10.000
personas. 

Hizo presente que, la actual cartera de prestaciones de salud
no es concordante con la definición de complejidad,  por ejemplo,  no tienen UCI,
existe cronicidad de patologías y falta de satisfacción usuaria. Ha habido aumento
de la tasa de ingreso hospitalaria y de la tasa de consulta de especialidades. Faltan
políticas  de  salud,  pues  impactan  directamente  en  el  desarrollo  social  de  las
personas y expresó necesidad de definir una mayor cartera de prestaciones.

m) Presidenta de la Academia de la Lengua Rapa Nui, señora Jackeline Rapu.

Se refirió al problema grave de decadencia de la lengua, la
cual considera que es parte vital de la cultura inmaterial. Recordó la época en que
se  prohibió  hablar  la  lengua  y  expresó  su  inquietud  por  la  falta  de  espacios
educativos. El cuidado de la lengua es parte de los temas que impactan el proyecto
de ley y exhortó al rescate y preservación de la lengua. Se mostró de acuerdo con el
proyecto de ley e indicó que el control migratorio permitirá una mayor calidad de
vida.

Luego habló como mujer indígena y reivindicó un tema de
género. Solicitó derogar los artículos 13 y 14 de la ley Pascua y manifestó que no
cuentan con debida defensa a través de la Conadi.

n) Abogada de la Codeipa, señora Consuelo Labra.

Sobre  la  ley  N°16.441,  conocida  como  ley  Pascua,
señaló que esta norma establece en su artículo 13 que los delitos contemplados
contra el orden de las familias,  contra la moralidad pública y contra la integridad
sexual, cometidos por naturales de la Isla y en el territorio de ella, se impondrá la
pena inferior en un grado al mínimo de los señalados por la ley para el delito de que
sean responsables.

Por su parte, el artículo 14 dispone que en aquellos casos en
que el Tribunal deba aplicar penas de presidio, reclusión o prisión podrá disponer
que  hasta  dos  tercios  de  ellas  puedan  cumplirse  fuera  del  establecimiento
carcelario, fijando en la sentencia las condiciones de trabajo y residencia que deba
llevar el condenado y el tiempo por el cual se concede este beneficio (…)

Señaló  que  existen  proyectos  de  ley  que  abordan  dicha
situación pero que su modificación requiere consulta indígena y que se ha incluido
este tema en la consulta del Estatuto Especial. 
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ñ) Jefe de Asuntos Rapa Nui de la I. Municipalidad de Isla de Pascua, señor
Mata Uiroa.

Manifestó que han tenido malas experiencias en materia de
consultas,  solo  una  ha  sido  valorada.  Ha  participado  en  varios  borradores  de
proyectos de ley y, a su juicio, este es el peor.

Preguntó por qué Rapa Nui pertenece a Chile y qué significa
“territorio especial” y recordó que por el Tratado suscrito en 1888 el Estado chileno
aseguraba protección, pero recién 1966 se reconoció la ciudadanía al pueblo rapa
nui. Se requiere regular y abordar el problema socio cultural, no es solo un tema
medio ambiental. 

Afirmó que no quieren que las personas turistas se queden a
vivir, el que venga a trabajar que lo haga bajo un contrato y expirado éste, vuelva a
su país. El 90% de la gente no tiene contrato y falta fiscalización y solicitó restringir
el  parque  automotriz.  Expresó  su  inquietud  por  la  situación  de  los  trabajadores
independientes.

El  estudio  de  carga  y  todos  los  procedimientos
administrativos posteriores demorarán años y mientras tanto se sigue exponiendo la
fragilidad de la Isla. Propuso que se declare zona saturada en cuanto se publique la
ley. 

o) Profesor y ex comisionado de CODEIPA, señor Mario Tuki.

Expresó que hay acuerdos de avanzar con esta regulación
pero  instó  a  que  debe  ser  efectiva.  La  protección  de  la  cultura  rapa  nui  y  del
medioambiente no se pueden escindir. La vulneración de los derechos humanos en
la Isla ha sido terrible. 

El Convenio N° 169 ratifica el Tratado de 1888 y cualquier
ley debe ceñirse a los principios de protección, educación y desarrollo recogidos en
él. Para una ley de residencia, permanencia y traslado para la Isla de Pascua se
deben considerar tres aspectos fundamentales: la opinión del pueblo, el Tratado de
1888 y el Convenio N° 169 sobre Protección de los Pueblos Originarios.

p) Concejala señora Ximena Trengove.

Hizo  presentes  que  -al  parecer-,  era  la  única  continental
presente en este diálogo, y señaló que el objeto de la iniciativa legal es adecuado y
claro y existiría un amplio consenso de quienes habitan en este territorio especial, lo
que se confirmó con la Consulta Indígena que obtuvo una alta aprobación por parte
del pueblo rapa nui. Por lo tanto, es necesaria la ley.

Destaco  que  la  Isla  es  un  territorio  especial,
medioambientalmente  frágil,  que  exige  proteger  sus  recursos  naturales,  el
patrimonio cultural vivo y arqueológico y a sus habitantes. Las medidas que contiene
el proyecto de ley se aplican a extranjeros y chilenos no rapa nui, y se enmarcan en
el estudio de capacidad de carga, sistema de alertas y restricciones y la importancia
de la familia y del trabajo. 

El estudio es muy importante para la elaboración de un plan
de carga, obligatorio para servicios públicos y empresas de transportes, permitirá
fijar los flujos de personas que soporta el territorio en un período determinado. 

Planteó sus inquietudes frente al articulado e indicó que el
artículo 6° es muy complicado y su desarrollo, por vía reglamentaria, será difícil de
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consensuar, por ejemplo, ve dificultades en las soluciones del Consejo de Gestión
de Carga en períodos de latencia y saturación, en relación a contratos suscritos con
antelación a tales decretos. 

Valoró que en el proyecto de ley la función del Consejo es de
“colaborar”, y puso especial atención en evitar la arbitrariedad y discriminación en
sus decisiones y en la forma en que el reglamento precise el contenido de estas
normas, pues será un instrumento que se aplicará para la estadía mayor a los 30
días en el territorio y sobre los casos especiales. Los instrumentos de gestión de
carga  demográfica  y  los  organismos  responsables  deberán  ser  colaboradores
imparciales al aplicar una sanción o expulsión del territorio especial.

Sobre el estudio de capacidad de carga, señaló que no se ha
dicho claramente el contenido ni las variables que considerará. Asimismo, consultó
cómo  se  resguardan  las  relaciones  de  familia  en  los  períodos  de  latencia  o
saturación.

En relación al artículo 14, indicó que en el estudio de gestión
de  la  capacidad  de  carga  demográfica,  deben  considerarse  la  participación  de
contrapartes técnicas. ¿Cuáles serían?

Sobre  el  artículo  21  relacionado  con  la  obligación  de  las
empresas de transporte de pasajeros en el estado de saturación dice que dichas
empresas deberán adecuar la oferta de sus servicios ¿cómo se efectuarán tales
adecuaciones? Ve un vacío. 

Valoró el espacio que se originó a través de la Gobernación
para crear espacios de información para personas no rapa nui.  Expresó que ha
habido  situaciones  de discriminación.  Exhortó  a  la  voluntad,  responsabilidad  del
cuidado de la Isla, a través del cuidado de capital humano, más allá de la ley.

q) Comité Comunal Ambiental y Cultural, señores Nikolas Yancovich y Tuty
Lillo.

Señalaron al problema del agua, los desechos domiciliarios,
el aumento del parque automotriz situación que afectan la sustentabilidad. Existe
contaminación por pesca industrial  y por presencia de microplásticos.  La Isla es
Patrimonio de la Humanidad y se encuentran en un proceso de aculturación, que se
debe  abordar  y  tomar  conciencia  abordando  la  cultura,  educación  y  el  medio
ambiente.

r) Señora Rubelinda Pakarati.

Expresó  que  ha  llegado  gente  que  tiene  malos  hábitos,
inculta, no respetan el vocabulario,  las tradiciones, la cultura. No es un problema
personal, pero sí es un problema de Estado.

s) Señor Antonio Nahoe.

Destacó  el  valor  de  la  familia  en  educación.  Exhortó  al
pueblo  rapa nui  a ponerse de acuerdo.  Se requiere el  aporte el  Gobierno y del
pueblo, asimismo, estimo que existe un problema de desinformación.

-----
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El  diputado  Chávez,  Presidente,  manifestó  que  se  han
planteado  aspiraciones  legítimas  pero  que  algunas  superan  el  ámbito  de  este
proyecto de ley.  El  Estado de Chile  tiene una deuda,  y que en parte,  se busca
satisfacer a través del compromiso de esta Comisión.

Se refirió  a  la  necesidad  de un equilibrio  entre  el  turismo
como principal actividad económica y las necesidades que se busca resguardar en
esta  normativa;  a  la  regulación  del  trabajo  independiente;  al  congelamiento  del
parque automotriz; al tratamiento de profesionales que se requiera, entre otros.

Agradeció  el  diálogo  y  expresó  su  conformidad  con  esta
instancia que permitió recibir y escuchar a todas las personas que lo solicitaron con
el propósito de conocer las diversas inquietudes y aproximaciones al proyecto de ley
en discusión. Concordó con la importancia de resguardar la lengua rapa nui, reiteró
que todos y cada uno de los expositores o quienes lo deseen pueden hacer llegar
sus  observaciones  y  sugerencias  al  articulado  para  analizarlas  en  la  discusión
legislativa y recogió la solicitud de dar celeridad a su tramitación.

La diputada Molina  valoró  la  coherencia  y  responsabilidad
que enmarcan la necesidad de regular esta materia y abordar la carga y saturación
ambiental de la Isla. Destacó la importancia de establecer una zona de protección
para preservar el mar y se refirió al derecho real de conservación medioambiental.
Consultó sobre la discusión planteada por la ONG Oceana sobre esta materia; las
cifras del sector turismo en torno a uso del agua, disposición de desechos y basura,
contaminación, entre otras; la utilización de desaladoras.

El  diputado  Morales  consultó  sobre  la  participación
ciudadana  en  el  proceso  de  elaboración  del  proyecto  de  ley  y  la  adecuada
representación  de  la  comunidad,  y  solicitó  conocer  las  observaciones  de  la  I.
Municipalidad, de la Cámara de Turismo, y demás organizaciones, en concreto, en
torno a la iniciativa legal. 

El  diputado Urízar expresó que ésta es una ley necesaria,
que debe dársele celeridad a su tramitación, y propuso avanzar, primeramente, en
todos  aquellos  temas  en  que  existiría  acuerdos,  para  ir  abordando,  otros  más
difíciles,  en forma paralela.  Consultó sobre los efectos del proyecto de ley en el
comercio y sobre la informalidad laboral, la que se debiera revisar adecuadamente,
y se refirió al impacto en la mano de obra. También preguntó por la sensibilidad de
los continentales respecto a esta normativa y la importancia de cuidar la “magia” de
la Isla.

El diputado Rathgeb destacó la importancia de resguardar y
dar reconocimiento a la lengua rapa nui. Valoró las diferencias, la diversidad y los
procesos de integración desde donde se debe articular la sociedad.

7. Ministro del Medio Ambiente, señor Pablo Badenier.8

Expresó que su intervención dice relación con los aspectos
ambientales del proyecto de ley. Al efecto, señaló que el mensaje presidencial da
cuenta que la incorporación del inciso segundo del artículo 126 bis a la Constitución
Política, que fundamenta esta iniciativa legal, tuvo como finalidad el reconocimiento
de estos territorios especiales, Isla de Pascua y Archipiélago de Juan Fernández,
como “ecosistemas frágiles y muy vulnerables, cuya protección, desarrollo y cautela
requiere  la  adopción  de  una  serie  de  acciones,  tanto  legislativas  como

8 Sesión 89ª, celebrada el 28 de septiembre de 2016.
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administrativas,  destinadas  a  controlar  de  mejor  manera  aquellos  aspectos  que
influyen  en  el  potencial  y  progresivo  deterioro  de  los  elementos  en  los  que  se
sustenta su medio ambiente”.

En  los  antecedentes  del  mensaje  se  hace  referencia
expresa:

-  Al  derecho  a  vivir  en  un  medio  ambiente  libre  de
contaminación, así como el deber estatal de velar por que dicho derecho no sea
afectado y de tutelar la preservación de la naturaleza, habilitando al legislador para
establecer  restricciones  específicas  al  ejercicio  de  determinados  derechos  o
libertades  para  proteger  el  medio  ambiente,  artículo  19  N°8  de  la  Constitución
Política.

- A la ley N° 19.300 sobre Bases Generales del Medio
Ambiente,  que  regula  el  derecho  a  vivir  en  un  medio  ambiente  libre  de
contaminación, la protección del medio ambiente, la preservación de la naturaleza y
la conservación del patrimonio ambiental.

De acuerdo al artículo 2° letra ll) de dicha ley, se entenderá
por  Medio  Ambiente  “el  sistema  global  constituido  por  elementos  naturales  y
artificiales  de  naturaleza  física,  química  o  biológica,  socioculturales  y  sus
interacciones, en permanente modificación por la acción humana o natural y que
rige  y  condiciona  la  existencia  y  desarrollo  de  la  vida  en  sus  múltiples
manifestaciones”. Es una concepción extensiva.

La  expresión  “Conservación  del  Patrimonio  Ambiental”,
expresada en el artículo 2° letra b), se entiende como “el uso y aprovechamiento
racionales o la reparación, en su caso, de los componentes del medio ambiente,
especialmente  aquellos  propios  del  país  que  sean  únicos,  escasos  o
representativos,  con  el  objeto  de  asegurar  su  permanencia  y  su  capacidad  de
regeneración”.

Así,  tanto  el  concepto  de  medio  ambiente  como  de
patrimonio ambiental comprenden tanto elementos naturales como socioculturales,
que requieren de protección estatal.

Por otra parte, el artículo 12 del proyecto de ley establece
que un decreto supremo  expedido a través del Ministerio del Interior y Seguridad
Pública,  suscrito  además  por  el  Ministro  del  Medio  Ambiente,  determinará  la
capacidad  de  carga demográfica  del  territorio  especial  en  período de latencia  y
saturación,  utilizando  terminología  de  los  instrumentos  de  gestión  ambiental,
vinculados a los planes de prevención o de descontaminación. Dicho acto deberá
fundarse en el estudio de gestión de la capacidad de carga demográfica establecido
en el  artículo 14,  y  deberá considerar los informes  emitidos por los órganos de la
Administración del Estado con competencia en la materia.

Además, el artículo 14 señala que el Ministerio del Interior y
Seguridad Pública  deberá realizar,  cada ocho años,  un estudio de gestión de la
capacidad de carga demográfica, que  podrá ser elaborado  en conjunto con otros
órganos de la Administración del Estado y de acuerdo a las normas de la ley N°
19.886 de Bases sobre Contratos Administrativos de Suministro y Prestación de
Servicios.  En  cualquier  caso,  en  la  elaboración  de  dicho  estudio  deberá
considerarse  la  participación  de  contrapartes  técnicas,  en  atención  a  las
capacidades locales existentes en el territorio especial.

Este instrumento deberá establecer una fórmula para realizar
los cálculos de capacidad de carga demográfica a que se refiere el artículo anterior.
Para  ello,  considerará  las  características  ambientales  del  territorio  especial,  y
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también  las  condiciones  geográficas,  demográficas,  culturales,  usos  de  suelo
actuales y potenciales, disposición de residuos y demás pertinentes; así como los
niveles de flujo permanente y transitorio que el territorio especial puede soportar en
un determinado periodo de tiempo, entre otras consideraciones.

Sobre  los  estudios  de  capacidad  de  carga  para  Isla  de
Pascua, manifestó que el estudio “Estrategias y Acciones para la Conservación, Uso
y Aprovechamiento Sustentable de los Recursos Patrimoniales de Isla de Pascua”,
de la consultora  AMBAR S.A realizado el año 2001, encargado por la CORFO y
CONADI,  es  un  antecedente  importante  del  punto  de  vista  metodológico.  Su
desarrollo  contempló  4  etapas:  diagnóstico,  estimación  de  capacidad  de  carga,
plataforma de recomendaciones y plan de monitoreo.

Las dos primeras etapas entregan una radiografía integral de
la situación patrimonial  y ambiental  de la Isla,  las siguientes trazan una  carta de
navegación que permite el desarrollo de Isla de Pascua y su gente, sin comprometer
los  recursos  patrimoniales  presentes. La  metodología  empleada,  consistió  en  el
análisis  del  territorio  insular  en  base  a  sus  componentes  más  representativos:
vegetación, suelos, recursos arqueológicos, recurso hídrico y paisaje, entre otros.

Se seleccionaron  sólo  5 factores  ambientales  críticos:  ello
tuvo por única finalidad ayudar a priorizar acciones, así como focalizar la toma de
información (para monitorear el comportamiento de estos factores en el tiempo). Lo
que no quiere decir que el resto de los temas ambientales no son importantes o que
pueden ser obviados.  El control de factores como la erosión, u otros pueden ser
también  indispensables  para  que  Rapa  Nui  se  mueva  en  la  dirección  de  un
desarrollo más sustentable.

Proporcionó información sobre la estructura metodológica, y
las  variables  a  considerar,  más  allá  de  los  datos,  que  se  encuentran
desactualizados.
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2 

Inmigrantes 
 

Existe gran preocupación por el aumento constante de la 
inmigración desde el continente, sin que existan límites ni 
regulaciones para ello. 

Erosión 
 

Este tema también es mencionado como un factor de cierta 
preocupación.  En efecto, en la isla se observa varios cerros 
fuertemente erosionados, así como las laderas de algunos 
volcanes, en especial el Ranu Raraku. 

Pesticidas 
 

Existe alguna preocupación por uso de pesticidas y posible 
contaminación de aguas y alimentos vegetales. 

Animales domésticos 
 

Existe preocupación por la gran cantidad de animales 
sueltos, tanto en las zonas rurales como en la ciudad.  Estos 
animales incluyen caballos, vacas y perros.  Entre los 
impactos generados se menciona el sobrepastoreo, el 
aumento de accidentes en el camino principal (en especial 
la ruta a Anaquena) y mordidas de perros.   

Flora 
y 
fauna 

Fauna 
marina 

Se menciona la gran disminución de especies marinas 
debido a la sobrepesca.  Las especies más afectadas incluyen 
langosta, caracoles y peces.  

Flora  
Se señala también como problema la disminución de 
especies arbóreas por su gran uso en artesanías.  Las 
especies más afectadas incluyen mako’i, mahute y nga’oho. 

Especies 
introducida
s 

También se menciona como preocupación la introducción 
de especies foráneas para diferentes usos, como por ejemplo 
para el control de erosión. 

Construcción del 
puerto 
 

La construcción del puerto La Perousse es también 
mencionado como una preocupación de la población 
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Expresó  que  se  encuentra  en  desarrollo el  “Estudio  de
Capacidad  de  Carga  Demográfica  para  el  territorio  de  Isla  de  Pascua” del
Observatorio  de  Ciudades  de  la  Universidad  Católica  de  Chile,  a  través  de  un
convenio marco suscrito entre la Subsecretaría de Desarrollo Regional y esa casa
de estudios.

Su  objetivo  es  entregar  los  antecedentes  y  herramientas
técnicas  para  sustentar  la  implementación  del  sistema  de  gestión  de  carga
demográfica  del  territorio  especial  de  Isla  de  Pascua y  con  ello  la  futura
implementación de la ley de residencia y su operatividad.

Asimismo,  describirá  las  condiciones  demográficas,
ambientales, culturales, uso de suelo y demás pertinentes en el territorio especial,
relacionadas con la determinación de la capacidad máxima de carga demográfica
permisible,  para  lo  cual  deberá  considerar  los  niveles  de  flujos  permanentes  y
transitorios que el territorio especial puede soportar en un periodo determinado.

El estudio es el instrumento técnico de medición de la carga
demográfica del territorio especial, habrá también un plan que permita a los diversos
órganos de la Administración del Estado fijar lineamientos y acciones específicas.

Los  resultados  de  este  estudio  y  la  metodología  que
establezca,  serán la  base mediante la cual el  Ministerio  del  Interior  y Seguridad
Pública y el  Ministerio del Medio Ambiente  deberán  determinar, mediante decreto
supremo,  la capacidad de carga demográfica del territorio especial en período de
latencia y saturación.

A su vez, en caso de que ésta se vea superada deberá el
Ministerio del Interior y Seguridad Pública declarar, según corresponda el estado de
latencia o de saturación del territorio especial. 
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El Ministerio del Medio Ambiente se constituirá en contraparte técnica, para una
evaluación de la afectación a los componentes ambientales, incluido el patrimonio
cultural de la Isla.

Concluyó que este  sistema de gestión de la capacidad de
carga  demográfica  del  territorio  especial  de  Isla  de  Pascua  es  el  mecanismo
adecuado  a  través del  cual  lograr  la  protección  ambiental  y  lograr  el  desarrollo
sustentable.  Por  ende,  este  proyecto  de ley  será  un instrumento  relevante  para
responder  a los requerimientos  de los habitantes de Isla de Pascua,  su riqueza
patrimonial arqueológica y cultural.

El  diputado  Chávez  preguntó  cuáles  serían  las
consecuencias prácticas del decreto que se basa en este estudio; los alcances de la
declaración de los estados de latencia y saturación; la pertinencia del plazo de 8
años y si existiría una suerte de incoherencia con el decreto que se expediría cada 4
años, es decir, habría un decreto que se dictaría con los mismos antecedentes que
el decreto anterior.

El  Ministro  del  Medio  Ambiente  respondió  que  el  estudio
contiene antecedentes de referencia muy importantes y complementarios con lo que
puedan señalar otros organismos públicos, sin perjuicio, de que la responsabilidad
del decreto, indelegablemente, será del Ministerio del Interior y del Medio Ambiente.
El  estudio  comprende,  metodológicamente,  el  monitoreo  y  verificación  lo  que
permitirá dar continuidad en el tiempo. 

De acuerdo a las variables que se levanten se podría aplicar
restricciones, por lo que hay que poner énfasis en cómo se trabajan tales variables
cada  uno  de  los  servicios  públicos  relacionados.  Por  ejemplo,  siempre  se  ha
señalado  que  la  gestión  de  residuos  es  un  impedimento  para,  eventualmente,
aumentar la capacidad de carga, entonces, habrá que analizar cómo se gestionan
mejor los residuos y cómo se minimiza la cantidad de residuos que se generan en la
Isla. Un segundo ejemplo, se relaciona con la calidad de recurso hídrico, como no
hay sistema de alcantarillado ni de tratamiento de aguas servidas, es muy probable
que por infiltración, los recursos hídricos de la Isla estén perdiendo calidad y dado
que  sea  esa  la  variable  que  implique  una  restricción,  habrá  que  trabajarla  y
desarrollar  un  sistema  de  recolección  de  aguas  servidas,  de  disposición,  y
eventualmente, de tratamiento.

El  Jefe  de  la  División  de  Desarrollo  Regional, señor
Rodrigo  Suazo,  expresó  que  el  estudio  de  gestión  de  carga  encargado  a  la
Universidad Católica está en marcha, y el informe final  deberá ser entregado en
mayo de 2017. Contiene factores y variables que no se consideraron en el estudio
Ambar,  pues  este  último  tenía  foco  en  aspectos  patrimoniales,  arqueológicos  y
desestimó algunos temas, como los residuos sólidos.

La Subsecretaría de Desarrollo Regional ha coordinado una
mesa técnica de contraparte para este estudio, en la que se encuentran presentes
más  de  10  organismos  del  Estado,  relacionados  con  aguas,  medio  ambiente,
transportes, obras públicas, entre otras materias.

Sobre los plazos, expresó que cada 8 años se debe contar
con los resultados de un nuevo estudio y el lapso de tiempo establecido responde al
promedio de estudios de carga efectuados en otros lugares. Los decretos, que se
elaborarán  cada 4  años,  considerarán  los  antecedentes  que los  servicios  vayan
evacuando y al ejercicio de facultades, entre ellas de monitoreo, que contempla el
proyecto de ley, de forma habitual y permanente. De todas formas, manifestó su
disponibilidad de reevaluar los plazos considerados.
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8. Servicio Agrícola y Ganadero.9

a) Jefa División Asuntos Internacionales, señora doña Verónica Echavarri.

Se refirió a las inquietudes planteadas frente a la presencia
de animales que se desplazan libremente en la Isla y que han ocasionado diversos
problemas a la comunidad, y a los controles de ingreso y aumento de animales.

Expresó  que  el  SAG  tiene  como  misión  fomentar  el
desarrollo agrícola a través de la protección del patrimonio fito y zoosanitario,  es
decir,  mantener al  país lo más libre posible de plagas y enfermedades.  En este
contexto, se aplican en Isla de Pascua todos los programas de control y erradicación
de plagas y enfermedades y los programas de vigilancia, tanto a nivel de fronteras -
marítima y terrestre-,  como a nivel  de territorio  y no desde la  perspectiva de la
tenencia de los animales.

Afirmó  que  las  inquietudes  han  sido  planteadas  frente  a
animales domésticos, los cuales tienen propietarios y por tanto, la responsabilidad
de dónde están y se desplazan corresponden a su dueño. El SAG podría ejercer
acciones frente a ellos en la medida en que representen un riesgo zoosanitario.

La  señora  Echavarri  hizo  presente  que  sí  se  encuentra
regulado el  ingreso de animales a la Isla,  se permite el ingreso de mascotas en
ciertas condiciones con certificado zoo sanitario y cualquier otro tipo de solicitud de
ingreso de animales, se determina caso a caso.

Asimismo,  expresó  que  es  importante  el  cuidar  un
crecimiento  controlado  de las  diversas  poblaciones  de  animales,  ámbito  que  se
debe abordar localmente con todas las autoridades involucradas, especialmente en
Isla  de  pascua,  recogiendo  sus  propias  características  culturales  en  torno  a  la
tenencia y uso de la tierra, con la colaboración técnica de los diversos servicios
públicos.

b) El Jefe del Departamento de Salud Animal, señor José Herrera.

Manifestó que existe claridad respecto de las poblaciones de
animales  que  habitan  la  Isla  y  el  aumento  de  animales  se  ha  producido  por
reproducción en el mismo territorio.  En 1993 se prohibió el  ingreso de animales,
salvo ciertas excepciones, con el fin de impedir que se difundan enfermedades, y se
hace manejo sanitario sobre las poblaciones existentes.

Las autoridades del SAG dieron a conocer antecedentes de
la población animal, de acuerdo a cifras del 2011: 2.800 caballares, 3.300 bovinos,
52 cerdos y 13 cabras.

Se precisó  que el  Ministerio  de Agricultura  es contraparte
técnica en el estudio del proyecto de ley.

En el análisis parlamentario, los diputados Morales, Rathgeb
y  Chávez  expresaron  inquietudes  por  el  aumento  de  animales  y  su  libre
desplazamiento como parte del sentir manifestado por la comunidad,  y  una suerte
de  contradicción  que  se  generaría  entre  la  regulación  del  desplazamiento  de
personas y no del desplazamiento de animales, el que afectaría la mantención de
sitios patrimoniales y la erosión del suelo, entre otros. Se consultó sobre el modo de

9 Sesión 89ª, celebrada el 28 de septiembre de 2016.
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abordar esta situación. El diputado Leopoldo Pérez consultó cómo se engarzaría
este tema con las políticas de ordenamiento territorial.

El  asesor del  Ministerio  del  Medio Ambiente,  señor Álvaro
Durán, señaló que en el estudio Ambar de 2002, se dio cuenta de la afectación al
patrimonio arqueológico por presencia de animales. Asimismo, hizo presente que el
estudio  de  la  Universidad  Católica  también  contiene  un  levantamiento  de
información sobre la fauna en la Isla. 

9. Jefe de la V Región Policial de Valparaíso, prefecto inspector Luis Bravo.10

Proporcionó una reseña histórica y datos generales sobre el
cuartel policial y la dotación de funcionarios de la PDI en Isla de Pascua. 

En  relación  a  la  gestión  operativa  de  denuncias  entre  los
años 2011 y 2016, concluyó que existe un leve aumento en los delitos de hurto y el
resto de los delitos se mantiene relativamente estable con una tendencia a la baja. 

En  el  mismo  periodo,  respecto  a  los  delitos  investigados,
manifestó un aumento fuera de lo habitual en los delitos de violencia intrafamiliar y
delitos sexuales, sin embargo, hay una baja considerable para las investigaciones
por los delitos de hurto, lesiones y otros hechos.

Sobre las detenciones y delitos de flagrancia  se aprecia un
aumento significativo por infracción a la ley N° 20.000,  lo que dice relación a la
implementación nacional del plan microtráfico cero.

Concluyó que, en promedio los detenidos aumentaron en un
7,8% cada año, las denuncias han aumentado en un 0,7% y los delitos investigados
han disminuido en un 12%.

En  el  ámbito  del  movimiento  migratorio,  acompañó  las
siguientes cifras: 

10 Sesión 90ª, celebrada el 5 de octubre de 2016.
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Por  último,  se  refirió  a  los  requerimientos  de la  PDI  para
hacer frente a las nuevos desafíos que dispone el proyecto de ley: 10 funcionarios
del área de Extranjería y Policía Internacional; ampliación y habilitación del cuartel
Isla de Pascua;  contratación servicio de enlace de datos y mobiliario,  equipos y
elementos informáticos, entre otros.

10.  Subsecretario  de  Transportes  y  Telecomunicaciones,  señor  Cristián
Bowen.11

Señaló  que  existen  ciertas  particularidades  en  Isla  de
Pascua que se deben tomar en consideración. Por ello,  estimó razonable que se
disponga de una normativa especial.

El artículo sexto transitorio del proyecto de ley dispone que
los  vehículos  que  se encuentren prestando  servicios  de  transporte  remunerado,
público o privado, en el territorio especial a la fecha de entrada en vigencia de la ley,
tendrán el plazo de seis meses para ajustarse a la normativa a que se refiere la
disposición precedente. Transcurrido este plazo sin que se efectúe la regularización
respectiva, se procederá a adoptar las medidas para el retiro de circulación de esos
vehículos.

Manifestó que si bien habría un error al indicar “la disposición
precedente”, la disposición remite a los artículos 61 y 62 permanentes del mismo
texto, los que establecen la facultad para establecer la regulación especial.

Al  efecto,  el  artículo  61  dispone  que  el  Ministerio  de
Transportes y Telecomunicaciones estará facultado para establecer condiciones y
exigencias específicas para el transporte público y privado remunerado de pasajeros
que  preste  servicios  en  la  Isla  de  Pascua,  exceptuarlos  del  cumplimiento  de
determinada normativa  reglamentaria  y  establecer  otros requisitos  de circulación
que tiendan a un ordenamiento y cuidado de ese territorio especial. 

Por el artículo 62 se dispone que las autorizaciones y demás
trámites  que  se  requieran  para  prestar  servicios  de  transporte  remunerado  de
pasajeros  se  realizarán  a  través  de  la  Gobernación,  lo  que  facilita  los
procedimientos actuales.

El  proyecto  de  ley  no  plantea  una  restricción  al  parque
vehicular en su conjunto.

El diputado Leopoldo Pérez consultó si existe la disposición
sectorial  orientada  al  congelamiento  o  reducción  del  parque  automotriz;  las
exigencias de tecnologías para el cumplimiento de normas de emisión y si existe
coordinación intersectorial para abordar esta materia.

En  el  mismo  sentido,  el  diputado  Chávez  señaló  que  el
proyecto se hace cargo del transporte remunerado público y privado, pero no se
abordan  otros  aspectos,  como  una  regulación  más  comprensiva  del  parque
automotriz. Al efecto, expresó que en la audiencia pública se levantó la propuesta
de  congelamiento  del  parque  vehicular,  puesto  que  los  vehículos  no  son
reemplazados y la cantidad va aumentado cada vez más.

Respondiendo a las diversas inquietudes,  el  Subsecretario
expresó que dentro del marco e ideas matrices del proyecto de ley se incorporaron
aquellas  materias  más  críticas,  en  torno  a  disponer  las  facultades  para  una
regulación especial. 

11 Sesión 90ª, celebrada el 5 de octubre de 2016.
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Para  el  parque  vehicular,  en  general,  el  Ministerio  de
Transporte y Telecomunicaciones posee atribuciones sobre el transporte público y el
uso  de  las  vías,  en  la  disposición  de  medidas  como  la  restricción  vehicular  o
restricciones para un determinado lugar o momento, pero van más allá del marco de
esta iniciativa legal.

Sobre  el  congelamiento  del  parque  automotriz,  manifestó
que  dicha  medida  escapa  de  las  atribuciones  del  Ministerio  de  Transporte  y
Telecomunicaciones y habría que analizar aspectos constitucionales que pudieran
derivar de ello. 

Sin  perjuicio  de ello,  otras medidas podrían analizarse  en
nuevos  proyectos  de ley,  como por  ejemplo,  en el  que  regula  la  circulación  de
vehículos  motorizados  por  causa  de  congestión  vehicular  o  contaminación
atmosférica  que se encuentra  en la  Comisión  de Obras Públicas,  Transportes y
Telecomunicaciones del Senado.

El  Jefe  de  la  División  Regional  de  la  Subdere,  señor
Suazo, concordó con lo planteado, asimismo expresó su disposición a analizar la
incorporación  de  nuevas  medidas,  las  que  reiteró  deben  atenerse  a  las  ideas
matrices del proyecto de ley, pues sino requerirían de una nueva consulta indígena.

Además, complementó los antecedentes entregados por el
Subsecretario,  señalando  que  el  estudio  de  2001  advertía  preocupación  por
“aumento  de  congestión  vehicular,  falta  de  estacionamientos,  aumento  de
accidentes y generación de chatarra”.

Indicó que durante el año 2015, se otorgaron 1712 permisos
de circulación a vehículos particulares, 31 a vehículos de turismo, 58 a vehículos de
carga y 445 a motos y bici motos. Precisó que los datos dan cuenta solo de los
permisos de circulación entregados en la Isla.

Entre  los  desafíos  del  parque automotriz,  expresó que se
requiere:

- Implementar una política de transporte local y un plan de
fomento del uso de la bicicleta.

- Establecer un sistema de transporte público en las zonas
más transitadas de Hanga Roa y hacia los principales lugares turísticos.

-  Limitar  la  cantidad  de  vehículos  colectivos  con  baja
capacidad de transporte de pasajeros.

El  proyecto de ley en su artículo 61 entrega facultades al
Ministerio  de  Transportes  y  Telecomunicaciones  para  establecer  condiciones  y
exigencias para el transporte público y privado remunerado de pasajeros.

-------

Posteriormente,  una  vez  que  las  indicaciones  fueron
presentadas se recibió a los comisionados electos de la Codeipa y a la asesora
legal de la Comisión, a fin de conocer la opinión que les merece, tanto la iniciativa,
como las indicaciones formuladas.

11. Representantes electos del pueblo rapa nui, de la Comisión de Desarrollo
de Isla de Pascua, Codeipa.12

12 Sesión 93ª, celebrada el 9 de noviembre de 2016.
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a) Señor Poky Tane.

Hizo presente, la necesidad de avanzar lo más rápidamente
posible  en  la  tramitación  de  esta  iniciativa  legal,  ya  que  ella  tiene  como objeto
primordial la protección de su cultura, su tierra y el desarrollo sustentable de la Isla. 

Enfatizó  sobre la  importancia  de dotar  de efectividad a  la
normativa propuesta, por ejemplo, a través de la regulación de las actividades de los
trabajadores independientes, para evitar que por esa vía se trasgreda su propósito. 

b) Señora Anakena Manutomatoma.

En  relación  a  la  consulta  relacionada  con  la
incorporación de una tasa de ingreso a la Isla en el proyecto de ley explicó que se
decidió  no  incluirla  en  esta  iniciativa,  pues  podría  entorpecer  su  tramitación.
Asimismo, se precisó que no se observaron todos los aspectos del proyecto de ley
para focalizar la discusión en la regulación de los familiares que pueden permanecer
por un tiempo mayor y de las actividades económicas independientes y por cuenta
propia, mayor debilidad que le ven a la iniciativa.

12. Abogada de la Codeipa, señora Consuelo Labra.

Recordó que las ideas matrices del proyecto de ley en
discusión,  fueron  aprobadas  por  el  pueblo  rapa  nui  en  consulta  indígena,  en
cumplimiento del Convenio 169 de la OIT, realizada en diciembre de 2015 y enero
de 2016. Dicho proceso, que contó con una amplia participación del pueblo, culminó
en una votación con un 71% de participación y 97% de aprobación.

Del  proceso  de  consulta  se  resaltó  el  interés  de  efectuar
restricciones a familiares (71%), regulación de trabajadores independientes (43%) y
la composición del Consejo Residencia (51%).

Sobre el artículo 6°, letra a), propuso que se restrinjan las
personas  que  tendrán  derecho  a  permanecer  por  un  tiempo  superior  al  plazo
máximo de permanencia del artículo 5°. Al efecto, propuso eliminar la referencia “a
los  familiares  de  las  personas  pertenecientes  al  pueblo  rapa  nui”  e  indicar
únicamente “El o la cónyuge, conviviente civil o conviviente de hecho, de al menos
cinco años, los hijos y padres del cónyuge, conviviente civil o de hecho, o respecto
de quien medie cuidado personal.”

En  relación  al  artículo  6°,  letra  b),  indicó  que  se  debiera
limitar la causal a funcionarios públicos y el personal contratado por los órganos del
Estado  provenientes  del  continente,  que  justificadamente  deban  desempeñarse
dentro del territorio especial, mientras mantengan dicha condición.

Asimismo, propuso se incorpore el deber de los órganos del
Estado de incentivar y procurar que personas pertenecientes al pueblo rapa nui, sus
familiares o residentes sean contratados en la administración pública. 

En relación  al  artículo  6°,  letra  c),  propuso se agregue el
deber de los órganos del Estado de incorporar en las respectivas bases de licitación
para servicios que deban prestarse en el territorio especial, normas que propendan
e  incentiven  la  contratación  de  personas  del  pueblo  rapa  nui,  sus  familiares  o
quienes residan por otra causal. 
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Sobre el artículo 6°, letra g), propuso la siguiente redacción: 

“g) Los siguientes familiares de las personas señaladas en
las letras b), c) d), e) y f) de este artículo: su cónyuge, conviviente civil o conviviente
de hecho, con más de cinco años de convivencia; los hijos y padres menores de
edad o respecto de quien medie una relación de dependencia; respecto de quien
medie cuidado personal;  y los hijos y padres del  cónyuge,  conviviente civil  o de
hecho, menores de edad o respecto de quien exista una relación de dependencia.

El  reglamento  determinará  la  forma  de  acreditación  de  la
relación de dependencia.”

En  el  artículo  6°,  letra  f),  sobre  los  trabajadores
independientes, apuntó que si queda la norma abierta en este aspecto, perderá su
eficacia. Recordó que en la consulta indígena este tema fue arduamente discutido,
siendo señalado como uno de los puntos más críticos de la discusión.

Sobre  la  composición  del  Consejo  de  Gestión  de  Carga
Demográfica,  artículo  25  del  proyecto  de  ley,  expresó  que  la  incorporación,  vía
indicaciones,  de  representantes  de  los  habitantes  del  territorio  especial  no
pertenecientes al  pueblo rapa nui se encuentra fuera de las materias que fueron
objeto  de  la  consulta  indígena,  sería  discriminatorio  ni  tienen  aceptación  en  el
pueblo.

También  expresó  su  inquietud  respecto  al  artículo  5°
transitorio pues no existe consenso en lo relativo al Consejo del Pueblo Rapa Nui, ni
se debatió en el proceso de consulta. Propuso eliminarlo.

Por  último,  estimó  que,  en  relación  a  las  funciones  y
atribuciones del Consejo descritas en el artículo 26, hubiera sido deseable un mayor
fortalecimiento de la entidad. Concordó con las observaciones efectuadas en orden
a  que  este  Consejo  tenga  la  posibilidad  de  “recomendar  la  aprobación  o
desaprobación” de los términos de referencia.  Indicó que, en la consulta indígena,
se  señalaba  la  facultad  de  “aprobar”  los  términos  de  referencia  del  estudio  de
gestión de la capacidad de carga demográfica, lo que se relaciona con el derecho
de los pueblos a determinar sus propias formas de desarrollo, de acuerdo al artículo
7° del Convenio N° 169 de la OIT. 

13. Asesora jurídica del Ministerio del Interior, señora Yohanna Villablanca.

Respondiendo  a  diversas  consultas,  expresó  que  la
composición del Consejo establecida en el artículo 25 se debe analizar en conjunto
con la norma del artículo 5° transitorio. Acotó que se está respetando el sentido de
la  consulta  indígena,  pues  comprende  a  2  representantes  electos  y  un  tercer
representante, que es el Consejero de la Conadi y que se propuso así por cuanto
se debe coordinar esta materia con otros ministerios que están tramitando otros
proyectos de ley vinculados a orgánicas indígenas.

Compartió  plenamente  lo  observado por  los Comisionados
de que no debe incorporarse representación de personas que no pertenezcan al
pueblo rapa nui porque es una orgánica pensada para la participación del pueblo.

Reconoció algunas limitaciones constitucionales que existen.
Por ejemplo, respecto a las actividades económicas, se sabe que la norma va a
permitir un porcentaje de evasión, que quizás no es lo óptimo, pero hay que tener a
la vista, el contenido que regula el artículo 126 bis de la Constitución Política, donde
existe un mandato constitucional bastante acotado, regular el ejercicio de la libertad
de circulación o ambulatoria, consagrada en el artículo N° 19 N° 7 de la Constitución
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Política,  pero  no  regular  otras  libertades,  como  la  de  desarrollar  actividades
económicas, garantizada en el artículo N° 19 n° 21 de la Carta Fundamental.

Sin perjuicio de ello, cuando se establece la declaración de
latencia, la principal medida es restringir el desarrollo de actividades económicas de
quienes ingresen a la Isla por 30 días, porque en ese evento existe una justificación
medioambiental, lo que no ocurre en periodos de normalidad.

En  relación  a  las  funciones  y  atribuciones  del  Consejo,
expresó que, en principio, no debiera haber inconvenientes por parte del Ejecutivo
de reemplazar  los verbos “Conocer”  por “Pronunciarse”  en las letras a)  y b)  del
artículo 26, pero que se debiera analizar sus alcances.

14. Subsecretario de Desarrollo Regional, señor Ricardo Cifuentes.

Indicó  que  la  Isla  ya  tiene  condiciones  especiales  sobre
regulación de las materias económicas. Hay que considerar que la sobre regulación
podría afectar una manera de vivir. Se requiere un justo equilibrio.

En relación a la posibilidad de reemplazar el verbo “Conocer”
los términos de referencia o en el plan de gestión por “Determinar” expresó que ello
afectaría  atribuciones  de  otros  órganos  del  Estado,  por  lo  que  se  requiere  un
análisis mayor, lo que implicaría una mayor dificultad y tiempo de resolver y evaluar
sus implicancias políticas y técnicas. En esta materia y, particularmente, respecto de
ese verbo hizo una precaución.

b) Votación en general del proyecto.

La  Comisión,  compartiendo  los  objetivos  y
fundamentos  tenidos  en  consideración  en  la  moción,  así  como  las  opiniones
entregadas por los invitados, procedió a dar su aprobación a la idea de legislar por
la unanimidad de los diputados presentes (10) señoras Girardi y Molina y señores
Chávez,  Melo,  Morales,  Pérez,  señor  Leopoldo;  Rathgeb,  Sandoval,  Urízar  y
Vallespín.

c) Discusión particular.

Durante  esta  instancia  legislativa,  se  contó  con  la
participación  del  Subsecretario  de  Desarrollo  Regional  y  Administrativo,  señor
Ricardo Cifuentes; la colaboración y participación permanente del jefe de la División
de Desarrollo  Regional,  señor Rodrigo Suazo;  de las asesoras del Ministerio del
Interior y Seguridad Pública, señoras Yohanna Villablanca y María José Espejo, y
del asesor del Ministerio del Medio Ambiente, señor Álvaro Durán.

------

Los  epígrafes  de  los  títulos  y  párrafos,  se  dieron  por
aprobados, en los mismos términos propuestos.

“Título I
Disposiciones generales

Artículos 1 al 4, inclusive.
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Articulo  1.-  Objeto  de  la  Ley.  La  presente  ley  regula  el
ejercicio  de  los  derechos  a  residir,  permanecer  y  trasladarse  hacia  y  desde  el
territorio especial de Isla de Pascua de conformidad a lo establecido en el artículo
126 bis de la Constitución Política de la República.

Artículo  2.-  Derecho  a  residir,  permanecer  y  trasladarse.
Toda persona tiene derecho a residir, permanecer y trasladarse hacia y desde el
territorio  especial  de  Isla  de  Pascua,  cumpliendo  los  requisitos  que  señalan  la
presente ley y sus reglamentos.

La  presente  ley  no  exime  a  los  extranjeros  de  dar
cumplimiento a lo establecido en el decreto ley N° 1.094, de 1975, del Ministerio del
Interior y Seguridad Pública, que Establece Normas para Extranjeros en Chile. 

Las  personas  pertenecientes  al  pueblo  rapa  nuii,  de
conformidad con el párrafo 2°, del Título II, en relación al artículo 66 de la ley N°
19.253  que  Establece  Normas  sobre  Protección,  Fomento  y  Desarrollo  de  los
Indígenas,  y  crea  la  Corporación  Nacional  de  Desarrollo  Indígena;  no  estarán
afectas a las limitaciones que se establecen en este cuerpo legal. Sin perjuicio de lo
anterior, a estas personas les será aplicable el régimen sancionatorio establecido en
las letras c) y d) del artículo 34 y letras e), f) y g) del artículo 35 de la presente ley. 

------

Ante las inquietudes planteadas por el diputado Sandoval, el
asesor jurídico del Ministerio del Medio Ambiente, señor Álvaro Durán, expresó que
la referencia del inciso final es a la ley N° 19.253 más que a la institucionalidad de la
Codeipa, sin perjuicio de ello, cualquier modificación a dicho texto legal producirá
una derogación tácita, total o parcial, respectivamente.

------

Artículo  3.-  Cómputo  de  plazos.  Los  plazos  de  días
establecidos  en  esta  ley  son  de  días  corridos,  a  menos  que  se  indique
expresamente que son de días hábiles, en cuyo caso se computarán en los términos
señalados  en  el  artículo  25  de  la  ley  N°  19.880  que  establece  Bases  de  los
Procedimientos  Administrativos  que  rigen  los  actos  de  los  Órganos  de  la
Administración del Estado.

Artículo 4.- Territorio especial de Isla de Pascua. Para todos
los efectos de la presente ley se entenderá por territorio especial de Isla de Pascua
aquel señalado en el artículo 126 bis de la Constitución Política de la República, al
cual  se  aludirá  indistintamente  como  “Isla  de  Pascua”,  “Rapa  Nui”,  o  “territorio
especial”. 

Sin  debate,  puestos  en  votación,  los  artículos  1  al  4,
inclusive,  fueron  aprobados,  en  los  mismos  términos  propuestos, por  la
unanimidad de los presentes (7) señoras Girardi y Molina y señores Chávez, Meza,
Pérez Lahsen, Sandoval y Vallespín.

Título II
De la permanencia y residencia en el territorio especial de Isla de Pascua

Artículo 5°.
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Plazo máximo de permanencia en el territorio especial. Toda
persona, nacional o extranjera, que ingrese a Isla de Pascua, podrá permanecer en
el territorio especial por un periodo máximo de treinta días, salvo las excepciones
contempladas en el artículo siguiente.

En caso de fuerza mayor o caso fortuito, podrá prorrogarse
la permanencia por el tiempo necesario para su abandono. 

La solicitud de prórroga será calificada por la Gobernación
mediante resolución fundada, en el plazo de cinco días hábiles contados desde el
ingreso de la solicitud. Mientras dure su tramitación, no procederán las sanciones
del Título VI de esta ley.

La prórroga concedida a una persona mayor de edad deberá
extenderse a los niños y niñas que tenga bajo su cuidado personal, aun cuando no
concurra respecto de éstos el motivo por la cual fue concedida. Asimismo, si a algún
niño o niña le afectare algún motivo de fuerza mayor o caso fortuito, se concederá
prórroga a sus padres o a quien tenga su cuidado personal.

Se presentaron las siguientes indicaciones:

1.  De  los  diputados  Chávez,  González  y  Vallespín,  para
reemplazar el inciso primero por el siguiente:

“Artículo 5°.  Plazo máximo de permanencia en el  territorio
especial. Toda persona, nacional o extranjera, que ingrese a Isla de Pascua, podrá
permanecer  en  el  territorio  especial  por  un  periodo  máximo  de  15  días,  sólo
prorrogables por cinco días en casos debidamente calificados. Dicha solicitud de
prórroga deberá ser presentada antes del vencimiento del plazo que se pretende
prorrogar.”

2. De las diputadas Girardi y Molina, al inciso primero, para
reemplazar el número “treinta”, por “quince”.

El Jefe de la División Desarrollo Regional y Administrativo,
señor  Rodrigo  Suazo,  consideró  que  el  plazo  de  permanencia  propuesto  sería
suficiente y consistente con la legislación comparada. 

Agregó  que el  artículo  no se remite  exclusivamente  a  los
turistas sino también a los familiares, y en caso de decretarse la saturación el plazo
disminuye  incluso  a  7  días,  por  lo  que  estimó  conveniente  no  innovar  en  su
extensión.

La diputada Molina estimó conveniente  el  plazo fijo  de 15
días  con  ciertas  excepciones,  como  la  fuerza  mayor  o  el  caso  fortuito  u  otras
circunstancias debidamente justificadas y calificadas por la autoridad.

El  diputado Urízar  compartió  la  visión  del  Ejecutivo  de no
considerar conveniente limitar el plazo a menos de 30 días, pues, se podrían reducir
los beneficios que conlleva, por ejemplo, el turismo. 

Puesta en votación,  la indicación N° 1 fue rechazada  por
cinco votos en contra (5 de 9) de los señores Godoy, Morales, Rathgeb, Sandoval y
Urízar;  y cuatro votos a favor (4 de 9) de las señoras Girardi  y Molina y de los
señores Melo y Leopoldo Pérez.

Puesta en votación,  la indicación N° 2 fue rechazada  por
cinco votos en contra (5 de 9) de los señores Godoy, Morales, Rathgeb, Sandoval y
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Urízar;  tres  votos  a  favor  (3  de  9)  de  las  señoras  Girardi,  Molina  y  del  señor
Leopoldo Pérez; y la abstención (1 de 9) del señor Melo.

Puesto  en votación,  el  inciso primero fue aprobado  por
ocho votos a favor (8 de 9) de la señora Molina y de los señores Godoy, Melo,
Morales, Leopoldo Pérez, Rathgeb, Sandoval y Urízar; y la abstención (1 de 9) de la
señora Girardi.

3.  De  los  diputados  Chávez,  González  y  Vallespín,  para
reemplazar el inciso segundo por el siguiente:

“En  caso  de  fuerza  mayor,  caso  fortuito  u  otras
circunstancias debidamente justificadas y calificadas por la autoridad,  tales como
investigación  científica,  podrá  prorrogarse  la  permanencia  por  el  tiempo
estrictamente necesario para su abandono.”

En  relación  al  inciso  segundo,  la  asesora  jurídica  del
Ministerio del Interior, señora Villablanca, indicó que se aplicó un criterio restrictivo
que buscó respetar el  espíritu de lo consultado. Si bien el  caso fortuito y fuerza
mayor,  son  hipótesis  abiertas,  existe  vasta  jurisprudencia  en  torno  a  su
excepcionalidad. Expresó su inquietud sobre el contenido de la indicación número 3,
pues al señalar “u otras circunstancias debidamente justificadas y calificadas por la
autoridad”, se abren espacios de discrecionalidad y de una eventual arbitrariedad de
la autoridad.

En  votación,  la indicación  N°  3  fue  rechazada  por  la
unanimidad de los presentes (9) señoras Molina y Girardi y señores Godoy, Melo,
Morales, Leopoldo Pérez, Rathgeb, Sandoval y Urízar.

En  votación,  el  inciso  segundo  fue  aprobado  por  la
unanimidad de los presentes (5) señoras Molina y Girardi y señores Godoy, Melo,
Morales, Leopoldo Pérez, Rathgeb, Sandoval y Urízar.

4. De  la  diputada  Molina,  para  intercalar,  en  el  inciso
tercero,  entre  las  palabras  “prórroga”  y  “será”,  lo  siguiente:  “deberá  efectuarse
dentro del plazo máximo de permanencia y”; y para sustituir el guarismo “cinco” por
“tres”.

5.  De  los  diputados  Chávez,  González  y  Vallespín,  para
sustituir, en el inciso tercero, la expresión “”cinco días hábiles”, por “setenta y dos
horas”.

La diputada Molina señaló que la indicación número 4 recoge
una proposición de la Codeipa.

El Jefe de la División de Desarrollo Regional, señor Rodrigo
Suazo,  concordó  con  la  disminución  del  plazo.  Estimó  que  en  aras  de  la
congruencia con el  resto del  articulado y con el  procedimiento administrativo,  es
conveniente establecer el plazo de días y no de horas.

En votación, el inciso y la indicación N° 4 fueron aprobados
por la unanimidad de los presentes (6), señoras Girardi y Molina y señores Pérez
Lahsen, Rathgeb, Sandoval y Vallespín.

En  razón  de  lo  anterior,  la  indicación  N°  5  se  dio  por
rechazada reglamentariamente.

6. De la diputada Molina, para reemplazar el inciso cuarto,
por el siguiente:

“La  prórroga  concedida  a  una  persona  mayor  de  edad
deberá extenderse a los niños, niñas y adolescentes que tenga bajo su cuidado
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personal o bajo cuya responsabilidad ingresó al territorio especial, aun cuando no
concurra respecto de éstos el motivo por la cual fue concedida. Asimismo, si al
niño, niña o adolecente le afectare algún motivo de fuerza mayor, o caso fortuito u
otras circunstancias debidamente justificadas, se concederá prórroga a sus padres,
a quien tenga su cuidado personal o bajo cuya responsabilidad haya ingresado a
Isla de Pascua.”

7.  De  los  diputados  Chávez,  González  y  Vallespín,  para
reemplazar el inciso cuarto, por el siguiente:

“La  prórroga  concedida  a  una  persona  mayor  de  edad
deberá extenderse a los menores de edad que tenga bajo su cuidado personal o
bajo cuya responsabilidad ingresó al territorio especial,  aun cuando no concurra
respecto de éstos el motivo por la cual fue concedida. Asimismo, si al menor de
edad  le  afectare  algún  motivo  de  fuerza  mayor,  o  caso  fortuito  u  otras
circunstancias debidamente justificadas,  se concederá prórroga a sus padres,  a
quien tenga su cuidado personal o bajo cuya responsabilidad haya ingresado a Isla
de Pascua.”

8. De los diputados Morales y Sandoval,  al inciso cuarto,
para reemplazar la expresiones “niños y niñas”,  por “menores de edad” y “niño o
niña”, por “menor de edad”, respectivamente.

La  asesora  jurídica  del  Ministerio  del  Interior  y  Seguridad
Pública, doña Yohanna Villablanca, señaló que este artículo, en especial el inciso
final  propuesto se redactó en conformidad a lo  señalado por el  Consejo  para la
Infancia,  bajo  el  concepto  de  “niños  y  niñas”,  y  que  sigue  la  nomenclatura  del
proyecto de ley de Sistema de garantías de los derechos de la niñez.

Los  diputados  presentes  estimaron  que  es  más  preciso
hablar  de  “menores  de  edad”,  y  que  la  postura  del  Ejecutivo  se  basa  en  una
iniciativa legal en tramitación.

Se  hace  presente  que  las  indicaciones  formuladas  al
artículo  5,  signadas  con  los  números  6,  7  y  8,  se  dieron  por  rechazadas
reglamentariamente, al aprobarse una indicación que sustituyó el artículo, tal como
se indica seguidamente.

-------

A fin de resolver dudas sobre la aplicación de esta normas
en  materias  de  familia,  se  invitó  a  la  señora  Paola  Truffello,  abogada  de  la
Asesoría Técnica Legal de la Biblioteca del Congreso Nacional13, quien se refirió
a los posibles efectos que resultarían de la aplicación del inciso cuarto referido a la
prórroga del plazo de permanencia, desde una perspectiva del derecho de familia y
de infancia.

Recordó  que  la  mencionada  disposición  señala  que  “la
prórroga concedida a una persona mayor de edad deberá extenderse a los niños y
niñas que tenga bajo su cuidado personal (…)”. 

Primeramente, planteó la inquietud frente a condicionar
la  hipótesis  únicamente  para  personas “mayores de edad”,  lo  que pudiera  dejar
fuera casos similares relativos a menores de edad; agregó que se debe tomar en
consideración que esta regulación se configura dentro del territorio nacional, y por
tanto, no se aplican las normas sobre autorización de los padres para la salida del
país de sus hijos.

En  segundo  lugar,  sugirió  utilizar  la  expresión  “niño,
niña y adolescente”, pues recogería de mejor manera la distinción de sexo y edad y

13 Sesión 98ª, celebrada el 4 de enero de 2017.
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mencionó  normas  de  nuestro  ordenamiento  jurídico  en  las  que  se  da  este
tratamiento. Específicamente, la Ley N° 19.968 que crea los Tribunales de
Familia, establece en el artículo 16, inciso final, que “se considera niño o niña a todo
ser humano que no ha cumplido los catorce años y, adolescente, desde los catorce
años hasta que cumpla los dieciocho años de edad”. 

En el mismo sentido, la Ley N° 20.084 que establece
un Sistema de Responsabilidad de los Adolescentes por Infracciones a la Ley Penal,
indica, dispone en su artículo 3°: “Límites de edad a la responsabilidad. La presente
ley se aplicará a quienes (…) sean mayores de catorce y menores de dieciocho
años, los que, para los efectos de esta ley, se consideran adolescentes.”

Para  mayor  abundamiento,  dicha  nomenclatura  se
utiliza  en  la  Ley  N°  19.927  que  Modifica  el  Código  Penal,  el  Código  de
Procedimiento  Penal  y  el  Código  Procesal  Penal  en  materia  de  delitos  de
Pornografía Infantil, en la Política Nacional de la Infancia, por el Consejo Nacional
de la Infancia, y por Unicef.

Por otra parte, destacó que uno de los aspectos más críticos
de la disposición es que, de acuerdo a la redacción del mensaje, la prórroga se
extendería  únicamente  a  los  niños  y  niñas  sobre  los  que  se  tiene  el  “cuidado
personal”.  En  cambio,  las  indicaciones  planteadas,  agregan  “o  bajo  cuya
responsabilidad ingresó al territorio especial”, lo que sería más factible.

Hizo  presente  que  la  referencia  al  “cuidado  personal”,
supone que exista una subinscripción al margen de la inscripción de nacimiento del
niño,  niña  o  adolescente,  proveniente  del  acuerdo  de  los  padres  o  de  una
declaración judicial, en la que se otorgue o asigne dicho cuidado al padre y/o madre
o a un tercero. De esta forma, quedarían fuera de la norma las hipótesis en las que
viaje un adulto a cargo del cuidado de un niño, niña o adolescente, respecto de
quien no tiene otorgado el cuidado personal ya referido.

En otro ámbito, indicó que, de acuerdo al inciso segundo, la
solicitud de prórroga procedería solo en caso fortuito o fuerza mayor y, de acuerdo a
las indicaciones presentadas, en caso de que afectar a un niño, niña o adolescente,
procedería  en  caso  fortuito,  fuerza  mayor  “u  otras  circunstancias  debidamente
justificadas”; ante lo que propuso uniformar ambas hipótesis.

Adicionalmente  a  lo  consultado,  hizo  presente  la
conveniencia de armonizar los siguientes términos en el artículo 5, inciso primero:
propuso que se utilice el término “chileno” en vez de “nacional”, en consideración a
que el artículo 10 de la Constitución Política, indica que: “Son chilenos (…)”; por su
parte, el artículo 55 del Código Civil dispone que: “Son personas todos los individuos
de la especie humana (…). Divídanse en chilenos y extranjeros”.

Luego,  en  el  inciso  tercero,  propuso  que,  por  técnica
legislativa,  se  indique  que  la  solicitud  de  prórroga  será  calificada  “y  resuelta
fundadamente” por la Gobernación.

------

Seguidamente,  el  Presidente  solicitó  reabrir  debate
respecto de los incisos primero, segundo y tercero de este artículo 5. Así se acordó,
por unanimidad de los diputados presentes.
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Los  diputados  Chávez,  Morales,  Pérez  Lahsen,
Rathgeb, Sandoval y Vallespín  para reemplazar los incisos primero, segundo,
tercero y cuarto, por el siguiente:

“Artículo  5°.  Plazo  máximo  de  permanencia  en  el
territorio especial. Toda persona, chilena o extranjera, que ingrese a Isla de Pascua,
podrá permanecer en el territorio especial por un periodo máximo de treinta días,
salvo las excepciones contempladas en el artículo siguiente.

En caso de fuerza mayor o caso fortuito, podrá prorrogarse
la  permanencia  por  el  tiempo  necesario  para  su  abandono  la  cual  deberá
extenderse a su acompañante, en caso de ser necesario. 

La  solicitud  de  prórroga  será  calificada  y  resuelta  por  la
Gobernación  mediante  resolución  fundada,  en  el  plazo  de  cinco  días  hábiles
contados  desde  el  ingreso  de  la  solicitud.  Mientras  dure  su  tramitación,  no
procederán las sanciones del Título VI de esta ley.

La prórroga concedida a una persona deberá extenderse a
los niños, niñas y adolescentes que hubieran ingresado bajo su cuidado al territorio
especial,  aun  cuando  no  concurra  respecto  de  éstos  el  motivo  por  la  cual  fue
concedida. Asimismo, si a algún niño, niña o adolescente le afectare algún motivo
de fuerza mayor o caso fortuito, se concederá prórroga a sus padres, representante
legal o a quien tenga su cuidado.”

El diputado Vallespín, ante una duda planteada, estimó
que el término “acompañante” se enmarca en el carácter humanitario que inspira la
norma, justificada por el caso fortuito o fuerza mayor que aqueja a una persona; se
refiere a la persona con quien ingresó, alguien que pueda asistirlo, más allá de la
cantidad y del grado de parentesco.

El diputado Morales complementó lo anterior, al señalar que
el  caso  concreto  deberá  ponderarlo  la  autoridad  que  resuelva  la  solicitud  de
prórroga.

La asesora jurídica del Ministerio del Interior y Seguridad
Pública expresó la indicación se refiere al “cuidado” en términos generales y se
eliminó la referencia al “cuidado personal” recogiendo la discusión previa sobre esta
materia, en el entendido que no siempre el “cuidado personal” se encuentra inscrito
en las partidas correspondientes y dado que se está hablando de vuelos nacionales,
donde  no  existen  mayores  formalidades  para  el  viaje  de  niños,  niñas  y
adolescentes.

Respondiendo a las inquietudes del diputado Chávez
indicó que la expresión “aun cuando no concurra respecto de éstos el motivo por la
cual fue concedida” se refiere a que la prórroga que se concede en caso fortuito o
fuerza mayor a una persona se extiende a su acompañante, aunque no concurra
respecto de este último el motivo por el cual fue concedida.

Puesto  en  votación,  la  indicación  fue  aprobada  por  la
unanimidad  de  los  presentes  (6)  señores  Chávez,  Morales,  Pérez  Lahsen,
Rathgeb, Sandoval y Vallespín.

Los  diputados  Morales  y  Sandoval,  presentaron  una
indicación para agregar el siguiente inciso final:

“Las personas que hayan ingresado en la calidad a que se
refiere este artículo y  mientras permanezcan en dicha calidad,  tendrán absoluta
prohibición de realizar cualquier clase de actividad remunerada.”. 
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La  asesora  jurídica  del  Ministerio  del  Interior  y  Seguridad
Pública expresó que, a juicio del Ejecutivo, la indicación podría plantear problemas
de constitucionalidad en base a que debería existir algún tipo de afectación al medio
ambiente  para  justificar  la  afectación de otros derechos fundamentales,  como la
libertad de trabajo. Por ello, se incorporó, que en caso de la declaratoria de latencia,
las personas que ingresan a la Isla no puedan desarrollar actividad económica o
celebrar contratos de trabajo, pero no como regla general.

Consideró  que  podría  existir  una  inconstitucionalidad.  Hay
que analizar, en casos específicos, si el derecho al medio ambiente se superpone a
otros  derechos,  como  la  libertad  de  trabajo  y  la  de  emprender  actividades
económicas. Precisó que este proyecto de ley no se asimila a estatutos migratorios
ni a categorías migratorias, si no a normas que se aplican a chilenos dentro del
territorio nacional, lo que plantea fundamentos diferentes.

La diputada Girardi indicó que la indicación se refiere a una
situación  especial,  referido  a  una  restricción  para  personas  que  van  de  visita,
acotado a un lapso de tiempo determinado.  En relación al  alcance del  “territorio
especial”  no tendría sentido el proyecto de ley si no se pudieran efectuar ciertas
restricciones.

El diputado Sandoval concordó con la idea de que no habría
una afectación constitucional, porque la regla general dispone que ninguna persona
en Chile, en calidad de turista, puede desarrollar actividad remunerada alguna.

El  diputado  Rathgeb  estimó  relevante  analizar  en
profundidad la constitucionalidad en este ámbito.

Puesta  en  votación,  la  indicación  fue  aprobada  por  la
mayoría de  los  presentes  (5  de  6),  señoras  Girardi  y  Molina  y señores  Pérez
Lahsen, Rathgeb y Sandoval; con el voto en contra (1 de 6) del señor Vallespín. 

Posteriormente,  se  acordó  reabrir  debate respecto  del
inciso final, a fin de precisar su redacción y reponer el artículo 9 rechazado.

Por la unanimidad de los presentes (6) señores Campos (en
reemplazo  del  diputado  González),  Chávez,  Melo,  Leopoldo  Pérez,  Rathgeb  y
Vallespín, se aprobó el siguiente inciso final:

“Las personas que hayan ingresado en conformidad al inciso
primero y mientras no tengan alguna de las calidades habilitantes del artículo 6,
tendrán prohibición absoluta de realizar cualquier tipo de actividad remunerada.”

Artículo 6.

Personas  habilitadas  para  permanecer  por  sobre  el  plazo
máximo de treinta días. El plazo máximo de permanencia en el territorio especial
establecido  en  el  artículo  anterior  no  será  aplicable  a  las  siguientes  personas,
quienes tendrán derecho a permanecer y residir en el territorio especial mientras se
cumplan los requisitos que se señalan a continuación:

El  Jefe  de  la  División  de  Desarrollo  Regional,  dando
respuesta a diversas consultas, indicó que la regla general de permanencia en la
Isla es 30 días. La prórroga se aplicará en casos de fuerza mayor o caso fortuito, la
que será calificada y resuelta por la Gobernación. Expuso un cuadro explicativo de
las  personas  habilitadas  para  permanecer  por  sobre  el  plazo  de  30  días,
contempladas en el artículo 6°:
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Letra a), el cónyuge, conviviente civil o conviviente de hecho
de una persona perteneciente al pueblo rapa nui.

Letra  b),  quienes  desempeñen  una  función  pública.
Comprende a los funcionarios públicos, al personal contratado por los órganos del
Estado, las personas que ejerzan una función pública y los funcionarios del Poder
Judicial,  que  deban  desempeñarse  dentro  del  territorio  especial,  mientras
mantengan dicha condición.

Letra c), los trabajadores por cuenta de un concesionario de
servicio público o empresa que haya celebrado contrato con el Estado. Considera a
los  trabajadores  que  son  trasladados  al  territorio  especial  para  desempeñarse
labores específicas, por un tiempo determinado.

Letra  d),  precandidatos  y  candidatos  para  toda  elección
popular. Se refiere a aquellos inscritos en el Servel, incluye elecciones primarias y
podrán permanecer hasta la dictación de la sentencia de proclamación, en caso de
no resultar electos.

Letra e), las personas que desempeñen cargos de elección
popular.  Opera  desde  la  dictación  de  la  sentencia  de  proclamación  y  hasta  la
cesación en el cargo.

Letra  f),  los  trabajadores  dependientes  e  independientes.
Son aquellas personas contratadas para desempeñarse en la Isla por un empleador
que  tenga  establecimiento  en  el  territorio  especial  o  personas  que  desarrollen
actividades independientes en la Isla.

Letra  g),  por  familiares  se  entiende  los  hijos,  padres  o
respecto de quien medie cuidado personal de las personas señaladas en las letras
a); así como el cónyuge, conviviente civil o de hecho, hijos, padres o respecto de
quien medie cuidado personal de las personas establecidas en las letras b), c), d),
e) y f).

Sobre los plazos para hacer abandono de la Isla, indicó que
los plazos establecidos en la norma tienen en consideración el arraigo al territorio, y
el  cuidado  de  no  lesionar  otros  derechos,  en  especial  los  relacionados  a  la
protección que el Estado debe dar a las familias.

Se prevén plazos más estrictos en los casos de personas
que tenían algún conocimiento previo del tiempo que estaría en el territorio especial.

Las  personas  contempladas  en  las  letras  a),  el  cónyuge,
conviviente  civil  o conviviente de hecho de una persona perteneciente al  pueblo
rapa nui que pierdan la  calidad que las habilita  para permanecer en el  territorio
especial, deberán hacer abandono de éste en un plazo de noventa días. Lo anterior
no se aplicará a quienes tengan hijos en común con una persona perteneciente al
pueblo rapa nui.

El mismo plazo se extiende a las personas contempladas en
la letra f),  trabajadores dependientes e independientes,  las que, en caso de que
pierdan la calidad que las habilita para permanecer en el territorio especial, deberán
hacer abandono de éste en un plazo de noventa días, 

Por  último,  se  extiende  a  los  familiares  (hijos,  padres,  o
respecto de quien medie el cuidado personal) de las personas señaladas en ambos
literales.
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El plazo para hacer abandono de la Isla en caso de perder la
calidad habilitante se restringe a 30 días, para quienes desempeñen una función
pública, precandidatos y candidatos para toda elección popular, las personas que
desempeñen  cargos  de  elección  popular,  los  trabajadores  por  cuenta  de  un
concesionario de servicio público o empresa que haya celebrado contrato con el
Estado, y los familiares de las personas antes señaladas.

La asesora jurídica del Ministerio del Interior y Seguridad
Pública, señora  Villablanca,  indicó  que  la  propuesta  persigue  estandarizar  los
plazos para facilitar la ejecución de la norma; solo se hizo dos grandes distinciones,
entre 90 y 30 días, y con ello armonizar con el plazo de 30 días contemplado en el
artículo 5°.

El  diputado  Chávez  indicó  que  la  letra  g)  propuesta  no
recogería lo indicado por el alcalde de Isla de Pascua, en torno acotar el número de
personas que permanecerán en la Isla, por la vía de no incorporar a los padres del
cónyuge, conviviente civil o de hecho.

La  asesora  jurídica  del  Ministerio  del  Interior  y  Seguridad
Pública,  señora Villablanca,  indicó que este punto generó bastante debate en la
discusión del proyecto de ley. Finalmente se adoptó su incorporación, pues incluso
en miradas restrictivas del concepto de familia en materia internacional, se incluyen
a los ascendientes. Además, desde la perspectiva del interés superior del niño, se
busca resguardar las relaciones entre abuelos y nietos, entre las que pueden existir
múltiples  interrelaciones,  por  ejemplo,  de  dependencia  económica  o  en  alguna
situación de vulnerabilidad.

Letra a).

Los familiares de las personas pertenecientes al pueblo rapa
nui,  tales como su cónyuge,  conviviente civil  o conviviente de hecho, los hijos y
padres del cónyuge, conviviente civil o de hecho, o respecto de quien medie cuidado
personal.

En  caso  que  las  personas  señaladas  en  el  párrafo
precedente  pierdan  la  calidad  que  las  habilita  para  permanecer  en  el  territorio
especial, deberán hacer abandono de éste en un plazo de noventa días. 

Se presentaron las siguientes indicaciones:

1.  De  los  diputados  Chávez,  González  y  Vallespín,  para
reemplazar la letra a), por la siguiente:

“a)  El  cónyuge,  conviviente  civil  o  de  hecho  cuando  esta
última se prolongue por a lo menos tres años continuos e ininterrumpidos de las
personas pertenecientes al pueblo rapa nui, sus hijos que estén bajo su cuidado
personal si se tratase de menores de edad o respecto de sus hijos mayores de edad
y  que  se  le  haya  nombrado  judicialmente  curador,  como asimismo respecto  de
aquellos que por resolución judicial se le haya confiado su cuidado personal.

En  caso  que  las  personas  señaladas  en  el  párrafo
precedente  pierdan  la  calidad  que  las  habilita  para  permanecer  en  el  territorio
especial,  salvo  que  le  asista  la  calidad  de ascendiente  por  consanguineidad  de
personas  pertenecientes  al  pueblo  rapa  nui,  deberán  hacer  abandono  de  éste
territorio en un plazo de treinta días u otro prudencial determinado por la autoridad,
según causa que lo justifique y por resolución fundada.”
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2. De la diputada Molina, para reemplazar la letra a), por la
siguiente: 

“a) El cónyuge, conviviente civil o de hecho de las personas
pertenecientes al pueblo rapa nui, sus hijos que estén bajo su cuidado personal si
se tratase de menores de edad o respecto de sus hijos mayores de edad y que se le
haya nombrado judicialmente curador, como asimismo respecto de niños, niñas y
adolescentes que por resolución judicial se le haya confiado su cuidado personal.

En  caso  que  las  personas  señaladas  en  el  párrafo
precedente  pierdan  la  calidad  que  las  habilita  para  permanecer  en  el  territorio
especial, deberán hacer abandono de éste en un plazo de sesenta días, salvo que
les asista la calidad de ascendiente por consanguineidad hasta el tercer grado de
personas pertenecientes al pueblo rapa nui.”.

------

La diputada Molina manifestó que la indicación de su autoría
elimina la cantidad de años que se exigiría de convivencia, ya que, si bien al fijar un
plazo se acota la causal, se podría estar cometiendo una arbitrariedad. Se debería
establecer  una  forma  de  acreditar  la  convivencia.  Además,  se  propone  que  la
disposición tenga un carácter taxativo al eliminar la expresión “tales como” y busca
acotar el plazo dispuesto a 60 días, lo que estimó un período de tiempo razonable.

La  señora  Truffello,  abogada  de  la  Biblioteca  del
Congreso,   expresó su inquietud por la redacción de la letra a) ya que, bajo la
aplicación  del  párrafo  segundo,  en caso de  que  una  persona pierda el  cuidado
personal de su hijo debiera hacer abandono de la isla, lo que es muy complicado
desde la perspectiva del derecho de familia. Junto con el cuidado personal del hijo
existe la relación directa y regular o régimen comunicacional, el cual es un derecho
y  deber  del  padre  o  madre  de  acuerdo  a  lo  dispuesto  en  el  Código  Civil.  La
autoridad paterna se configura con el cuidado personal y con la relación directa y
regular del progenitor.

A  ello,  se  suma  el  derecho  de  los  hijos  a  vivir  con  sus
padres,  según lo establecido en la  Convención de los Derechos del  Niño,  salvo
excepciones, y que todas las decisiones del Estado, entre ellas las legislativas, se
deben inspirar en el interés superior del niño.

El señor Suazo, jefe de la División de Desarrollo Regional
concordó  con  lo  expuesto,  y  manifestó  que  las  indicaciones  presentadas
circunscriben el concepto de familia y no es ese el espíritu de este proyecto de ley. 

Hizo presente que, no existe en la legislación nacional una
norma que defina “familia”, en la indicaciones se estaría, indirectamente, delimitando
su contenido, por lo que se debe profundizar en el análisis. A nivel internacional, se
ha reconocido que su contenido es una cuestión de hecho, que debe evaluarse caso
a caso. 

Sobre las restricciones que distinguen a ambas indicaciones,
no existe una regulación de las convivencias de hecho en el país, pese a existir
criterios  que  la  delimitarían  como  la  convivencia,  permanencia,  estabilidad,
notoriedad, publicidad y efectividad, pero en ningún caso se limita a un lapso de
tiempo determinado, ni siquiera en caso del matrimonio se exige un período mínimo
de tiempo. 

Estas,  además,  añaden  otras  complicaciones,  tales  como,
cómo probar la  convivencia,  continua o interrumpida;  ante quién se comprobaría
aquello.
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La diputada  Molina planteó que estas indicaciones recogen
las  propuestas  entregadas  por  representantes  de  la  comunidad  de  la  Isla  de
Pascua; sin embargo, concordó con las dificultades que derivan su redacción, por lo
que planteó la posibilidad de retirar la de su autoría y eliminar la frase “o respecto de
quien medie cuidado personal.”

El  diputado  Chávez  indicó  que  el  plazo  de  tres  años  de
convivencia se propuso, de acuerdo a un desarrollo jurisprudencial; bajo criterios de
estabilidad de tales convivencias: a pesar de que puede ser discutible la cantidad de
años.

Señaló  que,  las  indicaciones  recogen lo  solicitado  por  las
organizaciones  rapa  nui,  referido  a  determinar  con  precisión  cuáles  son  las
personas habilitadas para permanecer por un plazo superior a los 30 días y evitar
que por esta vía se vulnere la excepcionalidad que contempla este artículo. 

3.  De  los  diputados  Morales  y  Sandoval,  en  la  letra  a),
párrafo primero, para reemplazar la expresión “tales como” por “los que serán”.

4.  De la  diputada Girardi,  en la  letra a),  para agregar,  el
siguiente párrafo final:

“Lo dispuesto en el inciso anterior no se aplicará a quienes
tengan hijos en común o acrediten tener residencia en la isla  por más de cinco
años.”

La asesora jurídica del Ministerio del Interior y Seguridad
Pública, señora Villablanca, expresó que la redacción de la letra a) cumple un justo
equilibrio porque, por un lado, no es taxativa –al emplear la expresión “tales como”-
bajo el prisma de un concepto de familia de carácter flexible y evolutivo; pero, por
otro lado, es un concepto de familia restrictivo, dirigido a la familia nuclear y no de
carácter extendido (tíos y primos).

El diputado Leopoldo Pérez expresó su inquietud y consultó
por qué la letra a) incorpora a los hijos de los cónyuges o convivientes no rapa nui;
cuestionó cómo podrían perder su calidad habilitante para permanecer en la Isla y
por qué deberían hacer abandono de ella, de acuerdo al inciso final. 

El diputado Sandoval cuestionó la conveniencia de mantener
el inciso final, pudiendo ser eliminado, pues agrega una sanción adicional, como lo
sería el abandono de la Isla para a personas que tienen su vida, familia y residencia
en dicho lugar.

La señora Villablanca indicó que, a su juicio, la situación de
los hijos podría resolverse acogiendo la indicación N° 4: “Lo dispuesto en el inciso
anterior no se aplicará a quienes tengan hijos en común (…)”. Precisó que la norma
se refiere al cónyuge no rapa nui, conviviente civil o conviviente de hecho no rapa
nui, a los hijos y padres del cónyuge, conviviente civil o de hecho no rapa nui, y
respecto de quien medie cuidado personal.

Agregó que el arraigo y pertenencia a un territorio se da por
relaciones de familia, de trabajo, entre otros factores, por lo que podría invocar ésta
u otra hipótesis del artículo 6°.

Para resguardar la situación de los que actualmente viven en
la Isla, el  artículo tercero transitorio fija un hito temporal que dispone que  quienes
tengan domicilio en Isla de Pascua con anterioridad al 24 de enero de 2016, fecha
de término de a consulta indígena, podrán permanecer en ella mientras conserven
la residencia y el ánimo de permanencia en el territorio.
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Respondiendo  a  las  diversas  consultas,  señaló  que  el
artículo 22 del proyecto de ley señala que corresponderá al Ministerio del Interior y
Seguridad  Pública,  a  través de  la  Gobernación  Provincial  de  Isla  de Pascua  la
aplicación de sanciones y la determinación de alguna de las calidades habilitantes
del artículo 6° cuando sea necesario. Sin perjuicio de ello, las cuestiones de cuidado
personal,  convivencia  y  matrimonio  se  acreditarán  por  el  Registro  Civil  y  de
Identificación, escrituras públicas o Tribunales de Familias, según corresponda.

El  asesor  jurídico  del  Ministerio  del  Medio  Ambiente,
señor Álvaro Durán, precisó que el artículo 6 es de excepción, aplicable solo para
aquellas  personas  que  no  son  rapa  nui.  Efectivamente,  podría  resolverse  la
problemática expuesta sobre los hijos al agregar la frase propuesta en la indicación
N° 4 de autoría de la diputada Girardi:  “Lo dispuesto en el inciso anterior no se
aplicará a quienes tengan hijos en común”.

5. De la diputada Molina, y de los diputados Chávez, Godoy,
Meza, Pérez Lahsen y Sandoval, para reemplazar la letra a), por la siguiente: 

“Artículo 6°. Personas habilitadas para permanecer por sobre
el plazo máximo de treinta días. El plazo máximo de permanencia en el territorio
especial  establecido  en  el  artículo  anterior  no  será  aplicable  a  las  siguientes
personas, quienes tendrán derecho a permanecer y residir en el territorio especial
mientras mantengan las calidades habilitantes que se señalan a continuación:

a) El cónyuge,  conviviente civil  o conviviente de hecho de
una persona perteneciente al pueblo rapa nui.

En caso que las personas señaladas anteriormente pierdan
la calidad que las habilita para permanecer en el territorio especial, deberán hacer
abandono de éste en un plazo de noventa días. Lo anterior no se aplicará a quienes
tengan hijos en común con una persona perteneciente al pueblo rapa nui.”

El  jefe de la  División de Desarrollo  Regional  indicó que la
última  indicación  presentada  despeja  las  hipótesis  comprendidas  en  la  letra  a)
original, disponiendo su contenido en las letras a) y g), respectivamente.

En  votación,  la  indicación  N°  5  fue  aprobada  por  la
unanimidad de los presentes (8) señora Molina y señores Chávez, Godoy, Melo,
Meza, Pérez Lahsen, Sandoval y Vallespín.

En consecuencia,  las indicaciones números 1,  2 y 3 se
dieron por rechazadas reglamentariamente.

Sometida a votación, la indicación N° 4 fue rechazada por
siete votos en contra (7 de 8) de la señora Molina, y de los señores Chávez, Godoy,
Meza, Pérez Lahsen, Sandoval y Vallespín; y la abstención (1 de 8) del señor Melo.

Letra b).

Las personas que ejerzan autoridad política o administrativa
y  el  personal  contratado por  los  órganos del  Estado,  que deban desempeñarse
dentro del territorio especial, mientras se mantenga vigente su contratación.

Terminado su servicio,  destinación,  comisión de servicio  o
cometido funcionario,  o en caso que se ponga término al  vínculo  contractual,  la
persona deberá hacer abandono del territorio por cuenta del órgano que lo contrató
en un plazo de treinta días.
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Los órganos del Estado dispondrán que las destinaciones o
comisiones de servicio en Isla de Pascua se realicen por  un periodo de tiempo
inferior a tres años, salvo que por necesidades propias del servicio se requiera un
periodo de estadía mayor.

Respecto  del  personal  profesional  de  alta  especialización
contratado, los jefes de servicio solicitarán opinión del Consejo establecido en el
artículo 24 para evaluar la extensión de la estadía a que refiere el inciso anterior. 

Se  presentaron  y  sometieron  a  votación  las  siguientes
indicaciones, por párrafos:

1. De la diputada Molina y de los diputados Chávez, Godoy,
Melo, Morales, Pérez Lahsen, Rathgeb, Sandoval y Vallespín,  para reemplazar el
párrafo primero en la letra b), por el siguiente:

“b)  Los  funcionarios  públicos,  personal  contratado  por  los
órganos del Estado, las personas que ejerzan una función pública y los funcionarios
del poder judicial, que deban desempeñarse dentro del territorio especial, mientras
mantengan dicha condición.”

2.  De  la  diputada  Molina,  y  de  los  diputados  Chávez,
González Morales, Sandoval y Vallespín a la letra b),  para agregar el siguiente
párrafo segundo, pasando el actual a ser tercero, y así sucesivamente:

“El  Estado  incentivará  que  las  personas  pertenecientes  al
Pueblo Rapa Nui, sus cónyuges, conviviente civil o de hecho se incorporen o sean
contratados en la Administración a fin de servir preferentemente la función pública
en el territorio especial.”

El  jefe  de  la  División  de  Desarrollo  Regional  valoró  la
redacción  de  la  primera  indicación  por  cuanto  incluye  expresamente  a  los
funcionarios del Poder Judicial.

En  todo  caso,  no compartió  la  preferencia  recogida  en el
párrafo  segundo  de  la  indicación  N°  2,  pues,  a  su  juicio,  supondría  una
discriminación. Manifestó que, en la práctica, en la Isla de Pascua, la mayoría de los
funcionarios  públicos  pertenecen  al  pueblo  rapa  nui.  Una  modificación  en  este
sentido, podría analizarse en el marco del Estatuto Administrativo o en el estatuto
especial de la Isla.

El  diputado  Morales  expresó  que  los  términos  de  la
indicación  son  “incentivar”  y  “procurar”,  por  lo  tanto,  no  sería  discriminatorio.
Asimismo,  responde  a  las  aspiraciones  de  la  comunidad  de  Isla  de  Pascua.  El
diputado  Sandoval  se  pronunció  en  el  mismo  sentido,  incluso  consideró  más
discriminatoria la propuesta del mensaje.

La  asesora  jurídica  del  Ministerio  del  Interior  y  Seguridad
Pública indicó que si bien los términos expresados no son vinculantes, efectuar una
distinción en este ámbito puede ser complejo desde una perspectiva constitucional y
del estatuto administrativo. La Constitución Política expresa, en su artículo 19 N° 16,
que  “Se  prohíbe  cualquiera  discriminación  que  no  se  base  en  la  capacidad  o
idoneidad personal, sin perjuicio de que la ley pueda exigir la nacionalidad chilena o
límites de edad para determinados casos”; por su parte, el artículo 19 dispone que la
Constitución asegura a todas las personas: “17°. La admisión a todas las funciones
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y empleos públicos, sin otros requisitos que los que impongan la Constitución y las
leyes”.

A  mayor  abundamiento,  de  Estatuto  Administrativo  señala
que  el  acceso  a  empleos,  la  contratación,  se  debe  realizar  en  igualdad  de
condiciones  y  la  única  restricción  que  habilita  a  establecer  es  para  el  caso  de
“chilenos”  de  acuerdo  a  su  artículo  12,  a  lo  que  se  suman otros  principios  de
igualdad por los que debe velar el Estado.

Por último, bajo los principios de eficiencia y eficacia de la
Administración  del  Estado,  los  órganos  públicos  tomarán  la  mejor  decisión  al
momento  de  contratar  a  alguien  y  si  existen  personas  con  las  capacidades
requeridas en el territorio especial se va a preferir a quienes habiten en él.

El diputado Leopoldo Pérez no compartió lo indicado por el
Ejecutivo, se debe atender a que este es un territorio especial y se enmarca en una
reforma constitucional que le otorga tal calidad, por lo que se debe trabajar en el
marco de una regla especial.

Puesta en votación la  indicación número 1,  fue aprobada
por la unanimidad de los presentes (9) señora Molina y señores Chávez, Godoy,
Melo, Meza, Pérez Lahsen, Rathgeb, Sandoval y Vallespín.

La diputada Molina y de los diputados Chávez, Melo, Meza,
Pérez Lahsen y Sandoval, formularon indicación para agregar el siguiente párrafo
segundo, pasando el actual a ser tercero, y así sucesivamente:

“El Estado podrá incentivar que las personas pertenecientes
al pueblo rapa nui, sus cónyuges, conviviente civil o de hecho se incorporen o sean
contratados en la Administración a fin de servir preferentemente la función pública
en el territorio especial.”

El  jefe  de  la  División  de  Desarrollo  Regional  reiteró  su
disconformidad con ambas indicaciones, en consideración a que se aparta de los
objetivos  del  proyecto  de  ley;  sin  perjuicio  de  ello,  se  podría  analizar  su
incorporación en otras iniciativas legales. 

El diputado Sandoval puntualizó que la norma se justifica en
el marco de un territorio especial, con características particulares.

Puesta  en  votación  la  indicación  fue  aprobada  por  la
unanimidad de los presentes (7) señora Molina y señores Chávez, Godoy, Melo,
Meza, Pérez Lahsen y Sandoval.

Consecuentemente,  se  da  por  rechazada  la  indicación
número 2.

En  votación,  el  párrafo  segundo,  que  ha  pasado  a  ser
tercero, fue aprobado por la unanimidad  de los presentes (9) señora Molina y
señores  Chávez,  Godoy,  Melo,  Morales,  Pérez  Lahsen,  Rathgeb,  Sandoval  y
Vallespín.

3.  De  la  diputada  Molina  y  de  los  diputados  Chávez  y
Vallespín, para incorporar, en el párrafo tercero,  que ha pasado a ser cuarto, la
siguiente frase final, reemplazando el  punto a parte por una coma: “el  que en
ningún caso podrá ser superior a 5 años.”

Sometido a votación, la indicación N° 3 fue rechazada por
un voto a favor (1 de 9) de la señora Molina; tres votos en contra (3 de 9) de los
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señores Morales, Pérez Lahsen y Sandoval, y cinco abstenciones (5 de 9) de los
señores Chávez, Godoy, Melo, Rathgeb y Vallespín.

En votación, el párrafo tercero, que ha pasado a ser cuarto,
fue aprobado por la unanimidad  de los presentes (9) señora Molina y señores
Chávez, Godoy, Melo, Morales, Pérez Lahsen, Rathgeb, Sandoval y Vallespín.

Puesto en votación, el párrafo cuarto, que ha pasado a ser
quinto, fue aprobado por ocho votos a  favor  (8  de 9)  de la  señora  Molina  y
señores Chávez, Godoy, Melo, Morales, Pérez Lahsen, Rathgeb y Vallespín, y la
abstención (1 de 9) del señor Sandoval. 

Letra c).

Las personas que cumplan en el territorio especial funciones
por  cuenta  de  un  concesionario  de  servicio  público,  o  una  empresa  que  haya
celebrado  un  contrato  con  el  Estado,  que  deba  ser  ejecutado  en  el  territorio
especial.

Finalizada la obra o servicio ejecutado en virtud del contrato,
la persona deberá hacer abandono del territorio especial en un plazo de treinta días,
por cuenta del concesionario o empresa contratante. 

Se presentaron las siguientes indicaciones: 

1.  De  la  diputada  Molina  y  de  los  diputados  Chávez,
González y Vallespín, para incorporar el siguiente párrafo segundo, pasando el
segundo a ser tercero:

“Los  órganos  del  Estado  deberán  incorporar  en  las
respectivas bases de licitación para servicios que deban prestarse en el territorio
especial,  normas  que  propendan  e  incentiven  la  contratación  de  personas  del
pueblo rapa nui, sus cónyuges, conviviente civil y de hecho según se trate.”

2.  De  la  diputada  Molina  y  de  los  diputados  Chávez,  y
Sandoval, para sustituir, en la indicación anterior, el verbo “deberán” por “podrán”.

En relación a las indicaciones números 1 y 2 el jefe de la
División de Desarrollo  Regional  expresó su disconformidad,  entre otros factores,
porque  dicha  norma  afectaría  otros  cuerpos  legales,  como  la  normativa  sobre
compras públicas, por lo que se debiera profundizar en su análisis.

3.  Del  diputado  González  para  reemplazar  en  el  párrafo
segundo la frase “de treinta días” por “no superior a quince días.”

4.  De  los  diputados  Morales  y  Sandoval,  al  párrafo
segundo, para reemplazar expresión “treinta días”, por “diez días”.

5. De los diputados Morales y Sandoval, para incorporar, el
siguiente párrafo final:

“Los  órganos  del  Estado  deberán  incorporar  en  las
respectivas bases de licitación para servicios que deban prestarse en el territorio
especial,  normas  que  propendan  e  incentiven  la  contratación  de  personas  del
pueblo  rapa  nui,  o  aquellos  que  tengan  residencia  permanente  en  el  territorio
especial.”.
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Sometida  a  votación,  la  letra  c)  fue  aprobada  por  la
unanimidad de los presentes (8) señora Molina y señores Chávez, Godoy, Melo,
Meza, Pérez Lahsen, Sandoval y Vallespín.

En  votación,  las  indicaciones  números  1  y  2 fueron
aprobadas por seis votos a favor (6 de 8) de la señora Molina, y señores Chávez,
Melo,  Meza,  Sandoval  y  Vallespín;  un voto  en contra  (1  de 8)  del  señor  Pérez
Lahsen y una abstención (1 de 8) del señor Godoy.

En  consecuencia,  las  indicaciones  números  3,  4  y  5  se
dieron por rechazadas reglamentariamente.

Letra d).

Los  precandidatos  y  candidatos  inscritos  en  el  registro
especial  que  lleva  el  Servicio  Electoral  conforme  lo  dispongan  las  leyes  para
cualquier clase de cargos de elección popular que involucran el territorio especial,
incluyendo  las  elecciones  primarias.  Estas  personas  podrán  permanecer  en  el
territorio especial hasta la publicación de la sentencia de proclamación dictada por el
Tribunal  Calificador  de  Elecciones  o  el  Tribunal  Electoral  Regional,  según
corresponda.

En  caso  de  que  las  personas  señaladas  en  el  párrafo
precedente  pierdan  la  calidad  que  las  habilita  para  permanecer  en  el  territorio
especial, deberán hacer abandono de éste en un plazo de treinta días. 

La  diputada  Molina  y  los  diputados  Chávez,  González  y
Vallespín,  presentaron  una  indicación  al  párrafo  segundo  de  la  letra  d)  para
reemplazar el guarismo “treinta” por “quince”.

El jefe de la División de Desarrollo Regional explicó que se
unificaron criterios en torno a los plazos exigidos para hacer abandono de la Isla una
vez perdidas las calidades habilitantes para extender su permanencia. Los 30 días
de plazo contemplados en esta letra son consistentes con el plazo del artículo 5° y
dan cuenta de una mayor rigurosidad en el tratamiento contemplado para quienes
desempeñen funciones públicas, precandidatos; es más rigurosos para el Estado.

En votación, la letra d) fue aprobada por ocho votos a favor
(8 de 9) de la señora Molina, y de los señores Chávez, Godoy, Melo, Meza, Pérez
Lahsen, Sandoval y Vallespín; y una abstención (1 de 8) del señor Rathgeb.

Conforme  a  ello,  la  indicación  se  dio  por  rechazada
reglamentariamente.

Letra e).

Las personas que desempeñan cargos de elección popular
en  dicho  territorio,  desde  la  dictación  de  la  sentencia  de  proclamación  hasta  la
cesación del cargo. 

En  caso  de  que  las  personas  señaladas  en  el  párrafo
precedente  pierdan  la  calidad  que  las  habilita  para  permanecer  en  el  territorio
especial, deberán hacer abandono de éste en un plazo de treinta días.

Sin debate, la letra e) fue aprobada por ocho votos a favor
(8 de 9) de la señora Molina, y de los señores Chávez, Godoy, Melo, Meza, Pérez
Lahsen, Sandoval y Vallespín; y una abstención (1 de 8) del señor Rathgeb.

Letra f).
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Los trabajadores contratados para desempeñarse en la Isla
de Pascua por un empleador que tenga establecimiento en el territorio especial, o
quienes desarrollen alguna actividad económica independiente en dicho territorio.

El empleador deberá pagar el billete de pasaje de regreso
del trabajador y de su familia hacia el destino que se convenga, cuando se produzca
el término de la relación laboral por cualquier causa. Este derecho será irrenunciable
para el trabajador.

El  empleador  deberá  dar  aviso  del  término  de  la  relación
laboral a la Gobernación Provincial de Isla de Pascua por escrito, dentro del plazo
de treinta días contados desde que ésta se produzca. 

Quienes  realicen  actividades  económicas  de  manera
independiente deberán cumplir con todos los requisitos que exige la ley para el inicio
y  desarrollo  de  la  actividad  que  se  trata,  tales  como iniciar  actividades  ante  el
Servicio de Impuestos Internos, y contar con todas las patentes y permisos vigentes
necesarios para la actividad que se pretende realizar. 

En  caso  que  las  personas  señaladas  en  los  párrafos
precedentes  pierdan  la  calidad  que  las  habilita  para  permanecer  en  el  territorio
especial, deberán hacer abandono de éste en un plazo de noventa días.

Aquellas personas que ingresen al territorio especial de Isla
de  Pascua  de  conformidad  a  lo  establecido  en  el  artículo  anterior  y  que
posteriormente  deseen  celebrar  un  contrato  de  trabajo  o  ejercer  una  actividad
económica independiente, deberán dar cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 9°.

Se presentaron las siguientes indicaciones: 

1.  De  la  diputada  Molina  y  de  los  diputados  Chávez,
González  y  Vallespín,  para  agregar,  en  el  párrafo  segundo,  antes  del  punto  (.)
aparte, la siguiente frase final: “y en caso alguno constituirá remuneración”

2.  De  la  diputada  Molina  y  de  los  diputados  Chávez,
González  y  Vallespín,  al  párrafo  tercero,  para  sustituir  el  guarismo “treinta”  por
“cinco”.

El  jefe  de  la  División  de  Desarrollo  Regional  expresó  su
conformidad las indicaciones número 1 y 2 propuestas.

3.  De  los  diputados  Chávez,  González  y  Vallespín,  para
reemplazar la cifra “noventa” por “treinta”.

4. De la diputada Girardi y del diputado González, a la letra
f), para agregar el siguiente párrafo final:

“En todo caso las  actividades  profesionales  o  económicas
independientes deberán ser aquellas declaradas como necesarias para el territorio
especial. Un reglamento determinará estas actividades.”

Puesta en votación, la letra f),  párrafos primero al cuarto
con las indicaciones números 1 y 2, fueron aprobadas por la unanimidad de los
presentes (9) señora Molina, y señores Chávez, Godoy, Melo, Meza, Pérez Lahsen,
Rathgeb, Sandoval y Vallespín.

Sometida a votación, la indicación N° 3  fue rechazada por
cinco votos en contra (5 de 9) de la señora Molina, y de los señores Godoy, Pérez
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Lahsen, Rathgeb y Sandoval; y cuatro votos a favor (4 de 9) de los señores Chávez,
Melo, Meza y Vallespín.

Puesto  a  votación,  el  párrafo  quinto,  fue  aprobada por
siete votos a favor (7 de 9) de la señora Molina, y de los señores Chávez, Godoy,
Meza,  Pérez  Lahsen,  Rathgeb,  Sandoval;  y  dos  abstenciones  (2  de  9)  de  los
señores Melo y Vallespín.

Sometido a votación, el párrafo sexto, fue aprobada por la
unanimidad de los presentes (9) señora Molina y señores Chávez, Godoy, Melo,
Meza, Pérez Lahsen, Rathgeb, Sandoval y Vallespín.

Puesta en votación,  la indicación N° 4 fue rechazada por
ocho votos en contra (8 de 9) de la señora Molina y de los señores Chávez, Godoy,
Meza, Pérez Lahsen, Rathgeb, Sandoval y Vallespín; y la abstención (1 de 9) del
señor Melo.

Letra g).

Los familiares de las personas señaladas en las letras b), c),
d), e) y f) de este artículo, tales como su cónyuge, conviviente civil o conviviente de
hecho; los hijos y padres del cónyuge, conviviente civil o de hecho, o respecto de
quien medie cuidado personal.

Las  personas  señaladas  en  el  párrafo  precedente  que
pierdan la calidad que las habilita para permanecer en el territorio especial, deberán
hacer  abandono dentro del  plazo de noventa días.  En el  caso de que sean las
personas establecidas en las letras b), c), d), e) y f), las que pierdan las calidades
habilitantes, los familiares de que trata este párrafo deberán hacer abandono en los
plazos establecidos en los literales respectivos. 

Se presentaron las siguientes indicaciones: 

1. De los diputados Chávez, González y Vallespín, al párrafo
primero de la letra g) para eliminar la expresión “padres del cónyuge, conviviente
civil o de hecho”.

2. De los diputados Morales y Sandoval, al párrafo primero
de la letra g), para reemplazar la expresión “tales como” por “los que serán”.

Recogiendo el debate suscitado sobre esta letra en sesiones
anteriores, se presentó la siguiente indicación:

3. De la diputada Molina y de los diputados Chávez, Godoy,
Melo, Meza, Pérez Lahsen, Rathgeb y Sandoval para reemplazar la letra g):

“g) Los hijos, padres y quien esté sujeto al cuidado personal
de las personas señaladas en la letra a); así como el cónyuge, conviviente civil o de
hecho,  hijos,  padres  y  quien  esté  sujeto  al  cuidado  personal  de  las  personas
establecidas en las letras b), c), e) y f).

Las personas señaladas en el párrafo precedente perderán
la calidad que las habilita para permanecer en el territorio especial,  junto con los
mencionados en los literales a), b), c), e) y f), y deberán hacer abandono, en los
plazos establecidos para esos casos.”

Ante las inquietudes del diputado Pérez Lahsen frente a la
dificultad de acreditar las convivencias de hecho, la abogada del Ministerio expresó
si bien es una hipótesis difusa, y que presenta dificultades, existen ciertos criterios
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jurisprudenciales, como los de permanencia y visibilidad, que permitirían configurar
la calidad habilitante.

El  diputado  Rathgeb  expresó  su  preocupación  por  la
eventual judicialización de estas normas.

El jefe de la División de Desarrollo Regional respondió a las
inquietudes planteadas por el diputado Chávez relativas a eliminar de la referencia a
los padres del conviviente -para acotar la extensión de esta letra – e indicó que
dicha extensión se enmarca en el interés de resguardar las relaciones entre abuelos
y nietos, y en consideración,  de la realidad del país, en que múltiples relaciones
familiares existe interdependencia afectiva, económica u otra con los ascendientes.
Por último, precisó que la extensión es bastante acotada y restringida, no contempla
primos ni tíos, por ejemplo.

Puesta en votación, la indicación N° 3 fue aprobada por la
unanimidad de los presentes (9) señora Molina y señores Chávez, Godoy, Melo,
Meza, Pérez Lahsen, Rathgeb, Sandoval y Vallespín.

En consecuencia, las indicaciones números 1 y 2 se dieron
por rechazadas.

Título III
Del traslado hacia y desde el territorio especial de Isla de Pascua

Artículo 7.

Requisitos de ingreso. Para ingresar al territorio especial de
Isla de Pascua,  por el  plazo establecido en el  artículo 5°,  las personas deberán
exhibir los siguientes antecedentes:

a) Cédula de Identidad, Pasaporte, u otro documento idóneo
de viaje, de acuerdo a la normativa general vigente;

b) Billete de pasaje intransferible de regreso desde Isla de
Pascua, que permita el cumplimiento efectivo del plazo dispuesto en el artículo 5°;

c) Reserva de alojamiento turístico autorizado, que acredite
el lugar donde permanecerá durante su estadía en la isla, o carta de invitación de
alguna  de  las  personas  contempladas  en  el  artículo  6°  o  de  una  persona
perteneciente al pueblo rapa nui. El reglamento regulará la forma de autorización de
estos  alojamientos  y  el  modo  en  que  serán  difundidos  a  las  personas  que  lo
requieran, y

d) Documentos que acrediten contar con medios suficientes
para su estadía, de acuerdo con lo dispuesto en el reglamento de esta ley.

Se presentaron las siguientes indicaciones: 

1.  De  la  diputada  Molina  y  de  los  diputados  Chávez,
González y Vallespín, para reemplazar la letra c), por la siguiente:

“c)  Reserva  en  establecimiento  autorizado  para  prestar
servicio de alojamiento turístico, que acredite el lugar donde permanecerá durante
su estadía en la isla, o carta de invitación con alojamiento de alguna de las personas
contempladas en el artículo 6 o de una persona perteneciente al pueblo rapa nui. El
reglamento regulará la forma de autorización de estos alojamientos y el modo en
que serán difundidos a las personas que lo requieran, y”.
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2. De los diputados Morales y Sandoval,  para  agregar, el
siguiente inciso final:

“Corresponderá  a  las  empresas  de  transporte  aéreo  o
marítimo verificar, previo a la venta del billete de pasaje, que el pasajero cumple con
los requisitos a que se refiere este artículo.”.

Ante las consultas del diputado Godoy sobre la pertinencia
de las letras c) y d),  el jefe de la División de Desarrollo Regional afirmó que
tienen un sentido de facilitar el seguimiento en esta materia, y que ambas fueron
sugerencias del pueblo rapa nui. Asimismo, expresó que el Ejecutivo concordaba
con el texto de la indicación número 1.

Sobre la indicación número 2, manifestó que la verificación
de los requisitos  de ingreso está contenida en el  artículo 23 letra a)  del  mismo
proyecto de ley.

Puesto en votación, el encabezado del inciso primero y
las   letras a) y b) fueron aprobadas por la unanimidad de los presentes (9)
señora  Molina  y  señores  Chávez,  Godoy,  Melo,  Meza,  Pérez  Lahsen,  Rathgeb,
Sandoval y Vallespín.

Sometida a votación,  la indicación N° 1, que sustituye la
letra c), fue aprobada por ocho votos a favor (8 de 9) de la señora Molina y señores
Chávez, Melo, Meza, Pérez Lahsen, Rathgeb, Sandoval y Vallespín; y uno en contra
(1 de 9) del señor Godoy.

Puesta en votación, la letra d), fue rechazada por dos votos
a favor (2 de 9) de los señores Chávez y Melo; tres votos en contra (3 de 9) de la
señora Molina y señores Godoy y Vallespín; y cuatro abstenciones (4 de 9) de los
señores. Meza, Pérez Lahsen, Rathgeb y Sandoval.

Sometida a votación, la indicación N° 2 fue rechazada por
la unanimidad de los presentes (9) señora Molina y señores Chávez, Godoy, Melo,
Meza, Pérez Lahsen, Rathgeb, Sandoval y Vallespín.

Artículo 8.

Requisitos de ingreso especiales. Para ingresar al territorio
especial de Isla de Pascua en alguno de los casos señalados en el artículo 6°, se
deberán exhibir documentos de nombramiento u otros antecedentes idóneos para
acreditar tales circunstancias, de acuerdo con el reglamento de esta ley.

Sin debate,  puesto en votación,  el artículo fue aprobado
por la unanimidad de los presentes (9) señora Molina y señores Chávez, Godoy,
Melo, Meza, Pérez Lahsen, Rathgeb, Sandoval y Vallespín.

Artículo 9.

Obligación de informar.  La persona que hubiere ingresado
con la intención de permanecer por el  plazo establecido en el artículo 5° y que,
dentro  de  dicho  plazo,  o  de  su  prórroga,  cumpliere  alguno  de  los  requisitos
contemplados  en  el  artículo  6  para  extender  su  estadía,  deberá  dar  aviso  a  la
Gobernación  Provincial  de  Isla  de  Pascua,  en  el  plazo  anteriormente  señalado,
acompañando los antecedentes a que se refiere el artículo anterior. 
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La  abogada  del  Ministerio  del  Interior  y  Seguridad
Pública,  en su oportunidad explicó que esta disposición perdería sentido habida
consideración  de  la  indicación  aprobada,  que  agrega  un  nuevo  inciso  final  al
artículo 5. Considera que la normativa debe ser consistente, sin perjuicio de que el
Ejecutivo no comparte la indicación aprobada por todas las prevenciones legales y
constitucionales que se indicaron al momento de dicha votación.

Sometido a votación,  el  artículo fue rechazado por  ocho
votos en contra (8 de 9) de la señora Molina y señores Chávez, Melo, Meza, Pérez
Lahsen, Rathgeb, Sandoval y Vallespín; y un voto a favor (1 de 9) del señor Godoy.

Posteriormente, al aprobarse por parte de la Comisión una
nueva redacción para el  inciso  final  del  artículo  5,  que precisaba y aclaraba su
sentido  y  aplicación,  se  dijo  que  dicha  aprobación  podría  dar  lugar  a  que  esta
disposición fuera aplicable para el caso de alguna persona que prolongue su estadía
más  allá  de  los  plazos  del  artículo  5,  por  lo  que  se  deberá  dar  aviso  a  la
Gobernación de la Isla.

Solicitada,  reapertura  del  debate, así  se  acordó  por  la
unanimidad de los presentes.

La  asesora  jurídica  del  Ministerio, señora  Villablanca,
señaló que el artículo 9 cobra o pierde sentido, en relación al inciso final del artículo
5.

Si  se  afirma  que  las  personas  que  ingresan  al  territorio
especial como turistas, de acuerdo al artículo 5, no pueden cambiar en ningún caso
la calidad de ingreso, el artículo 9 pierde sentido, porque éste dispone la obligación
de informar en caso de cambiar del régimen del artículo 5 al 6.

Si  la  prohibición  del  artículo  5,  inciso  final,  es  relativa,  es
decir,  si  se  puede  ingresar  a  la  Isla  como  turista,  pero,  dentro  del  plazo  de
permanencia  de  30  días,  se  puede  celebrar  un  contrato  de  trabajo,  iniciar  una
actividad económica o casarse, de acuerdo al artículo 6, el artículo 9 cobra sentido.

El Jefe de la División de Desarrollo Regional, expresó que
la propuesta del Ejecutivo es reponer el artículo 9, ya que estiman que es posible
cambiar la calidad durante el período de 30 días y el artículo 9 obligaría a informarlo.

Sometido  a  votación,  el  artículo  fue  aprobado  por  la
unanimidad  de  los  presentes  (6)  señores  Campos  (en  reemplazo  del  diputado
González), Chávez, Melo, Leopoldo Pérez, Rathgeb y Vallespín.

Artículo nuevo.

Los  diputados  Chávez,  González  y  Vallespín,  presentaron
indicación para agregar el siguiente artículo 10, pasando el actual 10 a ser 11, y así
sucesivamente: 

“Artículo 10. Prohibición de Ingreso. Se prohíbe el ingreso al
territorio especial de las siguientes personas:

a) Los que hayan sido expulsados u obligados al abandono
del territorio especial, y

b)  Los  que  no  cumplan  con  los  requisitos  de  ingreso  al
territorio especial establecidos en esta ley.
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Se  faculta  a  la  autoridad  para  disponer  el  abandono
inmediato del territorio especial respecto de las personas que se hallen en una o
más  situaciones  previstas  en  este  artículo.  La  autoridad  estará  facultada  para
requerir a los órganos competentes la información personal del pasajero a fin de
fundamentar la prohibición de ingreso a que se refiere este artículo.”

La asesora jurídica del Ministerio del Interior y Seguridad
Pública, señora Villablanca, expresó que el Ejecutivo no comparte la indicación. Les
preocupa  su aplicación  por  ser,  especialmente,  gravosa para  conductas  que  no
parecieran gozar de la misma gravedad.

Agregó  que,  la  indicación  propuesta  incluso  permitiría
sancionar  con  prohibición  de  ingreso  a  alguien  que  hubiese  excedido  su
permanencia  en  uno  o  dos  días  por  error.  A  su  juicio,  la  indicación  pierde
proporcionalidad,  lo  que  se  evidencia  cuando  se  analizan  las  sanciones  que
contempla  el  proyecto,  las  que  están  consideradas  de  forma  gradual:  multas,
abandono y expulsión -para ciertas hipótesis-, y prohibición de ingreso -en casos de
reiteración  de  determinadas  infracciones-.  Esta  última  sanción  es  de  aplicación
residual.  La  indicación  en  discusión  abriría  el  espectro,  pues,  haría  aplicable  la
máxima pena a cualquier incumplimiento.

Hizo presente que la prohibición de ingreso debe ser muy
excepcional, para situaciones especialmente graves, y por la misma razón, también
se opusieron a extender sus plazos, en la discusión del artículo 40.

Manifestó  que,  a  juicio  del  Ejecutivo,  es  suficientemente
gravoso mantener la prohibición de ingreso de uno a tres años, de acuerdo a lo
aprobado  en  el  artículo  40.  Es  importante  que  el  artículo  10  propuesto  guarde
coherencia y respete los plazos indicados en dicha disposición.

Debe recordarse que las conductas sancionadas tienen un
carácter de gravedad dentro de esta ley, pero no lo son en relación al ordenamiento
jurídico, no son conductas graves en materia migratoria, narcotráfico, comisión de
delitos, etc. Lo que no obstaría, por ejemplo, la aplicación de otras leyes, como la
Ley de Monumentos que conlleva penas de cárcel en caso de daños al patrimonio
material.

La diputada Girardi concordó con la indicación propuesta y
cree que ella será aplicada en la medida que las circunstancias así lo ameriten. El
que será expulsado será aquel que, a sabiendas, esté vulnerando la ley, que es a lo
que se refiere este artículo; o sea, los que hayan sido expulsados u obligados al
abandono del territorio especial, en base a razones de peso y no superficiales.

Estimó que la prohibición de ingreso al territorio especial por
un año es muy leve e ineficaz, pues, como turista no se viaja tan frecuentemente a
dicho  lugar.  Falta  una  sanción  real  y  efectiva.  La  indicación  al  artículo  40  que
aumentaba el plazo de tres a cinco años no fue respaldada por el Ejecutivo y fue
rechazada. Habría que analizar las hipótesis de reiteración. 

El  diputado  Chávez  indicó  que  este  proyecto  de  ley  se
fundamenta en la idea de regular y resguardar, de mejor manera, y en forma más
estricta,  el  derecho  a  permanecer  en  Isla  de  Pascua;  ante  ello,  las  sanciones
debieran ser más severas frente a infracciones graves, entendiendo que debe existir
proporcionalidad. La indicación contempla una disposición más severa que la que
establece el artículo 40, pues, amplía las causales y la prohibición de ingreso sería
permanente. 

El  diputado  Campos  expresó  su  inquietud  frente  a  la
proporcionalidad entre las infracciones y las sanciones.
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El  diputado  Rathgeb  manifestó  que  de  aprobarse  esta
indicación debería derogarse el artículo 40.

Frente a las consultas sobre hipótesis prácticas que darían
lugar a la expulsión, la abogada del Ministerio señaló que, de acuerdo al proyecto
de ley, se establecerían dos hipótesis que podrían ser sancionadas con prohibición
de ingreso: las infracciones a las letras c) y d) del artículo 35, sobre infracciones
graves. Por ejemplo, se refiere a personas que, haya finalizado su contratación de
trabajo a plazo fijo y, habiéndose cumplido el plazo para que abandone el territorio,
no lo ha hecho. En tal caso, la autoridad, le pedirá que abandone el territorio, y de
no hacerlo, será sancionado con la expulsión, y en caso de reiteración, se podría
establecer conjuntamente la sanción de prohibición de ingreso.

El  Subsecretario  de  Desarrollo  Regional  y
Administrativo,  señor  Cifuentes,  expresó que  esta  indicación  se vincula  con la
discusión  de  las  penas,  lo  que  fuera  aprobado  en  relación  al  artículo  40,  que
establece la sanción de prohibición de ingreso por lo que habría que analizar ambas
normas conjuntamente. 

Los diputados presentes propusieron buscar una redacción
de consenso,  en base a establecer  una sanción ejemplificadora  en hipótesis  de
reiteración. Se acordó por la unanimidad de los presentes  reabrir el debate del
artículo 40. La discusión quedó pendiente.

Posteriormente, en razón de haberse aprobado una nueva
redacción al artículo 40, que pasaría a ser 41,  se rechazó la indicación  por la
unanimidad de los presentes (9) señora Molina, y señores Campos (en reemplazo
del  diputado  González),  Chávez,  Meza,  Morales,  Leopoldo  Pérez,  Rathgeb,
Sandoval y Vallespín.

Artículo 10.

Obligación  de informar  nómina  de  pasajeros  y  tripulantes.
Las empresas de transporte aéreo o marítimo estarán obligadas a informar a la
Policía de Investigaciones de Chile y a la Gobernación Provincial de Isla de Pascua,
dentro del plazo de 24 horas contado desde su arribo, la nómina que contenga la
individualización  de  las  y  los  pasajeros  y  tripulantes  que  ingresaron  al  territorio
especial de Isla de Pascua en dicho arribo. 

Asimismo, se encontrarán obligados a informar,  dentro del
plazo de 24 horas, contado desde el embarque, el listado de pasajeros registrado en
sus nóminas que no se hayan presentado a embarcar en la oportunidad señalada
en su billete de pasaje de regreso. 

Puesto  en  votación,  el  artículo  fue  aprobado  por  la
unanimidad de los presentes (9) señora Molina y señores Chávez, Godoy, Melo,
Meza, Pérez Lahsen, Rathgeb, Sandoval y Vallespín.

Artículo 11.

Obligación  de  Reconducción.  Las  empresas  de  transporte
aéreo o marítimo estarán obligadas a reconducir a su costo, en el menor tiempo
posible,  y sin responsabilidad para el  Estado,  a los pasajeros y tripulantes cuyo
ingreso al territorio especial sea rechazado por las causales establecidas en la ley,
cualquiera sea la causal invocada.
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La abogada del Ministerio del Interior, señora Villablanca,
manifestó  que  es  una  propuesta  para  precisar  el  alcance  de  la  norma  de
reconducción,  cuya aplicación será en formar excepcional,  ya que regirá para el
caso en que algún ingreso sea rechazado por la PDI o no haya pasado por los
controles policiales por negligencia de las empresas de transporte aéreo y marítimo.

El diputado Leopoldo Pérez consultó como podría ser posible
que  una  persona  sea embarcada  a  pesar  de que la  PDI  hubiera  rechazado  su
ingreso. Indicó que el proyecto de ley debiera precisar la autoridad competente para
la verificación de los requisitos y el ingreso, en consideración a que el transporte
marítimo y el aéreo están bajo diferentes autoridades nacionales.

El jefe de la División Regional, señor Suazo, indicó que la
materia se regulará por vía reglamentaria. El control en el aeropuerto de Santiago y
en Isla de Pascua será realizado por la Policía de Investigaciones, no por policía
internacional, porque es territorio nacional. A mayor abundamiento, señaló que los
costos del proyecto de ley están asociados a las instalaciones de la PDI para dichos
efectos.

El diputado Godoy expresó su inquietud frente a por qué se
le exige, y obliga a pagar, a las empresas de transporte el viaje de regreso de una
persona que no cumple con los requisitos de ingreso al territorio especial, si es la
autoridad,  PDI  o  autoridad marítima,  la  responsable  de verificar  los  requisitos  y
permitir el ingreso a la Isla.

El  diputado Vallespín  propuso precisar  la  norma legal.  De
todas formas, estimó que el control debiera efectuarse en el lugar de salida, así se
evitaría la reconducción.

Reanudada la discusión se propuso por parte
de los representantes del Ejecutivo la siguiente redacción:

“Las  empresas  de  transporte  aéreo  o  marítimo  que,  a
sabiendas o debiendo saber, embarquen y trasladen al territorio especial pasajeros
o  tripulantes  cuyo  ingreso  a  Isla  de  Pascua  fue  rechazado  previamente  por  la
autoridad competente, estarán obligadas a reconducirlos a su costo, en el menor
tiempo posible, y sin responsabilidad para el Estado.”

El  señor  Pérez  Lahsen  consultó  cuáles  serían  los
mecanismos que dispondrán  las  empresas de transporte  aéreo o marítimo para
acceder a la información, con la oportunidad necesaria, que les permita adoptar las
medidas pertinentes; preguntó también si será pública la información.

El  diputado  Chávez  pidió  precisión  sobre  cuándo  sería  el
momento preciso en que la empresa debiera conocer esta información.

Los diputados presentes concordaron en que si se va a exigir
el cumplimiento de la obligación bajo la premisa “a sabiendas o debiendo saber”, es
necesario que el sujeto de la obligación cuente oficialmente con la información para
ello. 

La diputada Girardi agregó que los motivos de rechazo del
ingreso podrían ser múltiples, o incluso podrían existir restricciones en cuanto a la
cantidad de personas de acuerdo a la carga demográfica, en períodos de latencia o
saturación, lo que no se asocia a una persona en particular. 

Asimismo, advirtió que el  proyecto de ley no considera un
mecanismo para que la autoridad limite o restrinja la cantidad máxima de personas
que  puedan  ingresar  en  el  territorio,  de  acuerdo  a  la  capacidad  de  carga,
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particularmente, en períodos de latencia o de saturación. El artículo 21 está referido
al plazo de estadía en la Isla pero no el ingreso de personas.

La abogada del Ministerio, señora Villablanca, manifestó
que  la  norma existe  regularmente  en materia  migratoria,  y  regula  un caso muy
excepcional. La obligación de reconducción, a costo de las empresas de transporte
aéreo o  marítimo,  surge al  momento  del  embarcar  a una persona cuyo ingreso
hubiera  sido  rechazado  previamente  por  la  Policía  de  Investigaciones,  no  al
momento de la compra del billete de pasaje.

No se está exigiendo a las empresas de transporte aéreo o
marítimo que realicen la acreditación del cumplimiento de los requisitos de ingreso,
sino solamente chequear que los pasajeros cuenten con la autorización de la PDI.

Hizo presente que por la vía reglamentaria se establecerán
los  mecanismos de  control  de  ingreso,  lo  que mayoritariamente  se darán  en el
terminal de Santiago, sin perjuicio de los vuelos provenientes de Tahití.

El  diputado  Campos  indicó  que  la  responsabilidad  y  los
mecanismos  de  control  debieran  quedar  estipulados  en  la  ley,  más  allá  del
reglamento. Señaló la importancia de que la información esté actualizada. Relacionó
esta norma con el registro y monitoreo que mantendrá la Gobernación Provincial,
indicado en el artículo 16.

El diputado Vallespín indicó que la aplicación de la norma es
diferente de si es extranjero o nacional. Consultó cuán coherente es esta disposición
con la normativa relacionada a la protección de datos de carácter personal.

La abogada del Ministerio, señora Villablanca, manifestó
que  el  registro  y  control  por  parte  de  la  PDI  está  contemplado,  tal  como  se
desprende del  informe financiero  del  proyecto de ley.  Estimó necesario  que,  vía
reglamentaria, se regule el detalle de esta materia para asegurar la flexibilidad de la
normativa.

En  el  caso  de  los  residentes,  actualmente  ya  existe
información por parte de las empresas de transporte aéreos. Estimó que no debiera
haber problemas en el flujo de información.

Agregó que, entre los requisitos de ingreso, el proyecto de
ley  exige  contar  con  pasaje  de  regreso,  lo  que  permitiría  que  la  obligación  de
reconducción se satisfaga adelantando el uso de pasaje de regreso.

Por último, indicó que el control de los flujos de personas se
podrá analizar en coordinación con otros servicios, como la Dirección General de
Aeronáutica Civil.

El  Subsecretario  de  Desarrollo  Regional  y
Administrativo, señor Cifuentes, indicó que hay que resguardar ciertos bienes y la
coherencia de la ley. Para tener control hay que tener registros, tal como se hace en
materia de migraciones.  Una empresa que incumple  el  registro  debe responder,
pero para ello se requiere tener conocimiento ex ante de la información.

La  ley  establecerá  los  principios  generales  y  luego  el
reglamento deberá regular el detalle de la normativa.

Recogiendo  lo  señalado,  manifestó  que  habría  que
establecer  una redacción  que  permita  administrar  las  restricciones  que  surjan a
partir de los estudios de carga, en términos de la cantidad de personas que puedan
ingresar al territorio especial.
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Puesto en votación,  el  artículo  fue rechazado por la
unanimidad  de  los  diputados  presentes  (8)  señora  Molina  y  señores  Campos,
Chavez, Meza, Pérez Lahsen, Rathgeb, Sandoval y Vallespín.

Artículo nuevo

La diputada Molina y el diputado González presentaron una
indicación para incorporar el siguiente artículo 12, pasando el actual 12, a ser 13,
y así sucesivamente:

“Artículo  12.  Tasa  de  Ingreso.  Todas  las  personas  que
ingresen al territorio especial deberán pagar una tasa de ingreso, exceptuando las
pertenecientes  al  pueblo  rapa  nui,  su  cónyuge,  conviviente  civil  o  de  hecho,  y
quienes se encuentren en alguna de las situaciones previstas en los artículos 5° y 6°
de esta ley. Un reglamento determinará el monto y la forma de pago.”

La diputada Molina y los diputados Morales, Leopoldo Pérez
y Sandoval presentaron una indicación para agregar al artículo 12 nuevo propuesto,
los siguientes incisos segundo y tercero:

“Esta tasa será cobrada y administrada por el municipio local
y tendrá como único objeto la conservación ambiental,  así  como la protección y
cuidado del patrimonio cultural de la Isla.

La Municipalidad tendrá a su cargo la elaboración de planes
y programas tendientes a cumplir estos objetivos, los cuales deberán ser aprobados
anualmente por el concejo municipal.”

La diputada Molina estimó conveniente proponer esta tasa
para el ingreso a la Isla, tal como se efectúa en otras experiencias comparadas,
pese a ello, reconoció su falta de iniciativa legislativa en esta materia y que la tasa
no fue materia de la consulta indígena con el fin de dar celeridad a esta regulación.

El diputado Sandoval expresó que debe atenderse que este
es un territorio especial, sometido a una alta vulnerabilidad y afectación ambiental;
consultó por qué no establecer la tasa con la única finalidad de que sea destinada a
la conservación ambiental, protección y cuidado del patrimonio cultural. Distinguió
entre tasa de ingreso a la Isla con la de ingreso al Parque Nacional.

El jefe de la División Regional, señor Rodrigo, manifestó
que  la  imposición  de  tributos  es  de  iniciativa  exclusiva  del  Presidente  de  la
República conforme a la Constitución Política, y reafirmó que la tasa no fue materia
de la consulta indígena.

Señaló que más del 50% de la Isla de Pascua es Parque
Nacional,  actualmente coadministrado por la  Conaf  y por la agrupación indígena
Comunidad Ma´u Henua, y se refirió al aumento de las tarifas recientemente en la
Isla, los que serán invertidos en el territorio especial,  de acuerdo al  compromiso
presidencial.

Ambas indicaciones fueron declaradas inadmisibles.

Título IV
Instrumentos de gestión de la capacidad de carga demográfica
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El  jefe  de  la  División  de  Desarrollo  Regional,  señor
Rodrigo  Suazo,  expresó  que  el  proyecto  de  ley  contempla  los  siguientes
instrumentos de gestión de capacidad de carga demográfica, CCD.

El proceso se inicia con el estudio de gestión de CCD,
del cual deriva el plan de gestión, el decreto de que establece la capacidad de carga
y la posterior dictación de los decretos de latencia y saturación.

El  estudio  de  gestión  tiene  una  duración  de
ocho años y tiene por objeto establecer un modelo de capacidad de carga para el
territorio y debe tener en consideración las características ambientales, así como las
condiciones  geográficas,  demográficas,  culturales,  usos  de  suelo  actuales  y
potenciales,  disposición  de  residuos  y  demás  pertinentes  y  deberá  considerar
especialmente los niveles de flujo permanente y transitorio que el territorio especial
puede soportar en un determinado período de tiempo.

Por su parte, el decreto que establece la capacidad de carga
demográfica  tiene  una  vigencia  de  cuatro  años  y  deberá  ser  firmado  por  los
Ministros del Interior y Seguridad Pública y del Ministro del Medio Ambiente. Este
decreto fijará la capacidad de carga demográfica del territorio especial por períodos
de tiempo determinado, y se fundamentará en el estudio de gestión. Podrá dictarse
uno nuevo renovarse. La revisión puede ser solicitada por el Consejo de Gestión de
Carga Demográfica.

El plan de gestión de carga es elaborado por el Ministerio del
Interior  Y  seguridad  Pública  y  se  aprobará  mediante  decreto  supremo.  El  plan
deberá determinar un conjunto de oolíticas públicas destinadas a velar porque la
capacidad  de  carga  demográfica  del  territorio  no  se  superada.  Este  plan  es
vinculante la municipalidad y para todos los ministerios, servicios públicos y demás
órganos  de  la  administración  del  Estado,  Asimismo,  deberán  participar  en  su
elaboración  todas  aquellas  reparticiones  públicas  que,  en  atención  a  sus
competencias, resulte pertinente convocar.

 EL decreto que establece la  latencia  y  el  que declare la
saturación tiene una vigencia de un año prorrogable.

Se dictará un decreto de latencia ý uno de saturación
cuando se advierta que se ha superado la capacidad de demográfica fijada para la
latencia o para la saturación establecida en el decreto que fijo la capacidad de carga
demográfica.

Ante  consultas  sobre  los  plazos  contemplados  para  los
diversos instrumentos de gestión, el jefe de la División Regional dijo que el decreto
se extenderá por 4 años; también el plan de gestión durará 4 años y el estudio se
efectuará cada 8 años.

La diputada Girardi consultó cuáles son los insumos para la
elaboración de un plan de gestión luego de 4 años de vigencia del estudio de carga,
si tendrá como base y fundamento el mismo estudio del plan de gestión anterior.

En el mismo sentido, el diputado Vallespín consultó si dicho
plazo no sería muy extenso para evitar que cualquier daño que pudiera generarse
fuera irreversible.

El jefe de la División Regional estimó razonable los 8 años
para  el  estudio  de  carga  por  las  diversas  variables  e  instrumentos  (datos  y
estadísticas provenientes de diversos órganos de la Administración, datos sobre el
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desarrollo  económico,  entre  otros)  que  deben  incorporarse  al  desarrollar  este
modelo, y en consideración a que los aspectos administrativos alcanzan los 2 años.
El modelo no es una foto, es flexible, se va retroalimentando con información.

En la misma línea, la Jefa de la Oficina Evaluación Ambiental
del  Ministerio  del  Medio  Ambiente,  señora  Claudia  Bruna,  indicó  que  el  modelo
entregará información en forma permanente, lo que permitiría adoptar un plan de
gestión en base a información que se proporcionará periódicamente.

El  diputado  Godoy  explicó  que  el  primer  plan  de  gestión
comprenderá variables que sirven de línea de base, el segundo, abarcará variables
que requieren irse retroalimentando constantemente.

Párrafo 1°
Decreto que establece la capacidad de carga demográfica

Artículo 12, que pasaría a ser 11.

Decreto que establece la capacidad de carga demográfica.
Mediante decreto supremo expedido a través del Ministerio del Interior y Seguridad
Pública,  suscrito  además  por  el  Ministro  de  Medio  Ambiente,  se  determinará  la
capacidad  de carga demográfica  del  territorio  especial  en  periodo  de  latencia  y
saturación. Dicho acto deberá fundarse en el estudio de gestión de la capacidad de
carga demográfica establecido en el artículo 14, y deberá considerar los informes
emitidos por los órganos de la Administración del Estado con competencia en la
materia.

El decreto que establece la capacidad de carga demográfica
se publicará en el Diario Oficial y se difundirá a través de los demás mecanismos
que el mismo prescriba.

Respondiendo a las consultas del diputado Sandoval, el jefe
de la División Regional, señor Rodrigo Suazo, se refirió a las diversas instancias que
configuran el estudio de capacidad de carga.

El  diputado  Vallespín  presentó  una  indicación  para
reemplazar la expresión “se determinará” por “se establecerá”, pues este último
término se efectúa en consideración a la información y antecedentes que se posee;
en cambio, la “determinación” ya casi no se utiliza en las decisiones sobre espacios
geográficos y territoriales.

En votación,  el  artículo con la indicación fue aprobado
por la unanimidad de los presentes (7)  señora Molina y señores Godoy,  Melo,
Morales, Pérez Lahsen, Sandoval y Vallespín.

Artículo 13, que pasaría a ser 12.

Vigencia y revisión del Decreto que establece la capacidad
de carga demográfica. El decreto que establece la capacidad de carga demográfica
deberá dictarse cada cuatro años.

Sin perjuicio de lo anterior,  el  Consejo a que se refiere el
artículo 24 podrá solicitar, de manera fundada, al Ministerio del Interior y Seguridad
Pública,  la  revisión  total  o  parcial  de  sus  disposiciones,  cuando  los  hechos  o
antecedentes que sirvieron de fundamento para el mismo hayan sufrido alteraciones
significativas.
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En votación, el artículo fue aprobado por la unanimidad
de los presentes (9)  señoras Girardi  y  Molina  y  señores Godoy,  Melo,  Morales,
Pérez Lahsen, Sandoval, Urízar y Vallespín.

Con  posterioridad,  se  acordó  reabrir  el  debate de  este
artículo, para proceder a la votación de la indicación de la diputada Girardi, al inciso
segundo,  para  intercalar  entre  las  palabras  “revisión”  y  “total”  la  expresión  “y
modificación”.

Se  estimó  que  la  norma  no  solo  debe  comprender  la
posibilidad de “revisar” sino también la de “modificar” sus disposiciones. El jefe de la
División Regional concordó con el planteamiento. 

Puesto  en  votación,  el  artículo  con  la  indicación  antes
señalada,  fue  aprobado  por  unanimidad,  por  los  mismos  participantes  en  la
votación anterior.

Artículo 14, que pasaría a ser 13.

Estudio de gestión de la capacidad de carga demográfica. El
Ministerio  del  Interior  y  Seguridad  Pública  deberá  realizar,  cada  ocho  años,  un
estudio de gestión de la capacidad de carga demográfica, que podrá ser elaborado
en conjunto con otros órganos de la Administración del Estado y/o de acuerdo a las
normas de la ley N° 19.886 de Bases sobre Contratos Administrativos de Suministro
y Prestación de Servicios. En cualquier  caso, en la elaboración de dicho estudio
deberá considerarse la  participación  de contrapartes técnicas,  en atención a  las
capacidades locales existentes en el territorio especial. 

Este instrumento deberá establecer una fórmula para realizar
los cálculos de capacidad de carga demográfica a que se refiere el artículo anterior.
Para  ello,  considerará  las  características  ambientales  del  territorio  especial,  y
también  las  condiciones  geográficas,  demográficas,  culturales,  usos  de  suelo
actuales y potenciales, disposición de residuos y demás pertinentes; así como los
niveles de flujo permanente y transitorio que el territorio especial puede soportar en
un determinado periodo de tiempo, entre otras consideraciones.

Se presentaron las siguientes indicaciones:

1. De los diputados Chávez, González, Morales, Sandoval y
Vallespín,  para reemplazar, en el inciso primero, la frase “cada ocho años” por
“cada cuatro años”.

2.  De  la  diputada  Girardi,  para  reemplazar,  en  el  inciso
segundo, la frase  “así como los niveles de flujo permanente y transitorio” por la
siguiente “así como los niveles de flujo y actividades económicas permanentes y
transitorias” 

Sobre su indicación la diputada Girardi explicó que el estudio
de  carga  debe  considerar  también  las  actividades  económicas  permanentes  y
transitorias.

El  diputado  Vallespín  no  compartió  esta  última  indicación,
pues  el  proyecto  de  ley  busca  limitar  la  carga  demográfica  para  generar  un
desarrollo sustentable y no está destinado a restringir las actividades económicas.

El jefe de la División Regional manifestó que el modelo del
estudio de carga contiene subsistemas referidos al desarrollo económico.

Sometida a votación, la indicación N° 1 fue rechazada por
cinco votos en contra (5 de 8) de la señora Molina y de los señores Godoy, Melo,
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Pérez Lahsen y Urízar; y tres abstenciones (3 de 8) de la señora Girardi y de los
señores Sandoval y Vallespín.

Puesta en votación,  la indicación N° 2 fue rechazada por
tres votos a favor (3 de 8) de la señora Girardi y de los señores Melo y Urízar; tres
votos en contra (3 de 8) de los señores Godoy, Pérez Lahsen y Sandoval; y dos
abstenciones (2 de 8) de la señora Molina y del señor Vallespín.

En votación, el artículo fue aprobado por la unanimidad
de los presentes (8) señoras Girardi y Molina y señores Godoy, Melo, Pérez Lahsen,
Sandoval, Urízar y Vallespín.

Artículo 15, que pasaría a ser 14.

Plan de gestión de la capacidad de carga demográfica. El
Ministerio  del  Interior  y  Seguridad  Pública  elaborará y  aprobará,  a través de un
decreto  supremo,  un  Plan  de gestión  de  la  carga demográfica  para  el  territorio
especial,  mediante  el  cual  se  determinarán  el  conjunto  de  políticas  públicas
destinadas a velar porque la capacidad de carga demográfica del territorio especial
en periodo de latencia y saturación no sea superada. El Plan deberá considerar los
resultados del estudio de gestión de capacidad de carga demográfica vigente.

Deberán participar en su elaboración todos aquellos órganos
de  la  Administración  del  Estado  que,  en  atención  a  sus  competencias,  resulte
pertinente  convocar,  y  especialmente  el  Ministerio  de  Desarrollo  Social  y  el
Ministerio del Medio Ambiente. 

El  Plan tendrá una vigencia  de cuatro años,  pudiendo ser
revisado  al  segundo  año,  y  será  vinculante,  en  lo  que  corresponda,  para  la
municipalidad, ministerios, servicios públicos y demás órganos de la administración
del  Estado  que  operen  en  Isla  de  Pascua,  quienes  deberán  informar
semestralmente acerca del nivel de cumplimiento de las acciones contenidas, dentro
del ámbito de sus competencias.

Se presentaron las siguientes indicaciones:

1.  De  la  diputada  Molina  y  de  los  diputados  Chávez,
González y Vallespín,  para intercalar, en el inciso segundo,  entre “Ministerio del
Medio Ambiente” y el  punto final  lo siguiente:  “y la  Municipalidad de Isla de
Pascua”

Luego de intercambiar opiniones, se expresó que si bien al
efectuar la referencia a “los órganos de la Administración del Estado” quedan todos
comprendidos, se quiere realzar la participación del municipio.

2.  De los diputados Morales y Sandoval, para reemplazar,
en el inciso tercero, la palabra “pudiendo”, por “debiendo”.

Se estimó que la revisión del plan de gestión al segundo año
es  un  imperativo  y  no  se  debe  establecer  como  una  sugerencia.  El  jefe  de  la
División Regional manifestó que mantiene la redacción inicial.

El Presidente en uso de sus facultades declaró inadmisible la
indicación número 2. Cuestionada la declaración de inadmisibilidad y sometida a
votación, se mantuvo por mayoría de votos.
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Puesto en votación,  el artículo con la indicación N°1 fue
aprobado  por  la  unanimidad de  los  presentes  (8)  señoras  Girardi  y  Molina  y
señores Godoy, Melo, Pérez Lahsen, Sandoval, Urízar y Vallespín.

Artículo nuevos, que pasarían a ser 15 y 16, respectivamente.

La  diputada  Molina  y  los  diputados  Campos,
Chávez, Meza y Sandoval presentaron indicación  para incorporar los siguientes
artículos:

“Artículo 15.  Del  ingreso al  Parque Nacional  Rapa Nui:  El
número de visitas que reciba el Parque Nacional Rapa Nui deberá ajustarse a lo que
determinen los instrumentos de gestión de capacidad de carga demográfica y el
decreto supremo a que se refiere el artículo 12 para el territorio especial.”

“Artículo 16. Operaciones de transporte: Con la finalidad de
velar para que la capacidad de carga demográfica del territorio no sea superada,
aquellos  órganos de la  Administración  del  Estado con competencia  en materias
relacionadas  a  la  operación  de  las  empresas  de  transporte  marítimo  o  aéreo
deberán observar especialmente lo establecido en los instrumentos de gestión de la
capacidad de carga demográfica y del decreto supremo a que se refiere el artículo
12.”

El Jefe de la División de Desarrollo Regional, manifestó que
ambos artículos nuevos recogen las inquietudes planteadas, especialmente por la
diputada Girardi, en orden a que es necesario regular el ingreso de pasajeros a la
Isla.

Sometidos a votación,  los artículo fueron aprobados  por
siete votos a favor (7 de 9) de la  señora Molina  y de los señores Campos (en
reemplazo del diputado González), Chávez, Meza, Rathgeb, Sandoval y Vallespín; y
dos abstenciones (2 de 9) de los señores Morales y Leopoldo Pérez.

Párrafo 2°
Registro y monitoreo

Artículo 16, que pasaría a ser 17.

Registro y monitoreo. La Gobernación Provincial de Isla de
Pascua monitoreará y mantendrá un registro de los flujos de ingreso y salida de
personas y su permanencia en el territorio especial. Las estadísticas actualizadas de
este  registro  deberán  ser  informadas  cada  dos  meses  al  Consejo  de  Carga
Demográfica que trata esta ley y a la Comisión de Desarrollo de Isla de Pascua. 

Un  reglamento  expedido  por  el  Ministerio  del  Interior  y
Seguridad  Pública  fijará  las  normas  relativas  a  la  administración  del  registro,  al
tratamiento de la información y a todas aquellas normas necesarias para su correcto
funcionamiento.

La  diputada  Molina  y  los  diputados  Chávez,  González,
Morales,  Sandoval  y  Vallespín,  formularon indicación  para  reemplazar el  inciso
primero, por el siguiente:

“Artículo  16. “Registro  y  monitoreo.  La  Gobernación
Provincial  de  Isla  de  Pascua  será  la  responsable  de  monitorear  y  mantener
actualizado un registro de flujos de ingreso y salida de personas y su permanencia
en el territorio especial, las cuales deberán ser informadas cada dos meses a la
Municipalidad de Isla de Pascua, al Consejo de Carga Demográfica que trata esta
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ley, a la Comisión de Desarrollo de Isla de Pascua, o a cualquier otra autoridad que
determine pertinente”.

El diputado Sandoval señaló que la indicación busca ampliar
los organismos que deberán ser informados de acuerdo a este artículo.

El  jefe  de  la  División  Regional  estimó  relevante  que  se
mantenga  la  actividad  de  “monitorear”  e  indicó  que  el  alcalde  es  miembro  del
Consejo de Carga Demográfica, por lo que estaría informado de primera fuente, sin
necesidad de que fuera nombrado expresamente en este artículo.

La  diputada  Girardi  expresó  que  el  alcalde  no  es  el
municipio,  pues  faltaría  informar  al  Concejo  Municipal,  por  lo  que  no  sería
redundante agregar la referencia a la municipalidad.

Puesto  en  votación,  el  artículo  con  la  indicación  fue
aprobado  por  la  unanimidad de  los  presentes  (8)  señoras  Girardi  y  Molina  y
señores Godoy, Melo, Pérez Lahsen, Sandoval, Urízar y Vallespín.

Párrafo 3°
Declaración de Latencia

Artículo 17, que pasaría a ser 18.

Declaración  de  latencia.  Cuando  se  advierta  que  se  ha
superado la capacidad de carga demográfica fijada para la latencia en el decreto
señalado en el artículo 12, la Gobernación Provincial de Isla de Pascua informará al
Ministerio del Interior y Seguridad Pública, el que a través de un decreto supremo,
declarará la latencia del territorio especial.

La declaración de latencia producirá los efectos temporales a
que se refiere el artículo siguiente. A falta de regla expresa, el estado de latencia
tendrá una vigencia de un año, y será prorrogable de manera sucesiva mientras
duren las circunstancias fundantes. En cualquier caso, este plazo y sus prórrogas no
podrán superar la vigencia del decreto a que hace referencia el artículo 12°.

Se presentaron las siguientes indicaciones:

1. De los diputados Morales y Sandoval, para intercalar, en
el inciso primero, entre las frases “Isla de Pascua”  e “informará al  Ministerio”,  lo
siguiente: “en un plazo no superior a las cuarenta y ocho horas desde que se
advierta que se ha superado la capacidad a que se refiere este artículo”.

2.  De  la  diputada  Molina  y  de  los  diputados  Chávez,
González, Morales, Sandoval y Vallespín, para  intercalar en el inciso primero del
artículo 17 entre las expresiones “Isla de Pascua” e “informará”, la siguiente frase:
“, en un plazo no superior a 48 horas,”.

La  diputada  Molina  expresó  que  dada  la  relevancia  de  la
materia, la indicación busca establecer un plazo para que la Gobernación Provincial
informe. El diputado Vallespín se pronunció en el mismo sentido. 

La abogada del Ministerio del Interior señaló que comprende
el objetivo de tales indicaciones, sin perjuicio de ello, estimó que las mediciones que
se realizarán serán en tiempos prolongados, por lo que este plazo perdería sentido.
Sería  difícil  identificar  el  hito  desde  donde  considerarlo,  pues,  podrían  existir
momentos puntuales en los que aumentará el flujo de turismo, por ejemplo, durante
la festividad de la Tapati, pero no necesariamente implicarán una tendencia.
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El diputado Godoy estimó que no se debieran hacer nunca
excepciones, independiente de la fecha que se trate. Cuando se fija la capacidad de
carga, superarla implicaría una repercusión negativa sobre el medio ambiente en
sentido amplio. La diputada Girardi se pronunció en el mismo sentido.

El diputado Vallespín expresó que las autoridades deberán
aplicar  criterio  y  las  competencias  pertinentes  para  informar  en  el  menor  breve
plazo, más allá del momento coyuntural.

Puesto en votación,  el artículo con la indicación N° 2 fue
aprobada por siete votos a favor (7 de 8) de las señoras Girardi y Molina y señores
Melo, Pérez Lahsen, Sandoval, Urízar y Vallespín; y la abstención (1 de 8) del señor
Godoy.

En consecuencia,  la indicación N°1 se dio por rechazada
reglamentariamente.

Artículo 18, que pasaría a ser 19.

Efectos temporales originados por la declaración de latencia.
En virtud de la declaración de latencia, se producirán los siguientes efectos: 

a) Las personas que hubieren ingresado al territorio especial
de conformidad a lo establecido en el artículo 5°, no podrán celebrar contratos de
trabajo ni ejercer actividades económicas de manera independiente, de acuerdo con
lo  dispuesto  en la  letra f)  del  artículo 6.  Tampoco se admitirá  invocar  la  causal
dispuesta en dicho literal, para el ingreso de otras personas a la Isla.

b) Los trabajadores contratados a plazo fijo deberán hacer
abandono del territorio especial una vez vencido éste y no podrán celebrar un nuevo
contrato, prorrogar los que se encontraren vigentes, ni ejercer nuevas actividades
económicas de manera independiente en la Isla. 

c)  Los  padres  e  hijos  mayores  de  edad  de  las  personas
habilitadas en las letras b), c), d), e), f) y g) del artículo 6° que ingresen al territorio
especial  en  periodo  de  latencia,  no  podrán  permanecer  por  sobre  el  plazo
establecido  en  el  artículo  5°,  salvo  que  exista  una  relación  de  dependencia
acreditada de acuerdo al reglamento. 

d)  Los  padres  e  hijos  mayores  de  edad  del  cónyuge,
conviviente civil o de hecho de una persona perteneciente al pueblo Rapa Nui que
ingresen al territorio especial una vez declarada la latencia, no podrán permanecer
por sobre el plazo establecido en el artículo 5°, salvo que exista una relación de
dependencia acreditada de acuerdo al reglamento.

Se presentaron las siguientes indicaciones:

1.  De los señores Chávez, González y Vallespín,  a la letra
a), para  incorporar entre  las  expresiones  “no  podrán”  y  “celebrar”  la  frase
“permanecer en el territorio especial por un plazo superior a cinco días, el cual será
improrrogable ni podrá”.

2. De los diputados Chávez, González y Vallespín, a la letra
b), para incorporar entre la palabra “éste” y la conjunción “y” la frase “y dentro de
cinco días”
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3. De la diputada Molina y de los diputados Godoy,  Melo,
Pérez  Lahsen  y  Sandoval,  a  la  letra  c),  para  suprimir  las  referencias a  las
personas habilitadas en las letras d) y g).

El jefe de la División Regional indicó que la aprobación del
nuevo inciso final del artículo 5°, haría improcedente la letra a) de este artículo, sin
perjuicio de señalar que no comparte tal proposición.

El  diputado  Godoy  consultó  sobre  la  letra  b),  si  no
convendría  establecer  criterios  de  flexibilidad  para  el  caso  de  vencimiento  de
contratos a plazo fijo o por obra o faena.

El  asesor del  Ministerio  del  Medio Ambiente,  señor Álvaro
Durán, explicó que los contratos y, en subsidio, la legislación laboral comprenden
mecanismos frente a las hipótesis de caso fortuito o fuerza mayor.

Ante las consultas de la diputada Girardi sobre la letra c), la
asesora del Ministerio del Interior señaló que el reglamento se referirá a la forma de
acreditación de la relación de dependencia.

Se acordó votar el artículo por letras.

En votación, la letra a) fue rechazada por la unanimidad
de los presentes (8) señoras Girardi y Molina y señores Godoy, Melo, Pérez Lahsen,
Sandoval, Urízar y Vallespín.

En consecuencia, la indicación N° 1 se dio por rechazada
reglamentariamente.

En votación,  la  indicación  N°  2  fue  rechazada por  dos
votos a favor (2 de 8) de la señora Girardi y del señor Sandoval; y seis abstenciones
(6  de  8)  de  la  señora  Molina  y  señores  Godoy,  Melo,  Pérez  Lahsen,  Urízar  y
Vallespín.

Sometidas a votación, el  artículo 18, letras b), c) con  la
indicación 3, y d) fue aprobado por la unanimidad de los presentes (8) señoras
Girardi  y  Molina  y  señores  Godoy,  Melo,  Pérez  Lahsen,  Sandoval,  Urízar  y
Vallespín.

Párrafo 4°
Declaración de Saturación

Artículo 19, que pasaría a ser 20.

Declaración  de saturación.  Cuando  se advierta  que se ha
superado la capacidad de carga demográfica fijada para la saturación en el decreto
señalado en el artículo 12, la Gobernación Provincial de Isla de Pascua √ informará
√  al  Ministerio  del  Interior  y  Seguridad  Pública,  el  que  a  través  de  un  decreto
supremo, declarará la saturación del territorio especial.

La  declaración  de  saturación  producirá  los  efectos
temporales a que se refiere el artículo siguiente. El estado de saturación tendrá una
vigencia  de  un  año  prorrogable  de  manera  sucesiva  mientras  duren  las
circunstancias fundantes y no podrá superar la vigencia  del  decreto a que hace
referencia el artículo 12.

Se presentaron las siguientes indicaciones:
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1.  De los diputados Morales y Sandoval,  al inciso primero,
para  intercalar  entre  las  frase  “Isla  de  Pascua”  e  “informará  al  Ministerio”,  la
siguiente oración “en un plazo no superior a las cuarenta y ocho horas desde que se
advierta que se ha superado la capacidad a que se refiere este artículo”.

2.  De la diputada Molina y del diputado González, al inciso
primero, para intercalar entre las frases “Isla de Pascua” y “informará al Ministerio”,
la frase “, en un plazo no superior a cuarenta y ocho horas,”

3. De los diputados Chávez, González y Vallespín, al inciso
primero, para intercalar entre las palabras “informará” y “al Ministerio”, la frase “,
en el plazo de cuarenta y ocho horas,”

Puesto en votación, el  artículo con  la indicación N° 2 fue
aprobada por siete votos a favor (7 de 8) de las señoras Girardi y Molina y de los
señores Melo, Pérez Lahsen, Sandoval, Urízar y Vallespín, y la abstención (1 de 8)
del señor Godoy.

En  consecuencia,  las  indicaciones  números  1  y  3  se
dieron por rechazadas reglamentariamente.

Artículo 20, que pasaría a ser 21.

Efectos  temporales  originados  por  la  declaración  de
saturación.  El  decreto que declare la saturación del territorio especial  de Isla de
Pascua, producirá los siguientes efectos, los que serán adicionales a los prescritos
en el decreto que declara la latencia: 

a)  Reducir  el  plazo establecido en el  artículo  6  relativo  al
tiempo para hacer abandono del territorio especial,  de las letras a), f) y g), a un
máximo de treinta días.

b) Fijar un plazo máximo de permanencia menor al indicado
en el artículo 5°, que en ningún caso podrá ser inferior a siete días. 

Estas medidas se aplicarán proporcionalmente considerando
la magnitud de la superación de la capacidad de carga establecida en el Decreto
respectivo y los efectos sociales y económicos que las medidas generarán.

Se presentaron las siguientes indicaciones: 

1.  De  los  diputados  Chávez,  González  y  Vallespín,  para
reemplazar, en la letra a), la cifra “treinta” por “cinco” 

2.  De  la  diputada  Girardi  y  del  diputado  González,  para
reemplazar, en la letra a), la cifra “treinta” por “quince”.

3.  De  la  diputada  Molina  y  de  los  diputados  Chávez,
González y Vallespín, a la letra b) para sustituir la palabra “inferior” por “superior”.

La diputada Molina expresó que el objetivo de su indicación
es limitar el plazo de permanencia lo máximo posible en caso de que se decrete
estado de saturación.

La diputada Girardi concordó con lo señalado y expresó que
si en los períodos en que no se ha decretado estado de latencia o de saturación se
estableció un plazo de permanencia o de abandono de la Isla de 30 días, con mayor
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razón debiera limitarse en caso de que se decrete la saturación. La saturación de
enmarca  en  un  proceso  y  no  de  un  minuto  a  otro.  El  diputado  González  se
pronunció en el mismo sentido.

El diputado Morales consultó el fundamento para estipular el
plazo de 30 días en este artículo.

El jefe de la División de Desarrollo Regional, señor Rodrigo
Suazo, explicó que en relación a las dos primeras, el plazo de 30 días contemplado
del artículo 5 es la regla general establecido en el proyecto de ley y, a su juicio,
menos que eso no sería razonable en atención a múltiples aspectos que se deberán
considerar,  entre  ellos, por  la  existencia  de  relaciones  familiares,  de  trabajo,
contractuales,  administrativos  y  logísticos  operativos  -como  las  dificultades  de
compra de pasajes aéreos. Precisó que se refiere a días corridos. Sin
embargo, se allanó a lo planteado en la última.

El diputado Sandoval estimó razonable las fundamentación
del  Ejecutivo,  pues  un  plazo  inferior  pudiera  estimarse  casi  como  una  pena  o
condena al visitante.

El diputado Meza estimó que el plazo propuesto fue fruto de
consensos.

Sometida a votación, la indicación N° 1 fue rechazada por
seis votos en contra (6 de 8) de la señora Molina, y de los señores Melo, Meza,
Morales, Leopoldo Pérez y Sandoval;  y dos votos a favor (2 de 8) de la señora
Girardi y del señor González.

Puesta en votación,  la indicación N° 2 fue rechazada por
cuatro votos a favor (4 de 8) de la señora Girardi y de los señores González, Melo y
Meza;  tres votos en contra  (3 de 8)  de los  señores Morales,  Leopoldo  Pérez y
Sandoval; y la abstención (1 de 8) de la señora Molina.

En  votación,  el  artículo  con  la  indicación  N°  3  fue
aprobado por  la  unanimidad  de los  presentes  (8)  señoras  Girardi  y  Molina,  y
señores González, Melo, Meza, Morales, Leopoldo Pérez y Sandoval.

Artículo 21, que pasaría a ser 22.

Obligación  de  las  empresas  de  transporte  de  pasajeros.
Declarado el estado de saturación, las empresas marítimas o aéreas de transporte
de pasajeros deberán adecuar la oferta de su servicio de forma tal que la estadía de
los usuarios en Isla de Pascua no supere el periodo de tiempo fijado por el decreto,
en virtud de lo establecido en la letra b) del artículo anterior. La medida no afectará
a los pasajeros que hubieren adquirido su billete de pasaje con anterioridad a la
vigencia de la resolución.

Respondiendo  a  una  consulta,  el  jefe  de  la  División  de
Desarrollo Regional, señor Rodrigo Suazo, precisó que el control del ingreso de las
personas se efectuará en el lugar de origen, es decir, en Santiago, salvo en caso de
aquellos vuelos o medios de transporte que provengan de otros países, como Tahití.
Ello quedará descrito vía reglamento.

En votación,  el artículo fue aprobado por la unanimidad
de los presentes (8) señoras Girardi  y Molina, y señores González, Melo, Meza,
Morales, Leopoldo Pérez y Sandoval.
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Título V
De los organismos responsables

Párrafo 1°
Ministerio del Interior y Seguridad Pública

Artículo 22, que pasaría a ser 23.

Funciones y atribuciones.   Corresponderá al  Ministerio  del
Interior y Seguridad Pública, a través de la Gobernación.

a) Recibir los avisos de término de contrato por parte de los
empleadores, de acuerdo a lo previsto en el artículo 6;

b)  Recibir  autodenuncias  y  denuncias  del  Consejo  de
Gestión de Carga Demográfica, respecto de aquellas personas que se encuentren
en infracción de la ley;

c) Otorgar la prórroga establecida en el artículo 5°, cuando
corresponda;

d) Aplicar las sanciones establecidas en el Título VI de esta
Ley, cuando corresponda;

e) Administrar el registro a que se refiere el artículo 16;

f)  Realizar  el  monitoreo  de  los  flujos  de  personas,  de
conformidad con lo señalado el artículo 16;

g)  Supervigilar  el  cumplimiento  de  esta  ley.  Lo  anterior
procederá  sin  perjuicio  de  las  atribuciones  que  se  le  otorgan  a  la  Policía  de
Investigaciones de Chile, y

h) Ejercer las demás funciones y atribuciones que establezca
la ley.

-  La diputada  Molina  y los  diputados  Chávez,  González  y
Vallespín, presentaron indicación a la letra a) para anteponer a la frase “Recibir los
avisos” las palabras “Solicitar y”.

La  diputada  Molina  sostuvo  que  es  relevante  ampliar  la
facultad de la autoridad no solo a “recibir los avisos de término de contrato” sino
también a “solicitarlos”.

El jefe de la División de Desarrollo Regional, señor Rodrigo
Suazo, explicó que el proyecto de ley ya resuelve las inquietudes planteadas en la
indicación en el artículo 49, al indicar que la Gobernación puede proceder de oficio. 

El citado artículo se refiere al procedimiento: “El ejercicio de
la potestad sancionatoria de la presente ley se regirá conforme a las reglas de este
artículo:

1. El procedimiento se iniciará por la Gobernación Provincial
de Isla de Pascua, de oficio, por auto denuncia del infractor, o por denuncia fundada
del Consejo de Gestión de Carga Demográfica, ante ésta (…)
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En caso que el procedimiento se inicie a través de denuncia
del Consejo, ésta deberá contener una descripción clara y detallada de los hechos
concretos que la motivan (…)

El Gobernador dará curso a esta denuncia, sólo si cumple
con los requisitos señalados en el inciso precedente. De lo contrario, será declarada
inadmisible y se procederá a su archivo mediante resolución fundada, sin perjuicio
de su facultad de proceder de oficio. Declarada admisible la denuncia se procederá
conforme al número 3 de este artículo.”

La diputada Girardi observó que artículo 49 se refiere a la
potestad  sancionatoria,  en  cambio  este  artículo  remite  a  la  posibilidad  de  la
autoridad  de solicitar  y  recibir  los  avisos  de  términos  contratos.  Indicó  que  son
hipótesis diferentes.

El jefe de la División de Desarrollo Regional, señor Rodrigo
Suazo,  rebatió que la facultad referida a los avisos de término de contrato tiene
como finalidad observar el cumplimiento de la normativa y, en su defecto, aplicar
sanciones.  De todos modos,  no tendrían inconvenientes para que incorporara la
facultad.

Puesto  en votación,  el  artículo  con  la  indicación  fue
aprobado por  la  unanimidad de  los  presentes  (8)  señoras  Girardi  y  Molina,  y
señores González, Melo, Meza, Morales, Leopoldo Pérez y Sandoval.

Párrafo 2°
Policía de Investigaciones de Chile

Artículo 23, que pasaría a ser 24.

Funciones. Corresponderá a la Policía de Investigaciones de
Chile:

a) Verificar el cumplimiento de los requisitos de ingreso a Isla
de Pascua, cuando se cumplan con los supuestos establecidos en la presente ley.

b) Fiscalizar el cumplimiento de esta ley en el ejercicio de
sus atribuciones, y en coordinación, en lo que corresponda, con la Gobernación. 

c) Entregar periódicamente a la Gobernación la información
relativa al registro señalado en el artículo 16, de acuerdo a lo que establece la ley y
el reglamento. 

d)  Ejecutar  la  medida  de  expulsión  en  los  casos  que
corresponda de conformidad con lo dispuesto en esta ley. 

La  diputada  Molina  y  los  diputados  Chávez,  González,
Morales, Sandoval y Vallespín, presentaron indicación a la letra a), para intercalar
entre la palabra “ingreso” y la preposición “a” las palabras “y permanencia”.

Se  fundamentó  la  indicación  señalando  que  es  necesario
explicitar las facultades de la policía que deben contar con la información relativa a
quien ingresa, sino también cuánto tiempo permanecerán en el territorio.

El Ejecutivo concordó con la indicación.
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Sometido  a  votación,  el  artículo  con  la  indicación  fue
aprobado por  la  unanimidad de  los  presentes  (8)  señoras  Girardi  y  Molina,  y
señores González, Melo, Meza, Morales, Leopoldo Pérez y Sandoval.

Párrafo 3°
Consejo de Gestión de Carga Demográfica

Artículo 24, que pasaría a ser 25.

Consejo  de  Gestión  de  Carga  Demográfica.  Créase  el
Consejo de Gestión de Carga Demográfica, en adelante “el Consejo”, cuya función
será colaborar con los organismos responsables en las materias relacionadas con la
residencia, permanencia y traslado de personas a Isla de Pascua, reguladas en esta
ley.

Sin debate, el artículo  fue aprobado por la unanimidad de
los  presentes  (8)  señoras  Girardi  y  Molina,  y  señores  González,  Melo,  Meza,
Morales, Leopoldo Pérez y Sandoval.

Artículo 25, que pasaría a ser 26.

Composición del Consejo.  El Consejo estará integrado por
los siguientes miembros:

a) El Alcalde de Isla de Pascua;

b) Los seis miembros electos de la Comisión de Desarrollo
de Isla  de Pascua,  uno de los  cuales  deberá ser  el  presidente  del  Consejo  de
Ancianos, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 68 de la ley N° 19.253, y

c) Tres representantes del pueblo rapa nui. 

Los consejeros tendrán dicha calidad mientras se mantengan
ocupando los cargos singularizados.

El  Presidente  del  Consejo  será  designado  por  mayoría
absoluta de sus miembros.

Se presentaron las siguientes indicaciones: 

1. De los diputados Chávez, González y Vallespín, al inciso
primero, para agregar la siguiente letra d):

“d)  Dos  representantes  de  los  habitantes  del  territorio
especial no pertenecientes al pueblo rapa nui.”

2.  De  la  diputada  Molina  y  de  los  diputados  Chávez,
González  y  Vallespín,  para  agregar  el  siguiente  inciso  segundo,  pasando  el
actual segundo a ser tercero, y así sucesivamente: 

“Las personas a las que se refieren las letras c) y d), han de
ser elegidas conjuntamente y en el mismo acto a que se refiere la elección de los
miembros pertenecientes al pueblo rapa nui de la letra b) precedente.”
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Sin debate, el artículo fue aprobado por la unanimidad de
los  presentes  (8)  señoras  Girardi  y  Molina,  y  señores  González,  Melo,  Meza,
Morales, Leopoldo Pérez y Sandoval.

Puestas  en  votación, las  indicaciones  números  1  y  2
fueron rechazadas  por  seis  votos en contra  (6  de 8)  de las  señoras Girardi  y
Molina, y señores Meza, Morales, Leopoldo Pérez y Sandoval; y las abstenciones (2
de 8) de los señores González y Melo.

Artículo 26, que pasaría a ser 27.

Funciones y atribuciones.  El Consejo tendrá las siguientes
funciones y atribuciones: 

a)  Conocer  sobre  los  términos  de  referencia,  cuando
corresponda, aportar antecedentes y realizar observaciones al Ministerio del Interior
y Seguridad Pública, durante la elaboración del estudio de gestión de la capacidad
de carga demográfica para el  territorio especial  de Isla de Pascua,  e integrar la
contraparte técnica local, según corresponda. 

En  dicha  labor  podrán  recoger  los  planteamientos  e
inquietudes de las personas que habiten en el territorio especial;

b) Conocer sobre el plan de gestión de carga demográfica
dentro  del  plazo  de  sesenta  días  contado  desde  su  recepción  informándolo
favorablemente o formulando observaciones;

c) Solicitar  al  Ministerio del Interior y Seguridad Pública la
revisión de los antecedentes de hecho que sirvieron de fundamento para la dictación
del decreto que establece la capacidad de carga demográfica, de conformidad con
lo establecido en el artículo 13;

d) Proponer al Ministerio del Interior y Seguridad Pública la
adopción de medidas para normalizar los niveles de carga demográfica;

e)  Informar  a  los  jefes  de  servicio  de conformidad  con  lo
establecido en la letra b), del artículo 6° cuando sea requerido.

f) Denunciar ante la Gobernación aquellas infracciones a la
presente ley que tome conocimiento;

g)  Emitir  opinión,  a requerimiento  del  interesado,  sobre la
solicitud de patentes comerciales ante la Ilustre Municipalidad de Isla de Pascua; 

h)  Solicitar al Gobernador Provincial de Isla de Pascua que
convoque al Comité Técnico Asesor establecido en el artículo 46 de la ley N°19.175,
Orgánica Constitucional sobre Gobierno y Administración Regional, en el marco de
sus atribuciones;

i) Las demás funciones y atribuciones que entregue la ley. 

Se presentaron las siguientes indicaciones: 

1.  De las diputadas Girardi  y  Molina  y  del  diputado Melo,
para reemplazar en la letra a) el verbo “Conocer” por “Pronunciarse”.

85



2.  De  la  diputada  Molina  y  de  los  diputados  Chávez,
González  y  Vallespín,  para  incorporar,  en  la  letra  a), entre  las  palabras
“observaciones” y “al”, la frase “y recomendar su aprobación o desaprobación”.

La diputada Molina explicó que la indicación signada con el
número 2, responde a los planteamientos de la comunidad local, encabezada por su
alcalde. El Ejecutivo concordó con dicha indicación. 

3.  De las diputadas Girardi y Molina y del diputado Melo,
para  agregar  en  la  letra  b),  a  continuación  el  verbo “Conocer”  la  expresión  “y
pronunciarse”.

Sometido  a  votación,  el  artículo  con  las  indicaciones
números 2 y 3 fue aprobado por la unanimidad de los presentes (8) señoras
Girardi  y  Molina,  y  señores  González,  Melo,  Meza,  Morales,  Leopoldo  Pérez  y
Sandoval.

La indicación número 1, se dio por rechazada.

Artículo 27, que pasaría a ser 28.

Reglas de funcionamiento. El quórum para sesionar será de
la mayoría de los miembros en ejercicio y los acuerdos se adoptarán por mayoría
absoluta de los miembros asistentes. En caso de empate resolverá el Presidente del
Consejo o quien lo reemplace según lo establezca el reglamento. 

Las  sesiones  serán  convocadas  por  el  Presidente  del
Consejo, debiendo sesionar a lo menos una vez al mes. 

El  Consejo  determinará  las  normas  para  su  adecuado
funcionamiento mediante un reglamento interno.

Los diputados González,  Morales  y  Sandoval,  presentaron
indicación al inciso segundo, para reemplazarlo por el siguiente:

"Las sesiones serán públicas y convocadas por el Presidente
del Consejo, debiendo sesionar a lo menos una vez al mes."

Los  diputados  presentes  y  el  Ejecutivo  expresaron  su
inquietud frente a posibles vulneraciones de derechos de personas naturales que se
pudieran producir por la publicidad de las sesiones, en consideración a que en ellas
podrían analizarse situaciones personales y afectar a terceros.

Se concordó en la necesaria publicidad de las sesiones, pero
se  estudiará  una  redacción,  que  en  forma  excepcional,  permita  restringir  su
publicidad para evitar cualquier afectación de derechos.

Los  diputados  Campos,  Chávez,  Melo,  Leopoldo  Pérez,
Rathgeb  y  Vallespín,  presentaron  indicación  para  agregar  un  nuevo  inciso
tercero, pasando el actual tercero a ser cuarto:

“Las  sesiones  serán  públicas,  salvo  que  sean  declaradas
reservadas por el Presidente del Consejo, a fin de tratar asuntos que puedan afectar
los derechos de las personas o contener datos de carácter personal o sensibles, de
conformidad  a  lo  establecido  en  la  ley  N°  19.628  sobre  Protección  de  la  Vida
Privada.”
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Puesto  en  votación,  el  artículo  con  la  indicación,  fue
aprobado por la unanimidad de los presentes (6) señores Campos (en reemplazo
del diputado González), Chávez, Melo, Leopoldo Pérez, Rathgeb y Vallespín.

La  indicación  formulada  al  inciso  segundo se  dio  por
rechazada reglamentariamente.

Artículo 28, que pasaría a ser 29.

Secretaría Ejecutiva. El Consejo contará con una secretaría
ejecutiva, radicada en la Gobernación, la cual estará a cargo de un funcionario del
Servicio de Gobierno Interior con desempeño en dicha Gobernación.

Corresponderá  a  la  secretaría  ejecutiva  coordinar  las
sesiones  del  Consejo,  levantar  acta  de  los  acuerdos  adoptados,  elaborar  una
memoria  que  resuma  las  actividades  realizadas  durante  el  año  y,  en  general,
realizar todas aquellas funciones que sean necesarias para el cumplimiento de los
fines establecidos en la presente ley.

Los diputados Chávez y Vallespín, presentaron indicación al
inciso primero,  para intercalar entre el artículo “un” y la palabra “funcionario”,  el
término “abogado,”

El jefe de la División de Desarrollo Regional, señor Rodrigo
Suazo,  desestimó  una  eventual  inadmisibilidad  sugerida,  pero  afirmó  que  la
exigencia expresada en la indicación no sería atendible de acuerdo a las funciones
del cargo y a la experiencia y realidad nacional, y a la realidad de la Isla.

Puesta  en  votación,  la  indicación  fue  rechazada  por  la
unanimidad de los presentes (7) señoras Girardi y Molina, y señores González,
Melo, Meza, Morales y Sandoval.

Sometido  a  votación,  el  artículo  fue  aprobado  por  la
unanimidad de los presentes (8) señoras Girardi  y Molina, y señores González,
Melo, Meza, Morales, Leopoldo Pérez y Sandoval.

Artículo 29, que pasaría a ser 30.

Apoyo  técnico  para  el  funcionamiento  del  Consejo.
Corresponderá  al  Ministerio  del  Interior  y  Seguridad  Pública,  a  través  de  la
Gobernación,  prestar  el  apoyo  técnico,  profesional  y  administrativo  que  sea
menester  para  el  funcionamiento  del  Consejo  y  de  su  secretaria  ejecutiva,  de
acuerdo a su disponibilidad presupuestaria. 

La  Gobernación  además,  facilitará  una  sala  o  espacio
adecuado para la realización de las sesiones del Consejo. 
Se presentaron las siguientes indicaciones: 

1. De las diputadas Girardi y Molina y del diputado Melo, al
inciso  primero,  para  suprimir  la  frase  final:  “de  acuerdo  a  su  disponibilidad
presupuestaria.”

2.  De  los  diputados  Melo  y  Morales,  para  reemplazar  el
inciso  segundo por  el  siguiente:  “La Gobernación,  además,  facilitará  una sala  o
espacio  adecuado  y  todo  lo  necesario  para  la  realización  de  las  sesiones  del
Consejo.”
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3.  De  los  diputados  Chávez,  González  y  Vallespín,  para
agregar,  en  el  inciso  segundo,  a  continuación  de las  palabras  “del  Consejo”,  la
siguiente frase: “y todo lo necesario para la realización de las sesiones”.

La  diputada  Girardi  señaló  que  el  Ejecutivo  no  puede
cercenar  el  apoyo  técnico  destinado  al  Consejo  al  hacerlo  depender  de  la
disponibilidad de recursos, en consideración a las relevantes funciones del Consejo.

Respondiendo las consultas del diputado Leopoldo Pérez y a
las inquietudes de la diputada Girardi,  el Subsecretario de Desarrollo  Regional  y
Administrativo,  señor  Ricardo  Cifuentes,  precisó  que  el  informe  financiero  del
proyecto de ley contempla los gastos relacionados, y la redacción utilizada es de
común  usanza  en  las  normas  que  irrogan  gastos,  de  acuerdo  al  Ministerio  de
Hacienda.

Fue enfático en que la expresión “todo lo necesario para la
realización  de  las  sesiones  del  Consejo” se  refiere  a  los  bienes  materiales
necesarios para la realización de una reunión y a no asistencia técnica o asesorías.

Puesta en votación,  la indicación N° 1 fue rechazada por
cinco votos en contra (5 de 8) de los  señores Meza, Morales, Leopoldo Pérez,
Rathgeb y Sandoval; y tres votos a favor (3 de 8) de las señoras Girardi y Molina, y
del señor Melo.

Sometida a votación, el artículo 29 con  la indicación N° 2
fue aprobado por  seis  votos a  favor  (6  de 8) de  la  señora  Girardi,  y  de  los
señores Melo, Meza, Morales, Leopoldo Pérez y Rathgeb; y las abstenciones (2 de
8) de la señora Molina y del señor Sandoval.

La  indicación  N°  3  se  dio  por  rechazada
reglamentariamente.

Artículo 30, que pasaría ser 31.

Dietas  de  los  consejeros  y  gastos  de  funcionamiento  del
Consejo. Los consejeros, con excepción del indicado en la letra a) del artículo 25,
percibirán una dieta mensual equivalente a dos unidades tributarias mensuales. Sin
perjuicio de lo anterior, tendrán derecho a percibir una dieta adicional equivalente a
dos unidades tributarias mensuales por concepto de asistencia a cada una de las
sesiones del Consejo, o de las comisiones de trabajo que se formen por acuerdo de
dicho  Consejo,  las  que  se  pagará  conjuntamente  con  la  dieta  mensual  que
corresponda  al  mes  respectivo.  Con  todo,  los  consejeros  no  podrán  percibir
mensualmente, por concepto de dietas indicadas precedentemente, una cantidad
superior a seis unidades tributarias mensuales.

En el caso de los miembros del Consejo singularizados en
las  letras  b)  y  c)  del  artículo  25,  la  dieta  indicada  en  el  inciso  anterior  será
compatible con cualquier otro ingreso que perciban.

Para  efectos  de  la  percepción  de  la  dieta  no  serán
consideradas como tales las inasistencias que obedecieren a razones médicas o de
salud, que hayan sido debidamente acreditadas mediante certificado expedido por
médico  habilitado  para  ejercer  la  profesión,  presentado  ante  el  Presidente  del
Consejo o la secretaría ejecutiva. Igualmente, para los efectos señalados, y previo
acuerdo del Consejo, se podrá eximir a un consejero de la asistencia a sesión en
razón del fallecimiento de un hijo, del cónyuge, conviviente civil o de hecho, o de
uno de sus padres, siempre que el deceso hubiese tenido lugar dentro de los siete
días corridos anteriores a la sesión respectiva.
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Asimismo,  no  se  considerarán  las  inasistencias  de
consejeros motivadas en el cumplimiento de cometidos propio de las funciones del
Consejo o cargo que desempeñen de conformidad de la ley.

La  diputada  Molina  y  los  diputados  Chávez,  González  y
Vallespín,  presentaron indicación para reemplazar la referencia a las letras “b) y
c)”, por una a las letras “b), c) y d)”.

Sin debate, la indicación fue rechazada por la unanimidad
de los presentes (8) señoras Girardi  y Molina,  y señores Melo, Meza,  Morales,
Leopoldo Pérez, Rathgeb y Sandoval.

Sometido  a  votación,  el  artículo  fue  aprobado  por  la
unanimidad de los presentes (8) señoras Girardi y Molina, y señores Melo, Meza,
Morales, Leopoldo Pérez, Rathgeb y Sandoval.

Artículo 31, que pasaría a ser 32.

Deber  de  abstención.  Los  consejeros  deberán  informar
inmediatamente  de  cualquier  circunstancia  que  pudieren  generar  conflicto  de
interés, restarles imparcialidad en sus decisiones o acuerdos, absteniéndose, en el
acto, de conocer del asunto respecto del cual se configure la causal. 

Ningún  consejero  podrá  tomar  parte  en  la  discusión  y
votación  de  asuntos  en  que  él  o  sus  parientes,  hasta  el  cuarto  grado  de
consanguinidad o segundo de afinidad, estén interesados.

La infracción al presente artículo se sancionará conforme a
lo dispuesto en el artículo 35 en relación al artículo 41 de la ley N°19.175, Orgánica
Constitucional sobre Gobierno y Administración Regional. Para estos efectos, será
competente el Tribunal Electoral de la región de Valparaíso. 

Los  diputados González,  Morales  y  Sandoval,  presentaron
indicación para agregar el siguiente inciso tercero:

“Se entenderá que existe dicho interés cuando su resolución
afecte moral y pecuniariamente a las personas referidas en el presente artículo”.

El Ejecutivo concordó con la indicación. 

Sometido  a  votación,  el  artículo  con  la  indicación  fue
aprobado por la unanimidad de los presentes (7) señoras Girardi  y Molina,  y
señores Melo, Meza, Morales, Rathgeb y Sandoval.

Artículo 32, que pasaría a ser 33.

Reglas  en  materia  de  probidad.  Para  efectos  del  artículo
anterior se entenderá por conflicto de interés lo dispuesto en el inciso tercero del
artículo 1° de la Ley 20.880 Sobre Probidad en la Función Pública y Prevención de
los Conflictos de Intereses. 

Asimismo los consejeros deberán efectuar una declaración
anual de intereses y patrimonio en los términos de los Capítulos 1° y 2° del Título II
de la  ley Nº 20.880,  sobre Probidad en la  Función Pública  y Prevención de los
Conflictos de Intereses.
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Para estos efectos, será el Subsecretario del Interior quien
deberá verificar que todos los consejeros efectúen oportunamente la declaración de
intereses y patrimonio y sus respectivas actualizaciones.

Asimismo,  deberá  remitir  a  la  Contraloría  General  de  la
República, en la forma que dispone el reglamento a que se refiere la ley N° 20.880,
las  declaraciones  de  patrimonio  e  intereses  efectuadas  por  los  declarantes  e
informarles  de  las  infracciones  a  la  obligación  de  realizar  dichas  declaraciones,
dentro de los treinta días posteriores a aquel en que tome conocimiento de aquellas.

Sin debate, el artículo fue aprobado por la unanimidad de
los  presentes (8)  señoras  Girardi  y  Molina,  y  señores  Melo,  Meza,  Morales,
Leopoldo Pérez, Rathgeb y Sandoval.

Artículo 33, que pasaría a ser 34.

Normas aplicables a consejeros. A los consejeros no les será
aplicable  las  normas que rigen a los  funcionarios  públicos,  salvo  en materia  de
probidad administrativa y responsabilidad civil y penal.

Sin  debate, el  artículo  fue  aprobado  por  la  misma
votación anterior.

Título VI
Infracciones y sanciones

Párrafo 1°
Infracciones

Artículo 34, que pasaría a ser 35.

Infracciones leves. Incurren en infracciones leves a esta ley: 

a)  Las  empresas  de  transporte  marítimo  o  aéreo  que  no
informen oportunamente  el  listado  de  pasajeros  o  la  tripulación,  o  proporcionen
información inexacta o incompleta, de acuerdo a lo previsto en el inciso primero del
artículo 10;

b)  Las  empresas  de  transporte  marítimo  o  aéreo  que  no
informen a la autoridad sobre el no embarque de un pasajero que debía hacerlo de
acuerdo al inciso segundo del artículo 10;

c) Quienes no cumplan oportunamente con las obligaciones
de informar contenidas en el artículo 9°, y

d) El empleador que no cumpla con la obligación de informar
prevista en el párrafo tercero de la letra f) del artículo 6°.

Se presentaron las siguientes indicaciones:

1.  De  los  diputados  Chávez,  González  y  Vallespín,  al
encabezamiento  del  inciso  primero, para  reemplazar  la  palabra  “leves”,  por
“menos graves”, las dos veces que aparece.

2.  De los diputados Chávez y Vallespín,  al  inciso primero,
para agregar la siguiente letra e):

90



“e) Los que a sabiendas den alojamiento a personas que no
cumplan con los requisitos de ingreso o permanencia en el territorio especial.”.

El jefe de la División de Desarrollo Regional, señor Rodrigo
Suazo, consultó el propósito de la indicación N° 1, sin perjuicio de ello, afirmó, que
al no afectar el espíritu de la norma, no se oponen a ella.

La  diputada  Girardi  indicó  que  estas  sanciones  debieran
catalogarse como “menos graves” más que leves, en concordancia con la gravedad
de las hipótesis que contemplan y su relación directa con la aplicación de la ley. 

Respondiendo  al  diputado  Leopoldo  Pérez  sobre  si  las
hipótesis planteadas constituyen faltas, la abogada del Ministerio del Interior, señora
Villablanca, señaló que éstas son parte del derecho administrativo sancionador, son
infracciones asociadas a la sanción de multas, existiría un vínculo al ámbito penal
en el artículo 35 letra g) Quienes elaboren y/o proporcionen documentación falsa o
adulterada, o los que celebren un contrato o aleguen una situación de hecho con la
finalidad de burlar las disposiciones de la presente ley.

La nomenclatura “menos grave” dice relación a una situación
intermedia entre algo más gravoso y algo menos gravoso, por lo que no sería la
fórmula adecuada, pero, como el cambio no tiene impacto en las sanciones que se
señalan más adelante, no tendrían inconveniente en su aprobación.

En relación a la letra e) propuesta, la diputada Molina estimó
que dicha infracción debiera considerarse grave, y por tanto, incorporarse al artículo
35.

El  jefe  de  la  División  de  Desarrollo  Regional  expresó  su
disconformidad con la hipótesis planteada, pero por otras razones, particularmente,
por  las  dificultades  absolutas  para  acreditar  cuando  se  pretenda  identificar  una
conducta  dolosa  o  a  sabiendas.  El  artículo  no  distingue  y,  por  tanto,  podrían
afectarse  relaciones  familiares  que  pudieran  ser  muy  incomodas.  El  diputado
Sandoval se pronunció en el mismo sentido.

Sometido a votación, el artículo con la indicación N° 1 fue
aprobado por la unanimidad de los presentes (8) señoras Girardi  y Molina,  y
señores Melo, Meza, Morales, Leopoldo Pérez, Rathgeb y Sandoval.

Puesta en votación,  la indicación N° 2 fue rechazada por
siete votos en contra (7 de 8) de la señora Molina, y de los señores Melo, Meza,
Morales, Leopoldo Pérez, Rathgeb y Sandoval; y la abstención (1 de 8) de la señora
Girardi.

Artículo 35, que pasaría a ser 36.

Infracciones graves. Incurren en infracciones graves a esta
ley: 

a)  Las  empresas  de  transporte  marítimo  o  aéreo,  que
durante el estado de saturación, vendan billetes de pasajes por periodos de tiempo
superiores a los establecidos  en el  decreto que la  declara,  de conformidad a lo
establecido  en la letra b) del artículo 20; 

b)  Las  empresas  de  transporte  marítimo  o  aéreo  que  no
reconduzcan al pasajero de acuerdo a lo previsto en el artículo 11;

c)  Las  personas  que  ingresen  al  territorio  especial
incumpliendo los requisitos establecidos en el artículo 7 o que permanezcan más
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allá del tiempo autorizado en el artículo 5 de esta ley, salvo que su permanencia se
deba al incumplimiento,  por parte de la respectiva empresa de transporte, de su
obligación de reconducción;

d)  Las  personas  que,  habiendo  perdido  alguna  de  las
calidades  establecidas  en  el  artículo  6  permanezcan  más  tiempo  del  permitido.
Respecto  de las  personas mencionadas en las  letras  b),  c),  f)  y  g)  no les será
aplicable esta sanción cuando su permanencia se deba al incumplimiento, por parte
del empleador, de su obligación de costear el billete de pasaje de regreso;

e)  El  empleador  o  trabajador  que  celebre  un  contrato  de
trabajo en periodo de latencia o saturación, en contravención con las disposiciones
de la presente ley;

f) El empleador que incumpla con su obligación de costear el
pasaje de regreso del trabajador y su familia según lo dispuesto en la letra c) y f) del
artículo 6;

g) Quienes elaboren y/o proporcionen documentación falsa o
adulterada, o los que celebren un contrato o aleguen una situación de hecho con la
finalidad de burlar las disposiciones de la presente ley.

Se presentaron las siguientes indicaciones:

1. De la diputada Molina, para agregar la siguiente letra h):

“h): Los que a sabiendas o debiendo saber den alojamiento a
personas  que  no  cumplan  con  los  requisitos  de  ingreso  o  permanencia  en  el
territorio especial.”

2. De la diputada Girardi, para agregar la siguiente letra h):

“h) El  que realizare cualquier  actividad lucrativa dentro del
plazo establecido en el artículo 5º o de sus prórrogas en su caso.”

3.  De  los  diputados  Chávez,  González  y  Vallespín,  para
agregar la siguiente letra:

“h)  Los que a sabiendas o debiendo saber,  prolonguen la
estadía o alojamiento de las personas a que se refiere el  artículo 5° y 6° de la
presente ley por sobre los plazos y periodos establecidos.”

4.  De  los  diputados  Chávez,  González  y  Vallespín,  para
agregar la siguiente letra:

“i)  Los  que  atenten  o  cometan  delito  contra  el  patrimonio
cultural dentro del territorio especial, en cualquiera de sus grados.”

El diputado Sandoval, expresó su inquietud frente a cómo se
compatibilizan estas restricciones, como las de la letra e), y se debieran matizar,
frente a eventuales situaciones de emergencia, como un tsunami.

La diputada Molina señaló que el objetivo de su indicación es
sancionar a quienes tengan la intención de facilitar que se infrinja la ley por parte de
quienes  no cumplen con los  requisitos  de ingreso.  También propuso eliminar  la
expresión “los que a sabiendas o debiendo saber”.
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La  abogada  del  Ministerio  del  Interior  observó  que  la
incorporación  de  esta  hipótesis  podría  generar  mayores  complicaciones
considerando la existencia de un variado y diverso universo de operadores turísticos
(desde grandes empresas a personas naturales), se podrían afectar las relaciones
en el ámbito de turismo, donde el operador turístico tendría que chequear, además
de  la  autoridad,  los  requisitos  de  ingreso  de  cada  pasajero.  No  corresponde
traspasar esta obligación de control a los operadores turísticos.

La  diputada  Girardi  consideró  que  todos  los  operadores
turísticos, ellos, grandes o pequeños, estarán en conocimiento de los períodos de
saturación, al igual que el resto de la comunidad, por lo que estimó que no habrían
inconvenientes en la propuesta.

En relación a la indicación N° 2, resaltó que su objetivo es
impedir  que  personas  que  ingresan  solo  como  turistas,  por  30  días,  realicen
actividades lucrativas 

El  Ejecutivo  expresó  su  desacuerdo  con  la  indicación,  no
solo en el fondo, sino en la forma también, porque ya se habría regulado la materia
en el inciso final del artículo 5.

En  relación  a  la  indicación  N°  3  expresó  la  dificultad  de
acreditar la hipótesis. En relación a la letra i), si se quiere regular sobre esta materia,
se debiera efectuar en otros cuerpos normativos.

Sometido  a  votación,  el  artículo,  fue  aprobado  por  la
unanimidad de los presentes (8) señoras Girardi y Molina, y señores Melo, Meza,
Morales, Leopoldo Pérez, Rathgeb y Sandoval.

Puesta en votación,  la indicación N° 1 fue rechazada por
cuatro votos a favor (4 de 8) de la señora Molina y Girardi, y de los señores Melo,
Meza; dos votos en contra (2 de 8) Leopoldo Pérez y Sandoval; y dos abstenciones
(2 de 8) de los señores Morales y Rathgeb.

Sometida a votación, la indicación N° 2 fue rechazada por
cuatro votos en contra (4 de 8) de los señores Morales, Leopoldo Pérez, Rathgeb y
Sandoval; un voto a favor (1 de 8) de la señora Girardi, y tres abstenciones (3 de 8)
de la señora Molina, y de los señores Melo y Meza.

En votación,  la  indicación N° 3 fue rechazada por  cinco
votos en contra (5 de 8) de los señores Meza, Morales, Leopoldo Pérez, Rathgeb y
Sandoval; y tres abstenciones (3 de 8) de las señoras Girardi y Molina, y del señor
Melo.

Puesta en votación,  la indicación N° 4 fue rechazada por
dos  votos  en  contra  (2  de  8)  de  la  señora  Girardi  y  del  señor  Meza;  y  seis
abstenciones  (6  de  8)  de  la  señora  Molina,  y  de  los  señores  Melo,  Morales,
Leopoldo Pérez, Rathgeb y Sandoval.

La  diputada  Girardi  fundamentó  su  voto  explicando  que
existen otros cuerpos legales que regulan de manera más gravosa y contundente
las infracciones al patrimonio cultural.

Párrafo 2°
De las sanciones

Artículo 36, que pasaría a ser 37.
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De las  sanciones  aplicables  a  las  infracciones  leves.  Las
personas que incurran en alguna de las infracciones señaladas en las letras a) y b)
del artículo 34 serán sancionadas con multa de diez unidades tributarias mensuales
por cada persona no informada.

Las  personas  que  incurran  en  alguna  de  las  infracciones
previstas en las letras c) y d) del artículo 34 serán sancionadas con multa de cinco
unidades tributarias mensuales.

Se presentaron las siguientes indicaciones:

1 De los diputados Chávez y Vallespín, para sustituir, en el
inciso primero, la palabra “leves” por “menos graves”.

2. De la diputada Molina, al inciso primero, para reemplazar
la cifra “diez” por “veinte”.

3.  De  los  diputados  Chávez,  González  y  Vallespín,  en  el
inciso segundo,  para sustituir la referencia a las letras “c) y d)”,  por otra a las
letras “c), d) y e)”.

4. De la diputada Molina y del diputado González, al inciso
segundo, para reemplazar el guarismo “5” por “diez”.

El Jefe de la División de Desarrollo Regional, señor Rodrigo
Suazo, señaló que la cuantía de las multas fue dispuesta en acuerdo con la Junta
Aeronáutica Civil en función a los impactos que podrían generar y, por tanto, estimó
que aumentarlas que no sería conveniente.

La diputada Girardi desestimó el argumento expuesto, pues
todas las multas tienen impacto, de eso se trata.

Concordó con el cambio de “leve” a “menos grave” dado que
la  obligación  de  información  es  pilar  de  este  proyecto  de  ley.  Ello  justificaría
plenamente la posibilidad de aumentarlas.

Respondiendo a las inquietudes planteadas por el diputado
Sandoval, la asesora jurídica del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, señora
Yohanna  Villablanca,  explicó  que  la  reincidencia  está  considerada  en  otras
sanciones,  como el abandono o prohibición de ingreso, pero no para el caso de
multas.

Con todo, estimó que para evaluar la cuantía de las multas
es relevante distinguir entre posibles infractores; en las hipótesis de las letras a) y b)
de los artículos 34 y 35 se refiere a empresas de transporte marítimo o aéreo, en el
caso de las letras c)  y  d),  se refiere a diversas personas,  entre ellas,  personas
naturales, pequeños operadores, empleadores.

La  diputada  Girardi  concordó  con  esta  última  idea  y  dio
relevancia  a  la  distinción  entre  infractores,  en  el  sentido  de  la  posibilidad  de
establecer mayores multas a empresas contempladas en las letras a) y b).

Puesta en votación,  la indicación N° 2 fue rechazada por
tres votos en contra (3 de 5) de los señores Chávez, Morales y Sandoval; un voto a
favor (1 de 5) de la señora Girardi y la abstención (1 de 5) del señor Vallespín.

Sometida a votación, la indicación N° 4 fue rechazada por
cuatro  votos  en  contra  (4  de  6)  de  los  señores  Chávez,  Morales,  Sandoval  y
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Vallespín; un voto a favor (1 de 6) del señor Campos (en reemplazo del diputado
González), y la abstención (1 de 6) de la señora Girardi.

La  indicación  N°  3 se  dio  por  rechazada
reglamentariamente de conformidad a la votación del artículo 34.

En  votación,  el  artículo  con  la  indicación  N°  1 fue
aprobado por la unanimidad de los presentes (6) señora Girardi y de los señores
Campos  (en  reemplazo  del  diputado  González),  Chávez,  Morales,  Sandoval  y
Vallespín.

Artículo 37, que pasaría a ser 38.

De las sanciones aplicables a las infracciones graves. Las
infracciones contempladas en el artículo 35 serán sancionadas según lo dispuesto a
continuación. 

En el caso de sus letras a) y b), se les sancionará con una
multa  de  diez  a  cincuenta  unidades  tributarias  mensuales  por  billete  de  pasaje
vendido o por persona no reconducida, según corresponda. 

La persona que cometa alguna de las infracciones previstas
en las letras c) y d) será sancionada con el abandono del territorio especial. Junto
con  lo  anterior,  se  les  aplicará  una  multa  de  tres  a  diez  unidades  tributarias
mensuales por cada día de permanencia sin autorización. 

En caso de infracción a las letras e) y f) se le aplicará una
multa de diez a cincuenta unidades tributarias mensuales.

La persona que cometa la infracción prevista en la letra g)
será sancionada con multa de veinte a treinta unidades tributarias mensuales, sin
perjuicio  de las penas que correspondan por  delitos contemplados en el  Código
Penal y otras leyes.

Se presentaron las siguientes indicaciones:

1. De los diputados Chávez y Vallespín, al inciso segundo,
para sustituir la referencia a las letras “a) y b)”, por otra a las letras “a), b) y h)”.

2.  De  la  diputada  Molina  y  del  diputado  González,  para
reemplazar, en el inciso segundo, la cifra “diez” por “veinte”.

3.  De  los  diputados  Chávez,  González  y  Vallespín,  para
sustituir la referencia a las letras “c) y d)”, por otra a las letras “c), d) e i)”.

4. De la diputada Molina la sustituir la referencia a las letras
“e) y f)”, por otra a las letras “e), f) y h)”.

Las  indicaciones  números  1,  3  y  4  se  dieron por
rechazadas reglamentariamente de conformidad a la votación del artículo 35.

En cuanto  a  la  indicación  N°  2,  el  Jefe  de la  División  de
Desarrollo  Regional,  señor  Rodrigo  Suazo,  señaló  que,  a  su  juicio,  debieran
mantenerse  las  multas  estipuladas  en  el  proyecto  de  ley,  y  no  aumentarlas.
Además, hizo hincapié en la necesaria coherencia entre estas sanciones y las ante
las infracciones menos graves. 
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En votación,  la indicación N° 2 fue rechazada por cuatro
votos a favor (4 de 8) de la señora Girardi y de los señores Campos (en reemplazo
del diputado González), Chávez y Vallespín; tres votos en contra (3 de 8) de los
señores Morales, Leopoldo Pérez y Sandoval, y la abstención (1 de 8) del señor
Rathgeb.

Puesto en votación, artículo fue aprobado por siete votos a
favor (7 de 8) de la señora Girardi y de los señores Campos (en reemplazo del
diputado González), Chávez, Morales, Leopoldo Pérez, Sandoval y Vallespín, y la
abstención (1 de 8) del señor Rathgeb.

Artículos 38 y 39, que pasarían a ser 30 y 40, respectivamente.

Artículo  38.-  De  la  sanción  de  abandono.  La  sanción  de
abandono consiste en la orden de salida del territorio especial, dispuesta mediante
resolución  fundada  de  la  Gobernación  Provincial  de  Isla  de  Pascua,  bajo
apercibimiento de expulsión, en caso de no ejecutarse en el plazo a que refiere el
inciso siguiente.

La salida deberá producirse dentro del plazo de cinco días
desde que se encuentre notificada la resolución que aplica la sanción, sin perjuicio
de lo dispuesto en el párrafo tercero del Título VII de esta ley. 

Artículo 39.- De  la  sanción  de  expulsión.  La  sanción  de
expulsión consiste en la orden de salida forzada del territorio especial, dispuesta por
la autoridad en el mismo acto en que decretó el abandono, y para el caso que éste
no fuere cumplido.

Sin  debate,  puestos  en  votación,  los  artículos  fueron
aprobados por unanimidad de los presentes (8) señora Girardi y señores Campos
(en reemplazo del diputado González), Chávez, Morales, Leopoldo Pérez, Rathgeb,
Sandoval y Vallespín.

Artículo 40, que pasaría 41.

De  la  sanción  de  prohibición  de  ingreso.  Esta  sanción
consiste en la prohibición, ordenada por la autoridad mediante resolución fundada,
de volver a ingresar al territorio especial de Isla de Pascua por un periodo que no
podrá ser inferior a un año ni superior a tres años. 

Esta  sanción  deberá  establecerse  en  el  mismo  acto  que
decrete el  abandono,  respecto de aquellos,  que de forma reiterada,  incurran en
alguna de las infracciones señaladas en las letras c) y d) del artículo 35 y ya hayan
sido sancionados por estas causales. 

Se presentaron las siguientes indicaciones:

1.  De  los  diputados  Chávez,  González  y  Vallespín,  para
reemplazar la frase “por un periodo que no podrá ser inferior a un año ni superior a
tres años“ por la siguiente “por un periodo que no podrá ser inferior a tres años ni
superior a cinco años.”

2.  De  los  diputados  Chávez,  González  y  Vallespín,  para
agregar el siguiente inciso tercero:
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“Respecto de aquellos que incurran en la infracción señalada
en la letra i) del artículo 35, esta sanción deberá establecerse en el mismo acto que
decrete el abandono y sin necesidad de reiteración.”.

El  Jefe  de  la  División  de  Desarrollo  Regional,  señor
Rodrigo Suazo, expresó que no sería conveniente aumentar la sanción estipulada.
Enfatizó que no se está frente a un estatuto migratorio,  son chilenos dentro del
territorio  nacional;  a  los  extranjeros,  se  les  continuará  aplicando  el  Estatuto
Migratorio que es más severo, que contempla incluso la prohibición de ingreso en
tiempo  indefinido.  Hay  que  tomar  en  consideración  que  las  hipótesis  descritas
pueden ser graves en el  ámbito ambiental  pero son menores en el  conjunto del
ordenamiento jurídico general.

La prohibición de ingreso en materia migratoria dice relación
con conductas muy graves, como lo señala el decreto de ley N° 1.094 relativo a
condenas penales, tráfico de drogas y armas, etc. 

En votación,  la  indicación N°1 fue rechazada  por  cuatro
votos a favor (4 de 8) de la señora Girardi, y de los señores Campos (en reemplazo
del diputado González), Chávez y Vallespín, y cuatro votos en contra (4 de 8) de los
señores Morales, Leopoldo Pérez, Rathgeb y Sandoval.

La  indicación  número  2  se  dio  por  rechazada
reglamentariamente de conformidad a la votación del artículo 35.

En votación,  el artículo fue aprobado por unanimidad de
los  presentes  (8)  señora  Girardi  y  señores  Campos (en reemplazo del  diputado
González), Chávez, Morales, Leopoldo Pérez, Rathgeb, Sandoval y Vallespín.

------

A propósito de la discusión de la indicación formulada para
agregar  un  artículo  nuevo,  referido  a  la  prohibición  de  ingreso,  se  acordó,  por
unanimidad, reabrir debate a fin de abordar la materia en una única disposición.

La diputada Molina, y los diputados Campos, Chávez, Meza,
Leopoldo  Pérez,  Morales,  Rathgeb,  Sandoval  y  Vallespín,  formularon  indicación
para reemplazar el artículo por el siguiente:

“Artículo 40. De la sanción de prohibición de ingreso. Esta
sanción consiste en la prohibición, ordenada por la autoridad mediante resolución
fundada, de volver a ingresar al territorio especial de Isla de Pascua por un período
que no podrá ser inferior a un año ni superior a tres años. 

Esta  sanción  deberá  establecerse  en  el  mismo  acto  que
decrete  el  abandono,  respecto  de  aquellos  que  incurran  en  alguna  de  las
infracciones señaladas en las letras c) y d) del artículo 35.

En caso de reiteración, la prohibición de ingreso no podrá ser
inferior a tres años ni superior a cinco años.”

Sometido  a  votación,  la  indicación fue  aprobada  por  la
unanimidad de los presentes (9) señora Molina, y señores Campos (en reemplazo
del  diputado  González),  Chávez,  Meza,  Morales,  Leopoldo  Pérez,  Rathgeb,
Sandoval y Vallespín.
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Artículo 41, que pasaría a ser 42.

Responsabilidades. Las sanciones que se apliquen en virtud
de esta ley procederán sin perjuicio de la responsabilidad civil o penal que provenga
de los mismos hechos.

Sin debate,  el artículo fue aprobado por unanimidad  de
los  presentes  (9)  señora  Girardi  y  señores  Campos (en reemplazo del  diputado
González),  Chávez,  Meza,  Morales,  Leopoldo  Pérez,  Rathgeb,  Sandoval  y
Vallespín.

Artículo 42.

De la exención de sanción a niños o niñas. No podrán ser
sancionados  los  niños  o  niñas  que  incurrieren  en  alguna  de  las  infracciones
contempladas en esta ley.

El  diputado  Sandoval  cuestionó  la  conveniencia  de
incorporar  esta  exención  en  este  cuerpo  normativo,  pues  existen  principios  de
aplicación general en el ordenamiento jurídico.

Se autorizó a la Secretaría a concordar esta disposición con
la votación del artículo 5, y por tanto, incorporar la referencia a los adolescentes.

El diputado Leopoldo Pérez consultó el criterio para definir
qué se entiende por niños, niñas y adolescentes.

La  asesora  jurídica  del  Ministerio  del  Interior  y  Seguridad
Pública, señora Yohanna Villablanca, expresó que en virtud de la Convención de
Derechos del Niño y otros instrumentos internacionales no es posible aplicar este
tipo  de  infracciones  a  niños;  sin  embargo,  por  técnica  legislativa,  se  decidió
mencionarlo expresamente, para que no quedara dudas.

En  relación  al  alcance  de  los  términos  niños,  niñas  y
adolescentes, se entiende que se extiende hasta los 18 años de edad.

Puesto en votación,  el artículo 42 fue aprobado  por ocho
votos a favor (8 de 9) de la señora Girardi y de los señores Campos (en reemplazo
del  diputado  González),  Chávez,  Meza,  Morales,  Leopoldo  Pérez,  Rathgeb  y
Vallespín, y la abstención (1 de 9) del señor Sandoval.

Posteriormente, se hizo presente que la norma estaría mal
formulada por cuanto los niños y niñas son inimputables, por lo que la Abogada del
Ministerio, señora Villablanca, manifestó que la materia debería quedar entregada a
las normas generales de capacidad.

Solicitada la reapertura del debate, en asentimiento unánime,
así se acordó.

Puesto  en  votación  el  artículo  fue  rechazado  por  la
unanimidad de los presentes (8) señora Molina, y señores Campos (en reemplazo
del  diputado  González),  Chávez,  Meza,  Leopoldo  Pérez,  Rathgeb,  Sandoval  y
Vallespín.

Artículo 43.
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De  las  atenuantes  y  agravantes.  Se  considerarán  como
agravantes la reiteración y el haber cometido la infracción en períodos de latencia y
de saturación. 

Se  considerarán  como  atenuantes  el  no  haber  sido
sancionado previamente por infracciones a la presente ley y el hecho de haberse
autodenunciado antes del inicio del procedimiento administrativo. En el caso de la
autodenuncia,  la  atenuante  sólo  procederá  cuando  la  persona  suministre
información precisa, verídica y comprobable respecto de los hechos que constituyen
infracción y ponga fin, de inmediato, a los mismos.

Deberá  además  considerarse  en  la  determinación  de  la
multa aplicable, el perjuicio ocasionado o el beneficio percibido por el infractor. 

El  diputado  Vallespín  no  compartió  la  idea  de  considerar
como atenuante el no haber sido sancionado previamente por las infracciones que
la referida ley contemple.

Puesto en votación, el artículo fue aprobado por siete votos
a favor (7 de 9) de los señores Campos (en reemplazo del diputado González),
Chávez, Meza, Morales, Leopoldo Pérez, Rathgeb y Sandoval; un voto en contra (1
de 9) del señor Vallespín, y la abstención (1 de 9) de la señora Girardi.

Párrafo 3°
De la prescripción

Artículo 44.

Prescripción  de  la  acción.  La  acción  para  perseguir  la
responsabilidad por las infracciones establecidas en la presente ley, prescribirá en el
plazo  de  cuatro  años  contados  desde  que  se  hubiere  cometido  el  hecho  o
configurado la omisión. No obstante, si existieren hechos constitutivos de delito, la
acción prescribirá conjuntamente con la acción penal.

La prescripción  se suspenderá desde la  notificación  de la
formulación de cargos, y se interrumpirá, perdiéndose el tiempo transcurrido, en el
evento de incurrirse en una nueva infracción.

Si la duración del procedimiento sancionatorio excediera los
seis  meses,  sin  considerar  la  fase  de  impugnación,  el  cómputo  del  plazo  de
prescripción continuará corriendo como si no se hubiera suspendido.

Los  diputados  Chávez,  González  y  Vallespín,  presentaron
indicación al inciso primero, para reemplazar el guarismo “4”, por “5”.

El diputado Chávez explicó que el aumento del pazo de la
prescripción se explica por la relevancia de las infracciones estipuladas.

La diputada Girardi apoyó la indicación, en consideración a
otros plazos de prescripción en el  ordenamiento  jurídico,  como la de cobros de
deuda por basura.

El  Ejecutivo  concordó  con  la  indicación  dado  que  no  se
afecta mayormente el articulado.

Puesto  en  votación, el  artículo  con  la  indicación  fue
aprobado  por  la  unanimidad  de  los  presentes  (9)  señora  Girardi  y  señores
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Campos (en reemplazo del diputado González), Chávez, Meza, Morales, Leopoldo
Pérez, Rathgeb, Sandoval y Vallespín.

Artículo 45.

Prescripción de sanciones. La sanción de multa prescribirá
en el plazo de 6 meses contado desde la fecha en que se notifique la resolución
firme que las imponga. Las sanciones de abandono, de expulsión y de prohibición
de ingreso, prescribirán en el plazo de 3 años contados desde que se notifique la
resolución firme que la adopte.

Se presentaron las siguientes indicaciones:

1.  De  los  diputados  Chávez,  González  y  Vallespín,  para
reemplazarlo, por el siguiente:

“Artículo 45. Prescripción de sanciones. La sanción de multa
prescribirá en el plazo de un año contado desde la fecha en que se notifique la
resolución  firme  que  las  imponga.  Serán  imprescriptibles  las  sanciones  de
abandono,  expulsión  y  prohibición  de  ingreso,  salvo  resolución  fundada  de  la
autoridad competente.”

2.  De  la  diputada  Molina,  para  sustituir  la  expresión “6
meses”, por “un año”.

El diputado Vallespín manifestó que la extensión del plazo de
6 meses a un año se relaciona con dar señales claras sobre el objeto de protección.
Estimó razonable incorporar la imprescriptibilidad de las sanciones  de abandono,
expulsión  y  prohibición  de  ingreso,  salvo  resolución  fundada  de  la  autoridad
competente. El diputado Chávez concordó con ello.

El  diputado  Sandoval  estimó  que  conferir  el  carácter  de
imprescriptible a las sanciones sería una medida extrema en consideración a las
infracciones que las generan.

Por  su  parte,  el  diputado  Chávez  precisó  que  la
imprescriptibilidad propuesta está dirigida a la sanción y no a la acción, la infracción
propiamente tal.

El Ejecutivo expresó su conformidad con el aumento de seis
meses a un año el plazo de prescripción propuesto, pero no compartió la estipular la
imprescriptibilidad de las sanciones.

Expresó  que  las  sanciones  administrativas,  como  el
abandono,  expulsión  y  prohibición  de  ingreso,  no  pueden  ser  imprescriptibles
porque la prescripción extintiva es un principio general del derecho. 

En el  mismo sentido  se pronunció  el  diputado Rathgeb al
indicar que la prescripción le da certeza al derecho.

El  diputado  Meza  expresó  su  inquietud  frente  a  la
imprescriptibilidad de las sanciones.

En  votación,  la  indicación  N°  1  fue  rechazada por  seis
votos  en  contra  (6  de  10)  de  los  señores  Campos  (en  reemplazo  del  diputado
González), Meza, Morales, Leopoldo Pérez, Rathgeb y Sandoval; tres votos a favor
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(3 de 10) de la señora Girardi y de los señores Chávez y Vallespín; y la abstención
(1 de 10) del señor Melo.

Puesto en votación, el artículo 45 con la indicación N° 2
fue aprobado por la unanimidad de los presentes (10) señora Girardi y señores
Campos  (en  reemplazo  del  diputado  González),  Chávez,  Melo,  Meza,  Morales,
Leopoldo Pérez, Rathgeb, Sandoval y Vallespín.

Título VII
Procedimiento para la aplicación de sanciones

Párrafo 1°
Normas generales de procedimiento

Artículos 46 y 47.

Artículo 46.- Competencia. Corresponderá a la Gobernación
Provincial de Isla de Pascua el ejercicio de la potestad sancionatoria establecida en
esta ley. 

En  el  caso de las  empresas aeronáuticas  y  marítimas de
transporte de pasajeros, se seguirá lo dispuesto en el Título XII de la ley N°18.916
que Aprueba el Código Aeronáutico y lo dispuesto en el decreto supremo N° 1340
Bis, de 1941, que fija el Reglamento General de Orden, Seguridad y Disciplina en
las Naves y Litoral de la República, en todo aquello que resulte pertinente. Para ello,
deberá  la  Gobernación  Provincial  informar  los  antecedentes  constitutivos  de  la
infracción a la autoridad competente. 

Artículo  47.-  Legislación  aplicable.  Las  sanciones
establecidas  se  tramitarán  conforme  al  procedimiento  especial  regulado  en  la
presente ley, y supletoriamente, por la ley N° 19.880, que establece Bases de los
Procedimientos  Administrativos  que  rigen  los  Actos  de  los  Órganos  de  la
Administración del Estado. 

Sin  debate,  los  artículos  fueron  aprobados  por  la
unanimidad de los presentes (10) señora Girardi y señores Campos (en reemplazo
del diputado González), Chávez, Melo, Meza, Morales, Leopoldo Pérez, Rathgeb,
Sandoval y Vallespín.

Artículo 48. 

Derechos de los niños y niñas. Los órganos del Estado a que
se refiere la presente ley deberán considerar, en sus decisiones y actuaciones para
la  aplicación  de esta  ley,  el  interés  superior  del  niño y  el  pleno  respeto  de los
derechos que le son reconocidos en la Constitución Política de la República, en la
Convención sobre los Derechos del Niño, en los demás tratados internacionales que
hayan sido ratificados por Chile que se encuentren vigentes, y en las leyes.

Todo niño y niña tiene derecho a ser oído y debidamente
considerado, de acuerdo con el desarrollo de sus facultades, en los procedimientos
o  actuaciones  previstas  en  esta  ley  en  que  se  decida  sobre  alguna  cuestión
particular  cuya  determinación  pudiere  afectar  sus  derechos  o  intereses,
especialmente en el ámbito familiar, escolar, sanitario, administrativo y comunitario,
según el procedimiento establecido en el reglamento. 

La diputada Molina formuló la siguiente indicación:
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a)  Al  inciso  primero,  para  agregar a  continuación  de  la
palabra “niñas”, las palabras “y adolescentes”.

b)  Al  inciso  segundo,  para  agregar a  continuación  de  la
palabras “niña”, las palabras “y adolescente”. 

El diputado Sandoval cuestionó la pertinencia de incorporar
este artículo, no por su contenido de fondo -el que señaló compartir plenamente- si
no porque significaría replicar el articulado de la Convención y, particularmente, del
proyecto de ley de Garantías de Derechos de la Niñez, que aún está en tramitación;
pero que son normas de aplicación general, para todo el ordenamiento jurídico, sin
necesidad de mencionarlas cada vez.

Además,  consultó  qué  pasa  con  los  derechos  del  padre,
madre o tutor de ese niño, qué se entiende por interés superior del niño en hipótesis
concretas en casos de colisión entre derechos del niño y sanciones derivadas de la
ley, y por qué se incorporan estos derechos existiendo también otros igualmente
relevantes.

El Jefe de la División de Desarrollo Regional, señor Rodrigo
Suazo; manifestó que la redacción responde a lo planteado por el Consejo para la
Infancia y corresponde a una coherencia legislativa en diversos proyectos de ley
iniciados desde el Ejecutivo.

El diputado Melo concordó con lo expuesto por el Ejecutivo y
las indicaciones.

La diputada Girardi consultó cómo se resolverían eventuales
colisiones entre sanciones derivadas de incumplimientos de esta ley y los derechos
del niño, por ejemplo, en caso de que no se quiera aplicar una medida de expulsión
de una familia porque hay niños.

El  Subsecretario  de  Desarrollo  Regional  y  Administrativo,
señor  Ricardo  Cifuentes,  expresó  que  ante  una  eventual  colisión  existe  una
preeminencia de derechos, y por ello se los está incorporando expresamente.

Preguntó  ¿Qué ocurriría  con  los  derechos  de  un  niño  de
meses a cuyo padre se lo quiere expulsar? -En ese caso el juez va a tener que
poner una especial  atención por ese niño, a sus condiciones peculiares,  bajo un
criterio de protección y una consideración primerísima por el niño, independiente
que el padre, madre o adulto que está a su cargo requiera de alguna sanción. Al
menos, a la hora de sancionar a un adulto a cargo a un niño, el juez tendrá que
tener en consideración las circunstancias de ese niño.

Puesto  en  votación, el  artículo  con  la  indicación  fue
aprobado por cinco votos a favor (5 de 8) de la señora Girardi y de los señores
Campos (en reemplazo del diputado González), Chávez, Melo y Meza; dos votos en
contra (2 de 8) de los señores Leopoldo Pérez y Sandoval, y la abstención (1 de 8)
del señor Morales.

Párrafo 2°
Procedimiento general

Artículo 49.

Procedimiento. El ejercicio de la potestad sancionatoria de la
presente ley se regirá conforme a las reglas de este artículo:
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1. El procedimiento se iniciará por la Gobernación Provincial
de Isla de Pascua, de oficio, por auto denuncia del infractor, o por denuncia fundada
del Consejo de Gestión de Carga Demográfica, ante ésta.

En caso que el procedimiento se inicie a través de denuncia
del Consejo, ésta deberá contener una descripción clara y detallada de los hechos
concretos que la motivan, precisando la fecha de su comisión, la norma infringida, y
en caso de estar en conocimiento, la identificación del presunto infractor, además de
cualquier otro antecedente que permita fundamentar su petición. Iguales requisitos
deberá cumplir la autodenuncia, en cuanto fueren procedentes.

El  Gobernador  Provincial  de  Isla  de Pascua  dará  curso a
esta denuncia sólo si cumple con los requisitos señalados en el inciso precedente.
De lo contrario, será declarada inadmisible y se procederá a su archivo mediante
resolución fundada,  sin perjuicio de su facultad de proceder de oficio.  Declarada
admisible la denuncia se procederá conforme al número 3 de este artículo.

2. Todos los antecedentes que se recaben, presentaciones
que se formulen y actos administrativos que se dicten en el procedimiento tendrán
carácter  reservado  hasta  la  notificación  de  la  resolución  que  ponga  término  al
mismo, salvo respecto de las personas  en contra quienes se dirige la investigación,
los que tendrán acceso al expediente desde el inicio del procedimiento.

3. El procedimiento se iniciará con la resolución que ordena
la apertura del expediente administrativo, la que deberá contener la norma que se
estima infringida y el plazo para que el presunto infractor evacue sus descargos.
Este acto deberá notificarse personalmente, por un funcionario de Carabineros de
Chile,  quien  deberá  dejar  testimonio  escrito  de  su  actuación  en  el  mismo
expediente. 

4. Por regla general, las notificaciones se harán por escrito
en el domicilio que conste en el procedimiento y serán efectuadas por un funcionario
de la Gobernación Provincial de la Isla de Pascua o  de Carabineros de Chile, según
instruya el Gobernador. 

Sin perjuicio de lo anterior,  el  Gobernador Provincial  de la
Isla  de  Pascua  podrá  establecer  otras  formas  de  notificación  que  fueren
convenientes para una mejor comunicación de las resoluciones, siempre y cuando
la persona así lo solicite y se condiga con la naturaleza del acto administrativo.

5. El afectado tendrá un plazo de diez días, contados desde
la  respectiva  notificación,  para  efectuar  sus  descargos  ante  la  Gobernación
Provincial de Isla de Pascua. En el mismo escrito deberá √ fijar domicilio conocido
dentro del  territorio  especial,  bajo apercibimiento  de tenerse por notificado en la
fecha de emisión de la resolución.

6. Evacuado el traslado o transcurrido el plazo otorgado para
ello,  el  Gobernador  Provincial  de  la  Isla  de Pascua,  resolverá  de plano  cuando
pueda fundar su decisión en hechos no controvertidos que consten en el proceso o
sean de pública notoriedad √. En caso contrario, abrirá un término de prueba de
ocho días. Dicho plazo se ampliará,  en el  caso que corresponda,  de acuerdo al
artículo  26  de  la  ley  Nº19.880  que  establece  Bases  de  los  Procedimientos
Administrativos que rigen los actos de los Órganos de la Administración del Estado. 

7. El Gobernador Provincial de la Isla de Pascua, de oficio o
a petición de parte, dará lugar a las medidas o diligencias probatorias que resulten
pertinentes. 
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8.  Los  hechos  investigados  podrán  acreditarse  mediante
cualquier medio de prueba admisible en derecho, los que se apreciarán conforme a
las reglas de la sana crítica.

9.  Cumplidos  los  trámites  señalados  en  los  numerales
anteriores,  el  Gobernador,  emitirá,  dentro  √  de  cinco  días  hábiles,  resolución
fundada mediante el cual absolverá o aplicará la sanción que corresponda.

Esta resolución deberá contener la individualización de él o
los sujetos investigados, la relación de los hechos, los medios de prueba utilizados,
la  forma en que los hechos se han acreditado y la  sanción a ser aplicada o la
decisión de absolución, según corresponda. 

10. La notificación del acto administrativo que imponga una
sanción, será notificada personalmente, por un funcionario de Carabineros de Chile,
debiendo entregarse copia de la resolución.

11.  Contra  la  resolución  que  pusiere  fin  a  la  instancia
administrativa ante la Gobernación Provincial de Isla de Pascua, podrán deducirse
los recursos que contempla esta ley.

Se presentaron las siguientes indicaciones:

1.  De  los  diputados  Chávez,  González  y  Vallespín,  para
eliminar, en el número 1, párrafo tercero, el vocablo “sólo”:

2.  De  los  diputados  Chávez,  González  y  Vallespín,  en  el
número 5, para intercalar entre las palabras “deberá” y “fijar” la frase “acompañar
todos los medios de prueba de que disponga y”.

3.  De los diputados Chávez y Vallespín,  en el  número 6,
para:

a)  agregar a  continuación  de  la  expresión  “de  pública
notoriedad” la frase “o estime fundadamente que son suficientes para resolver”, y

b)  reemplazar  la  frase “se  ampliará,  en  el  caso  que
corresponda,” por la frase “podrá ampliarse, por resolución fundada,” 

4.  De  los  diputados  Chávez,  González  y  Vallespín,  en  el
número 7, para agregar, luego de las palabras “resulten pertinentes” la siguiente
oración final “solo cuando sean necesarias para la resolución de la denuncia, fijando
un plazo breve y prudente para llevarse a cabo.”

5.  De  los  diputados  Chávez,  González  y  Vallespín,  en  el
número 9, incorporar entre los vocablos “dentro” y “de” la expresión “del plazo fatal”.

El diputado Chávez indicó que las indicaciones buscan que
el procedimiento sea lo más abreviado posible,  dado que no son causas de alta
complejidad.

El Jefe de la División de Desarrollo Regional, señor Rodrigo
Suazo compartió la idea de agilizar el procedimiento pero no compartió la idea de
restringir el plazo de presentación de las pruebas.

Concordó  con  la  indicación  números  1  y  3;  compartió  el
espíritu de la indicación N° 4 pero estimó que sería innecesaria, -pues ya estaría
comprendida  en  la  expresión  “pertinente”  del  numeral  7-;  y  no  compartió  la
indicación N° 5.
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Puesto  en votación, el  número 1  con la  indicación,  fue
aprobado por la unanimidad de los presentes (7) señores Campos (en reemplazo
del  diputado  González),  Chávez,  Meza;  Morales,  Leopoldo  Pérez,  Sandoval  y
Vallespín.

Los numerales 2, 3 y 4 fueron aprobados  por la misma
votación.

Sometido a votación, el numeral 5, con la indicación N° 2,
letra b), fue aprobado por la unanimidad  de los presentes (9) señores Campos
(en reemplazo  del  diputado  González),  Chávez,  Melo,  Meza,  Morales,  Leopoldo
Pérez, Rathgeb, Sandoval y Vallespín.

Puesto  en  votación, el  numeral  6,  con  la  indicación
signada con el número 3, fue aprobado por la unanimidad de los presentes (6)
señores Campos (en reemplazo del diputado González), Chávez, Meza, Morales,
Rathgeb y Sandoval.

En votación, la indicación N° 4, formulada al numeral 7
fue  rechazada  por  siete  votos  en  contra  (7  de  9)  de  los  señores  Campos  (en
reemplazo del diputado González), Melo, Meza, Morales, Leopoldo Pérez, Rathgeb
y Sandoval; y dos votos a favor (2 de 9) de los señores Chávez y Vallespín.

Sometido  a  votación, el  numeral  7  fue aprobado por  la
unanimidad  de  los  presentes  (9)  señores  Campos  (en  reemplazo  del  diputado
González),  Chávez,  Melo,  Meza,  Morales,  Leopoldo Pérez,  Rathgeb,  Sandoval  y
Vallespín.

El numeral 8 fue aprobado con la misma votación anterior.

La indicación N° 5, formulada al numeral 9 fue rechazada
por  siete  votos  en  contra  (7  de  9)  de  los  señores  Campos  (en  reemplazo  del
diputado González), Melo, Meza, Morales, Leopoldo Pérez, Rathgeb y Sandoval; y
dos votos a favor (2 de 9) de los señores Chávez y Vallespín.

Los  numerales  9,  10  y  11  fueron  aprobados  por  la
unanimidad  de  los  presentes  (9)  señores  Campos  (en  reemplazo  del  diputado
González),  Chávez,  Melo,  Meza,  Morales,  Leopoldo Pérez,  Rathgeb,  Sandoval  y
Vallespín.

Consecuentemente,  el  artículo  fue  aprobado  con  las
modificaciones indicadas.

Párrafo 3°
Recursos

Artículos 50, 51,52 y 53.

Artículo  50.-  Incompatibilidad.  En  caso  que  el  afectado
interponga ante el Gobernador Provincial  de la Isla de Pascua un recurso de los
establecidos en este párrafo, no podrá deducir igual pretensión ante los Tribunales
de Justicia mientras aquél no haya sido resuelto. 

Interpuesto un recurso ante la Gobernación Provincial de la
Isla de Pascua, se entenderá interrumpido el plazo para ejercer el recurso o acción
jurisdiccional. Dicho plazo volverá a contarse desde la fecha en que se notifique al
recurrente del acto administrativo resolutivo.
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Interpuesta  alguna  acción  jurisdiccional  en  contra  de  una
resolución de la Gobernación Provincial de Isla de Pascua, este organismo deberá
abstenerse de conocer cualquier recurso administrativo sobre la misma pretensión y
por los mismos hechos que motivaron la acción judicial.

Artículo 51.-  Efectos Suspensivos. Por la sola interposición
de  alguno  de  los  recursos  administrativos  contemplados  en  esta  ley,  se
suspenderán los efectos de la resolución impugnada.

Artículo  52.-  Reposición  administrativa.  Procederá  este
recurso respecto de las resoluciones dictadas por la Gobernación Provincial de Isla
de  Pascua  que  recaigan  sobre  cualquiera  de  las  sanciones  establecidas  en  la
presente ley. 

Este  recurso  deberá  interponerse  ante  la  Gobernación
Provincial  de  Isla  de  Pascua,  dentro  de  los  cinco  días  hábiles  siguientes  a  la
notificación de la resolución recurrida. 

Artículo 53.-  Recurso jerárquico.  El recurso jerárquico sólo
será procedente en caso de abandono, expulsión y prohibición de reingreso.

Deberá  interponerse  conjuntamente  con  el  de  reposición,
contemplado en el artículo precedente, para el caso que éste sea rechazado. 

La tramitación del recurso jerárquico se realizará mediante
medios electrónicos, por lo cual, en caso que se haya dictado acto administrativo
que rechaza el recurso de reposición del artículo 52, el Gobernador Provincial de
Isla  de  Pascua  deberá  remitir  dentro  de  24  horas,  copia  digital  íntegra  del
expediente a la Subsecretaría del Interior. El Subsecretario del Interior conocerá del
recurso y resolverá dentro del plazo establecido en el artículo siguiente.

Una vez resuelto el recurso jerárquico, este será remitido por
medios electrónicos a la Gobernación Provincial de Isla de Pascua, quien deberá
notificar  la  resolución  administrativa  conforme  a  las  reglas  establecidas  en  el
numeral 4 del artículo 49, sin perjuicio de lo previsto en el numeral 5  del referido
artículo, según sea el caso.

Sin debate, los artículos 50, 51, 52 y 53 fueron aprobados
por  la  unanimidad  de  los  presentes  (9)  señores  Campos  (en  reemplazo  del
diputado  González),  Chávez,  Melo,  Meza,  Morales,  Leopoldo  Pérez,  Rathgeb,
Sandoval y Vallespín.

Artículo 54.

Plazo  de  la  autoridad  administrativa  para  resolver.  El
Gobernador Provincial de Isla de Pascua deberá pronunciarse dentro del plazo
de diez días hábiles, contado desde la fecha de la interposición del recurso de
reposición. 

En su caso, el Subsecretario del Interior deberá resolver el
recurso jerárquico dentro de los quince días hábiles siguientes contados desde la
recepción de los antecedentes remitidos de conformidad al  inciso segundo del
artículo 53. 

En caso que la  autoridad correspondiente  no se hubiere
pronunciado  dentro  de  plazo,  el  o  la  recurrente  podrá  solicitar  la  emisión  del
certificado a que se refiere el inciso segundo del artículo 65° de la ley N° 19.880
que establece Bases de los Procedimientos Administrativos que rigen los actos
de los Órganos de la Administración del Estado.
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Se presentaron las siguientes indicaciones:

1.  De  los  diputados  Chávez,  González  y  Vallespín,  al
inciso primero, para reemplazar el guarismo “diez”, por “cinco”.

2.  De  los  diputados  Chávez,  González  y  Vallespín,  al
inciso segundo, para reemplazar la cifra “quince” por “diez”.

El  Jefe de la División de Desarrollo Regional, estimó,
que los plazos propuestos por la indicación son muy exiguos sobre todo si se
considera  que  el  que  establece  la  ley  de  Bases  de  los  Procedimientos
Administrativos  que  rigen  los  actos  de  los  Órganos  de  la  Administración  del
Estado, es de 30 días y en el caso de la ley sobre Bases Generales del Medio
Ambiente, se contempla un plazo de 20 días para fallar una reposición.

Puestas  en  votación, las  indicaciones  números  1  y  2,
fueron rechazadas por nueve votos en contra (9 de 10) de los señores Campos
(en  reemplazo  del  diputado  González),  Chávez,  Godoy,  Meza,  Morales,
Leopoldo Pérez, Rathgeb, Sandoval y Vallespín; y un voto a favor (1 de 10) de la
señora Girardi. 

Sometido a votación, el artículo fue aprobado por nueve
votos  a  favor  (9  de  10)  de  los  señores  Campos  (en  reemplazo  del  diputado
González), Chávez, Godoy, Meza, Morales, Leopoldo Pérez, Rathgeb, Sandoval
y Vallespín; y una abstención (1 de 10) de la señora Girardi. 

Párrafo 4°
Ejecución y efectos de las sanciones

Artículos 56, 57, 58 y 59.

Artículo 56. Ejecución de la sanción de multa. La resolución
administrativa que establezca el pago de una multa tendrá mérito ejecutivo.  

Las multas deberán ser pagadas en Tesorería General de la
República o en alguna institución bancaria en convenio con dicho servicio dentro de
los diez días siguientes a la notificación de la resolución que las imponga, plazo que
se suspenderá por la presentación de recursos.

El pago de la multa deberá ser acreditado en la Gobernación
Provincial de Isla de Pascua dentro de los diez días siguientes a éste, acompañando
el  comprobante  respectivo,  lo  que  podrá  efectuarse  en  conformidad  a  lo  que
disponga el reglamento.

El retardo en el pago de toda multa devengará los intereses
y reajustes establecidos en el artículo 53 del Código Tributario.

Si transcurrido el plazo de diez días, no estuviere acreditado
el  pago  de la  multa,  la  Gobernación  entregará  los  antecedentes  al  Juzgado  de
Policía Local respectivo. Este tribunal podrá decretar orden de arresto en contra del
infractor  a  razón  de  un  día  o  una  noche  por  cada  quinto  de  unidad  tributaria
mensual, con un máximo de quince jornadas diarias, diurnas o nocturnas. Dichas
medidas podrán ser decretadas en forma total o parcial, o en determinados días de
la semana, especificando duración, lugar y forma de cumplir con lo decretado. 
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Despachada una orden de arresto, no podrá suspenderse o
dejarse sin efecto sino por orden del tribunal que la dictó o por el pago de la multa
más intereses y reajustes.

Artículo  57.  Destino de la  multa.  El  importe de las multas
aplicadas  de  acuerdo  al  procedimiento  regulado  en  este  Párrafo,  quedará  a
beneficio  de  la  Gobernación  Provincial  de  Isla  de  Pascua  y  se  destinará
exclusivamente  para  el  financiamiento  de  actividades  de  fiscalización  de  dichas
infracciones.

Artículo 58. Ejecución de la medida de abandono. La sanción
de abandono deberá ejecutarse dentro del plazo de cinco días contados desde su
notificación. Si transcurrido el plazo la persona sancionada no abandona el territorio
especial, la Gobernación Provincial ejecutará la medida de expulsión.

Artículo 59.  Ejecución de la medida de expulsión. Una vez
que se encuentre firme la resolución que dispone la expulsión,  y no habiéndose
cumplido  la  sanción  de  abandono  en  el  plazo  establecido,  a  la  Policía  de
Investigaciones  de  Chile  le  corresponderá  su  ejecución.  Para  estos  efectos,  se
procederá a la detención de la persona por un plazo no superior a 12 horas.

La detención se llevará a cabo en dependencias de la Policía
de Investigaciones de Chile, dando cumplimiento a los estándares sanitarios y de
habitabilidad adecuados, y separado de toda la población penal. 

Vencido el  plazo señalado en el inciso primero sin que se
materialice la medida de expulsión, la Policía de Investigaciones de Chile deberá
poner  inmediatamente  a  la  persona  a  disposición  del  Juzgado  de  Garantía
competente,  con el  objeto  de que conozca y resuelva  sobre la  aplicación  de la
medida cautelar  contemplada en la letra c)  del  artículo 155 del Código Procesal
Penal a efectos de asegurar el cumplimiento de la medida de expulsión. 

Sin  debate,  los  artículos  fueron  aprobados  por  la
unanimidad de los presentes (10) señoras Girardi y Molina, y señores Campos (en
reemplazo  del  diputado  González),  Chávez,  Godoy,  Meza,  Leopoldo  Pérez,
Rathgeb, Sandoval y Vallespín.

Artículo 60.

Revocación y suspensión de oficio. La medida de expulsión
podrá ser revocada o suspendida temporalmente en cualquier momento, de oficio
por la misma autoridad que la dictó.

Los  diputados  Chávez,  González  y  Vallespín,  presentaron
indicación para agregar, a continuación del verbo “dictó” la siguiente frase final: “y
solo por resolución fundada”.

Sin  debate,  puesto  en  votación,  el  artículo  con  la
indicación fueron aprobados por la unanimidad de los presentes (9)  señoras
Girardi y Molina, y señores Campos (en reemplazo del diputado González), Chávez,
Meza, Leopoldo Pérez, Rathgeb, Sandoval y Vallespín.

Título VIII
Otras disposiciones

Artículo 61.
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Reglas  especiales  para  el  transporte
público y privado de pasajeros en Isla de Pascua. El Ministerio de Transportes y
Telecomunicaciones  estará  facultado  para  establecer  condiciones  y  exigencias
específicas para el transporte público y privado remunerado de pasajeros que preste
servicios  en  la  Isla  de  Pascua,  exceptuarlos  del  cumplimiento  de  determinada
normativa reglamentaria y establecer otros requisitos de circulación que tiendan a
un ordenamiento y cuidado de ese territorio especial. 

Asimismo,  podrá  establecer  que  las  inscripciones  que  se
autoricen al amparo de la ley N° 20.867, que Suspende por el Plazo de Cinco Años
la  Inscripción  de  Taxis  en  el  Registro  Nacional  de  Servicios  de  Transporte  de
Pasajeros,  en el territorio especial, otorguen prioridad a personas que pertenezcan
al pueblo Rapa Nui según lo dispuesto en el artículo 66 de la ley N° 19.253, que
Establece Normas sobre Protección, Fomento y Desarrollo de los Indígenas, y Crea
la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena.

El Subsecretario de Transportes, don Carlos Melo, indicó
que el artículo 61 reconoce las particularidades de la Isla y, por tanto, valoró las
facultades que se entregan al Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones para
establecer condiciones y exigencias específicas para el transporte privado y público
remunerado  de  pasajeros,  y  para  exceptuar  del  cumplimiento  de  determinada
normativa reglamentaria.

Actualmente,  se observan algunas particularidades en ese
territorio, como es La utilización de vehículos distintos a los automóviles sedán para
el servicio de taxi o taxi colectivo, lo que se explica por la naturaleza del territorio.

Se presentaron las siguientes indicaciones:

1. Las diputadas Girardi y Molina, y los diputados Campos
Chávez,  Meza,  Leopoldo  Pérez,  Rathgeb,  Sandoval  y  Vallespín,  presentaron
indicación para agregar el siguiente inciso tercero:

“De  acuerdo  a  la  evaluación  que  haga  la  autoridad,  se
podrán decretar medidas de restricción a la circulación de vehículos motorizados y,
además, restringir el ingreso de vehículos a la Isla, con excepción de los vehículos
de emergencia.”

2.  De  los  mismos  diputados  para  agregar  el  siguiente
inciso cuarto:

“Un  reglamento,  que  será  dictado  en  el  plazo  de  ciento
veinte días, determinará las condiciones, exigencias y plazos para la aplicación de
las reglas especiales de los incisos precedentes a los vehículos que se encuentren
prestando servicio de transporte remunerado de pasajeros, público o privado, a la
fecha de entrada en vigencia de la presente ley.”

3. El diputado González presentó indicación para agregar el
siguiente inciso final:

“En  caso  de  declaración  de  latencia,  conforme  a  lo
dispuesto en el artículo 17, o de saturación, conforme a lo dispuesto en el artículo
19,  se  podrán  decretar  medidas  de  restricción  a  la  circulación  de  vehículos
motorizados y, además, restringir el ingreso de vehículos a la Isla, con excepción de
los vehículos de emergencia.”.
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En relación  a la  indicación número 3,  el  Subsecretario  de
Transportes sostuvo que la declaración de latencia y saturación se relacionan con
condiciones demográficas, las que no implican directamente alteraciones del flujo
vehicular. Sería un error relacionar ambos aspectos.

 En  el  análisis  sobre  dicha  indicación,  distinguió  entre  las
restricciones a la circulación y al ingreso de vehículos. Sobre lo primero, informó que
en el Senado se está tramitando un proyecto de ley relacionado con la restricción
vehicular por congestión, el cual podría ser la instancia apropiada para incorporar
una norma específica para la Isla de Pascua en ese sentido, como cuerpo normativo
marco.

Sobre  eventuales  restricciones  al  ingreso  de  vehículos,
expresó  sus  reservas,  pues  no es  función  del  Ministerio  restringir  el  acceso de
vehículos al parque, en territorio nacional. 

Propuso  entregar  al  reglamento  la  determinación  de  las
condiciones y exigencias que deban cumplir los vehículos que actualmente prestan
servicios de transporte de pasajeros en la Isla, tal como propone la indicación al
agregar un inciso final. En todo caso, preciso que de aprobarse una norma en tal
sentido se debiera eliminar el artículo sexto transitorio.”

El  diputado  Campos  estimó  que  las  ideas  matrices  del
proyecto  permitirían  abordar  estos  temas,  más  allá  de  la  existencia  de  otras
iniciativas legales.

El diputado Rathgeb se refirió a la necesidad de abordar la
cantidad de vehículos, el estado en que se encuentran, la chatarra.

El diputado Leopoldo Pérez manifestó que las condiciones
demográficas si se vinculan con la cantidad y flujo vehicular, y en consideración a
dicha relación, se podrían analizar mecanismos, como el congelamiento del parque
vehicular.

El  diputado Chávez  mencionó que en la  visita  al  territorio
especial se hizo presente la preocupación por el parque vehicular. 

El  Subsecretario de Transporte indicó que las facultades
otorgadas  en  el  articulado  permitirían  hacer  diferenciaciones  en  la  normativa
nacional, de carácter más restrictivo dada la naturaleza de la Isla.

En relación al retiro de vehículos y de chatarra, expresó su
disposición  para  analizar  la  posibilidad  de  que  servicios  subsidiados  pudieran
hacerse cargo del retiro de vehículos hacia el continente.

Respondiendo  al  diputado  Vallespín,  precisó  que  en  las
atribuciones del artículo 61 no permitirían llevar a cabo las medidas contenidas en la
indicación.

A su turno,  la diputada Girardi  indicó que el  ordenamiento
que  establece  esta  ley  es  distinto  en  períodos  de  “normalidad”,  de  latencia  o
saturación, por lo que sería relevante incorporar una restricción de la circulación
interna de los vehículos que ya existen, y también del ingreso de vehículos hacia la
Isla. Es una medida que busca evitar la saturación en este aspecto también.

Consultó  el  alcance  de  la  expresión  “exceptuarlos  del
cumplimiento de determinada normativa reglamentaria”. Reiteró la necesidad de que
el  proyecto  de  ley  contemple  un  mecanismo  para  restringir  el  ingreso  de  las
personas en la Isla en virtud de la carga demográfica.
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El Jefe de la División de Desarrollo Regional, sobre las
restricciones al ingreso de vehículos a la Isla, manifestó su desacuerdo, pues, a su
juicio, se estaría limitando otros derechos, como el de propiedad. En consecuencia,
estimó que no es menester de este mensaje abordarlo, el que se focaliza a regular
el flujo demográfico.

El diputado Leopoldo Pérez expresó sus inquietudes ante lo
expuesto. Indicó que este es un proyecto de ley destinado a un territorio especial. El
derecho  de  propiedad  no  puede  comprenderse  como  ilimitado;  de  ello  se
desprendería, que se podría controlar el ingreso de personas y no el de bienes o
mercancías. No se está restringiendo el derecho de adquirir bienes, sino que en el
caso de vehículos motorizados, hay que considerar que es un territorio insular, con
sus particularidades. 

Es  la  propia  ciudadanía  local  la  que  ha  solicitado  que  se
regule esta materia que apunta a mejorar la calidad de vida presente y futura, y la
sustentabilidad de dicho territorio.

El  diputado  Vallespín  destacó  lo  indicado  por  el
Subsecretario de Transportes en cuanto a que debe regularse vía reglamento las
condiciones, exigencias y plazos para la aplicación de las reglas especiales en este
ámbito.

Estimó  que  no  se  puede  derivar  esta  regulación  a  una
propuesta legal que se encuentra en tramitación. Es razonable aplicar restricciones
a los  vehículos  en períodos de latencia  o de saturación.  La diputada Molina  se
pronunció en el mismo sentido.

El  diputado Campos concordó con la  idea de regular  esta
materia en esta iniciativa legal y destacó la excepcionalidad de la norma.

El diputado Sandoval cuestionó que se regule esta materia
en este proyecto de ley, dado que su objetivo se relaciona con el flujo de personas,
pero enfatizó en la importancia de abordar este aspecto. Sobre la indicación N° 3,
expresó que alude a la carga demográfica y no se correlaciona con el flujo vehicular.

El Jefe de la División de Desarrollo Regional,  don Rodrigo
Suazo,  señaló  que la  indicación N° 1 busca prevenir  los períodos de latencia  y
saturación, es más amplia, concordó con ella.

Puesto  en  votación,  el  artículo  con  las  indicaciones
números 1 y 2 fue aprobado por la unanimidad  de los presentes (9) señoras
Girardi y Molina, y señores Campos (en reemplazo del diputado González), Chávez,
Meza, Leopoldo Pérez, Rathgeb, Sandoval y Vallespín.

La indicación N° 3 se rechazó, por la misma votación.

Artículo 62.

Realización  de  trámite  y  solicitud  de  autorizaciones.  Las
autorizaciones  y  demás  trámites  que  se  requieran  para  prestar  servicios  de
transporte  remunerado  de  pasajeros  podrán  ser  realizados  a  través  de  la
Gobernación  Provincial  de  Isla  de  Pascua,  la  que  deberá  gestionarla  ante  la
Secretaría Regional de Transportes y Telecomunicaciones de la Quinta Región de
Valparaíso por el medio más expedito de que disponga.
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Se hizo presente, por parte del Subsecretario de Transporte
que  esta  disposición  permite  agilizar  y  dar  mejor  respuesta  a  las  necesidades
especiales de regulación que vayan surgiendo.

Sin debate, el artículo fue aprobado por la unanimidad de
los presentes (8)  señora Molina,  y  señores Campos (en reemplazo del  diputado
González), Chávez, Meza, Leopoldo Pérez, Rathgeb, Sandoval y Vallespín.

Disposiciones transitorias

Artículos primero al cuarto.

Artículo primero. Dentro de los ciento veinte días contados
desde la  publicación  de la  presente ley,  se deberá dictar  el  primer  decreto que
establece la capacidad de carga demográfica para el territorio especial de Isla de
Pascua. Este decreto podrá fundarse en estudios que hubieren sido realizados con
anterioridad  a  la  entrada en vigencia  de la  presente  ley  y  que el  Ministerio  del
Interior y Seguridad Pública considere pertinentes. 

La presente ley entrará en vigencia el primer día del quinto
mes siguiente al de la publicación de la misma. 

Artículo  segundo.  El  primer  plan  de  gestión  de  carga
demográfica para el territorio especial de Isla de Pascua, deberá ser elaborado en el
término de noventa días contados desde la entrada en vigencia de esta ley. Para
efecto de lo dispuesto en el artículo 15 se considerarán los resultados del estudio de
gestión de la capacidad de carga demográfica vigente a esa fecha.

Artículo tercero. Quienes tengan domicilio en Isla de Pascua
con anterioridad al 24 de enero de 2016, tendrán el plazo de seis meses desde la
entrada  en  vigencia  de  la  ley  para  dar  cumplimiento  a  aquellos  requisitos
establecidos en el artículo 6°.

Aquellas  personas  señaladas  en  el  inciso  anterior  que no
cumplieren con alguno de los requisitos habilitantes establecidos en el artículo 6°,
dispondrán del mismo plazo a fin de solicitar autorización para permanecer en Isla
de  Pascua  a  la  Gobernación  Provincial  de  Isla  de  Pascua,  previo  informe  del
Consejo.

Las  personas  señaladas  en  los  incisos  anteriores  se
entenderán  habilitadas  para  permanecer  y  residir  en  Isla  de  Pascua  mientras
conserven la residencia y el ánimo de permanecer en el territorio especial.

Quienes hayan establecido domicilio en Isla de Pascua con
posterioridad a la fecha establecida en el inciso primero, tendrán el plazo de seis
meses desde la entrada en vigencia de la ley para dar cumplimiento a aquellos
requisitos  establecidos  en  el  artículo  6°.  A  estas  personas  se  les  aplicará
íntegramente los efectos previstos en la presente ley en caso de perder alguna de
estas circunstancias habilitantes.

Artículo  cuarto.  Para  la  realización  del  primer  estudio  de
gestión de la capacidad de carga demográfica no se aplicará lo dispuesto en la letra
a) del artículo 26 de la presente ley. 

Sin  debate,  sometidos  a  votación,  los  artículos  primero,
segundo, tercero y cuarto transitorios fueron aprobados por la unanimidad de los
presentes  (8)  señora  Molina,  y  señores  Campos  (en  reemplazo  del  diputado
González), Chávez, Meza, Leopoldo Pérez, Rathgeb, Sandoval y Vallespín.
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Artículo quinto.

En  tanto  no  entre  en  vigencia  una  ley  que  cree  como
instancia  de  representación  permanente  un  Consejo  del  Pueblo  Rapa  Nui,  los
cargos señalados en la letra c) del artículo 25 serán provistos de la siguiente forma:

1. Un cargo de consejero corresponderá al representante del
pueblo Rapa Nui ante el órgano establecido en la letra d) del artículo 41 de la ley N°
19.253  que  Establece  Normas  sobre  Protección,  Fomento  Desarrollo  de  los
Indígenas,  y  Crea  la  Corporación  Nacional  de  Desarrollo  Indígena,  mientras  se
mantenga en dichas funciones.

2. Dos cargos de consejeros corresponderán a las personas
que  hayan  obtenido,  en  la  última  elección  de  comisionados  de  la  Comisión  de
Desarrollo para Isla de Pascua, las votaciones más altas, descontadas aquellas que
correspondan a las personas que hubieran resultado electas como comisionados; y
por el mismo período para el que hayan sido electos estos últimos. 

Creado sea por  ley  un Consejo  del  Pueblo  Rapa Nui,  los
representantes  que se elijan  para  conformarlo  integrarán por  ese sólo  hecho el
Consejo de Gestión de Carga Demográfica, a contar de la fecha en que asuman sus
cargos, reemplazando desde la siguiente sesión a los consejeros mencionados en el
inciso precedente, si estos hubieren llegado a integrarlo.

Se presentaron las siguientes indicaciones:

1.  De  los  diputados  Chávez,  González  y  Vallespín,  para
reemplazar la referencia a la “letra c)”, por otra a las letras “c) y d)”.

2.  De  los  diputados  Chávez,  González  y  Vallespín,  para
agregar el siguiente número 3:

“3. Dos cargos designados por el Gobernador Provincial y no
pertenecientes al pueblo Rapa Nui.”

Las indicaciones se dieron por rechazadas en virtud de la
votación del artículo referido a la composición del Consejo.

Sin  debate,  sometido  a  votación,  el  artículo  quinto
transitorio fue aprobado por la unanimidad de los presentes (8) señora Molina, y
señores Campos (en reemplazo del diputado González), Chávez, Meza, Leopoldo
Pérez, Rathgeb, Sandoval y Vallespín.

Artículo sexto.

Los  vehículos  que  se  encuentren  prestando  servicios  de
transporte  remunerado,  público  o privado,  en el  territorio  especial  a  la  fecha de
entrada  en  vigencia  de  la  presente  ley,  tendrán  el  plazo  de  seis  meses  para
ajustarse a la normativa a que se refiere la disposición precedente.  Transcurrido
este plazo sin que se efectúe la regularización respectiva, se procederá a adoptar
las medidas para el retiro de circulación de esos vehículos.

Las  diputadas  Girardi  y  Molina,  y  los  diputados  Campos
Chávez,  Meza,  Leopoldo  Pérez,  Rathgeb,  Sandoval  y  Vallespín,  presentaron
indicación para eliminar el artículo.
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El señor Subsecretario de Transportes, en su oportunidad,
manifestó que el plazo de seis meses que establece esta disposición era muy corto
y  exigente,  por  lo  que  se  declaró  partidario  de  que  un  reglamento  regule  las
exigencias  y  plazos  para  la  aplicación  e  reglas  especiales  para  el  servicio  de
transporte.

Sometido  a  votación,  el  artículo  sexto  transitorio  fue
rechazado  por  la  unanimidad de  los  presentes  (8)  señora  Molina,  y  señores
Campos (en reemplazo del diputado González),  Chávez,  Meza,  Leopoldo Pérez,
Rathgeb, Sandoval y Vallespín.

Artículo séptimo, que pasaría a ser sexto.

El mayor gasto fiscal que demande la aplicación de esta ley
durante el primer año presupuestario de su entrada en vigencia se financiará con
cargo al presupuesto de la Partida Ministerio del Interior y Seguridad Pública y, en lo
que faltare, con recursos provenientes de la Partida Tesoro Público. En los años
siguientes se financiará con cargo a los recursos que disponga la respectiva Ley de
Presupuestos del Sector Público.

Sometido  a  votación,  el  artículo  séptimo transitorio  fue
aprobado  por  la  unanimidad de  los  presentes  (8)  señora  Molina,  y  señores
Campos (en reemplazo del diputado González),  Chávez,  Meza,  Leopoldo Pérez,
Rathgeb, Sandoval y Vallespín.

V. ARTÍCULOS E INDICACIONES RECHAZADOS.

a) Artículos rechazados.

Se  encuentran  en  esta  situación  los  artículos  11  y  42,
permanentes y sexto transitorio.

b) Indicaciones rechazadas.

Al artículo 5.

1.  De  los  diputados  Chávez,  González  y  Vallespín,  para
reemplazar el inciso primero por el siguiente:

“Artículo 5°.  Plazo máximo de permanencia en el  territorio
especial. Toda persona, nacional o extranjera, que ingrese a Isla de Pascua, podrá
permanecer  en  el  territorio  especial  por  un  periodo  máximo  de  15  días,  sólo
prorrogables por cinco días en casos debidamente calificados. Dicha solicitud de
prórroga deberá ser presentada antes del vencimiento del plazo que se pretende
prorrogar.”

2. De las diputadas Girardi y Molina, al inciso primero, para
reemplazar el número “treinta”, por “quince”.

3.  De  los  diputados  Chávez,  González  y  Vallespín,  para
reemplazar el inciso segundo por el siguiente:

“En  caso  de  fuerza  mayor,  caso  fortuito  u  otras
circunstancias debidamente justificadas y calificadas por la autoridad,  tales como
investigación  científica,  podrá  prorrogarse  la  permanencia  por  el  tiempo
estrictamente necesario para su abandono.”
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4. De la diputada Molina, para intercalar, en el inciso tercero,
entre las palabras “prórroga” y “será”,  lo siguiente: “deberá efectuarse dentro del
plazo máximo de permanencia y”; y para sustituir el guarismo “cinco” por “tres”.

5.  De  los  diputados  Chávez,  González  y  Vallespín,  para
sustituir, en el inciso tercero, la expresión “”cinco días hábiles”, por “setenta y dos
horas”.

6.  De la diputada Molina, para reemplazar el inciso cuarto,
por el siguiente:

“La  prórroga  concedida  a  una  persona  mayor  de  edad
deberá extenderse a los niños,  niñas y adolescentes que tenga bajo su cuidado
personal o bajo cuya responsabilidad ingresó al territorio especial, aun cuando no
concurra respecto de éstos el motivo por la cual fue concedida. Asimismo, si al niño,
niña o adolecente le afectare algún motivo de fuerza mayor, o caso fortuito u otras
circunstancias  debidamente  justificadas,  se  concederá  prórroga  a  sus  padres,  a
quien tenga su cuidado personal o bajo cuya responsabilidad haya ingresado a Isla
de Pascua.”

7.  De  los  diputados  Chávez,  González  y  Vallespín,  para
reemplazar el inciso cuarto, por el siguiente:

“La  prórroga  concedida  a  una  persona  mayor  de  edad
deberá extenderse a los menores de edad que tenga bajo su cuidado personal o
bajo  cuya responsabilidad ingresó al  territorio  especial,  aun cuando no concurra
respecto de éstos el motivo por la cual fue concedida. Asimismo, si al menor de
edad le afectare algún motivo de fuerza mayor, o caso fortuito u otras circunstancias
debidamente justificadas,  se concederá prórroga a sus padres, a quien tenga su
cuidado personal o bajo cuya responsabilidad haya ingresado a Isla de Pascua.”

8.  De  los  diputados  Morales  y  Sandoval,  al  inciso  cuarto,
para reemplazar la expresiones “niños y niñas”,  por “menores de edad” y “niño o
niña”, por “menor de edad”, respectivamente.

Al artículo 6.
Letra a) 

1.  De  los  diputados  Chávez,  González  y  Vallespín,  para
reemplazar la letra a), por la siguiente:

“a)  El  cónyuge,  conviviente  civil  o  de  hecho  cuando  esta
última se prolongue por a lo menos tres años continuos e ininterrumpidos de las
personas pertenecientes al pueblo rapa nui, sus hijos que estén bajo su cuidado
personal si se tratase de menores de edad o respecto de sus hijos mayores de edad
y  que  se  le  haya  nombrado  judicialmente  curador,  como asimismo respecto  de
aquellos que por resolución judicial se le haya confiado su cuidado personal.

En  caso  que  las  personas  señaladas  en  el  párrafo
precedente  pierdan  la  calidad  que  las  habilita  para  permanecer  en  el  territorio
especial,  salvo  que  le  asista  la  calidad  de ascendiente  por  consanguineidad  de
personas  pertenecientes  al  pueblo  rapa  nui,  deberán  hacer  abandono  de  éste
territorio en un plazo de treinta días u otro prudencial determinado por la autoridad,
según causa que lo justifique y por resolución fundada.”

2. De la diputada Molina, para reemplazar la letra a), por la
siguiente: 

“a) El cónyuge, conviviente civil o de hecho de las personas
pertenecientes al pueblo rapa nui, sus hijos que estén bajo su cuidado personal si
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se tratase de menores de edad o respecto de sus hijos mayores de edad y que se le
haya nombrado judicialmente curador, como asimismo respecto de niños, niñas y
adolescentes que por resolución judicial se le haya confiado su cuidado personal.

En  caso  que  las  personas  señaladas  en  el  párrafo
precedente  pierdan  la  calidad  que  las  habilita  para  permanecer  en  el  territorio
especial, deberán hacer abandono de éste en un plazo de sesenta días, salvo que
les asista la calidad de ascendiente por consanguineidad hasta el tercer grado de
personas pertenecientes al pueblo rapa nui.”.

3.  De  los  diputados  Morales  y  Sandoval,  en  la  letra  a),
párrafo primero, para reemplazar la expresión “tales como” por “los que serán”.

4.  De  la  diputada  Girardi,  en  la  letra  a),  para  agregar,  el
siguiente párrafo final:

“Lo dispuesto en el inciso anterior no se aplicará a quienes
tengan hijos en común o acrediten tener residencia en la isla  por más de cinco
años.”

Letra b)

1.  De  la  diputada  Molina,  y  de  los  diputados  Chávez,
González  Morales,  Sandoval  y  Vallespín  a la  letra  b),  para  agregar  el  siguiente
párrafo segundo, pasando el actual a ser tercero, y así sucesivamente:

“El  Estado  incentivará  que  las  personas  pertenecientes  al
Pueblo Rapa Nui, sus cónyuges, conviviente civil o de hecho se incorporen o sean
contratados en la Administración a fin de servir preferentemente la función pública
en el territorio especial.”

2.  De  la  diputada  Molina  y  de  los  diputados  Chávez  y
Vallespín,  para incorporar,  en el  párrafo tercero,  que ha pasado a ser cuarto, la
siguiente frase final, reemplazando el punto a parte por una coma: “el que en ningún
caso podrá ser superior a 5 años.”

Letra c)

1.  Del  diputado  González  para  reemplazar  en  el  párrafo
segundo la frase “de treinta días” por “no superior a quince días.”

2. De los diputados Morales y Sandoval, al párrafo segundo,
para reemplazar expresión “treinta días”, por “diez días”.

3. De los diputados Morales y Sandoval, para incorporar, el
siguiente párrafo final:

“Los  órganos  del  Estado  deberán  incorporar  en  las
respectivas bases de licitación para servicios que deban prestarse en el territorio
especial,  normas  que  propendan  e  incentiven  la  contratación  de  personas  del
pueblo  rapa  nui,  o  aquellos  que  tengan  residencia  permanente  en  el  territorio
especial.”.

Letra d)
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- De la diputada Molina y de los diputados Chávez, González
y  Vallespín,  presentaron  una  indicación  al  párrafo  segundo  de  la  letra  d)  para
reemplazar el guarismo “treinta” por “quince”.

Letra f)

1.  De  los  diputados  Chávez,  González  y  Vallespín,  para
reemplazar la cifra “noventa” por “treinta”.

2. De la diputada Girardi y del diputado González, a la letra
f), para agregar el siguiente párrafo final:

“En todo caso las  actividades  profesionales  o  económicas
independientes deberán ser aquellas declaradas como necesarias para el territorio
especial. Un reglamento determinará estas actividades.”

Letra g)

1. De los diputados Chávez, González y Vallespín, al párrafo
primero de la letra g) para eliminar la expresión “padres del cónyuge, conviviente
civil o de hecho”.

2. De los diputados Morales y Sandoval, al párrafo primero
de la letra g), para reemplazar la expresión “tales como” por “los que serán”.

Al artículo 7.

-  De  los  diputados  Morales  y  Sandoval,  para  agregar,  el
siguiente inciso final:

“Corresponderá  a  las  empresas  de  transporte  aéreo  o
marítimo verificar, previo a la venta del billete de pasaje, que el pasajero cumple con
los requisitos a que se refiere este artículo.”.

Artículo nuevo.

De los diputados Chávez, González y Vallespín, presentaron
indicación para agregar el siguiente artículo 10, pasando el actual 10 a ser 11, y así
sucesivamente:
 

“Artículo 10. Prohibición de Ingreso. Se prohíbe el ingreso al
territorio especial de las siguientes personas:

a) Los que hayan sido expulsados u obligados al abandono
del territorio especial, y

b)  Los  que  no  cumplan  con  los  requisitos  de  ingreso  al
territorio especial establecidos en esta ley.

Se  faculta  a  la  autoridad  para  disponer  el  abandono
inmediato del territorio especial respecto de las personas que se hallen en una o
más  situaciones  previstas  en  este  artículo.  La  autoridad  estará  facultada  para
requerir a los órganos competentes la información personal del pasajero a fin de
fundamentar la prohibición de ingreso a que se refiere este artículo.”

Al artículo 14, que pasaría a ser 13.
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1. De los diputados Chávez, González, Morales, Sandoval y
Vallespín, para reemplazar, en el inciso primero, la frase “cada ocho años” por “cada
cuatro años”.

2.  De  la  diputada  Girardi,  para  reemplazar,  en  el  inciso
segundo,  la  frase “así  como los niveles de flujo permanente y transitorio”  por la
siguiente “así como los niveles de flujo y actividades económicas permanentes y
transitorias”.

Al artículo 17, que pasaría a ser 18.

1.  De los diputados Morales y Sandoval, para intercalar,  en
el inciso primero, entre las frases “Isla de Pascua”  e “informará al  Ministerio”,  lo
siguiente:  “en un  plazo  no superior  a  las  cuarenta  y  ocho horas  desde que  se
advierta que se ha superado la capacidad a que se refiere este artículo”.

Al artículo 18, que pasaría a ser 19.

1. De los señores Chávez, González y Vallespín, a la letra a),
para incorporar entre las expresiones “no podrán” y “celebrar” la frase “permanecer
en el territorio especial por un plazo superior a cinco días, el cual será improrrogable
ni podrá”.

2. De los diputados Chávez, González y Vallespín, a la letra
b), para  incorporar entre la palabra “éste” y la conjunción “y” la frase “y dentro de
cinco días”.

Al artículo 19, que pasaría a ser 20.

1.  De los diputados Morales y Sandoval,  al inciso primero,
para  intercalar  entre  las  frase  “Isla  de  Pascua”  e  “informará  al  Ministerio”,  la
siguiente oración “en un plazo no superior a las cuarenta y ocho horas desde que se
advierta que se ha superado la capacidad a que se refiere este artículo”.

2. De los diputados Chávez, González y Vallespín, al inciso
primero, para intercalar entre las palabras “informará” y “al Ministerio”, la frase “, en
el plazo de cuarenta y ocho horas,”.

Al artículo 20, que pasaría a ser 21.

1.  De  los  diputados  Chávez,  González  y  Vallespín,  para
reemplazar, en la letra a), la cifra “treinta” por “cinco”.

2.  De  la  diputada  Girardi  y  del  diputado  González,  para
reemplazar, en la letra a), la cifra “treinta” por “quince”.

Al artículo 25, que pasaría a ser 26.

1. De los diputados Chávez, González y Vallespín, al inciso
primero, para agregar la siguiente letra d):

“d)  Dos  representantes  de  los  habitantes  del  territorio
especial no pertenecientes al pueblo rapa nui.”
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2.  De  la  diputada  Molina  y  de  los  diputados  Chávez,
González y Vallespín, para agregar el siguiente inciso segundo, pasando el actual
segundo a ser tercero, y así sucesivamente: 

| “Las personas a las que se refieren las letras c) y d), han de
ser elegidas conjuntamente y en el mismo acto a que se refiere la elección de los
miembros pertenecientes al pueblo rapa nui de la letra b) precedente.”

Al artículo 26, que pasaría a ser 27.

- De las diputadas Girardi y Molina y del diputado Melo, para
reemplazar en la letra a) verbo “Conocer” por “Pronunciarse”.

Al artículo 27, que pasaría a ser 28.

- Los diputados González, Morales y Sandoval, presentaron
indicación al inciso segundo, para reemplazarlo por el siguiente:

"Las sesiones serán públicas y convocadas por el Presidente
del Consejo, debiendo sesionar a lo menos una vez al mes."

Al artículo 28, que pasaría a ser 29.

Los diputados Chávez y Vallespín, presentaron indicación al
inciso  primero,  para intercalar  entre el  artículo  “un” y la  palabra “funcionario”,  el
término “abogado,”.

Al artículo 29 que pasaría a ser 30.

1. De las diputadas Girardi y Molina y del diputado Melo, al
inciso  primero,  para  suprimir  la  frase  final:  “de  acuerdo  a  su  disponibilidad
presupuestaria.”

2.  De  los  diputados  Chávez,  González  y  Vallespín,  para
agregar,  en  el  inciso  segundo,  a  continuación  de las  palabras  “del  Consejo”,  la
siguiente frase: “y todo lo necesario para la realización de las sesiones”.

Al artículo 30 que pasaría a ser 31.

La  diputada  Molina  y  los  diputados  Chávez,  González  y
Vallespín, presentaron indicación para reemplazar la referencia a las letras “b) y c)”,
por una a las letras “b), c) y d)”.

Al artículo 34, que pasaría a ser 35.
-.  De los  diputados Chávez y Vallespín,  al  inciso  primero,

para agregar la siguiente letra e):

“e) Los que a sabiendas den alojamiento a personas que no
cumplan con los requisitos de ingreso o permanencia en el territorio especial.”.

Al artículo 35, que pasaría a ser 36.

1. De la diputada Molina, para agregar la siguiente letra h):
“h): Los que a sabiendas o debiendo saber den alojamiento a

personas  que  no  cumplan  con  los  requisitos  de  ingreso  o  permanencia  en  el
territorio especial.”

2. De la diputada Girardi, para agregar la siguiente letra h):
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“h) El  que realizare cualquier  actividad lucrativa dentro del
plazo establecido en el artículo 5º o de sus prórrogas en su caso.”

3.  De  los  diputados  Chávez,  González  y  Vallespín,  para
agregar la siguiente letra:

“h)  Los que a sabiendas o debiendo saber,  prolonguen la
estadía o alojamiento de las personas a que se refiere el  artículo 5° y 6° de la
presente ley por sobre los plazos y periodos establecidos.”

4.  De  los  diputados  Chávez,  González  y  Vallespín,  para
agregar la siguiente letra:

“i)  Los  que  atenten  o  cometan  delito  contra  el  patrimonio
cultural dentro del territorio especial, en cualquiera de sus grados.”

Al artículo 36, que pasaría a ser 37.

1. De la diputada Molina, al inciso primero, para reemplazar
la cifra “diez” por “veinte”.

2.  De  los  diputados  Chávez,  González  y  Vallespín,  en  el
inciso segundo, para sustituir la referencia a las letras “c) y d)”, por otra a las letras
“c), d) y e)”.

3. De la diputada Molina y del diputado González, al inciso
segundo, para reemplazar el guarismo “5” por “diez”.

Al artículo 37, que pasaría a ser 38.

1. De los diputados Chávez y Vallespín, al inciso segundo,
para sustituir la referencia a las letras “a) y b)”, por otra a las letras “a), b) y h)”.

2.  De  la  diputada  Molina  y  del  diputado  González,  para
reemplazar, en el inciso segundo, la cifra “diez” por “veinte”.

3.  De  los  diputados  Chávez,  González  y  Vallespín,  para
sustituir la referencia a las letras “c) y d)”, por otra a las letras “c), d) e i)”.

4. De la diputada Molina la sustituir la referencia a las letras
“e) y f)”, por otra a las letras “e), f) y h)”.

Al artículo 40, que pasaría a ser 41.

1.  De  los  diputados  Chávez,  González  y  Vallespín,  para
reemplazar la frase “por un periodo que no podrá ser inferior a un año ni superior a
tres años“ por la siguiente “por un periodo que no podrá ser inferior a tres años ni
superior a cinco años.”

2.  De  los  diputados  Chávez,  González  y  Vallespín,  para
agregar el siguiente inciso tercero:

“Respecto de aquellos que incurran en la infracción señalada
en la letra i) del artículo 35, esta sanción deberá establecerse en el mismo acto que
decrete el abandono y sin necesidad de reiteración.”.
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Al artículo 45.

1.  De  los  diputados  Chávez,  González  y  Vallespín,  para
reemplazarlo, por el siguiente:

“Artículo 45. Prescripción de sanciones. La sanción de multa
prescribirá en el plazo de un año contado desde la fecha en que se notifique la
resolución  firme  que  las  imponga.  Serán  imprescriptibles  las  sanciones  de
abandono,  expulsión  y  prohibición  de  ingreso,  salvo  resolución  fundada  de  la
autoridad competente.”

Al artículo 49.

1.  De  los  diputados  Chávez,  González  y  Vallespín,  en  el
número 7, para agregar, luego de las palabras “resulten pertinentes” la siguiente
oración final “solo cuando sean necesarias para la resolución de la denuncia, fijando
un plazo breve y prudente para llevarse a cabo.”

2.  De  los  diputados  Chávez,  González  y  Vallespín,  en  el
número 9, incorporar entre los vocablos “dentro” y “de” la expresión “del plazo fatal”.

Al artículo 54.

1. De los diputados Chávez, González y Vallespín, al inciso
primero, para reemplazar el guarismo “diez”, por “cinco”.

2. De los diputados Chávez, González y Vallespín, al inciso
segundo, para reemplazar la cifra “quince” por “diez”.

Al artículo 61.

- El diputado González presentó indicación para agregar el
siguiente inciso final:

“En caso de declaración de latencia, conforme a lo dispuesto
en el  artículo 17, o de saturación,  conforme a lo  dispuesto en el  artículo 19,  se
podrán decretar medidas de restricción a la circulación de vehículos motorizados y,
además, restringir el ingreso de vehículos a la Isla, con excepción de los vehículos
de emergencia.”.

Artículo quinto transitorio.

1.  De  los  diputados  Chávez,  González  y  Vallespín,  para
reemplazar la referencia a la “letra c)”, por otra a las letras “c) y d)”.

2.  De  los  diputados  Chávez,  González  y  Vallespín,  para
agregar el siguiente número 3:

“3. Dos cargos designados por el Gobernador Provincial y no
pertenecientes al pueblo Rapa Nui.”

c) Indicaciones inadmisibles.

1.  De  la  diputada  Molina  y  del  diputado  González  para
incorporar  el  siguiente  artículo  12,  pasando  el  actual  12,  a  ser  13,  y  así
sucesivamente:
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“Artículo  12.  Tasa  de  Ingreso.  Todas  las  personas  que
ingresen al territorio especial deberán pagar una tasa de ingreso, exceptuando las
pertenecientes  al  pueblo  rapa  nui,  su  cónyuge,  conviviente  civil  o  de  hecho,  y
quienes se encuentren en alguna de las situaciones previstas en los artículos 5° y 6°
de esta ley. Un reglamento determinará el monto y la forma de pago.”

2.  De  la  diputada  Molina  y  de  los  diputados  Morales,
Leopoldo Pérez y Sandoval presentaron una indicación para agregar al artículo 12
nuevo, los siguientes incisos segundo y tercero:

“Esta tasa será cobrada y administrada por el municipio local
y tendrá como único objeto la conservación ambiental,  así  como la protección y
cuidado del patrimonio cultural de la Isla.

La Municipalidad tendrá a su cargo la elaboración de planes
y programas tendientes a cumplir estos objetivos, los cuales deberán ser aprobados
anualmente por el concejo municipal.”

Al artículo 15, que pasaría a ser 16.
3. De los diputados Morales y Sandoval, para reemplazar, en

el inciso tercero, la palabra “pudiendo”, por “debiendo”.

--------

Por  las  razones  señaladas  y  por  las  que  expondrá
oportunamente el  señor  Diputado  Informante,  la  Comisión de Medio Ambiente  y
Recursos, recomienda aprobar el siguiente 

PROYECTO DE LEY

“Título I
Disposiciones generales

Artículo  1.-  Objeto  de  la  ley.  Regular  el  ejercicio  de  los
derechos a residir, permanecer y trasladarse hacia y desde el territorio especial de
Isla  de  Pascua  de  conformidad  a  lo  establecido  en  el  artículo  126  bis  de  la
Constitución Política de la República.

Artículo  2.-  Derecho  a  residir,  permanecer  y  trasladarse.
Toda persona tiene derecho a residir, permanecer y trasladarse hacia y desde el
territorio especial de Isla de Pascua, cumpliendo los requisitos que señalan esta ley
y sus reglamentos.

La  presente  ley  no  exime  a  los  extranjeros  de  dar
cumplimiento a lo establecido en el decreto ley N° 1.094, de 1975, del Ministerio del
Interior y Seguridad Pública, que establece Normas para Extranjeros en Chile. 

Las  personas  pertenecientes  al  pueblo  rapa  nui,  de
conformidad con el párrafo 2°, del Título II, en relación al artículo 66 de la ley N°
19.253  que  establece  Normas  sobre  Protección,  Fomento  y  Desarrollo  de  los
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Indígenas,  y  crea  la  Corporación  Nacional  de  Desarrollo  Indígena,  no  estarán
afectas a las limitaciones que se establecen en este cuerpo legal. Sin perjuicio de lo
anterior, a estas personas les será aplicable el régimen sancionatorio establecido en
las letras c) y d) del artículo 35 y letras d), e) y f) del artículo 36 de la presente ley. 

Artículo  3.-  Cómputo  de  plazos.  Los  plazos  de  días
establecidos  en  esta  ley  son  de  días  corridos,  a  menos  que  se  indique
expresamente que son de días hábiles, en cuyo caso se computarán en los términos
señalados  en  el  artículo  25  de  la  ley  N°  19.880  que  establece  Bases  de  los
Procedimientos  Administrativos  que  rigen  los  actos  de  los  Órganos  de  la
Administración del Estado.

Artículo 4.- Territorio especial de Isla de Pascua. Para todos
los efectos de la presente ley se entenderá por territorio especial de Isla de Pascua
aquel señalado en el artículo 126 bis de la Constitución Política de la República, al
cual  se  aludirá  indistintamente  como  “Isla  de  Pascua”,  “Rapa  Nui”,  o  “territorio
especial”.

Título II
De la permanencia y residencia en el territorio especial de Isla de Pascua

Artículo 5.-  Plazo máximo de permanencia.  Toda persona,
chilena o extranjera, que ingrese a Isla de Pascua, podrá permanecer en el territorio
especial  por  un  período  máximo  de  treinta  días,  salvo  las  excepciones
contempladas en el artículo siguiente.

En caso de fuerza mayor o caso fortuito, podrá prorrogarse
la  permanencia  por  el  tiempo  necesario  para  su  abandono  la  cual  deberá
extenderse a su acompañante, en caso de ser necesario. 

La  solicitud  de  prórroga  será  calificada  y  resuelta  por  la
Gobernación Provincial de Isla de Pascua, en adelante “la Gobernación”, mediante
resolución fundada, en el plazo de cinco días hábiles contados desde el ingreso de
la solicitud. Mientras dure su tramitación, no procederán las sanciones del Título VI
de esta ley.

La prórroga concedida a una persona deberá extenderse a
los  niños,  niñas  y  adolescentes  que  hubieran  ingresado  bajo  su  cuidado,  aun
cuando  no  concurra  respecto  de  éstos  el  motivo  por  la  cual  fue  concedida.
Asimismo, si a algún niño, niña o adolescente le afectare algún motivo de fuerza
mayor o caso fortuito, se concederá prórroga a sus padres, representante legal o a
quien tenga su cuidado.

Las personas que hayan ingresado en conformidad al inciso
primero y mientras no tengan alguna de las calidades habilitantes del artículo 6,
tendrán prohibición absoluta de realizar cualquier tipo de actividad remunerada.

Artículo 6.- Personas habilitadas para permanecer por sobre
el plazo máximo de treinta días. El plazo máximo de permanencia en el territorio
especial  establecido  en  el  artículo  anterior  no  será  aplicable  a  las  siguientes
personas, quienes tendrán derecho a permanecer y residir en el territorio especial
mientras mantengan las calidades habilitantes que se señalan a continuación:
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a) El cónyuge,  conviviente civil  o conviviente de hecho de
una persona perteneciente al pueblo rapa nui.

En caso que las personas señaladas anteriormente pierdan
la calidad que las habilita para permanecer en el territorio especial, deberán hacer
abandono de éste en un plazo de noventa días. Lo anterior no se aplicará a quienes
tengan hijos en común con una persona perteneciente al pueblo rapa nui. 

b)  Los  funcionarios  públicos,  personal  contratado  por  los
órganos del Estado, las personas que ejerzan una función pública y los funcionarios
del poder judicial, que deban desempeñarse dentro del territorio especial, mientras
mantengan dicha condición.

Terminado su servicio,  destinación,  comisión de servicio  o
cometido funcionario,  o en caso que se ponga término al  vínculo  contractual,  la
persona deberá hacer abandono del territorio por cuenta del órgano que lo contrató
en un plazo de treinta días. 

Los órganos del Estado dispondrán que las destinaciones o
comisiones de servicio en Isla de Pascua se realicen por un período de tiempo
inferior a tres años, salvo que por necesidades propias del servicio se requiera un
período de estadía mayor.

Respecto  del  personal  profesional  de  alta  especialización
contratado, los jefes de servicio solicitarán opinión del Consejo de Gestión de Carga
Demográfica para evaluar la extensión de la estadía a que refiere el inciso anterior. 

El Estado podrá incentivar que las personas pertenecientes
al pueblo rapa nui, su cónyuge, conviviente civil o de hecho se incorporen o sean
contratados en la Administración a fin de servir preferentemente la función pública
en el territorio especial.

c)  Las  personas  que  cumplan  en  el  territorio  especial
funciones por cuenta de un concesionario de servicio público o una empresa que
haya celebrado un contrato con el Estado que deba ser ejecutado en el territorio
especial.

Los órganos del Estado podrán incorporar en las respectivas
bases  de  licitación  para  servicios  que  deban  prestarse  en  el  territorio  especial,
normas que propendan e incentiven la contratación de personas del pueblo rapa nui,
su cónyuge, conviviente civil y de hecho según se trate.

Finalizada la obra o servicio ejecutado en virtud del contrato,
la persona deberá hacer abandono del territorio especial en un plazo de treinta días,
por cuenta del concesionario o empresa contratante.

d)  Los  precandidatos  y  candidatos  inscritos  en  el  registro
especial  que  lleva  el  Servicio  Electoral  conforme  lo  dispongan  las  leyes  para
cualquier clase de cargos de elección popular que involucran el territorio especial,
incluyendo  las  elecciones  primarias.  Estas  personas  podrán  permanecer  en  el
territorio especial hasta la publicación de la sentencia de proclamación dictada por el
Tribunal  Calificador  de  Elecciones  o  el  Tribunal  Electoral  Regional,  según
corresponda.

En  caso  de  que  las  personas  señaladas  en  el  párrafo
precedente  pierdan  la  calidad  que  las  habilita  para  permanecer  en  el  territorio
especial, deberán hacer abandono de éste en un plazo de treinta días. 
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e)  Las  personas  que  desempeñan  cargos  de  elección
popular en dicho territorio, desde la dictación de la sentencia de proclamación hasta
la cesación del cargo. 

En  caso  de  que  las  personas  señaladas  en  el  párrafo
precedente  pierdan  la  calidad  que  las  habilita  para  permanecer  en  el  territorio
especial, deberán hacer abandono de éste en un plazo de treinta días.

f)  Los  trabajadores  contratados  para  desempeñarse  en  la
Isla de Pascua por un empleador que tenga establecimiento en el territorio especial,
o quienes desarrollen alguna actividad económica independiente en dicho territorio.

El empleador deberá pagar el billete de pasaje de regreso
del trabajador y de su familia hacia el destino que se convenga, cuando se produzca
el término de la relación laboral por cualquier causa. Este derecho será irrenunciable
para el trabajador y en caso alguno constituirá remuneración.

El  empleador  deberá  dar  aviso  del  término  de  la  relación
laboral a la Gobernación por escrito, dentro del plazo de cinco días contados desde
que ésta se produzca. 

Quienes  realicen  actividades  económicas  de  manera
independiente deberán cumplir con todos los requisitos que exige la ley para el inicio
y  desarrollo  de  la  actividad  que  se  trata,  tales  como iniciar  actividades  ante  el
Servicio de Impuestos Internos, y contar con todas las patentes y permisos vigentes
necesarios para la actividad que se pretende realizar. 

En  caso  que  las  personas  señaladas  en  los  párrafos
precedentes  pierdan  la  calidad  que  las  habilita  para  permanecer  en  el  territorio
especial, deberán hacer abandono de éste en un plazo de noventa días.

Aquellas personas que ingresen al  territorio especial de Isla
de  Pascua de  conformidad  a  lo  establecido  en  el  artículo  anterior  y  que
posteriormente  deseen  celebrar  un  contrato  de  trabajo  o  ejercer  una  actividad
económica independiente, deberán dar cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 9.

g) Los hijos, padres y quien esté sujeto al cuidado personal
de las personas señaladas en la letra a); así como el cónyuge, conviviente civil o de
hecho,  hijos,  padres  y  quien  esté  sujeto  al  cuidado  personal  de  las  personas
establecidas en las letras b), c), e) y f).

Las personas señaladas en el párrafo precedente perderán
la calidad que las habilita para permanecer en el territorio especial,  junto con los
mencionados en los literales a), b), c), e) y f), y deberán hacer abandono, en los
plazos establecidos para esos casos.

Título III
Del traslado hacia y desde el territorio especial de Isla de Pascua

Artículo 7.- Requisitos de ingreso. Para ingresar al territorio
especial de Isla de Pascua, por el plazo establecido en el artículo 5, las personas
deberán exhibir los siguientes antecedentes:
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a) Cédula de identidad, pasaporte u otro documento idóneo
de viaje, de acuerdo a la normativa general vigente.

b) Billete de pasaje intransferible de regreso desde Isla de
Pascua, que permita el cumplimiento efectivo del plazo dispuesto en el artículo 5.

c)  Reserva  en  establecimiento  autorizado  para  prestar
servicios de alojamiento turístico, que acredite el lugar donde permanecerá durante
su  estadía  en  la  Isla,  o  carta  de  invitación  con  alojamiento  de  alguna  de  las
personas contempladas en el artículo 6 o de una persona perteneciente al pueblo
rapa nui. El reglamento regulará la forma de autorización de estos alojamientos y el
modo en que serán difundidos a las personas que lo requieran.

Artículo 8.- Requisitos de ingreso especiales. Para ingresar
al  territorio especial  de Isla de Pascua en alguno de los casos señalados en el
artículo 6, se deberán exhibir documentos de nombramiento u otros antecedentes
idóneos para acreditar tales circunstancias, de acuerdo con el reglamento de esta
ley.

Artículo 9.- Obligación de informar. La persona que hubiere
ingresado con la intención de permanecer por el plazo establecido en el artículo 5 y
que, dentro de dicho plazo, o de su prórroga, cumpliere alguno de los requisitos
contemplados  en  el  artículo  6  para  extender  su  estadía,  deberá  dar  aviso  a  la
Gobernación, en el plazo anteriormente señalado, acompañando los antecedentes a
que se refiere el artículo anterior. 

Artículo 10.- Obligación de informar nómina de pasajeros y
tripulantes.  Las  empresas  de  transporte  aéreo  o  marítimo  estarán  obligadas  a
informar a la Policía de Investigaciones de Chile  y a la Gobernación,  dentro del
plazo de veinticuatro horas contado desde su arribo, la nómina que contenga la
individualización  de  las  y  los  pasajeros  y  tripulantes  que  ingresaron  al  territorio
especial de Isla de Pascua en dicho arribo. 

Asimismo, se encontrarán obligados a informar,  dentro del
plazo de veinticuatro horas,  contado desde el  embarque, el  listado de pasajeros
registrado  en  sus  nóminas  que  no  se  hayan  presentado  a  embarcar  en  la
oportunidad señalada en su billete de pasaje de regreso. 

Título IV
Instrumentos de gestión de la capacidad de carga demográfica

Párrafo 1°
Decreto que establece la capacidad de carga demográfica 

Artículo 11.-  Decreto que establece la capacidad de carga
demográfica. Mediante decreto supremo expedido a través del Ministerio del Interior
y  Seguridad  Pública,  suscrito  además  por  el  Ministro  del  Medio  Ambiente,  se
establecerá la capacidad de carga demográfica del territorio especial en período de
latencia y saturación. Dicho acto deberá fundarse en el estudio de gestión de la
capacidad de carga demográfica establecido en el artículo 13, y deberá considerar
los  informes  emitidos  por  los  órganos  de  la  Administración  del  Estado  con
competencia en la materia. 
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El decreto que establece la capacidad de carga demográfica
se publicará en el Diario Oficial y se difundirá a través de los demás mecanismos
que el mismo prescriba. 

Artículo 12.-  Vigencia y revisión del decreto. El decreto que
establece la capacidad de carga demográfica deberá dictarse cada cuatro años.

Sin perjuicio de lo anterior, el Consejo de Gestión de Carga
Demográfica  podrá  solicitar,  de  manera  fundada,  al  Ministerio  del  Interior  y
Seguridad Pública,  la revisión y modificación total o parcial de sus disposiciones,
cuando  los  hechos  o  antecedentes  que sirvieron  de  fundamento  para  el  mismo
hayan sufrido alteraciones significativas. 

Artículo  13.-  Estudio de gestión de la  capacidad de carga
demográfica.  El  Ministerio  del  Interior  y  Seguridad  Pública  deberá realizar,  cada
ocho años, un estudio de gestión de la capacidad de carga demográfica, que podrá
ser elaborado en conjunto con otros órganos de la Administración del Estado de
acuerdo a las normas de la ley N° 19.886 de Bases sobre Contratos Administrativos
de Suministro y Prestación de Servicios. En cualquier caso, en la elaboración de
dicho estudio  se deberá considerar  la  participación  de contrapartes técnicas,  en
atención a las capacidades locales existentes en el territorio especial. 

Este instrumento deberá establecer una fórmula para realizar
los cálculos de capacidad de carga demográfica a que se refiere el artículo anterior.
Para  ello,  considerará  las  características  ambientales  del  territorio  especial,  y
también  las  condiciones  geográficas,  demográficas,  culturales,  usos  de  suelo
actuales y potenciales, disposición de residuos y demás pertinentes; así como los
niveles de flujo permanente y transitorio que el territorio especial puede soportar en
un determinado período de tiempo, entre otras consideraciones.

Artículo  14.-  Plan  de  gestión  de  la  capacidad  de  carga
demográfica. El Ministerio del Interior y Seguridad Pública elaborará y aprobará, a
través de un decreto supremo, un plan de gestión de la carga demográfica para el
territorio especial, mediante el cual se determinarán el conjunto de políticas públicas
destinadas a velar porque la capacidad de carga demográfica del territorio especial
en período de latencia y saturación no sea superada. El plan deberá considerar los
resultados del estudio de gestión de capacidad de carga demográfica vigente.

Deberán participar en su elaboración todos aquellos órganos
de  la  Administración  del  Estado  que,  en  atención  a  sus  competencias,  resulte
pertinente convocar, y especialmente el Ministerio de Desarrollo Social, el Ministerio
del Medio Ambiente y la Municipalidad de Isla de Pascua. 

El  plan tendrá una vigencia  de cuatro años,  pudiendo ser
revisado  al  segundo  año,  y  será  vinculante,  en  lo  que  corresponda,  para  la
municipalidad, ministerios, servicios públicos y demás órganos de la Administración
del  Estado  que  operen  en  Isla  de  Pascua,  los  cuales  deberán  informar
semestralmente acerca del nivel de cumplimiento de las acciones contenidas, dentro
del ámbito de sus competencias.

Artículo  15.-  Del  ingreso al  Parque Nacional  Rapa Nui.  El
número de visitas que reciba el Parque Nacional Rapa Nui deberá ajustarse a lo que
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determinen los instrumentos de gestión de capacidad de carga demográfica y el
decreto supremo a que se refiere el artículo 11 para el territorio especial.

Artículo 16.- Operaciones de transporte. Con la finalidad de
velar para que la capacidad de carga demográfica del territorio no sea superada,
aquellos  órganos de la  Administración  del  Estado con competencia  en materias
relacionadas  con la  operación  de  las  empresas de  transporte  marítimo o  aéreo
deberán observar especialmente lo establecido en los instrumentos de gestión de la
capacidad de carga demográfica y del decreto supremo a que se refiere el artículo
11.

Párrafo 2°
Registro y monitoreo

Artículo  17.-  Registro  y  monitoreo.  La  Gobernación  será
responsable de monitorear y mantener actualizado un registro de flujos de ingreso y
salida de personas y su permanencia en el territorio especial, los cuales deberán ser
informados cada dos meses a la Municipalidad de Isla de Pascua, al Consejo de
Gestión de Carga Demográfica, a la Comisión de Desarrollo de Isla de Pascua o a
cualquier otra autoridad que determine pertinente.

Un  reglamento  expedido  por  el  Ministerio  del  Interior  y
Seguridad  Pública  fijará  las  normas  relativas  a  la  administración  del  registro,  al
tratamiento de la información y a todas aquellas normas necesarias para su correcto
funcionamiento. 

Párrafo 3°
Declaración de latencia

Artículo 18.- Declaración de latencia. Cuando se advierta que
se ha superado la capacidad de carga demográfica fijada para la  latencia en el
decreto respectivo, la Gobernación informará, en un plazo no superior a cuarenta y
ocho horas,  al  Ministerio del Interior y Seguridad Pública,  el  que a través de un
decreto supremo, declarará la latencia del territorio especial.

La declaración de latencia producirá los efectos temporales a
que se refiere el artículo siguiente. A falta de regla expresa, el estado de latencia
tendrá una vigencia de un año, y será prorrogable de manera sucesiva mientras
duren las circunstancias fundantes. En cualquier caso, este plazo y sus prórrogas no
podrán superar la vigencia del decreto a que hace referencia el artículo 11.

Artículo  19.-  Efectos  temporales  originados  por  la
declaración de latencia. En virtud de la declaración de latencia, se producirán los
siguientes efectos: 

a) Los trabajadores contratados a plazo fijo deberán hacer
abandono del territorio especial una vez vencido éste y no podrán celebrar un nuevo
contrato, prorrogar los que se encontraren vigentes, ni ejercer nuevas actividades
económicas de manera independiente en la Isla.

b)  Los  padres  e  hijos  mayores  de  edad  de  las  personas
habilitadas en las letras b), c), e) y f) del artículo 6 que ingresen al territorio especial
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en período de latencia, no podrán permanecer por sobre el plazo establecido en el
artículo 5, salvo que exista una relación de dependencia acreditada de acuerdo al
reglamento.

c)  Los  padres  e  hijos  mayores  de  edad  del  cónyuge,
conviviente civil o de hecho de una persona perteneciente al pueblo rapa nui que
ingresen al territorio especial una vez declarada la latencia, no podrán permanecer
por sobre el plazo establecido en el  artículo 5, salvo que exista una relación de
dependencia acreditada de acuerdo al reglamento.  

Párrafo 4°
Declaración de saturación

Artículo 20.- Declaración de saturación. Cuando se advierta
que se ha superado la capacidad de carga demográfica fijada para la saturación en
el decreto señalado en el  artículo 11,  la Gobernación informará, en un plazo no
superior a cuarenta y ocho horas, al Ministerio del Interior y Seguridad Pública, el
que a través de un decreto supremo, declarará la saturación del territorio especial.

La  declaración  de  saturación  producirá  los  efectos
temporales a que se refiere el artículo siguiente. El estado de saturación tendrá una
vigencia  de  un  año  prorrogable  de  manera  sucesiva  mientras  duren  las
circunstancias fundantes y no podrá superar la vigencia  del  decreto a que hace
referencia el artículo 11.

Artículo  21.-  Efectos  temporales  originados  por  la
declaración de saturación. El decreto que declare la saturación del territorio especial
de Isla de Pascua, producirá los siguientes efectos, los que serán adicionales a los
prescritos en el decreto que declara la latencia: 

a)  Reducir  el  plazo establecido en el  artículo  6  relativo  al
tiempo para hacer abandono del territorio especial,  de las letras a), f) y g), a un
máximo de treinta días.

b)  Fijar  un plazo máximo de permanencia  que,  en ningún
caso, podrá ser superior a siete días. 

Estas medidas se aplicarán proporcionalmente considerando
la magnitud de la superación de la capacidad de carga establecida en el decreto
respectivo y los efectos sociales y económicos que las medidas generarán.

Artículo  22.-  Obligación de las empresas de transporte de
pasajeros. Declarado el estado de saturación, las empresas marítimas o aéreas de
transporte de pasajeros deberán adecuar la oferta de su servicio de forma tal que la
estadía de los usuarios en Isla de Pascua no supere el período de tiempo fijado por
el decreto, en virtud de lo establecido en la letra b) del artículo anterior. La medida
no  afectará  a  los  pasajeros  que  hubieren  adquirido  su  billete  de  pasaje  con
anterioridad a la vigencia de la resolución. 

Título V
De los organismos responsables

Párrafo 1°
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Ministerio del Interior y Seguridad Pública

Artículo  23.-  Funciones  y  atribuciones.  Corresponderá  al
Ministerio del Interior y Seguridad Pública, a través de la Gobernación:

a)  Solicitar  y  recibir  los avisos  de término de contrato por
parte de los empleadores, de acuerdo a lo previsto en el artículo 6.

b)  Recibir  autodenuncias  y  denuncias  del  Consejo  de
Gestión de Carga Demográfica, respecto de aquellas personas que se encuentren
en infracción de la ley.

c)  Otorgar la prórroga establecida en el artículo 5, cuando
corresponda.

d) Aplicar las sanciones establecidas en el Título VI de esta
ley, cuando corresponda.

e) Administrar el registro a que se refiere el artículo 17.

f)  Realizar  el  monitoreo  de  los  flujos  de  personas,  de
conformidad con lo señalado en el artículo 17.

g)  Supervigilar  el  cumplimiento  de  esta  ley.  Lo  anterior
procederá  sin  perjuicio  de  las  atribuciones  que  se  le  otorgan  a  la  Policía  de
Investigaciones de Chile.

h) Ejercer las demás funciones y atribuciones que establezca
la ley. 

Párrafo 2°
Policía de Investigaciones de Chile

Artículo  24.-  Funciones.  Corresponderá  a  la  Policía  de
Investigaciones de Chile:

a)  Verificar  el  cumplimiento  de los  requisitos  de ingreso y
permanencia a Isla de Pascua, cuando se cumplan los supuestos establecidos en la
presente ley.

b) Fiscalizar el cumplimiento de esta ley en el ejercicio de
sus atribuciones, y en coordinación, en lo que corresponda, con la Gobernación. 

c) Entregar periódicamente a la Gobernación la información
relativa al registro señalado en el artículo 17, de acuerdo a lo que establece la ley y
el reglamento. 

d)  Ejecutar  la  medida  de  expulsión  en  los  casos  que
corresponda, de conformidad con lo dispuesto en esta ley. 

Párrafo 3°
Consejo de Gestión de Carga Demográfica
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Artículo  25.-  Consejo  de  Gestión  de  Carga  Demográfica.
Créase el  Consejo de Gestión de Carga Demográfica,  en adelante “el  Consejo”,
cuya  función  será  colaborar  con  los  organismos  responsables  en  las  materias
relacionadas  con  la  residencia,  permanencia  y  traslado  de  personas  a  Isla  de
Pascua.

Artículo 26.- Composición.  El Consejo estará integrado por
los siguientes miembros:

a) El Alcalde de Isla de Pascua.

b) Los seis miembros electos de la Comisión de Desarrollo
de Isla  de Pascua,  uno de los  cuales  deberá ser  el  presidente  del  Consejo  de
Ancianos,  de acuerdo a lo dispuesto en el  artículo 68 de la  ley N° 19.253,  que
establece Normas sobre Protección, Fomento y Desarrollo de los Indígenas, y crea
la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena.

c) Tres representantes del pueblo rapa nui. 

Los consejeros tendrán dicha calidad mientras se mantengan
ocupando los cargos singularizados. 

El  Presidente  del  Consejo  será  designado  por  mayoría
absoluta de sus miembros. 

Artículo 27.- Funciones y atribuciones. El Consejo tendrá las
siguientes funciones y atribuciones: 

a)  Conocer  sobre  los  términos  de  referencia,  cuando
corresponda,  aportar  antecedentes,  realizar  observaciones  y  recomendar  su
aprobación o desaprobación al Ministerio del Interior y Seguridad Pública, durante la
elaboración del estudio de gestión de la capacidad de carga demográfica para el
territorio especial de Isla de Pascua, e integrar la contraparte técnica local, según
corresponda.

En  dicha  labor  podrán  recoger  los  planteamientos  e
inquietudes de las personas que habiten en el territorio especial.

b) Conocer y pronunciarse sobre el plan de gestión de carga
demográfica  dentro  del  plazo  de  sesenta  días  contado  desde  su  recepción,
informándolo favorablemente o formulando observaciones.

c) Solicitar  al  Ministerio del Interior y Seguridad Pública la
revisión de los antecedentes de hecho que sirvieron de fundamento para la dictación
del decreto que establece la capacidad de carga demográfica, de conformidad con
lo establecido en el artículo 12.

d) Proponer al Ministerio del Interior y Seguridad Pública la
adopción de medidas para normalizar los niveles de carga demográfica.

e)  Informar  a  los  jefes  de  servicio  de conformidad  con  lo
establecido en la letra b), del artículo 6 cuando sea requerido.

f) Denunciar ante la Gobernación aquellas infracciones a la
presente ley que tome conocimiento.
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g)  Emitir  opinión,  a requerimiento  del  interesado,  sobre la
solicitud de patentes comerciales ante la Municipalidad de Isla de Pascua.

h)  Solicitar  al  Gobernador  que convoque al  comité técnico
asesor establecido en el artículo 46 de la ley N° 19.175, Orgánica Constitucional
sobre Gobierno y Administración Regional, en el marco de sus atribuciones.

i) Las demás funciones y atribuciones que le entregue la ley. 

Artículo  28.-  Reglas  de  funcionamiento.  El  quórum  para
sesionar  será  de  la  mayoría  de  los  miembros  en  ejercicio  y  los  acuerdos  se
adoptarán por mayoría absoluta de los miembros asistentes. En caso de empate
resolverá el Presidente del Consejo o quien lo reemplace, según lo establezca el
reglamento. 

Las  sesiones  serán  convocadas  por  el  Presidente  del
Consejo, debiendo sesionar a lo menos una vez al mes. 

Las  sesiones  serán  públicas,  salvo  que  sean  declaradas
reservadas por el Presidente del Consejo, a fin de tratar asuntos que puedan afectar
los derechos de las personas o contener datos de carácter personal o sensibles, de
conformidad  a  lo  establecido  en  la  ley  N°  19.628  sobre  Protección  de  la  Vida
Privada.

El  Consejo  determinará  las  normas  para  su  adecuado
funcionamiento mediante un reglamento interno.

Artículo  29.-  Secretaría  ejecutiva.  El  Consejo  contará  con
una secretaría ejecutiva, radicada en la Gobernación, la cual estará a cargo de un
funcionario del Servicio de Gobierno Interior con desempeño en dicha Gobernación. 

Corresponderá  a  la  secretaría  ejecutiva  coordinar  las
sesiones  del  Consejo,  levantar  acta  de  los  acuerdos  adoptados,  elaborar  una
memoria  que  resuma  las  actividades  realizadas  durante  el  año  y,  en  general,
realizar todas aquellas funciones que sean necesarias para el cumplimiento de los
fines establecidos en la presente ley.

Artículo  30.-  Apoyo  técnico  para  el  funcionamiento  del
Consejo. Corresponderá al Ministerio del Interior y Seguridad Pública, a través de la
Gobernación,  prestar  el  apoyo  técnico,  profesional  y  administrativo  que  sea
menester  para  el  funcionamiento  del  Consejo  y  de  su  secretaría  ejecutiva,  de
acuerdo a su disponibilidad presupuestaria. 

La  Gobernación,  además,  facilitará  una  sala  o  espacio
adecuado y todo lo necesario para la realización de las sesiones del Consejo. 

Artículo  31.-  Dietas  de  los  consejeros  y  gastos  de
funcionamiento.  Los  consejeros,  con  excepción  del  indicado  en  la  letra  a)  del
artículo  26,  percibirán  una  dieta  mensual  equivalente  a  dos unidades  tributarias
mensuales.  Sin  perjuicio  de  lo  anterior, tendrán  derecho  a  percibir  una  dieta
adicional equivalente al citado monto por concepto de asistencia a cada una de las
sesiones del Consejo, o de las comisiones de trabajo que se formen por acuerdo de
dicho  Consejo,  las  que  se  pagarán  conjuntamente  con  la  dieta  mensual  que
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corresponda  al  mes  respectivo.  Con  todo,  los  consejeros  no  podrán  percibir
mensualmente, por concepto de dietas indicadas precedentemente, una cantidad
superior a seis unidades tributarias mensuales.

En el caso de los miembros del Consejo singularizados en
las  letras  b)  y  c)  del  artículo  26,  la  dieta  indicada  en  el  inciso  anterior  será
compatible con cualquier otro ingreso que perciban.

Para  efectos  de  la  percepción  de  la  dieta  no  serán
consideradas como tales las inasistencias que obedecieren a razones médicas o de
salud, que hayan sido debidamente acreditadas mediante certificado expedido por
médico  habilitado  para  ejercer  la  profesión,  presentado  ante  el  Presidente  del
Consejo o la secretaría ejecutiva. Igualmente, para los efectos señalados, y previo
acuerdo del Consejo, se podrá eximir a un consejero de la asistencia a sesión en
razón del fallecimiento de un hijo, del cónyuge, conviviente civil o de hecho, o de
uno de sus padres, siempre que el deceso hubiese tenido lugar dentro de los siete
días corridos anteriores a la sesión respectiva.

Asimismo,  no  se  considerarán  las  inasistencias  de
consejeros motivadas en el cumplimiento de cometidos propios de las funciones del
Consejo o cargo que desempeñen, de conformidad a la ley.

Artículo 32.- Deber de abstención.  Los consejeros deberán
informar inmediatamente de cualquier circunstancia que pudieren generar conflicto
de interés, restarles imparcialidad en sus decisiones o acuerdos, absteniéndose, en
el acto, de conocer del asunto respecto del cual se configure la causal. 

Ningún  consejero  podrá  tomar  parte  en  la  discusión  y
votación  de  asuntos  en  que  él  o  sus  parientes,  hasta  el  cuarto  grado  de
consanguinidad o segundo de afinidad, tengan interés.

Se entenderá que existe dicho interés cuando su resolución
afecte moral y pecuniariamente a las personas referidas en el presente artículo.

La infracción al presente artículo se sancionará conforme a
lo dispuesto en el artículo 36, en relación al artículo 41 de la ley N° 19.175, Orgánica
Constitucional sobre Gobierno y Administración Regional. Para estos efectos, será
competente el Tribunal Electoral de la Región de Valparaíso.

Artículo 33.- Reglas en materia de probidad. Para efectos del
artículo  anterior  se  entenderá  por  conflicto  de  interés  lo  dispuesto  en  el  inciso
tercero del artículo 1 de la ley N° 20.880, sobre Probidad en la Función Pública y
Prevención de los Conflictos de Intereses.

Asimismo, los consejeros deberán efectuar una declaración
anual de intereses y patrimonio en los términos de los Capítulos 1° y 2° del Título II
de la citada norma legal.

Para estos efectos, será el Subsecretario del Interior quien
deberá verificar que todos los consejeros efectúen oportunamente la declaración de
intereses y patrimonio y sus respectivas actualizaciones.

Además,  deberá  remitir  a  la  Contraloría  General  de  la
República, en la forma que dispone el reglamento a que se refiere la ley N° 20.880,
las  declaraciones  de  patrimonio  e  intereses  efectuadas  por  los  declarantes  e
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informarles  de  las  infracciones  a  la  obligación  de  realizar  dichas  declaraciones,
dentro de los treinta días posteriores a aquel en que tome conocimiento de aquellas.

Artículo  34.-  Normas  aplicables  a  consejeros.  A  los
consejeros no les será aplicable las normas que rigen a los funcionarios públicos,
salvo en materia de probidad administrativa y responsabilidad civil y penal.

Título VI
Infracciones y sanciones

Párrafo 1°
Infracciones 

Artículo  35.-  Infracciones  menos  graves.  Incurren  en
infracciones menos graves a esta ley:

a)  Las  empresas  de  transporte  marítimo  o  aéreo  que  no
informen oportunamente  el  listado  de  pasajeros  o  la  tripulación,  o  proporcionen
información inexacta o incompleta, de acuerdo a lo previsto en el inciso primero del
artículo 10.

b)  Las  empresas  de  transporte  marítimo  o  aéreo  que  no
informen a la autoridad sobre el no embarque de un pasajero que debía hacerlo de
acuerdo al inciso segundo del artículo 10.

c) Quienes no cumplan oportunamente con las obligaciones
de informar contenidas en el artículo 9. 

d) El empleador que no cumpla con la obligación de informar
prevista en el párrafo tercero de la letra f) del artículo 6.

Artículo  36.-  Infracciones  graves.  Incurren  en  infracciones
graves a esta ley: 

a)  Las  empresas  de  transporte  marítimo  o  aéreo,  que
durante el estado de saturación, vendan billetes de pasajes por períodos de tiempo
superiores a los establecidos  en el  decreto que la  declara,  de conformidad a lo
establecido en la letra b) del artículo 21.

b)  Las  personas  que  ingresen  al  territorio  especial
incumpliendo los requisitos establecidos en el artículo 7 o que permanezcan más
allá del tiempo autorizado en el artículo 5 de esta ley, salvo que su permanencia se
deba al incumplimiento, por parte de la respectiva empresa de transporte.

c)  Las  personas  que,  habiendo  perdido  alguna  de  las
calidades  establecidas  en  el  artículo  6  permanezcan  más  tiempo  del  permitido.
Respecto  de las  personas mencionadas en las  letras  b),  c),  f)  y  g)  no les será
aplicable esta sanción cuando su permanencia se deba al incumplimiento, por parte
del empleador, de su obligación de costear el billete de pasaje de regreso.
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d)  El  empleador  o  trabajador  que  celebre  un  contrato  de
trabajo en período de latencia o saturación, en contravención con las disposiciones
de la presente ley.

e)  El empleador que incumpla con su obligación de costear
el pasaje de regreso del trabajador y su familia según lo dispuesto en las letras c) y
f) del artículo 6.

f) Quienes elaboren y/o proporcionen documentación falsa o
adulterada, o los que celebren un contrato o aleguen una situación de hecho con la
finalidad de burlar las disposiciones de la presente ley.

Párrafo 2°
De las sanciones

Artículo 37.- De las sanciones aplicables a las infracciones
menos graves. Las personas que incurran en alguna de las infracciones señaladas
en  la  letra  a)  del  artículo  35  serán  sancionadas  con  multa  de  diez  unidades
tributarias mensuales por cada persona no informada.

Las  personas  que  incurran  en  alguna  de  las  infracciones
previstas  en  las  letras  b)  y  c)  del  artículo  35  serán  sancionadas  con  multa  5
unidades tributarias mensuales. 

Artículo 38.- De las sanciones aplicables a las infracciones
graves. Las infracciones contempladas en el artículo 36 serán sancionadas según lo
dispuesto a continuación. 

En el caso de la letra a), se les sancionará con una multa de
diez a cincuenta unidades tributarias mensuales por billete de pasaje vendido o por
persona no reconducida, según corresponda. 

La persona que cometa alguna de las infracciones previstas
en las letras b) y c) será sancionada con el abandono del territorio especial. Junto
con  lo  anterior,  se  le  aplicará  una  multa  de  tres  a  diez  unidades  tributarias
mensuales por cada día de permanencia sin autorización. 

En caso de infracción a las letras d) y e), se le aplicará una
multa de diez a cincuenta unidades tributarias mensuales.

La persona que cometa la infracción prevista en la letra f)
será sancionada con multa de veinte a treinta unidades tributarias mensuales, sin
perjuicio  de las penas que correspondan por  delitos contemplados en el  Código
Penal y otras leyes.

Artículo  39.-  De  la  sanción  de  abandono.  La  sanción  de
abandono consiste en la orden de salida del territorio especial, dispuesta mediante
resolución fundada de la Gobernación, bajo apercibimiento de expulsión, en caso de
no ejecutarse en el plazo a que refiere el inciso siguiente.

La salida deberá producirse dentro del plazo de cinco días
desde que se encuentre notificada la resolución que aplica la sanción, sin perjuicio
de lo dispuesto en el párrafo tercero del Título VII de esta ley.  
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Artículo  40.-  De  la  sanción  de  expulsión.  La  sanción  de
expulsión consiste en la orden de salida forzada del territorio especial, dispuesta por
la autoridad en el mismo acto en que decretó el abandono, y para el caso que éste
no fuere cumplido. 

Artículo 41.- De la sanción de prohibición de ingreso. Esta
sanción consiste en la prohibición, ordenada por la autoridad mediante resolución
fundada, de volver a ingresar al territorio especial de Isla de Pascua por un período
que no podrá ser inferior a un año ni superior a tres años. 

Esta  sanción  deberá  establecerse  en  el  mismo  acto  que
decrete  el  abandono,  respecto  de  aquellos  que  incurran  en  alguna  de  las
infracciones señaladas en las letras b) y c) del artículo 36.

En caso de reiteración, la prohibición de ingreso no podrá ser
inferior a tres años ni superior a cinco años.

Artículo  42.-  Responsabilidades.  Las  sanciones  que  se
apliquen en virtud de esta ley procederán sin perjuicio de la responsabilidad civil o
penal que provenga de los mismos hechos.

Artículo  43.-  De  las  atenuantes  y  agravantes.  Se
considerarán como agravantes la reiteración y el haber cometido la infracción en
períodos de latencia y de saturación. 

Se  considerarán  como  atenuantes  el  no  haber  sido
sancionado previamente por infracciones a la presente ley y el hecho de haberse
autodenunciado antes del inicio del procedimiento administrativo. En el caso de la
autodenuncia,  la  atenuante  sólo  procederá  cuando  la  persona  suministre
información precisa, verídica y comprobable respecto de los hechos que constituyen
infracción y ponga fin, de inmediato, a los mismos.

Deberá  además  considerarse  en  la  determinación  de  la
multa aplicable, el perjuicio ocasionado o el beneficio percibido por el infractor. 

Párrafo 3°
De la prescripción

Artículo  44.-  Prescripción  de  la  acción.  La  acción  para
perseguir  la  responsabilidad por las infracciones establecidas en la presente ley,
prescribirá en el plazo de cinco años contados desde que se hubiere cometido el
hecho o configurado la omisión. No obstante, si existieren hechos constitutivos de
delito, la acción prescribirá conjuntamente con la acción penal.

La prescripción  se suspenderá desde la  notificación  de la
formulación de cargos, y se interrumpirá, perdiéndose el tiempo transcurrido, en el
evento de incurrirse en una nueva infracción.

Si la duración del procedimiento sancionatorio excediera los
seis  meses,  sin  considerar  la  fase  de  impugnación,  el  cómputo  del  plazo  de
prescripción continuará corriendo como si no se hubiera suspendido.
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Artículo 45.- Prescripción de sanciones. La sanción de multa
prescribirá en el plazo de un año contado desde la fecha en que se notifique la
resolución firme que la imponga. Las sanciones de abandono, de expulsión y de
prohibición de ingreso prescribirán en el plazo de tres años contados desde que se
notifique la resolución firme que las adopte. 

Título VII
Procedimiento para la aplicación de sanciones

Párrafo 1°
Normas generales de procedimiento

Artículo 46.- Competencia. Corresponderá a la Gobernación
el ejercicio de la potestad sancionatoria establecida en esta ley. 

En  el  caso de las  empresas aeronáuticas  y  marítimas de
transporte de pasajeros, se seguirá lo dispuesto en el Título XII de la ley N° 18.916
que aprueba el Código Aeronáutico y lo dispuesto en el decreto supremo N° 1340
Bis, de 1941, que fija el Reglamento General de Orden, Seguridad y Disciplina en
las Naves y Litoral de la República, en todo aquello que resulte pertinente. Para ello,
la Gobernación deberá informar los antecedentes constitutivos de la infracción a la
autoridad competente. 

Artículo  47.-  Legislación  aplicable.  Las  sanciones
establecidas  se  tramitarán  conforme  al  procedimiento  especial  regulado  en  la
presente ley, y supletoriamente, por la ley N° 19.880, que establece Bases de los
Procedimientos  Administrativos  que  rigen  los  Actos  de  los  Órganos  de  la
Administración del Estado. 

Artículo 48.-  Derechos de los niños,  niñas y adolescentes.
Los órganos del Estado a que se refiere la presente ley deberán considerar, en sus
decisiones y actuaciones para la aplicación de esta ley, el interés superior del niño y
el pleno respeto de los derechos que le son reconocidos en la Constitución Política
de  la  República,  en la  Convención  sobre  los  Derechos  del  Niño,  en los  demás
tratados internacionales  que hayan sido ratificados por  Chile  que se encuentren
vigentes, y en las leyes.

Todo niño,  niña y adolescente tiene derecho a ser  oído y
debidamente considerado, de acuerdo con el desarrollo de sus facultades, en los
procedimientos o actuaciones previstas en esta ley en que se decida sobre alguna
cuestión particular  cuya determinación pudiere afectar  sus derechos o intereses,
especialmente en el ámbito familiar, escolar, sanitario, administrativo y comunitario,
según el procedimiento establecido en el reglamento. 

Párrafo 2°
Procedimiento general

Artículo  49.-  Procedimiento.  El  ejercicio  de  la  potestad
sancionatoria de la presente ley se regirá conforme a las reglas de este artículo:

137



1. El procedimiento se iniciará por la Gobernación, de oficio,
por autodenuncia del infractor, o por denuncia fundada del Consejo de Gestión de
Carga Demográfica, ante ésta.

En caso que el procedimiento se inicie a través de denuncia
del Consejo, ésta deberá contener una descripción clara y detallada de los hechos
concretos que la motivan, precisando la fecha de su comisión, la norma infringida, y
en caso de estar en conocimiento, la identificación del presunto infractor, además de
cualquier otro antecedente que permita fundamentar su petición. Iguales requisitos
deberá cumplir la autodenuncia, en cuanto fueren procedentes.

El Gobernador dará curso a esta denuncia si cumple con los
requisitos  señalados  en  el  inciso  precedente.  De  lo  contrario,  será  declarada
inadmisible y se procederá a su archivo mediante resolución fundada, sin perjuicio
de su facultad de proceder de oficio. Declarada admisible la denuncia se procederá
conforme al número 3 de este artículo.

2. Todos los antecedentes que se recaben, presentaciones
que se formulen y actos administrativos que se dicten en el procedimiento tendrán
carácter  reservado  hasta  la  notificación  de  la  resolución  que  ponga  término  al
mismo,  salvo  respecto  de  las  personas  en  contra  de  quienes  se  dirige  la
investigación,  los  que  tendrán  acceso  al  expediente  desde  el  inicio  del
procedimiento.

3. El procedimiento se iniciará con la resolución que ordena
la apertura del expediente administrativo, la que deberá contener la norma que se
estima infringida y el plazo para que el presunto infractor evacue sus descargos.
Este acto deberá notificarse personalmente, por un funcionario de Carabineros de
Chile,  quien  deberá  dejar  testimonio  escrito  de  su  actuación  en  el  mismo
expediente. 

4. Por regla general, las notificaciones se harán por escrito
en el domicilio que conste en el procedimiento y serán efectuadas por un funcionario
de la Gobernación o de Carabineros de Chile, según instruya el Gobernador. 

Sin perjuicio de lo anterior, el Gobernador podrá establecer
otras formas de notificación que fueren convenientes para una mejor comunicación
de las resoluciones, siempre y cuando la persona así lo solicite y se condiga con la
naturaleza del acto administrativo.

5. El afectado tendrá un plazo de diez días, contados desde
la respectiva notificación, para efectuar sus descargos ante la Gobernación. En el
mismo escrito deberá acompañar todos los medios de prueba de que disponga y
fijar domicilio conocido dentro del territorio especial, bajo apercibimiento de tenerse
por notificado en la fecha de emisión de la resolución.

6. Evacuado el traslado o transcurrido el plazo otorgado para
ello, el Gobernador resolverá de plano cuando pueda fundar su decisión en hechos
no controvertidos que consten en el proceso, sean de pública notoriedad o estime
fundadamente  que  son  suficientes  para  resolver.  En  caso  contrario,  abrirá  un
término  de  prueba  de  ocho  días.  Dicho  plazo  podrá  ampliarse,  por  resolución
fundada, de acuerdo al artículo 26 de la ley N° 19.880 que establece Bases de los
Procedimientos  Administrativos  que  rigen  los  actos  de  los  Órganos  de  la
Administración del Estado. 

7. El Gobernador, de oficio o a petición de parte, dará lugar a
las medidas o diligencias probatorias que resulten pertinentes. 
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8.  Los  hechos  investigados  podrán  acreditarse  mediante
cualquier medio de prueba admisible en derecho, los que se apreciarán conforme a
las reglas de la sana crítica.

9.  Cumplidos  los  trámites  señalados  en  los  numerales
anteriores, el Gobernador emitirá, dentro de cinco días hábiles, resolución fundada
mediante el cual absolverá o aplicará la sanción que corresponda.

Esta resolución deberá contener la individualización de él o
los sujetos investigados, la relación de los hechos, los medios de prueba utilizados,
la  forma en que los hechos se han acreditado y la  sanción a ser aplicada o la
decisión de absolución, según corresponda. 

10.  La notificación del acto administrativo que imponga una
sanción, será notificada personalmente, por un funcionario de Carabineros de Chile,
debiendo entregarse copia de la resolución.

11.  Contra  la  resolución  que  pusiere  fin  a  la  instancia
administrativa ante la Gobernación podrán deducirse los recursos que contempla
esta ley. 

Párrafo 3°
Recursos

Artículo  50.-  Incompatibilidad.  En  caso  que  el  afectado
interponga ante el Gobernador un recurso de los establecidos en este párrafo, no
podrá deducir  igual pretensión ante los Tribunales de Justicia  mientras aquél  no
haya sido resuelto. 

Interpuesto  un  recurso  ante  la  Gobernación,  se  entenderá
interrumpido el  plazo para ejercer el  recurso o acción jurisdiccional.  Dicho plazo
volverá  a  contarse  desde  la  fecha  en  que  se  notifique  al  recurrente  del  acto
administrativo resolutivo.

Interpuesta  alguna  acción  jurisdiccional  en  contra  de  una
resolución  de  la  Gobernación,  este  organismo  deberá  abstenerse  de  conocer
cualquier recurso administrativo sobre la misma pretensión y por los mismos hechos
que motivaron la acción judicial.

Artículo 51.- Efectos suspensivos.  Por la sola interposición
de  alguno  de  los  recursos  administrativos  contemplados  en  esta  ley,  se
suspenderán los efectos de la resolución impugnada.

Artículo  52.-  Reposición  administrativa.  Procederá  este
recurso  respecto  de  las  resoluciones  dictadas  por  la  Gobernación  que  recaigan
sobre cualquiera de las sanciones establecidas en la presente ley. 

Este recurso deberá interponerse ante la Gobernación dentro
de los cinco días hábiles siguientes a la notificación de la resolución recurrida. 

Artículo 53.- Recurso jerárquico.  El  recurso jerárquico sólo
será procedente en caso de abandono, expulsión y prohibición de reingreso.
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Deberá  interponerse  conjuntamente  con  el  de  reposición,
contemplado en el artículo precedente, para el caso que éste sea rechazado. 

La tramitación del recurso jerárquico se realizará mediante
medios electrónicos, por lo cual, en caso que se haya dictado acto administrativo
que rechaza el recurso de reposición del artículo 52, el Gobernador deberá remitir
dentro de veinticuatro horas, copia digital íntegra del expediente a la Subsecretaría
del Interior. El Subsecretario del Interior conocerá del recurso y resolverá dentro del
plazo establecido en el artículo siguiente.

Una vez resuelto el recurso jerárquico, éste será remitido por
medios  electrónicos  a  la  Gobernación,  quien  deberá  notificar  la  resolución
administrativa conforme a las reglas establecidas en el numeral 4 del artículo 49, sin
perjuicio de lo previsto en el numeral 5 del referido artículo, según sea el caso.

Artículo  54.-  Plazo  de  la  autoridad  administrativa  para
resolver. El Gobernador deberá pronunciarse dentro del plazo de diez días hábiles,
contado desde la fecha de la interposición del recurso de reposición. 

En su caso, el Subsecretario del Interior deberá resolver el
recurso jerárquico dentro de los quince días hábiles siguientes contados desde la
recepción  de  los  antecedentes  remitidos  de  conformidad  al  inciso  segundo  del
artículo 53.

En  caso  que  la  autoridad  correspondiente  no  se  hubiere
pronunciado  dentro  de  plazo,  el  o  la  recurrente  podrá  solicitar  la  emisión  del
certificado a que se refiere el inciso segundo del artículo 65 de la ley N° 19.880 que
establece Bases de los Procedimientos Administrativos que rigen los actos de los
Órganos de la Administración del Estado.

Artículo 55.- Reclamación jurisdiccional. En caso de rechazo
de la impugnación administrativa, se podrá reclamar ante la Corte de Apelaciones
respectiva, dentro del plazo de diez días hábiles contado desde la notificación de la
resolución que rechaza el recurso administrativo, o desde la fecha que conste en el
certificado emitido conforme al artículo precedente.

Dicho  recurso  se  interpondrá  en  la  Corte  de  Apelaciones
competente o en el juzgado de letras con asiento en Isla de Pascua, a elección del
reclamante. 

En caso de que se interponga ante el juzgado de letras, el
juez deberá remitir en el más breve plazo y por medios electrónicos, copia íntegra
del recurso, a la respectiva Corte de Apelaciones para su conocimiento y resolución.

La  Corte  pedirá  informe a  la  autoridad  respectiva,  el  cual
deberá ser emitido dentro de los cinco días hábiles siguientes. Recibido el informe,
la  Corte  resolverá  el  reclamo  en  única  instancia,  dentro  de  los  treinta  días
siguientes.  En  caso  de  ordenarse  medidas  para  mejor  resolver,  este  plazo  se
entenderá prorrogado por diez días. 

En  lo  no  expresamente  previsto  en  este  artículo,  la
tramitación de la  reclamación se sujetará  al  procedimiento  regulado en el  Título
Final de la ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades. 
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Párrafo 4°
Ejecución y efectos de las sanciones

Artículo 56.- Ejecución de la sanción de multa. La resolución
administrativa que establezca el pago de una multa tendrá mérito ejecutivo.  

Las multas deberán ser pagadas en Tesorería General de la
República o en alguna institución bancaria en convenio con dicho servicio dentro de
los diez días siguientes a la notificación de la resolución que las imponga, plazo que
se suspenderá por la presentación de recursos.

El pago de la multa deberá ser acreditado en la Gobernación
Provincial de Isla de Pascua dentro de los diez días siguientes a éste, acompañando
el  comprobante  respectivo,  lo  que  podrá  efectuarse  en  conformidad  a  lo  que
disponga el reglamento.

El retardo en el pago de toda multa devengará los intereses
y reajustes establecidos en el artículo 53 del Código Tributario.

Si transcurrido el plazo de diez días, no estuviere acreditado
el  pago  de la  multa,  la  Gobernación  entregará  los  antecedentes  al  Juzgado  de
Policía Local respectivo. Este tribunal podrá decretar orden de arresto en contra del
infractor  a  razón  de  un  día  o  una  noche  por  cada  quinto  de  unidad  tributaria
mensual, con un máximo de quince jornadas diarias, diurnas o nocturnas. Dichas
medidas podrán ser decretadas en forma total o parcial, o en determinados días de
la semana, especificando duración, lugar y forma de cumplir con lo decretado. 

Despachada una orden de arresto, no podrá suspenderse o
dejarse sin efecto sino por orden del tribunal que la dictó o por el pago de la multa
más intereses y reajustes.

Artículo 57.- Destino de la multa. El importe de las multas
aplicadas  de  acuerdo  al  procedimiento  regulado  en  este  Párrafo,  quedará  a
beneficio  de  la  Gobernación  Provincial  de  Isla  de  Pascua  y  se  destinará
exclusivamente  para  el  financiamiento  de  actividades  de  fiscalización  de  dichas
infracciones.

Artículo  58.-  Ejecución  de  la  medida  de  abandono.  La
sanción de abandono deberá ejecutarse dentro del plazo de cinco días contados
desde su notificación. Si transcurrido el plazo la persona sancionada no abandona el
territorio especial, la Gobernación ejecutará la medida de expulsión.

Artículo 59.-  Ejecución de la medida de expulsión.  Una vez
que se encuentre firme la resolución que dispone la expulsión,  y no habiéndose
cumplido  la  sanción  de  abandono  en  el  plazo  establecido,  a  la  Policía  de
Investigaciones  de  Chile  le  corresponderá  su  ejecución.  Para  estos  efectos,  se
procederá a la detención de la persona por un plazo no superior a doce horas.

La detención se llevará a cabo en dependencias de la Policía
de Investigaciones de Chile, dando cumplimiento a los estándares sanitarios y de
habitabilidad adecuados, y separado de toda la población penal. 
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Vencido el  plazo señalado en el inciso primero sin que se
materialice la medida de expulsión, la Policía de Investigaciones de Chile deberá
poner  inmediatamente  a  la  persona  a  disposición  del  Juzgado  de  Garantía
competente,  con el  objeto  de que conozca y resuelva  sobre la  aplicación  de la
medida cautelar  contemplada en la letra c)  del  artículo 155 del Código Procesal
Penal, a efectos de asegurar el cumplimiento de la medida de expulsión. 

Artículo 60.-  Revocación y suspensión de oficio. La medida
de  expulsión  podrá  ser  revocada  o  suspendida  temporalmente  en  cualquier
momento,  de  oficio  por  la  misma  autoridad  que  la  dictó  y  solo  por  resolución
fundada.

Título VIII
Otras disposiciones

Artículo 61.- Reglas especiales para el transporte público y
privado  de  pasajeros  en  Isla  de  Pascua.  El  Ministerio  de  Transportes  y
Telecomunicaciones  estará  facultado  para  establecer  condiciones  y  exigencias
específicas para el transporte público y privado remunerado de pasajeros que preste
servicios  en  la  Isla  de  Pascua,  exceptuarlos  del  cumplimiento  de  determinada
normativa reglamentaria y establecer otros requisitos de circulación que tiendan a
un ordenamiento y cuidado de ese territorio especial. 

Asimismo,  podrá  establecer  que  las  inscripciones  que  se
autoricen al amparo de la ley N° 20.867, que Suspende por el Plazo de Cinco Años
la  Inscripción  de  Taxis  en  el  Registro  Nacional  de  Servicios  de  Transporte  de
Pasajeros, en el territorio especial, otorguen prioridad a personas que pertenezcan
al pueblo rapa nui según lo dispuesto en el artículo 66 de la ley N° 19.253, que
Establece Normas sobre Protección, Fomento y Desarrollo de los Indígenas, y Crea
la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena.

De acuerdo a la evaluación que haga la autoridad, se podrán
decretar  medidas  de  restricción  a  la  circulación  de  vehículos  motorizados  y,
además, restringir el ingreso de vehículos a la Isla, con excepción de los vehículos
de emergencia.

Un reglamento, que será dictado en el plazo de ciento veinte
días,  determinará  las  condiciones,  exigencias  y  plazos para la  aplicación  de las
reglas especiales  de los incisos precedentes a los vehículos  que se encuentren
prestando servicios de transporte remunerado de pasajeros, público o privado, a la
fecha de entrada en vigencia de la presente ley.

Artículo  62.-  Realización  de  trámite  y  solicitud  de
autorizaciones. Las autorizaciones y demás trámites que se requieran para prestar
servicios de transporte remunerado de pasajeros podrán ser realizados a través de
la  Gobernación  Provincial  de  Isla  de Pascua,  la  que deberá  gestionarla  ante  la
Secretaría Regional de Transportes y Telecomunicaciones de la Quinta Región de
Valparaíso por el medio más expedito de que disponga.

142



Disposiciones Transitorias

Artículo primero.-  Dentro de los ciento veinte días contados
desde la  publicación  de la  presente ley,  se deberá dictar  el  primer  decreto que
establece la capacidad de carga demográfica para el territorio especial de Isla de
Pascua. Este decreto podrá fundarse en estudios que hubieren sido realizados con
anterioridad  a  la  entrada en vigencia  de la  presente  ley  y  que el  Ministerio  del
Interior y Seguridad Pública considere pertinentes. 

La presente ley entrará en vigencia el primer día del quinto
mes siguiente al de la publicación de la misma. 

Artículo  segundo.-  El  primer  plan  de  gestión  de  carga
demográfica para el territorio especial de Isla de Pascua, deberá ser elaborado en el
término de noventa días contados desde la entrada en vigencia de esta ley. Para
efectos de lo dispuesto en el artículo 14 se considerarán los resultados del estudio
de gestión de la capacidad de carga demográfica vigente a esa fecha.

Artículo tercero.- Quienes tengan domicilio en Isla de Pascua
con anterioridad al 24 de enero de 2016, tendrán el plazo de seis meses desde la
entrada  en  vigencia  de  la  ley  para  dar  cumplimiento  a  aquellos  requisitos
establecidos en el artículo 6.

Aquellas  personas  señaladas  en  el  inciso  anterior  que no
cumplieren con alguno de los requisitos habilitantes establecidos en el artículo 6,
dispondrán del mismo plazo a fin de solicitar autorización para permanecer en Isla
de Pascua a la Gobernación, previo informe del Consejo.

Las  personas  señaladas  en  los  incisos  anteriores  se
entenderán  habilitadas  para  permanecer  y  residir  en  Isla  de  Pascua  mientras
conserven la residencia y el ánimo de permanecer en el territorio especial.

Quienes hayan establecido domicilio en Isla de Pascua con
posterioridad a la fecha establecida en el inciso primero, tendrán el plazo de seis
meses desde la entrada en vigencia de la ley para dar cumplimiento a aquellos
requisitos  establecidos  en  el  artículo  6.  A  estas  personas  se  les  aplicarán
íntegramente los efectos previstos en la presente ley en caso de perder alguna de
estas circunstancias habilitantes. 

Artículo  cuarto.-  Para  la  realización  del  primer  estudio  de
gestión de la capacidad de carga demográfica no se aplicará lo dispuesto en la letra
a) del artículo 27 de la presente ley. 

Artículo quinto.- En tanto no entre en vigencia una ley que
cree como instancia de representación permanente un Consejo del Pueblo Rapa
Nui, los cargos señalados en la letra c) del artículo 26 serán provistos de la siguiente
forma:

1. Un cargo de consejero corresponderá al representante del
pueblo rapa nui ante el órgano establecido en la letra d) del artículo 41 de la ley N°
19.253  que  Establece  Normas  sobre  Protección,  Fomento  Desarrollo  de  los
Indígenas,  y  Crea  la  Corporación  Nacional  de  Desarrollo  Indígena,  mientras  se
mantenga en dichas funciones.
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2. Dos cargos de consejeros corresponderán a las personas
que  hayan  obtenido,  en  la  última  elección  de  comisionados  de  la  Comisión  de
Desarrollo para Isla de Pascua, las votaciones más altas, descontadas aquellas que
correspondan a las personas que hubieran resultado electas como comisionados, y
por el mismo período para el que hayan sido electos estos últimos.

Creado sea por  ley  un Consejo  del  Pueblo  Rapa Nui,  los
representantes  que se elijan  para  conformarlo  integrarán por  ese sólo  hecho el
Consejo de Gestión de Carga Demográfica, a contar de la fecha en que asuman sus
cargos, reemplazando desde la siguiente sesión a los consejeros mencionados en el
inciso precedente, si estos hubieren llegado a integrarlo.

Artículo  sexto.-  El  mayor  gasto  fiscal  que  demande  la
aplicación  de  esta  ley  durante  el  primer  año  presupuestario  de  su  entrada  en
vigencia se financiará con cargo al presupuesto de la Partida Ministerio del Interior y
Seguridad  Pública  y,  en lo  que faltare,  con recursos provenientes  de la  Partida
Tesoro Público. En los años siguientes se financiará con cargo a los recursos que
disponga la respectiva Ley de Presupuestos del Sector Público.”

--------

Se  designó  Diputada  Informante  a  la  señora  ANDREA
MOLINA OLIVA.

------

Tratado  y  acordado,  según  consta  las  actas
correspondientes a las sesiones de fechas 10 y 17 de agosto; 7, 8, 14 y 28 de
septiembre, 5 de octubre, 2, 9 y 30 de noviembre de 2016; 4, 11, 23, 25 de enero; 1,
8,  13,  15  de  marzo  de  2017,  con  la  asistencia  de  diputados  integrantes  de  la
Comisión señoras Cristina Girardi Lavín y Andrea Molina Oliva, y señores Cristián
Campos  Jara,  Marcelo  Chávez  Velásquez  (Presidente),  Joaquín  Godoy  Ibáñez,
Rodrigo González Torres, Daniel Melo Contreras, Fernando Meza Moncada, Celso
Morales Muñoz, Leopoldo Pérez Lahsen, Jorge Rathgeb Schifferli, David Sandoval
Plaza, Christian Urízar Muñoz y Patricio Vallespín López.

Concurrieron también la señora Marcela Hernando Pérez en
reemplazo  de  señor  Fernando  Meza  Moncada  y  el  señor  Felipe  Letelier
Norambuena en reemplazo de la señora Cristina Girardi Lavín.

Asimismo, se hace presente que con fecha 15 de marzo en
curso,  el  señor  Cristián  Campos Jara reemplazó  en forma permanente  al  señor
Rodrigo González Torres.

Sala de la Comisión, a 15 de marzo de 2017.
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MARÍA TERESA CALDERÓN ROJAS
Abogada Secretaria de la Comisión
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